
LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL 
PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

El siguiente punto del orden del día es la primera lectura
del dictamen con proyecto de Ley del Instituto de Seguri-
dad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

ANTEPROYECTO DE DICTAMEN A LAS INICIATI-
VAS CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE
REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY
DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA
LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS. 

A la Comisión de Seguridad Social fueron turnadas para su
estudio y dictamen tres Iniciativas con Proyecto de Decre-
to por el que se Reforman Diversas Disposiciones de la
Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Ar-
madas Mexicanas. La Comisión que hoy dictamina, se abo-
có a su análisis de conformidad con los siguientes: 

I. ANTECEDENTES 

A) El 24 de octubre del año 2002, la Diputada María Lui-
sa Araceli Domínguez Ramírez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, a nombre de un
grupo de Diputados, integrantes de los Grupos Parlamenta-
rios del PRI, PAN, PRD y PVEM, presentó en la sesión de
ese día ante el Pleno de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, una "Iniciativa con Proyecto de Decre-
to que Reforma, Modifica y Adiciona diversos artículos de
la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas
Armadas de México" (sic)(En adelante Iniciativa Domín-
guez). 

B) La Presidencia de esta Cámara instruyó: "Túrnese a la
Comisión de Seguridad Social con opinión de las Comi-
siones de Defensa Nacional y de Marina". 

C) El 5 de noviembre del año en curso, en la sesión ordi-
naria mensual de esta Comisión, la Junta Directiva dio
cuenta de la recepción de la Iniciativa Domínguez , comi-
sionándose al efecto a la Junta Directiva de la Comisión
para que, erigida en subcomisión dictaminadora, elaborara
el anteproyecto de dictamen respectivo. 

D) El 7 de noviembre pasado, durante la sesión ordinaria
de esta Cámara, el Titular del Poder Ejecutivo Federal pre-
sentó una "Iniciativa con Proyecto de Decreto que Refor-
ma la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuer-
zas Armadas Mexicanas" (en adelante Iniciativa del
Ejecutivo). 

E) La Presidencia de esta Cámara instruyó: "Túrnese a la
Comisión de Seguridad Social con opinión de las Comi-
siones de Defensa Nacional y de Marina". 

F) El 11 de noviembre, por acuerdo de la Junta Directiva
de esta Comisión, se envió comedida solicitud a la Presi-
dencia de la Cámara, con objeto de que se autorizara de-
morar el trámite legislativo respecto de las dos Iniciativas
enunciadas. 

G) El 21 de noviembre del año en curso, en sesión extraor-
dinaria de esta Comisión, la Junta Directiva dio cuenta de
la recepción de la Iniciativa del Ejecutivo, del envío de la
solicitud a la Presidencia de la Cámara para demorar el trá-
mite legislativo respecto de las dos iniciativas y asimismo,
se comisionó a la Junta Directiva de la Comisión para que,
erigida en subcomisión dictaminadora, elaborara el ante-
proyecto de dictamen a la iniciativa con que se dio cuenta. 

H) A mediados del mes de noviembre, la Comisión de De-
fensa Nacional, envió por escrito su opinión únicamente en
lo que respecta a la Iniciativa Domínguez, documento que
se tomó en consideración al momento de emitir el presen-
te y que obra anexo al mismo para los efectos conducentes. 

I) El 4 de diciembre del presente, la Dirección General de
Proceso Legislativo, remitió la opinión que le enviara la
Comisión de Marina en la que se abordan la Iniciativa Do-
mínguez y la Iniciativa del Ejecutivo, cuyos elementos se
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tomaron en consideración al momento de emitir el presen-
te y se anexó al mismo para los efectos conducentes. 

J) El 10 de diciembre, en la sesión ordinaria de la Cámara
de Diputados correspondiente a ese día, el Diputado Rafael
Servín Maldonado del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, presentó una Iniciativa con
Proyecto de Decreto con el que se Reforma el artículo 29
de la "Ley del Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas
Armadas Mexicanas" (en adelante Iniciativa Servín). 

K) La Presidencia de esta Cámara instruyó: "Túrnese a la
Comisión de Seguridad Social con opinión de las Comi-
siones de Defensa Nacional y de Marina 

L) El 12 de diciembre del año en curso, los integrantes de
la Comisión de Seguridad Social reunidos en Pleno en se-
sión extraordinaria, conocieron, discutieron y aprobaron el
presente dictamen en sus términos. 

II. CONTENIDO DE LAS INICIATIVAS. 

A) La Iniciativa Domínguez propone 

Adicionar los artículos 1bis, y 204 bis; 

Reformar los artículos 5, 7, 10, 13, 14, 15, 16, 20, 22, 23,
29, 31, 33, 34, 37, 39, 44, 47, 48, 51, 54, 56, 57, 68, 77, 78,
85, 86, 93, 100, 107, 120, 140, 152, 153, 154, 162, 170,
172, 191, 197, 198, 199, 203, 207, 208, 212, 216, 221, 228,
229, 235; y 

Derogar los artículos 36, 227; 

B) La Iniciativa del Ejecutivo, pese a que no lo dice, pro-
pone la abrogación de la ley vigente, pues maneja algunos
de los conceptos contenidos en los artículos vigentes dán-
doles otro orden y numeración, quedando en su lugar el
nuevo articulado de 228 artículos ordinarios agrupados en
cuatro títulos, más cuatro artículos transitorios y cuatro ta-
blas anexas. 

C) La Iniciativa Servín propone únicamente la modifica-
ción del artículo 29 vigente. 

III. ARGUMENTO DE LAS INICIATIVAS 

A) La Iniciativa Domínguez esgrime a favor de su pro-
puesta que: 

Las prestaciones de Seguridad Social que brinda el Estado
Mexicano al personal de las fuerzas armadas, se otorgan
con muchos esfuerzos por los escasos recursos financieros
que se destinan al efecto. 

El bienestar social que requiere el personal militar en acti-
vo, en retiro, derechohabientes y pensionados, dista mucho
de ser el demandado. 

Este personal aspira a incrementar sus ingresos buscando
condiciones de vida que sean competitivas con las de aque-
llos que tienen iguales responsabilidades en el ámbito civil. 

Estas aspiraciones insatisfechas aunado a los servicios, dis-
ciplina y rigores de la carrera militar, provocan el desalien-
to y la deserción o separación del servicio activo 

Se requiere del ajuste de los beneficios que otorga la ley
para hacerlos compatibles con las exigencias de la realidad
económica actual, tales como la actualización de las pres-
taciones económicas y en especie. 

Es necesario incorporar al texto legal la prestación de Se-
guro de Vida Militar que actualmente tiene como sustento
un Convenio, con la finalidad de darle el sustento de ley. 

Dar un enfoque de equidad de género a prestaciones eco-
nómicas y médicas. 

B) La Iniciativa del Ejecutivo arguye en su favor: 

La consolidación del régimen de seguridad social que rige
a los integrantes del instituto armado. 

La mejora de las prestaciones de beneficio social del per-
sonal militar. 

La protección de los derechos del personal militar. 

La actualización de la ley en congruencia con los avances
que en materia de seguridad social rigen en el territorio na-
cional. 

La creación de un marco legal que permita al ISSFAM el
cumplimiento de sus funciones en forma más justa y efi-
caz. 

C) La Iniciativa Servín esgrime en su favor: 



Que la legislación actual desampara y deja en situación de
desventaja a los deudos de un militar al negarles la trans-
misión del sobrehaber en las pensiones que se derivan del
fallecimiento. 

Que la legislación actual desampara y deja en situación de
desventaja al propio militar al que no se le incorpora el so-
brehaber que recibe al momento que pasa a situación de re-
tiro 

Que en el ámbito civil, no sucede ello. 

Que dejar a la viuda y huérfanos de un militar sin el 60 %
del ingreso que tenía el militar en activo o en retiro, dete-
riora en forma significativa la calidad de vida de una fami-
lia que ha perdido a quien proveía el sustento. 

IV. CONSIDERACIONES PARA DICTAMINAR 

A)La Comisión de Seguridad Social es competente para
emitir dictamen a las iniciativas de referencia, atento a lo
que dispone el artículo 39 tercer párrafo de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, en conexión con lo preceptuado en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos en sus artículos 73
fracción XIV y 123 apartado B, fracción XIII . 

B) En razón de que las tres propuestas comparten el obje-
tivo y la materia, es decir pretenden la modificación del
mismo ordenamiento, por economía legislativa y para me-
jor proveer se decidió dictaminarlas en un solo acto pese a
lo cual, el análisis de cada una se hace por separado en el
cuerpo del presente dictamen. 

C) Las aseveraciones que con carácter de premisa, se ex-
ponen en las iniciativas tienen fundamento parcial, pues
efectivamente el ordenamiento que se pretende modificar
es añejo y ha recibido pocas adecuaciones desde su crea-
ción en junio de 1976; sin embargo, algunas de las refor-
mas propuestas no se consideraron pertinentes y por tanto
no merecieron la aprobación de la comisión. En todo caso
se explica en detalle en cada uno de los preceptos las razo-
nes por las cuales se asume una u otra vía. 

D) De inicio, la comisión que dictamina acepta la propues-
ta implícita en la Iniciativa del Ejecutivo de presentar una
nueva ley. En razón de ello, se decidió que como referen-
cia de los nuevos artículos se tomaría la numeración pro-
puesta por la Iniciativa del Ejecutivo, y contra esta se con-
trastarían los contenidos de las otras dos iniciativas, de

suerte que aunque en algunos casos el número ordinal cita-
do en las iniciativas no coincide, en su contenido si versan
sobre lo mismo. 

E) Se acepta sin modificaciones el texto de los artículos
que la Iniciativa del Ejecutivo marca como 3, 5, 11, 14, 15,
16, 17, 19, 20, 22, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 34, 35, 36, 37, 39,
41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 53, 54, 56, 60, 61,
62, 65, 66, 67, 68, 71, 72, 74, 75, 76, 77, 80, 83, 100, 101,
102, 103, 104, 105, 106, 109, 110, 111, 112, 113, 115, 116,
117, 118, 119, 120, 121, 122, 123, 124, 125, 126, 127, 128,
129, 130, 131, 132, 133, 135, 136, 137, 138, 140, 141, 144,
146, 147, 148, 149, 150, 151, 152, 154, 155, 156, 157, 158,
159, 161, 162, 163, 164, 165, 166, 167, 168, 169, 170, 171,
172, 173, 174, 175, 176, 178, 179, 180, 181, 182, 183, 184,
185, 186, 189, 190, 191, 193, 194, 195, 196, 197, 198, 199,
200, 201, 202, 203, 204, 205, 206, 207, 208, 210, 211, 212,
213, 214, 215, 216, 217, 218, 219, 220, 221, 223, 224, 225
y 227. 

F) Se proponen las modificaciones de los artículos que se
exponen a continuación por las razones que corresponden
a cada uno y la formulación final que se acompaña. La Co-
misión consideró conveniente incluir algunos preceptos
que no estaban contemplados en ninguna de las tres inicia-
tivas, numerándolos como bis para efectos de comprensión
y referencia. 

Artículo 1o. Se crea con carácter de organismo público
descentralizado federal, con personalidad jurídica y patri-
monio propio, el Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas, con domicilio en la Ciudad
de México. 

La Comisión dictaminadora, considera pertinente realizar
algunos cambios al artículo 1º de la iniciativa presentada
por el Ejecutivo, puesto que el Instituto ya no será creado
por esta nueva Ley y por lo tanto, no debe decir que "se
crea". Así, el texto propuesto quedaría como sigue: 

Artículo 1o. El Instituto de Seguridad Social para las Fuer-
zas Armadas Mexicanas, es un organismo público descen-
tralizado federal, con personalidad jurídica y patrimonio
propio, con domicilio en la Ciudad de México. 

Artículo 2o. El Instituto tendrá como funciones: 

I. Otorgar las prestaciones y administrar los servicios a su
cargo que la presente Ley le encomienda; 
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II. Administrar su patrimonio exclusivamente para el fin
señalado en la presente Ley; 

III. Administrar los fondos que reciba con un destino espe-
cífico, aplicándolos a los fines previstos; 

IV. Administrar los recursos del Fondo de la Vivienda pa-
ra los miembros del activo del Ejército, Fuerza Aérea y Ar-
mada, a fin de establecer y operar un sistema de financia-
miento que les permita obtener crédito barato y suficiente
para: 

a) La adquisición en propiedad de habitaciones cómodas e
higiénicas, incluyendo las sujetas al régimen de condomi-
nio; 

b) La construcción, reparación, ampliación o mejoramien-
to de sus habitaciones; y 

c) El pago de pasivos contraídos por los conceptos anteriores. 

V. Coordinar y financiar con recursos del Fondo de la Vi-
vienda programas de construcción de habitaciones destina-
das a ser adquiridas en propiedad por los miembros del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada; 

VI. Adquirir todos los bienes muebles e inmuebles necesa-
rios para la realización de sus cometidos; 

VII. Invertir sus fondos de acuerdo con las disposiciones
especiales de esta Ley; 

VIII. Realizar toda clase de actos jurídicos y celebrar los
contratos que requiera el servicio; 

IX. Organizar sus dependencias y fijar la estructura y fun-
cionamiento de las mismas; 

X. Expedir el estatuto orgánico, manuales, normas y pro-
cedimientos interiores para la debida prestación de los ser-
vicios y para su organización interna; 

XI. Difundir conocimientos y orientaciones sobre prácticas
de previsión social; y 

XII. Las demás que le confieren las leyes y reglamentos. 

La Comisión que dictamina considera pertinente para una
mejor redacción, cambiar el encabezado de este artículo,
utilizando el tiempo presente, para quedar como sigue: 

Artículo 2o. Las funciones del Instituto son: 

I. Otorgar las prestaciones y administrar los servicios a su
cargo que la presente Ley le encomienda; 

II. Administrar su patrimonio exclusivamente para el fin
señalado en la presente Ley; 

III. Administrar los fondos que reciba con un destino espe-
cífico, aplicándolos a los fines previstos; 

IV. Administrar los recursos del Fondo de la Vivienda pa-
ra los miembros del activo del Ejército, Fuerza Aérea y Ar-
mada, a fin de establecer y operar un sistema de financia-
miento que les permita obtener crédito barato y suficiente
para: 

V. La adquisición en propiedad de habitaciones cómodas e
higiénicas, incluyendo las sujetas al régimen de condomi-
nio; 

VI. La construcción, reparación, ampliación o mejora-
miento de sus habitaciones; y 

VII. El pago de pasivos contraídos por los conceptos ante-
riores. 

VIII. Coordinar y financiar con recursos del Fondo de la
Vivienda programas de construcción de habitaciones desti-
nadas a ser adquiridas en propiedad por los miembros del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada; 

IX. Adquirir todos los bienes muebles e inmuebles necesa-
rios para la realización de sus cometidos; 

X. Invertir sus fondos de acuerdo con las disposiciones es-
peciales de esta Ley; 

XI. Realizar toda clase de actos jurídicos y celebrar los
contratos que requiera el servicio; 

XII. Organizar sus dependencias y fijar la estructura y fun-
cionamiento de las mismas; 

XIII. Expedir el estatuto orgánico, manuales, normas y
procedimientos interiores para la debida prestación de los
servicios y para su organización interna; 

XIV. Difundir conocimientos y orientaciones sobre prácti-
cas de previsión social; y 



XV. Las demás que le confieren las leyes y reglamentos. 

Artículo 3o. El patrimonio del Instituto lo constituirán: 

V. Los bienes, derechos y obligaciones que integran sus in-
ventarios y registros; 

VI. Las cuotas que aporten los militares y sus familiares
derechohabientes en los términos que para este objeto esta-
blezcan las disposiciones legales; 

VII. Las aportaciones del Gobierno Federal señaladas en
esta Ley, para prestaciones específicas; 

VIII. Una cantidad anual a cargo del Gobierno Federal, equi-
valente a un 10% de los haberes y haberes de retiro de los
miembros de las Fuerzas Armadas para las demás prestacio-
nes que, conforme a esta Ley, deba otorgar el Instituto; 

IX. Los bienes que por cualquier título adquiera el Institu-
to, así como los rendimientos y remanentes que obtenga
por virtud de sus operaciones; y 

X. Los fondos del seguro de vida militar, colectivo de reti -
ro y de la vivienda militar. 

La Comisión que dictamina consideró prudente, para una
mejor redacción cambiar el encabezado de este artículo,
utilizando el tiempo presente, para quedar como sigue: 

Artículo 3o. El patrimonio del Instituto se constituye por: 

I. Los bienes, derechos y obligaciones que integran sus in-
ventarios y registros; 

II. Las cuotas que aporten los militares y sus familiares de-
rechohabientes en los términos que para este objeto esta-
blezcan las disposiciones legales; 

III. Las aportaciones del Gobierno Federal señaladas en es-
ta Ley, para prestaciones específicas; 

IV. Una cantidad anual a cargo del Gobierno Federal, equi-
valente a un 10% de los haberes y haberes de retiro de los
miembros de las Fuerzas Armadas para las demás presta-
ciones que, conforme a esta Ley, deba otorgar el Instituto; 

V. Los bienes que por cualquier título adquiera el Instituto,
así como los rendimientos y remanentes que obtenga por
virtud de sus operaciones; y 

VI. Los fondos del seguro de vida militar, colectivo de re-
tiro y de la vivienda militar. 

Artículo 4o. Para los efectos de esta Ley, se entenderá lo
siguiente: 

I. Por Ley, la Ley del Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas; 

II. Por Instituto, el Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas; 

III. Por Junta, la Junta Directiva, Órgano de Gobierno del
Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
Mexicanas; 

IV. Por Fuerzas Armadas, el Ejército, la Fuerza Aérea y la
Armada mexicanos; 

V. Por militares, a los miembros del Ejército, de la Fuerza
Aérea y de la Armada de México; y, cuando se señalen je-
rarquías, las disposiciones son aplicables a los grados equi-
valentes en las Fuerzas Armadas; 

VI. Por derechohabiente, familiares línea directa: esposa o
esposo, concubina o concubinario, hijos o hijas, madre, pa-
dre y, en algunos casos, los hermanos, que tienen derecho
a los beneficios estipulados en la Ley; 

VII. Por beneficiario, persona en cuyo favor se ha designa-
do un beneficio económico por voluntad expresa del mili-
tar y no necesariamente deberá ser familiar o derechoha-
biente; 

VIII. Por hijos, los hombres y mujeres nacidos dentro y
fuera de matrimonio, los adoptados en los términos de la
presente Ley y los reconocidos de conformidad con lo dis-
puesto en la legislación civil aplicable; 

IX. Por deudos, los parientes o familiares del militar falle-
cido; 

X. Por declaración de procedencia de retiro, el documento
que le expide al militar la secretaría de origen, para trámi-
te de retiro, a fin de que la Junta Directiva determine sobre
la procedencia, naturaleza y monto del beneficio; 

XI. Por haberes, la percepción base que se establece en el
tabulador que expide la Secretaría de Hacienda y Crédito

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002155



Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados156

Público, que se cubre a los militares en activo, conforme al
grado, por la prestación del servicio; 

XII. Por prima de perseverancia, la percepción a que se re-
fieren los artículos 51 de la Ley de Ascensos y Recompen-
sas del Ejército y Fuerza Aérea Nacionales y 55 de la Ley
de Recompensas de la Armada de México; 

XIII. Por asignación de técnico, la percepción que se cubre
a los militares en activo por tener estudios a nivel licencia-
tura y están desempeñando funciones específicas de su pro-
fesión; 

XIV. Por asignación de técnico especial, la percepción que
se cubre a los militares del activo en los grados de Coronel
a General de División y sus equivalentes en la Armada; y 

XV. Por asignación de vuelo y de salto, las remuneraciones
que se cubren a los miembros del Ejército, Fuerza Aérea y
Armada, que habitualmente desempeñan este tipo de acti-
vidades. 

La Comisión que dictamina consideró prudente, para una
mejor redacción, utilizar igualmente el tiempo presente en
el encabezado de este artículo, y suprimir la preposición
"por" al inicio de cada fracción. Igualmente consideró
cambiar la redacción de la fracción VI, incluyendo entre
paréntesis los familiares en línea directa que son derecho-
habientes de esta Ley. En la fracción VII se consideró con-
veniente concretar la definición de beneficiario, así como
suprimir, por obvio, la definición de hijos propuesta en la
fracción VIII, adelantando en consecuencia el número ro-
mano de las demás fracciones. En la fracción XII se corri -
ge la redacción, para quedar como sigue: 

Artículo 4o. Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

I. Ley, la Ley del Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas; 

II. Instituto, el Instituto de Seguridad Social para las Fuer-
zas Armadas Mexicanas; 

III. Junta, la Junta Directiva, Órgano de Gobierno del Ins-
tituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexi-
canas; 

IV. Fuerzas Armadas, el Ejército, la Fuerza Aérea y la Ar-
mada mexicanos; 

V. Militares, a los miembros del Ejército, de la Fuerza Aé-
rea y de la Armada de México; y, cuando se señalen jerar-
quías, las disposiciones son aplicables a los grados equiva-
lentes en las Fuerzas Armadas; 

VI. Derechohabiente, familiares en línea directa (esposa,
esposo, concubina, concubinario, hijos, madre, padre y, en
algunos casos hermanos) que tienen derecho a los benefi-
cios estipulados en la Ley; 

VII. Beneficiario, la persona en cuyo favor se ha designa-
do un beneficio económico por voluntad expresa del mili-
tar; 

VIII. Deudos, los parientes o familiares del militar falleci-
do; 

IX. Declaración de procedencia de retiro, el documento
que le expide al militar la secretaría de origen, para trámi-
te de retiro, a fin de que la Junta Directiva determine sobre
la procedencia, naturaleza y monto del beneficio; 

X. Haberes, la percepción base que se establece en el tabu-
lador que expide la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico; 

XI. Prima de perseverancia, la percepción a que se refieren
los artículos 51 de la Ley de Ascensos y Recompensas del
Ejército y Fuerza Aérea Nacionales y 55 de la Ley de Re-
compensas de la Armada de México; 

XII. Asignación de técnico, la percepción que se cubre a
los militares en activo por tener estudios a nivel licenciatu-
ra y estar desempeñando funciones específicas de su profe-
sión; 

XIII. Asignación de técnico especial, la percepción que se
cubre a los militares del activo de los grados de Coronel a
General de División y sus equivalentes en la Armada; y 

XIV. Asignación de vuelo y de salto, las remuneraciones
que se cubren a los miembros del Ejército, Fuerza Aérea y
Armada, que habitualmente desempeñan este tipo de acti-
vidades. 

Artículo 5o. El órgano de Gobierno del Instituto es la Jun-
ta Directiva, misma que se compondrá de nueve miembros:
tres designados por la Secretaría de la Defensa Nacional,
tres por la de Marina y tres por la de Hacienda y Crédito
Público. 



El Ejecutivo federal designará un Presidente y un vicepre-
sidente de los propuestos por la Secretaría de la Defensa
Nacional o la de Marina. 

Cuando el Presidente sea de los propuestos por la Secreta-
ría de la Defensa Nacional, el vicepresidente será de los
propuestos por la Secretaría de Marina o viceversa. 

Por cada uno de los miembros de la Junta Directiva, y en
los términos del primer apartado de este artículo, se desig-
narán los suplentes respectivos, sin que ellos puedan des-
empeñar, por suplencia, los cargos de Presidente o vicepre-
sidente de dicha Junta. 

Los miembros propietarios de la Junta Directiva tendrán,
cuando menos, un nivel jerárquico de director general den-
tro de la dependencia a que pertenezca; y los miembros su-
plentes, como mínimo una categoría equivalente a la de di-
rector de área. 

La Comisión que dictamina consideró prudente hacer mo-
dificaciones de redacción, así como del orden de los párra-
fos propuestos en la iniciativa, para quedar como sigue: 

Artículo 5o. El órgano de Gobierno del Instituto es la Jun-
ta Directiva, la que se integra por nueve miembros: tres de-
signados por la Secretaría de la Defensa Nacional, tres por
la de Marina y tres por la de Hacienda y Crédito Público. 

El Ejecutivo federal designará un Presidente y un Vicepre-
sidente de los propuestos por la Secretaría de la Defensa
Nacional o la de Marina. 

Cuando el Presidente sea de los propuestos por la Secreta-
ría de la Defensa Nacional, el Vicepresidente será de los
propuestos por la Secretaría de Marina, o viceversa. 

Por cada uno de los integrantes de la Junta Directiva, y en
los términos del primer párrafo de este artículo, se desig-
narán los suplentes respectivos, excepto para el presidente
y el vicepresidente. 

Los integrantes propietarios y suplentes de la Junta Direc-
tiva tendrán, cuando menos, un nivel jerárquico de director
general dentro de la dependencia a que pertenezcan; y los
miembros suplentes, como mínimo una categoría equiva-
lente a la de director de área. 

Artículo 6o. Los miembros de la Junta Directiva durarán
en sus funciones el tiempo que subsista su designación. Sus

nombramientos podrán ser revocados libremente por quie-
nes los hayan expedido. 

La comisión que dictamina consideró pertinente hacer mo-
dificaciones de redacción en este artículo, para quedar co-
mo sigue: 

Artículo 6o. Los integrantes de la Junta Directiva durarán
en sus funciones el tiempo que subsista su designación; sus
nombramientos podrán ser revocados libremente por quie-
nes los hayan expedido. 

Artículo 9o. El Ejecutivo federal designará al director ge-
neral y al subdirector general, así como a los directores de
área que estime necesarios para el eficaz funcionamiento
del Instituto, debiendo tener el primero, de preferencia, la
jerarquía de General de División o Almirante. El subdirec-
tor general y los directores de área podrán ser tanto de la
Secretaría de la Defensa Nacional como de la de Marina. 

Cuando el director general sea de los propuestos por la Se-
cretaría de la Defensa Nacional, el subdirector general se-
rá de los propuestos por la Secretaría de Marina, o vice-
versa. En ningún caso podrán pertenecer los dos
simultáneamente a la misma Secretaría. 

Los demás funcionarios y empleados serán designados por
la Junta Directiva, a propuesta del director del Instituto. 

Serán considerados trabajadores de confianza los que des-
empeñan funciones similares a las señaladas para los del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, mencionadas en la fracción II del artícu-
lo 5o. de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del
Estado. 

La Comisión que dictamina consideró prudente, para el de-
bido ordenamiento de la Ley que el artículo 9 de la inicia-
tiva quede con el número 7, y al igual que en el artículo an-
terior, propone cambios en la redacción para quedar como
sigue: 

Artículo 7o. El Ejecutivo Federal designará al Director
General y al Subdirector General, así como a los directo-
res de área que estime necesarios para el eficaz funciona-
miento del Instituto, debiendo tener el primero, de prefe-
rencia, la jerarquía de General de División o Almirante.
El subdirector general y los directores de área podrán ser
tanto de la Secretaría de la Defensa Nacional como de la
de Marina. 
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Cuando el Director General sea de los propuestos por la
Secretaría de la Defensa Nacional, el Subdirector General
será de los propuestos por la Secretaría de Marina, o vice-
versa. En ningún caso podrán pertenecer los dos simultá-
neamente a la misma Secretaría. 

Los demás funcionarios y empleados serán designados por
la Junta Directiva, a propuesta del Director General del
Instituto. 

Serán considerados trabajadores de confianza los que des-
empeñan funciones similares a las señaladas para los del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, mencionadas en la fracción II del artícu-
lo 5o. de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del
Estado. 

Artículo 7o. El Instituto contará con un órgano de vigilan-
cia integrado por un comisario público propietario y un su-
plente, designados por la Secretaría de Contraloría y Des-
arrollo Administrativo, quienes asistirán con voz, pero sin
voto, a las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Junta
Directiva del Instituto y tendrán las atribuciones que les
confieren los artículos 60 de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales, 29 y 30 de su Reglamento y demás dis-
posiciones aplicables. 

La Comisión que dictamina consideró pertinente, para el
debido ordenamiento de la Ley, que el artículo 7 quede con
el número 8 y al igual que en artículo anterior propone
cambios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 8o. El Instituto cuenta con un órgano de vigilan-
cia integrado por un comisario público propietario y un su-
plente, designados por la Secretaría de Contraloría y Des-
arrollo Administrativo, quienes asistirán con voz, pero sin
voto, a las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Junta
Directiva del Instituto y tendrán las atribuciones que les
confieren los artículos 60 de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales, 29 y 30 de su Reglamento y demás dis-
posiciones aplicables. 

Artículo 8o. El Instituto de Seguridad Social para las Fuer-
zas Armadas Mexicanas cuenta con una Contraloría Inter-
na, órgano interno de control, al frente de la cual el Con-
tralor Interno, designado en los términos del artículo 37,
fracción XII, de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, en el ejercicio de sus facultades se auxiliará
de los titulares de las áreas de auditoria, quejas y responsa-
bilidades designados en los mismos términos. 

Los servidores públicos a que se refiere el párrafo anterior,
en el ámbito de sus respectivas competencias, ejercen las
facultades previstas en la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales, la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos y en los demás
ordenamientos legales y administrativos aplicables, con-
forme a lo previsto en el artículo 47, fracciones III y IV, del
Reglamento Interior de la Secretaría de Contraloría y Des-
arrollo Administrativo. 

Las ausencias del contralor interno, así como la de los titu-
lares de las áreas de responsabilidades, auditoria y quejas,
serán suplidas conforme a lo dispuesto por el artículo 54,
segundo y tercer párrafos, del Reglamento Interior de la
Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo. 

La Comisión que dictamina consideró prudente, para el de-
bido ordenamiento de la Ley que el artículo 8 quede como
9, y al igual que en el artículo anterior propone cambios de
redacción para quedar como sigue: 

Artículo 9o. El Instituto de Seguridad Social para las Fuer-
zas Armadas Mexicanas tiene una Contraloría Interna, ór-
gano interno de control, al frente del cual el Contralor In-
terno, designado en los términos del artículo 37, fracción
XII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, en el ejercicio de sus facultades se auxiliará de los ti-
tulares de las áreas de auditoria, quejas y responsabilidades
designados en los mismos términos. 

Los servidores públicos a que se refiere el párrafo anterior,
en el ámbito de sus respectivas competencias, ejercen las
facultades previstas en la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales, la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos y en los demás
ordenamientos legales y administrativos aplicables, con-
forme a lo previsto en el artículo 47, fracciones III y IV, del
Reglamento Interior de la Secretaría de Contraloría y Des-
arrollo Administrativo. 

Las ausencias del contralor interno, así como la de los titu-
lares de las áreas de responsabilidades, auditoria y quejas,
serán suplidas conforme a lo dispuesto por el artículo 54,
segundo y tercer párrafos, del Reglamento Interior de la
Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo. 



Artículo 10. La Junta Directiva del Instituto tendrá las atri-
buciones que le señala esta Ley y actuará válidamente con
la concurrencia de seis de sus miembros. 

Sus resoluciones se tomarán por mayoría de votos de los
miembros presentes. 

El Presidente de la Junta tendrá voto de calidad. 

La Comisión que dictamina consideró prudente, hacer mo-
dificaciones de redacción y suprimir el voto de calidad pa-
ra el Presidente de la Junta Directiva, para quedar como si-
gue: 

Artículo 10. La Junta Directiva del Instituto actuará váli-
damente con la concurrencia de seis de sus miembros. 

Sus resoluciones se tomarán por mayoría de votos de los
miembros presentes. 

Artículo 12. Son atribuciones de la Junta Directiva: 

I. Decidir las inversiones del Instituto; 

II. Dictar los acuerdos necesarios para satisfacer las presta-
ciones establecidas por esta Ley; 

III. Otorgar, negar, modificar, suspender y dejar insubsis-
tentes los haberes de retiro, pensiones y compensaciones,
en los términos de esta Ley; 

IV. Conocer y resolver las propuestas para el otorgamiento
de créditos hipotecarios con cargo al Fondo de la Vivienda
para los miembros del activo de las Fuerzas Armadas Me-
xicanas; 

V. Conocer y determinar los montos máximos de los crédi-
tos que se otorguen, así como la protección de los présta-
mos y los precios máximos de venta de las habitaciones
cuya adquisición o construcción pueda ser objeto de los
créditos que se otorguen con cargo al Fondo de la Vivien-
da para los miembros del activo de las Fuerzas Armadas
Mexicanas; 

VI. Autorizar créditos a plazo mayor de 10 y hasta 20 años
con cargo al Fondo de la Vivienda para los miembros del
activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada cuando se des-
tinen a la adquisición o construcción de casas habitación.
La Junta Directiva tendrá también facultad para autorizar
créditos a plazo menor de 10 años cuando se destinen a la

reparación, ampliación o mejoramiento de las casas habita-
ción o al pago de los pasivos en los términos del inciso c)
de la fracción II del artículo 100 de esta Ley; 

VII. Aprobar y poner en vigor el estatuto orgánico, manua-
les, normas y procedimientos interiores; 

VIII. Establecer o suprimir delegaciones del Instituto en
los estados; 

IX. Discutir anualmente, para su aprobación o modifica-
ción, los presupuestos, la memoria y los planes de inver-
siones y de labores; 

X. Aprobar anualmente, previo informe de los comisarios
y dictamen de los auditores externos, los estados financie-
ros del Instituto y autorizar la publicación de los mismos; 

XI. Vigilar que las inversiones se hagan de acuerdo con las
disposiciones de esta Ley y sus reglamentos; 

XII. Analizar y aprobar, en su caso, los informes periódi-
cos que rinda el director general con la intervención que
corresponda a los comisarios, en los términos del artículo
58, fracción XV, de la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales; 

XIII. Conceder licencias a los miembros de la Junta Direc-
tiva; 

XIV. Proponer al Ejecutivo federal los proyectos de refor-
mas a esta Ley; 

XV. Ordenar se practique auditoria, cuando lo estime con-
veniente, para determinar la exactitud de los estados finan-
cieros y comprobar los avalúos de los bienes materia de
operaciones del Instituto. Dichas auditorias se practicarán
con independencia de las que, en el ámbito de sus atribu-
ciones, corresponde realizar a la Secretaría de Contraloría
y Desarrollo Administrativo, por sí o a través del órgano
interno de control en el Instituto, de conformidad con lo
dispuesto por las normas aplicables; 

XVI. En general, realizar todos aquellos actos y operacio-
nes legalmente autorizados y los que fuesen necesarios pa-
ra la mejor administración o gobierno del Instituto. 

La Comisión considera que no es prudente suprimir la atri -
bución que señala la fracción I del artículo 12 de la ley vi -
gente del ISSFAM, y considera que es conveniente que sea
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el Director General del Instituto el encargado de presentar
a la Junta Directiva los planes, programas y balances que
correspondan, ante la Junta y que esta los apruebe; por ello
la Comisión propone modificar también la fracción IX de
la iniciativa para quedar como sigue: 

Artículo 12. Son atribuciones de la Junta Directiva: 

I. Decidir las inversiones del Instituto; 

II. Dictar los acuerdos necesarios para satisfacer las presta-
ciones establecidas por esta Ley; 

III. Otorgar, negar, modificar, suspender y dejar insubsis-
tentes los haberes de retiro, pensiones y compensaciones,
en los términos de esta Ley; 

IV. Conocer y resolver las propuestas para el otorgamiento
de créditos hipotecarios con cargo al Fondo de la Vivienda
para los miembros del activo de las Fuerzas Armadas Me-
xicanas; 

V. Conocer y determinar los montos máximos de los crédi-
tos que se otorguen, así como la protección de los présta-
mos y los precios máximos de venta de las habitaciones cu-
ya adquisición o construcción pueda ser objeto de los
créditos que se otorguen con cargo al Fondo de la Vivien-
da para los miembros del activo de las Fuerzas Armadas
Mexicanas; 

VI. Autorizar créditos a plazo mayor de 10 y hasta 20 años
con cargo al Fondo de la Vivienda para los miembros del
activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada cuando se des-
tinen a la adquisición o construcción de casas habitación.
La Junta Directiva tendrá también facultad para autorizar
créditos a plazo menor de 10 años cuando se destinen a la
reparación, ampliación o mejoramiento de las casas habita-
ción o al pago de los pasivos en los términos del inciso c)
de la fracción II del artículo 100 de esta Ley; 

VII. Aprobar y poner en vigor el estatuto orgánico, manua-
les, normas y procedimientos interiores; 

VIII. Establecer o suprimir delegaciones del Instituto en
los estados; 

IX. Discutir anualmente, para su aprobación o modifica-
ción, los presupuestos, la memoria y los planes de inver-
siones y de operaciones; 

X. Aprobar anualmente, previo informe de los comisarios
y dictamen de los auditores externos, los estados financie-
ros del Instituto y autorizar la publicación de los mismos; 

XI. Vigilar que las inversiones se hagan de acuerdo con las
disposiciones de esta Ley y sus reglamentos; 

XII. Analizar y aprobar, en su caso, los informes periódi-
cos que rinda el director general con la intervención que
corresponda a los comisarios, en los términos del artículo
58, fracción XV, de la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales; 

XIII. Conceder licencias a los miembros de la Junta Direc-
tiva; 

XIV. Proponer al Ejecutivo federal los proyectos de refor-
mas a esta Ley; 

XV. Ordenar se practique auditoria, cuando lo estime con-
veniente, para determinar la exactitud de los estados finan-
cieros y comprobar los avalúos de los bienes materia de
operaciones del Instituto. Dichas auditorias se practicarán
con independencia de las que, en el ámbito de sus atribu-
ciones, corresponde realizar a la Secretaría de Contraloría
y Desarrollo Administrativo, por sí o a través del órgano
interno de control en el Instituto, de conformidad con lo
dispuesto por las normas aplicables; 

XVI. En general, realizar todos aquellos actos y operacio-
nes legalmente autorizados y los que fuesen necesarios pa-
ra la mejor administración o gobierno del Instituto. 

Artículo 13. Son atribuciones del Director General: 

I. Representar al Instituto; 

II. Presentar cada año a la Junta Directiva un informe por-
menorizado del estado del Instituto; 

III. Someter a la decisión de la Junta Directiva todas aque-
llas cuestiones que sean de la competencia de la misma; 

IV. Asistir a las sesiones de la Junta Directiva, con voz pe-
ro sin derecho a voto. En sus ausencias, concurrirá a ellas
quien asuma sus funciones; 

V. Formular y presentar a la Junta el balance, los presu-
puestos de ingresos y egresos, la memoria y los planes de



inversiones y de labores del Instituto correspondientes a
cada ejercicio anual; 

VI. Administrar los bienes del Instituto; 

VII. Dictar las normas de administración y funcionamien-
to del Instituto; y elaborar los programas de manejo y ex-
plotación de sus bienes; 

VIII. Resolver, bajo su inmediata y directa responsabilidad,
los asuntos urgentes de la competencia de la Junta Directi-
va, a reserva de dar cuenta de la misma en el menor tiem-
po posible; 

IX. Conceder licencias al personal del Instituto en los tér-
minos de las disposiciones correspondientes; 

X. Vigilar las labores del personal exigiendo su debido
cumplimiento e imponer a los trabajadores del Instituto las
correcciones disciplinarias procedentes; 

XI. Convocar a sesiones ordinarias y extraordinarias a los
miembros de la Junta Directiva cuando proceda o, a su jui-
cio, existan razones suficientes; y 

XII. Las demás que señalen esta Ley, su Reglamento y de-
más disposiciones aplicables. 

La Comisión que dictamina consideró prudente, hacer mo-
dificaciones de redacción, para quedar como sigue: 

Artículo 13. Son atribuciones del Director General: 

I. Representar al Instituto; 

II. Presentar cada año a la Junta Directiva un informe por-
menorizado del estado del Instituto; 

III. Someter a la decisión de la Junta Directiva todas aque-
llas cuestiones que sean de la competencia de la misma; 

IV. Asistir a las sesiones de la Junta Directiva, con voz pe-
ro sin derecho a voto. En sus ausencias, concurrirá a ellas
quien asuma sus funciones; 

V. Formular y presentar a la Junta el balance, los presu-
puestos de ingresos y egresos, la memoria y los planes de
inversiones y de operaciones y servicios del Instituto co-
rrespondientes a cada ejercicio anual; 

VI. Administrar los bienes del Instituto; 

VII. Dictar las normas de administración y funcionamien-
to del Instituto; y elaborar los programas de manejo y ex-
plotación de sus bienes; 

VIII. Resolver, bajo su inmediata y directa responsabilidad,
los asuntos urgentes de la competencia de la Junta Directi-
va, a reserva de dar cuenta de la misma en el menor tiem-
po posible; 

IX. Conceder licencias al personal del Instituto en los tér-
minos de las disposiciones correspondientes; 

X. Vigilar las labores del personal exigiendo su debido
cumplimiento e imponer a los trabajadores del Instituto las
correcciones disciplinarias procedentes; 

XI. Convocar a sesiones ordinarias y extraordinarias a los
miembros de la Junta Directiva cuando proceda o, a su jui-
cio, existan razones suficientes; y 

XII. Las demás que señalen esta Ley, su Reglamento y de-
más disposiciones aplicables. 

Artículo 18. Las prestaciones que se otorgarán con arreglo
a esta Ley son las siguientes: 

I. Haber de retiro; 

II. Pensión; 

III. Compensación; 

IV. Ayuda para militares retirados; 

V. Pagas de defunción; 

VI. Ayuda para gastos de sepelio; 

VII. Fondo de trabajo; 

VIII. Fondo de ahorro; 

IX. Seguro de vida; 

X. Seguro colectivo de retiro; 

XI. Venta de casas y departamentos; 
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XII. Ocupación temporal de casas y departamentos, me-
diante cuotas de recuperación; 

XIII. Préstamos hipotecarios y a corto plazo; 

XIV. Tiendas, granjas y centros de servicio; 

XV. Hoteles; 

XVI. Casas hogar para retirados; 

XVII. Centros de bienestar infantil; 

XVIII. Servicio funerario; 

XIX. Becas y créditos de capacitación científica y tecnoló-
gica; 

XX. Centros de adiestramiento y superación para derecho-
habientes; 

XXI. Centros deportivos y de recreo; 

XXII. Orientación social; 

XXIII. Servicio médico integral; y 

XXIV. Farmacias económicas. 

La Comisión que dictamina consideró prudente, hacer mo-
dificaciones de redacción, retirar del listado de prestacio-
nes la "ayuda para militares retirados", por razón de que en
posteriores artículos se incorpora al haber de retiro el so-
brehaber que reciben los militares en activo, adecuando la
numeración, y cambiar la denominación de la prestación
"centros de adiestramiento y superación" por la de "centros
de capacitación, desarrollo y superación", para quedar co-
mo sigue: 

Artículo 18. Las prestaciones que se otorgarán con arreglo
a esta Ley son las siguientes: 

I. Haber de retiro; 

II. Pensión; 

III. Compensación; 

IV. Pagas de defunción; 

V. Ayuda para gastos de sepelio; 

VI. Fondo de trabajo; 

VII. Fondo de ahorro; 

VIII. Seguro de vida; 

IX. Seguro colectivo de retiro; 

X. Venta de casas y departamentos; 

XI. Ocupación temporal de casas y departamentos, me-
diante cuotas de recuperación; 

XII. Préstamos hipotecarios y a corto plazo; 

XIII. Tiendas, granjas y centros de servicio; 

XIV. Servicios Turísticos 

XV. Casas hogar para retirados; 

XVI. Centros de bienestar infantil; 

XVII. Servicio funerario; 

XVIII. Becas y créditos de capacitación científica y tecno-
lógica; 

XIX. Centros de capacitación, desarrollo y superación pa-
ra derechohabientes; 

XX. Centros deportivos y de recreo; 

XXI. Orientación social; 

XXII. Servicio médico integral; y 

XXIII. Farmacias económicas. 

Artículo 21. Retiro es la facultad que tiene el Estado y que
ejerce por conducto de las Secretarías de la Defensa Na-
cional y de Marina para separar del activo a los militares al
ocurrir alguna de las causales previstas en esta Ley. 

Situación de retiro es aquella en que son colocados, me-
diante órdenes expresas, los militares con la suma de dere-
chos y obligaciones que fija esta Ley, al ejercer el Estado
la facultad que señala el párrafo anterior. Los militares con



licencia ilimitada para ser retirados deberán presentar su
solicitud ante las Secretarías de la Defensa Nacional o de
Marina, en su caso. 

Haber de retiro es la prestación económica vitalicia a que
tienen derecho los militares retirados en los casos y condi-
ciones que fija esta Ley. Una vez integrado el haber de re-
tiro en los términos del artículo 31 de la presente Ley, será
considerado como un solo concepto para todos los efectos
legales. 

Ayuda para militares retirados es la prestación económica
vitalicia a que tienen derecho los militares que se colocan
en esta situación y que perciben haberes de retiro. Para el
cálculo del beneficio, se tomará como base el haber de los
militares en activo, equivalente en el grado, de tal forma
que los militares retirados mensualmente percibirán, con-
forme al porcentaje de su retiro, la cantidad que resulte al
aplicarlo al sesenta por ciento de dicho haber. 

Pensión es la prestación económica vitalicia a que tienen
derecho los familiares de los militares en los casos y con-
diciones que fija esta Ley. 

Compensación es la prestación económica a que tienen de-
recho los militares retirados, en una sola erogación, cada
vez que el militar sea puesto en situación de retiro, en los
casos y condiciones que fija esta Ley. 

La Comisión que dictamina además de modificaciones es-
trictamente de redacción a este artículo, analizó la inclu-
sión de la definición de ayuda para militares retirados co-
mo la prestación económica vitalicia a que tienen derecho
los militares que se encuentran en situación de retiro y re-
ciben haberes de retiro. Actualmente, los militares en reti-
ro reciben una cantidad equivalente al 60% de su haber co-
mo militar en activo, y este porcentaje es el que se está
definiendo en la iniciativa como ayuda para militar retira-
do. Los militares en activo reciben un sobrehaber en por-
centajes que van del 60% al 130% de su haber, y este so-
brehaber es el que se otorga, en el porcentaje mínimo, a los
militares en retiro. Sobre este asunto la Comisión conside-
ró, en primer lugar, que la cantidad del sobrehaber debe de
formar parte del haber de retiro para que sus condiciones
de vida no se deterioren al perder una parte de su ingreso,
y que su incorporación al haber de retiro debe de ser en la
misma cantidad que se recibe en el activo. También consi-
deró que este sobrehaber de retiro debe de formar parte de
la pensión que se transmite a sus beneficiarios cuando el
militar fallezca, en retiro o en activo. En consecuencia, se

propone suprimir esta definición para incluir en el haber de
retiro el sobrehaber como se este recibiendo a la fecha del
fallecimiento o el retiro, para quedar como sigue. 

Artículo 21. Retiro es la facultad que tiene el Estado y que
ejerce por conducto de las Secretarías de la Defensa Na-
cional y de Marina para separar del activo a los militares al
ocurrir alguna de las causales previstas en esta Ley. 

Situación de retiro es aquella en que son colocados, me-
diante órdenes expresas, los militares con la suma de dere-
chos y obligaciones que fija esta Ley, al ejercer el Estado
la facultad que señala el párrafo anterior. Los militares con
licencia ilimitada para ser retirados deberán presentar su
solicitud ante las Secretarías de la Defensa Nacional o de
Marina, en su caso. 

Haber de retiro es la prestación económica vitalicia a que
tienen derecho los militares retirados en los casos y condi-
ciones que fija esta Ley. Una vez integrado el haber de re-
tiro en los términos del artículo 31 de la presente Ley, será
considerado como un solo concepto para todos los efectos
legales. 

Pensión es la prestación económica vitalicia a que tienen
derecho los familiares de los militares en los casos y con-
diciones que fija esta Ley. 

Compensación es la prestación económica a que tienen de-
recho los militares retirados, en una sola exhibición, cada
vez que el militar sea puesto en situación de retiro, en los
casos y condiciones que fija esta Ley. 

Artículo 23. El haber de retiro, la ayuda para militares re-
tirados y la compensación, así como la pensión, se cubrirán
con cargo al erario federal. 

La cuantía de los haberes de retiro y de las pensiones, tal
como la estén percibiendo los beneficiarios, se incrementa-
rá al mismo tiempo y en igual proporción en que aumenten
los haberes de los militares en activo. 

La Comisión que dictamina, ha considerado necesario ha-
cer referencia al artículo 31 que habla de la integración del
haber de retiro, con el fin de incluir en este mismo artículo
el sobrehaber, y suprimir de la propuesta la ayuda para mi-
litares retirados. Para utilizar el singular en el segundo pá-
rrafo se suprimen las "s", de tal forma que el texto queda
como sigue: 
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Artículo 23. El haber de retiro integrado como se estable-
ce en el artículo 31 y la compensación, así como la pen-
sión, se cubrirán con cargo al erario federal. 

La cuantía del haber de retiro y de la pensión, tal como la
estén percibiendo los beneficiarios, se incrementará al mis-
mo tiempo y en igual proporción en que aumenten los ha-
beres de los militares en activo. 

Artículo 25. La edad límite de los militares para permane-
cer en el activo es la siguiente: 

Años 

Para los individuos de tropa         45 

Para los Subtenientes                    46 

Para los Tenientes                         48 

Para los Capitanes Segundos     50 

Para los Capitanes Primeros      52 

Para los Mayores                           54 

Para los Tenientes Coroneles     56 

Para los Coroneles                         58 

Para los Generales Brigadieres   61 

Para los Generales de Brigada    63 

Para los Generales de División    65 

De las jerarquías del Ejército Mexicano contenidas de la
fracción I a XI deberán tomarse los homólogos para la
Fuerza Aérea Mexicana y la Armada de México, conteni-
das en las leyes orgánicas de dichas Fuerzas Armadas. 

La Comisión que dictamina consideró apropiado aumentar
la edad límite para permanecer en el activo, como estímu-
lo para la permanencia de los militares en esa condición, tal
como se propone en la Iniciativa Domínguez, para quedar
como sigue: 

Artículo 25. La edad límite de los militares para permane-
cer en el activo es la siguiente: 

Años 

Para los individuos de tropa         50 

Para los Subtenientes                     51 

Para los Tenientes                          52 

Para los Capitanes Segundos      53 

Para los Capitanes Primeros       54 

Para los Mayores                             56 

Para los Tenientes Coroneles     58 

Para los Coroneles                         60 

Para los Generales Brigadieres  61 

Para los Generales de Brigada   63 

Para los Generales de División   65 

De las jerarquías del Ejército Mexicano contenidas de la
fracción I a XI deberán tomarse los homólogos para la
Fuerza Aérea Mexicana y la Armada de México, conteni-
das en las leyes orgánicas de dichas Fuerzas Armadas. 

Artículo 31. Para integrar el monto total del haber de reti -
ro, de la compensación o de la pensión, se sumarán al ha-
ber del grado con que vayan a ser retirados las primas com-
plementarias de ese haber por condecoraciones de
perseverancia ya otorgadas, así como las asignaciones de
técnico, de vuelo, de salto o técnico especial y aquellas
otras que autorice la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, cuando las estén percibiendo los militares en el mo-
mento en que ocurra alguna de las causales de retiro seña-
ladas en las fracciones I, II, III y IV del artículo 24, o bien
al cumplirse el plazo a que se refiere la fracción V o a la fe-
cha en que se formuló la solicitud mencionada en la frac-
ción VI del mismo precepto o el fallecimiento. 

A los militares que pasen a situación de retiro con más de
45 años de servicios efectivos, se les fijará el haber de re-
tiro que ya se indicó en el párrafo anterior, aumentado en
un 10%. 

Las pensiones a familiares de militares muertos en situa-
ción de retiro serán iguales al monto total de los haberes de



retiro que se encontraba percibiendo en el momento del fa-
llecimiento. 

Para los efectos de los párrafos anteriores, los haberes de
retiro y ayudas de retiro serán calculados con base en los
haberes fijados en los tabuladores autorizados por la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público o en el Presupuesto
de Egresos de la Federación vigente en la fecha en que el
militar cause baja del activo. 

La Comisión que dictamina estima que para efectos de una
mejor redacción y entendimiento, el texto del primer pá-
rrafo sea el que propone la Iniciativa Domínguez, incorpo-
rando la propuesta de la Iniciativa Servín, de tal forma que
la redacción de este artículo quede como sigue: 

Artículo 31. Para integrar el monto total del haber de reti -
ro, de la compensación o de la pensión, se sumarán al ha-
ber del grado con que vayan a ser retirados o les hubiere
correspondido en caso de retiro, el sobrehaber, las primas
complementarias de ese haber por condecoraciones de per-
severancia ya otorgadas, así como las asignaciones de téc-
nico, de vuelo, de salto o técnico especial y aquellas otras
que autorice la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
cuando las estén percibiendo los militares en el momento
en que ocurra alguna de las causales de retiro señaladas en
las fracciones I, II, III y IV del artículo 24 de esta Ley, o
bien al cumplirse el plazo a que se refiere la fracción V del
mismo precepto, o a la fecha en que se formuló la solicitud
mencionada en la fracción VI citado anteriormente o el fa-
llecimiento. 

A los militares que pasen a situación de retiro con más de
45 años de servicios efectivos, se les fijará el haber de re-
tiro que ya se indicó en el párrafo anterior, aumentado en
un 10%. 

Las pensiones a familiares de militares muertos en situa-
ción de retiro serán iguales al monto total de los haberes de
retiro que se encontraba percibiendo en el momento del fa-
llecimiento. 

Para los efectos de los párrafos anteriores, el haber de reti-
ro será calculado con base en el haber fijado en los tabula-
dores autorizados por la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público o en el Presupuesto de Egresos de la Federación vi-
gente en la fecha en que el militar cause baja del activo. 

Artículo 32. Los haberes de retiro, ayudas para militares
retirados, compensaciones y pensiones quedan exentos de

todo impuesto. Sólo podrán reducirse por adeudos contraí-
dos con el Instituto por créditos hipotecarios o resolución
judicial en caso de alimentos. No podrán ser materia de ce-
sión ni de compensación, salvo cuando provenga de crédi-
to a favor del Estado por error en el pago del haber de reti -
ro, ayuda para militares retirados, compensación o pensión.
En este caso, el descuento se hará efectivo hasta el 25% del
importe de la percepción periódica. 

La Comisión que dictamina consideró prudente, hacer mo-
dificaciones de redacción, y suprimir la mención de ayudas
para militares retirados, en congruencia con la modifica-
ción al texto del artículo anterior, para quedar como sigue: 

Artículo 32. Los haberes de retiro, compensaciones y pen-
siones quedan exentos de todo impuesto. Sólo podrán re-
ducirse por adeudos contraídos con el Instituto por créditos
hipotecarios o resolución judicial en caso de alimentos. No
podrán ser materia de cesión ni de compensación, salvo
cuando provenga de crédito a favor del Estado por error en
el pago del haber de retiro, compensación o pensión. En es-
te caso, el descuento se hará efectivo hasta el veinticinco
por ciento del importe de la percepción periódica. 

Artículo 33. Tienen derecho al haber de retiro íntegro cal-
culado en la forma establecida en el artículo 31 de esta
Ley: 

I. Los militares inutilizados en acción de armas o a conse-
cuencia de lesiones recibidas en ella; 

II. Los paracaidistas que se inutilicen en actos propios de
su servicio; 

III. Los militares inutilizados en otros actos del servicio o
a consecuencia de éstos, siempre que su inutilización se
clasifique en la primera categoría, conforme a las tablas
anexas a esta Ley. También tienen derecho al mismo bene-
ficio los comprendidos en la segunda categoría de inutili -
zación, si tienen 14 o más años de servicio; 

IV. Los militares que hayan cumplido 30 o más años de ser-
vicios; 

V. El personal que constituyó orgánicamente la Fuerza Aé-
rea Expedicionaria Mexicana que participó en la Segunda
Guerra Mundial, formando parte de unidades que comba-
tieron en el Lejano Oriente, en el periodo comprendido
entre el dieciséis de julio de mil novecientos cuarenta y
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cuatro y el primero de diciembre de mil novecientos cua-
renta y cinco, siempre que figure en la relación oficial; y 

VI. El personal de la Armada de México, embarcado en la
flota de Petróleos Mexicanos durante el tiempo de la Se-
gunda Guerra Mundial, siempre que figure en la relación
oficial. El personal de la Armada de México embarcado en
las unidades a flote de la misma que, en cumplimiento de
órdenes de operaciones, escoltaron a embarcaciones de la
citada flota de Petróleos y de la Marina Mercante Nacional,
durante el mismo periodo de guerra. 

La Comisión que dictamina consideró prudente, hacer mo-
dificaciones de redacción, para quedar como sigue: 

Artículo 33. Tienen derecho al haber de retiro integrado,
calculado en la forma establecida en el artículo 31 de esta
Ley: 

I. Los militares inutilizados en acción de armas o a conse-
cuencia de lesiones recibidas en ella; 

II. Los militares que tuviesen las asignaciones de técnico,
de vuelo, de salto o técnico especial, que se inutilicen en
actos propios de su servicio; 

III. Los militares inutilizados en otros actos del servicio o
a consecuencia de éstos, siempre que su inutilización se
clasifique en la primera categoría, conforme a las tablas
anexas a esta Ley. También tienen derecho al mismo bene-
ficio los comprendidos en la segunda categoría de inutili -
zación, si tienen 14 o más años de servicio; 

IV. Los militares que hayan cumplido 30 o más años de ser-
vicios; 

V. El personal que constituyó orgánicamente la Fuerza Aé-
rea Expedicionaria Mexicana que participó en la Segunda
Guerra Mundial, formando parte de unidades que comba-
tieron en el Lejano Oriente, en el periodo comprendido en-
tre el dieciséis de julio de mil novecientos cuarenta y cua-
tro y el primero de diciembre de mil novecientos cuarenta
y cinco, siempre que figure en la relación oficial; y 

VI. El personal de la Armada de México, embarcado en la
flota de Petróleos Mexicanos durante el tiempo de la Se-
gunda Guerra Mundial, siempre que figure en la relación
oficial. El personal de la Armada de México embarcado en
las unidades a flote de la misma que, en cumplimiento de
órdenes de operaciones, escoltaron a embarcaciones de la

citada flota de Petróleos y de la Marina Mercante Nacional,
durante el mismo periodo de guerra. 

Artículo 38. Se consideran familiares de los militares, pa-
ra los efectos de pensión y/o compensación: 

I. La viuda o el viudo solos o en concurrencia con los hi-
jos, hombres o mujeres, o éstos solos, si son menores de
edad; o si son mayores y que no hayan contraído matrimo-
nio, si comprueban que se encuentran estudiando en insti-
tuciones oficiales o con reconocimiento de validez oficial
de nivel medio superior o superior, con límite hasta de 25
años, que no tengan un trabajo remunerado, así como los
mayores de edad incapacitados o imposibilitados para tra-
bajar en forma total y permanente si son solteros; los hijos
y las hijas mayores que se encuentren estudiando deberán
comprobar su situación cada año, mediante la presentación
del certificado de estudios correspondiente; 

II. La concubina o el concubinario solos o en concurrencia
con los hijos, varones o mujeres, o éstos solos que reúnan
las condiciones a que se refiere la fracción anterior, siem-
pre que, por lo que hace a la concubina o concubinario,
existan las siguientes circunstancias: 

a) Que tanto el militar como la persona que se ostente co-
mo concubina o concubinario hayan permanecido libres de
matrimonio durante su unión; y 

b) Que haya habido vida marital durante los cinco años
consecutivos anteriores a la muerte, o bien que durante su
relación de concubinato hayan procreado hijos; 

III. La madre; 

IV. El padre; 

V. La madre conjuntamente con el padre; y 

VI. Los hermanos y las hermanas menores, los mayores in-
capacitados y los imposibilitados para trabajar en forma to-
tal y permanente que no hayan contraído matrimonio. 

La Comisión que dictamina consideró prudente, hacer mo-
dificaciones de redacción incorporando elementos de equi-
dad y género presentes en las otras iniciativas que se dicta-
minan e incorporando la idea contenida en el artículo 37
fracción VII del texto vigente para quedar como sigue: 



Artículo 38. Se consideran familiares de los militares, pa-
ra los efectos de pensión y/o compensación: 

I. La viuda o el viudo solos o en concurrencia con los hijos
o éstos solos, si son menores de edad; o si son mayores y
que no hayan contraído matrimonio, si comprueban cada
año, mediante la presentación del certificado de estudios
correspondiente que se encuentran estudiando en institu-
ciones oficiales o con reconocimiento de validez oficial de
nivel medio superior o superior, con límite hasta de 25
años, que no tengan un trabajo remunerado; así como los
mayores de edad incapacitados o imposibilitados para tra-
bajar en forma total y permanente; 

II. La concubina o el concubinario solos o en concurrencia
con los hijos, o éstos solos que reúnan las condiciones a
que se refiere la fracción anterior, siempre que, por lo que
hace a la concubina o concubinario, existan las siguientes
circunstancias: 

a) Que tanto el militar como la persona que se ostente co-
mo concubina o concubinario hayan permanecido libres de
matrimonio durante su unión; y 

b) Que haya habido vida marital durante los cinco años
consecutivos anteriores a la muerte, o bien que durante su
relación de concubinato hayan procreado hijos; 

III. La madre; 

IV. El padre; 

V. La madre conjuntamente con el padre; y 

VI. Los hermanos menores, los mayores incapacitados y
los imposibilitados para trabajar en forma total y perma-
nente. Si se trata de hermanas, mientras permanezcan sol-
teras. 

Artículo 40. Los familiares del militar muerto en el activo
en actos del servicio o como consecuencia de ellos tienen
derecho a una pensión equivalente al 100% del haber del
grado que le hubiere correspondido para efectos de retiro,
primas complementarias por condecoración de perseveran-
cia y asignaciones de técnico que estuviere percibiendo el
militar al ocurrir el fallecimiento; en caso de que haya fa-
llecido fuera de actos del servicio, los familiares tendrán
derecho a una pensión equivalente al 100% del haber de re-
tiro que le hubiere correspondido en la fecha de su falleci-
miento o, en su caso, a una compensación de igual cuantía

a la que hubiere correspondido al militar en la misma fe-
cha. 

También tendrán derecho a pensión los familiares del mili -
tar muerto en el activo durante el traslado del domicilio al
lugar donde prestaba sus servicios o viceversa. 

Los familiares del militar muerto en situación de retiro y a
quien se le hubiere otorgado haber de retiro tienen derecho
a una pensión equivalente al 100% del importe de dicho
haber de retiro, sin incluir la ayuda para militares retirados
ni ninguna otra percepción que tenga el militar en el mo-
mento de su fallecimiento que no esté contemplada en la
presente Ley. 

La Comisión que dictamina estima pertinente incluir en el
primer párrafo, el sobrehaber, para integrarlo dentro de los
beneficios que se le otorgarán a los familiares del militar
fallecido, tal y como lo propone la Iniciativa Servín. De tal
forma que el texto queda como sigue: 

Artículo 40. Los familiares del militar muerto en el activo
en actos del servicio o como consecuencia de ellos tienen
derecho a una pensión equivalente al 100% del haber del
grado que le hubiere correspondido para efectos de retiro,
y el 100% del sobrehaber, de las primas complementarias
por condecoración de perseverancia y de las asignaciones
de técnico que estuviere percibiendo el militar al ocurrir el
fallecimiento. En caso de que haya fallecido fuera de actos
del servicio, los familiares tendrán derecho a una pensión
equivalente al 100% del haber de retiro integrado como lo
señala el artículo 31 de esta Ley que le hubiere correspon-
dido en la fecha de su fallecimiento o, en su caso, a una
compensación de igual cuantía a la que hubiere correspon-
dido al militar en la misma fecha. 

También tendrán derecho a pensión los familiares del mili -
tar muerto en el activo durante el traslado del domicilio al
lugar donde prestaba sus servicios o viceversa. 

Los familiares del militar muerto en situación de retiro y a
quien se le hubiere otorgado haber de retiro, tienen derecho
a una pensión equivalente al 100% del importe de dicho
haber. 

Artículo 52. Los derechos a percibir compensación o pen-
sión se pierden para los familiares por alguna de las si-
guientes causas: 

I. Renuncia; 
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II. Sentencia ejecutoriada que origine la pérdida del bene-
ficio; 

III. Llegar a la mayoría de edad las hijas e hijos pensiona-
dos, siempre que no estén incapacitados, legalmente, im-
posibilitados de una manera permanente y total para ganar-
se la vida o estudiando; en este último caso, se amplía hasta
los 25 años, en los términos señalados en el artículo 38 de
esta Ley; 

IV. Contraer matrimonio o vivir en concubinato el cónyu-
ge supérstite, las hijas y hermanas solteras; o en nuevo
concubinato la concubina y el concubinario; 

V. Dejar de percibir una pensión o una compensación ya
otorgada y sancionada sin hacer gestión de cobro en un lap-
so de tres años; y 

VI. Por no hacer trámite alguno de gestión de beneficio du-
rante los cinco años siguientes a la muerte del militar. 

La Comisión que dictamina consideró prudente, hacer mo-
dificaciones de redacción, para quedar como sigue: 

Artículo 52. Los derechos a percibir compensación o pen-
sión se pierden para los familiares por alguna de las si-
guientes causas: 

I. Renuncia; 

II. Sentencia ejecutoriada que origine la pérdida del bene-
ficio; 

III. Llegar a la mayoría de edad los hijos pensionados,
siempre que no estén incapacitados, legalmente imposibili-
tados de una manera permanente y total para ganarse la vi-
da o estudiando; en este último caso, se amplía hasta los 25
años, en los términos señalados en el artículo 38 de esta
Ley; 

IV. Contraer matrimonio o vivir en concubinato el cónyu-
ge supérstite, las hijas y hermanas solteras; o en nuevo
concubinato la concubina y el concubinario; 

V. Dejar de percibir una pensión o una compensación ya
otorgada y sancionada sin hacer gestión de cobro en un lap-
so de tres años; y 

VI. Por no hacer trámite alguno de gestión de beneficio du-
rante los cinco años siguientes a la muerte del militar. 

Artículo 55. Al fallecimiento de un militar, sus beneficia-
rios tendrán derecho a que se les cubra, por concepto de pa-
gas de defunción, el equivalente a cuatro meses del habe-
res o de haberes de retiro, más cuatro meses de
asignaciones cuando las estuviere percibiendo en la fecha
del deceso, para atender los gastos de sepelio. 

Si fuere veterano de la Revolución reconocido por la Secre-
taría de la Defensa Nacional, sus deudos recibirán el impor-
te de dos meses más de esos haberes o haberes de retiro. 

Esta prestación será cubierta por la Unidad Ejecutora de
Pagos correspondiente o quien haga sus veces, donde se
cubran los haberes o haberes de retiro y demás emolumen-
tos del militar de que se trate. 

La Comisión que dictamina consideró pertinente hacer mo-
dificaciones de redacción y para adecuar el contenido de
esta prestación a lo establecido en artículos anteriores res-
pecto del haber integrado, para quedar como sigue: 

Artículo 55. En caso de fallecimiento de un militar, sus
beneficiarios tendrán derecho a que se les cubra, por con-
cepto de pagas de defunción, el equivalente a cuatro meses
del haber y del sobrehaber, más cuatro meses de asignacio-
nes cuando las estuviere percibiendo en la fecha del dece-
so, o cuatro meses del haber de retiro, en su caso, para aten-
der los gastos de sepelio. 

Si fuere veterano de la Revolución reconocido por la Se-
cretaría de la Defensa Nacional, sus deudos recibirán el
importe de dos meses más de esos haberes o haberes de
retiro. 

Esta prestación será cubierta por la Unidad Ejecutora de
Pagos correspondiente o quien haga sus veces, donde se
cubran los haberes o haberes de retiro y demás emolumen-
tos del militar de que se trate. 

Artículo 57. Los Generales, Jefes y Oficiales y sus equi-
valentes en la Armada tendrán derecho a que se les otorgue
el equivalente a quince días de haberes o haberes de retiro,
más asignaciones, cuando las estuviere percibiendo, como
ayuda para los gastos de sepelio en caso de defunción del
cónyuge, concubina, concubinario, del padre, de la madre
o de algún hijo. El personal de tropa y de marinería, en los
mismos casos, tendrá derecho a que se le otorgue el equi-
valente a treinta días de haberes o haberes de retiro para
igual fin, sumadas las asignaciones que estuviere perci-
biendo. 



En el caso de padres que tengan varios hijos militares, la
ayuda para gastos de sepelio se le cubrirá al hijo que los ha-
ya efectuado. 

Esta prestación será cubierta por la Unidad Ejecutora de
Pagos correspondiente o quien haga sus veces dependiente
de la Tesorería de la Federación, donde se cubran los ha-
beres o haberes de retiro y demás emolumentos del militar
de que se trate. 

La Comisión que dictamina, consideró pertinente hacer
modificaciones de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 57. Los Generales, Jefes, Oficiales, y sus equiva-
lentes en la Armada tendrán derecho a que se les otorgue el
equivalente a quince días del haber o haber de retiro, más
asignaciones, cuando las estuvieren percibiendo, como
ayuda para los gastos de sepelio en caso de defunción del
cónyuge, concubina, concubinario, del padre, de la madre
o de algún hijo. En los mismo casos, el personal de tropa y
de marinería tendrán derecho a que se le otorgue el equi-
valente a treinta días de haberes o haberes de retiro para
igual fin, sumadas las asignaciones que estuviere perci-
biendo. 

En el caso de padres que tengan varios hijos militares, la
ayuda para gastos de sepelio se le cubrirá al hijo que los ha-
ya efectuado. 

Esta prestación será cubierta por la Unidad Ejecutora de
Pagos correspondiente o quien haga sus veces dependiente
de la Tesorería de la Federación, donde se cubran los ha-
beres o haberes de retiro y demás emolumentos del militar
de que se trate. 

Artículo 58. El fondo de trabajo estará constituido con las
aportaciones que el Gobierno Federal realice a favor de ca-
da elemento de tropa y personal de tripulación, equivalen-
tes al 10% de sus haberes, a partir de la fecha en que cau-
sa alta o sea reenganchado hasta que obtenga licencia
ilimitada, o bien quede separado del activo o ascienda a
oficial. 

Este fondo será administrado por el Banco Nacional del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada, SNC, conforme a su Ley
Orgánica. 

La Comisión que dictamina, consideró pertinente hacer
modificaciones de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 58. El fondo de trabajo estará constituido con las
aportaciones que el Gobierno Federal realice a favor de ca-
da elemento de tropa y personal de tripulación, equivalen-
te al 10% de sus haberes, a partir de la fecha en que causa
alta o sea reenganchado hasta que obtenga licencia ilimita-
da, o bien quede separado del activo o ascienda a oficial. 

Este fondo será administrado por el Banco Nacional del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada, S.N.C., conforme a su
Ley Orgánica. 

Artículo 59. Para constituir el fondo de ahorro, los Gene-
rales, Jefes y Oficiales y sus equivalentes en la Armada, en
servicio activo, deberán aportar una cuota quincenal equi-
valente al 5% de sus haberes; y, para el mismo fin, el Go-
bierno Federal efectuará una aportación de igual monto.
Este fondo será administrado por el Banco Nacional del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada, SNC, conforme a su Ley
Orgánica. 

La Comisión que dictamina, consideró pertinente hacer
modificaciones de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 59. Para constituir el fondo de ahorro los Genera-
les, Jefes, Oficiales y sus equivalentes en la Armada en ser-
vicio activo, deberán aportar una cuota quincenal equiva-
lente al 5% de sus haberes. Al Gobierno Federal le
corresponderá efectuar una aportación de igual monto. Es-
te fondo será administrado por el Banco Nacional del Ejér-
cito, Fuerza Aérea y Armada, S.N.C., conforme a su Ley
Orgánica. 

Artículo 63. Es obligación del Instituto pagar por concep-
to de suma asegurada: 

I. El equivalente a cuarenta meses de haberes y sobrehabe-
res para las Fuerzas Armadas en la República Mexicana o
del sueldo base de servidor público autorizado conforme a
los tabuladores correspondientes que los militares se en-
cuentren disfrutando, sin considerar la compensación ga-
rantizada. En caso de que exista diferencia entre el sueldo
base de servidor público y las percepciones anteriormente
señaladas, se efectuará el cómputo conforme a la percep-
ción mayor; en los siguientes casos: 

a) Por fallecimiento del militar en servicio activo, siendo
entregada la suma asegurada a sus beneficiarios; y 

b) Por causar baja del activo y alta en situación de retiro por
inutilidad clasificada en la primera o segunda categorías, de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002169



Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados170

conformidad con las tablas anexas a esta Ley, contraída en
actos del servicio o como consecuencia de ellos, siendo en-
tregado el importe respectivo al militar asegurado o a su re-
presentante legal, en su caso. 

II. A los militares en situación de retiro con derecho a per-
cibir haberes de retiro, el Instituto pagará por concepto de
suma asegurada con motivo del fallecimiento el equivalen-
te a cuarenta meses de su haber de retiro, siendo entregado
el importe respectivo directamente a sus beneficiarios. 

III. En caso de fallecimiento o inutilidad en primera o en
segunda categorías, de conformidad con las tablas anexas a
esta Ley, contraída en actos del servicio o como conse-
cuencia de ellos, la cantidad equivalente a cuarenta meses
de haberes y sobrehaber mínimo vigente para las Fuerzas
Armadas en la República Mexicana que corresponda, a los
siguientes miembros: 

a) Al personal militar que estudie en planteles militares y
que no perciba haberes, el cómputo de la suma asegurada
será con base en el haber y el sobrehaber mínimo vigente
para las Fuerzas Armadas en la República que corresponda
a un Sargento Primero en servicio activo o a su equivalen-
te en la Armada. 

b) Al personal de Defensas Rurales, así como a los solda-
dos o marineros del Servicio Militar Nacional obligatorio
que se encuentren bajo bandera encuadrados en las unida-
des del Servicio Militar Nacional de las Fuerzas Armadas
Mexicanas, adscritos a los mandos territoriales, el cómpu-
to de la suma asegurada será con base en el haber y sobre-
haber mínimo vigente para las Fuerzas Armadas en la Re-
pública Mexicana que corresponda a un soldado o su
equivalente en la Armada. 

IV. No tendrán derecho al seguro de vida militar y, por tan-
to, quedan excluidos de este beneficio los militares que
causen baja definitiva de las Fuerzas Armadas Mexicanas,
por haberla solicitado, por mala conducta, por haber per-
manecido prófugo de la justicia militar, o bien por efectos
de sentencia ejecutoria que determine dicha baja o la desti-
tución del empleo militar. 

La Comisión que dictamina, consideró pertinente hacer
modificaciones de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 63. Es obligación del Instituto pagar por concep-
to de suma asegurada: 

I. El equivalente a cuarenta meses de haberes y sobrehabe-
res para las Fuerzas Armadas o del sueldo base de servidor
público, autorizado conforme a los tabuladores correspon-
dientes que los militares se encuentren disfrutando, sin
considerar la compensación garantizada. En caso de que
exista diferencia entre el sueldo base de servidor público y
las percepciones anteriormente señaladas, se efectuará el
cómputo conforme a la percepción mayor en los siguientes
casos: 

a) Por fallecimiento del militar en servicio activo, siendo
entregada la suma asegurada a sus beneficiarios; y 

b) Por causar baja del activo y alta en situación de retiro
por inutilidad clasificada en la primera o segunda categorí-
as, de conformidad con las tablas anexas a esta Ley, con-
traída en actos del servicio o como consecuencia de ellos,
siendo entregado el importe respectivo al militar asegurado
o a su representante legal, en su caso. 

II. En caso de fallecimiento del militar en situación de re-
tiro que estuviere percibiendo haber de retiro, el Instituto
pagará por concepto de suma asegurada el equivalente a
cuarenta meses de su haber de retiro, siendo entregado el
importe respectivo directamente a sus beneficiarios. 

III. En caso de fallecimiento o inutilidad en primera o en
segunda categoría, de conformidad con las tablas anexas a
esta Ley, contraída en actos del servicio o como conse-
cuencia de ellos, el Instituto pagará por concepto de suma
asegurada el equivalente a cuarenta meses de haberes y so-
brehaber mínimo vigente para las Fuerzas Armadas que co-
rresponda a los siguientes miembros: 

a) Al personal militar que estudie en planteles militares y
que no perciba haberes, el cómputo de la suma asegurada
será con base en el haber y el sobrehaber mínimo vigente
para las Fuerzas Armadas en la República que corresponda
a un Sargento Primero en servicio activo o a su equivalen-
te en la Armada. 

b) Al personal de Defensas Rurales, así como a los solda-
dos o marineros del Servicio Militar Nacional obligatorio
que se encuentren bajo bandera encuadrados en las unida-
des del Servicio Militar Nacional de las Fuerzas Armadas
Mexicanas, adscritos a los mandos territoriales, el cómpu-
to de la suma asegurada será con base en el haber y sobre-
haber mínimo vigente para las Fuerzas Armadas en la Re-
pública Mexicana que corresponda a un soldado o su
equivalente en la Armada. 



IV. No tendrán derecho al seguro de vida militar los mili-
tares que causen baja definitiva de las Fuerzas Armadas
Mexicanas por haberla solicitado, por mala conducta, por
haber permanecido prófugo de la justicia militar, o bien por
efectos de sentencia ejecutoria que determine dicha baja o
la destitución del empleo militar. 

Artículo 64. El pago de la suma asegurada, en cualquiera
de los casos, se hará en una sola exhibición directamente a
los beneficiarios del militar, en caso de fallecimiento; tra-
tándose de inutilidad, al mismo militar asegurado o a su re-
presentante legal, según proceda. 

La Comisión que dictamina, consideró pertinente hacer
modificaciones de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 64. El pago de la suma asegurada, en cualquiera
de los casos, se hará en una sola exhibición directamente a
los beneficiarios del militar fallecido; tratándose de inutili-
dad la entrega se hará al mismo militar asegurado o a la
persona legalmente acreditada por él, según proceda. 

Artículo 69. El seguro de vida militar comprende el régi-
men potestativo, el cual se regula conforme a lo siguiente: 

Los militares que obtengan licencia especial o que causen
baja del activo y alta en situación de retiro con compensa-
ción podrán acogerse a los beneficios del régimen potesta-
tivo bajo las bases siguientes: 

I. Deberán manifestar por escrito al Instituto su deseo de
acogerse al mencionado seguro, dentro de los treinta días
siguientes a la fecha en que causen alta en situación de re-
tiro o de la fecha a partir de la que inicie la licencia, según
sea el caso. 

II. El Instituto pagará, por concepto de suma asegurada con
motivo de su fallecimiento, cuarenta meses del haber y so-
brehaber mínimo vigente en la República Mexicana de su
grado, cantidad que será cubierta directamente a sus bene-
ficiarios, siempre y cuando el militar haya estado al co-
rriente en el pago de la prima. 

III. El importe de la prima de los militares que se acojan al
régimen potestativo será por el equivalente al 1.8% (uno
punto ocho por ciento) del haber y sobrehaber mínimo vi-
gente en la República Mexicana actualizado en su grado.
Estos militares deberán pagar sus aportaciones dentro de
los primeros cinco días de cada semestre directamente al
Instituto; para el caso de aumento en los haberes y/o so-

brehaberes, la diferencia de la prima será cubierta por estos
militares en el semestre siguiente. 

La Comisión que dictamina, consideró pertinente hacer
modificaciones de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 69. El seguro de vida militar comprende el régi-
men potestativo, el cual se regula conforme a lo siguiente: 

Los militares que obtengan licencia especial o que causen
baja del activo y alta en situación de retiro con compensa-
ción, podrán acogerse a los beneficios del régimen potesta-
tivo bajo las bases siguientes: 

I. Deberán manifestar por escrito al Instituto su deseo de
acogerse al mencionado seguro, dentro de los treinta días
siguientes a la fecha en que causen alta en situación de re-
tiro o de la fecha a partir de la que inicie la licencia, según
sea el caso. 

II. El Instituto pagará por concepto de suma asegurada con
motivo de su fallecimiento, cuarenta meses del haber y so-
brehaber mínimo vigente de su grado para las fuerzas ar-
madas, cantidad que será cubierta directamente a sus bene-
ficiarios, siempre y cuando el militar haya estado al
corriente en el pago de la prima. 

III. El importe de la prima de los militares que se acojan al
régimen potestativo será equivalente al 1.8% (uno punto
ocho por ciento) del haber y sobrehaber mínimo vigente en
la República Mexicana actualizado en su grado. Estos mi-
litares deberán pagar directamente al Instituto sus aporta-
ciones dentro de los primeros cinco días de cada semestre;
en caso de aumento en los haberes y/o sobrehaberes, la di-
ferencia de la prima será cubierta por estos militares en el
semestre siguiente. 

Artículo 70. Los militares podrán en cualquier tiempo,
cuando así lo deseen, dejar de participar en el seguro, noti-
ficándolo por escrito al Instituto; en este caso, el seguro se
extingue al concluir el periodo por el cual fue pagada la
prima. Estos militares no podrán acogerse nuevamente al
seguro potestativo. También el seguro se extingue cuando
adeudare un semestre por causas imputables al interesado.
La extinción o suspensión del seguro en ningún caso dará
derecho a la devolución de las cuotas pagadas conforme a
la Ley. Si al morir un asegurado potestativo adeudare un
semestre, dicha cuota se descontará del importe de la suma
asegurada. 
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La Comisión que dictamina, consideró pertinente hacer
modificaciones de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 70. Los militares podrán en cualquier tiempo,
cuando así lo deseen, dejar de participar en el seguro noti-
ficándolo por escrito al Instituto; en este caso, el seguro se
extingue al concluir el periodo por el cual fue pagada la
prima. Estos militares no podrán acogerse nuevamente al
seguro potestativo. También el seguro se extingue cuando
adeudare un semestre por causas imputables al interesado.
La extinción o suspensión del seguro en ningún caso dará
derecho a la devolución de las cuotas pagadas conforme a
la Ley. Si al fallecer el militar que gozaba del seguro de vi-
da potestativo adeudare un semestre, dicha cuota se des-
contará del importe de la suma asegurada. 

Artículo 73. En el seguro de vida militar obligatorio, como
en el potestativo, los militares podrán designar beneficia-
rios libremente. Las designaciones se formularán en el do-
cumento de afiliación o en escrito por triplicado dirigido al
Instituto, con las firmas de dos testigos y la del asegurado
y su huella digital o sólo con ésta, en caso de que no su-
piera firmar o estuviera impedido físicamente para hacerlo. 

La Comisión que dictamina, consideró pertinente hacer
modificaciones de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 73. En el seguro de vida militar obligatorio, como
en el potestativo, los militares podrán designar beneficia-
rios libremente. Las designaciones se formularán en el do-
cumento de afiliación o en escrito por triplicado dirigido al
Instituto, con las firmas de dos testigos y la del asegurado,
y su huella digital o sólo con ésta en caso de que no supie-
ra firmar o estuviere impedido físicamente para hacerlo. 

Artículo 78. El Instituto, al tener conocimiento del falleci-
miento del militar, deberá notificar de inmediato y feha-
cientemente al o a los beneficiarios designados o, en su ca-
so, a los familiares de la designación hecha a su favor. 

La Comisión que dictamina, consideró pertinente hacer
modificaciones de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 78. El Instituto al tener conocimiento del falleci-
miento del militar, deberá notificar de inmediato y feha-
cientemente al o a los beneficiarios designados o, en su ca-
so, a los familiares de la designación hecha a su favor. 

Artículo 79. Para el pago del seguro a la esposa, los hijos,
los padres o la concubina del militar fallecido, el Instituto

cubrirá su importe sin más requisitos que la presentación
de la credencial correspondiente de afiliación. En cualquier
otro caso, se comprobará la personalidad con una identifi-
cación oficial. 

La Comisión que dictamina, consideró pertinente hacer
modificaciones de redacción y adicionó las figuras del con-
cubinato excluidas en la iniciativa, para quedar como si-
gue: 

Artículo 79. Cuando proceda el pago del seguro al cónyu-
ge, o en su caso a la concubina o al concubino, los hijos y
los padres del militar fallecido, el Instituto cubrirá su im-
porte sin más requisitos que la presentación de la creden-
cial correspondiente de afiliación. En cualquier otro caso,
se comprobará la personalidad con una identificación ofi-
cial. 

Artículo 81. Todas las acciones de cobro del beneficio del
seguro de vida militar que se deriven de lo estipulado en el
presente capítulo prescribirán en dos años para los benefi-
ciarios designados por el asegurado y en tres años para los
familiares señalados en el artículo 77 de esta Ley; tratán-
dose de fallecimiento, dicho término se computará a partir
del suceso; en caso de inutilidad o desaparición, el término
de dos años empezará a computarse desde el día en que la
secretaría correspondiente gire la orden de baja del servicio
activo por dichos conceptos. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 81. Todas las acciones de cobro del beneficio del
seguro de vida militar que se deriven de lo estipulado en el
presente capítulo, prescribirán en dos años para los benefi-
ciarios designados por el asegurado y en tres años para los
familiares señalados en el artículo 77 de esta Ley; tratán-
dose de fallecimiento, dicho término se computará a partir
del suceso; en caso de inutilidad o desaparición, el término
de dos años empezará a computarse desde el día en que la
secretaría correspondiente gire la orden de baja del servicio
activo por dichos supuestos. 

Artículo 82. El Instituto podrá disponer y utilizar hasta el
0.5% (cero punto cinco por ciento) anual del total de los re-
cursos que integran el fondo para el seguro de vida militar,
por concepto de gastos de administración y operación del
mismo, por lo cual el Instituto informará a la Junta Direc-
tiva en los periodos que se determine sobre los resultados
de la administración del fondo. 



La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 82. El Instituto podrá disponer y utilizar hasta el
0.5% (cero punto cinco por ciento) anual del total de los re-
cursos que integran el fondo para el seguro de vida militar,
por concepto de gastos de administración y operación del
mismo, para lo cual el Instituto informará a la Junta Direc-
tiva en los periodos que se determine sobre los resultados
de la administración del fondo. 

Artículo 84. La Junta Directiva dictará las disposiciones
administrativas internas que estimare convenientes para
mejorar y regular el servicio del seguro de vida militar; en
ningún caso destinará sus recursos financieros para fines
distintos del presente seguro. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 84. La Junta Directiva dictará las disposiciones
administrativas internas que estime convenientes para me-
jorar y regular el servicio del seguro de vida militar; en nin-
gún caso, destinará sus recursos financieros para fines dis-
tintos a los previstos por esta Ley. 

Artículo 85. Es responsabilidad del Instituto de Seguridad
Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, conforme a lo
dispuesto en el artículo 90 de esta Ley, operar y adminis-
trar el seguro colectivo de retiro en beneficio de los miem-
bros de las Fuerzas Armadas Mexicanas. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 85. Conforme a lo dispuesto en el artículo 90 de
esta Ley, es responsabilidad del Instituto operar y adminis-
trar el seguro colectivo de retiro en beneficio de los miem-
bros de las Fuerzas Armadas Mexicanas. 

Artículo 86. El seguro colectivo de retiro protegerá a los
integrantes del Ejército, Fuerza Aérea y Armada Mexica-
nos, en servicio activo, que perciban haberes y sobrehabe-
res y estén aportando las primas correspondientes. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 86. El seguro colectivo de retiro protegerá a los
integrantes del Ejército, Fuerza Aérea y Armada en servi-

cio activo, que perciban haber y sobrehaber y estén apor-
tando las primas correspondientes. 

Artículo 87. La suma asegurada se otorgará por una sola
vez a los militares que causen baja del activo y alta en si-
tuación de retiro con derecho a percibir haber de retiro o a
sus beneficiarios en los casos siguientes: 

I. A los que soliciten su retiro y hayan cumplido 20 o más
años de servicios efectivos prestados. 

II. A los que por haber cumplido la edad límite en el grado
que ostenten, de conformidad con esta Ley, pasen a situa-
ción de retiro y hayan cumplido 20 o más años de servicios
efectivos prestados. 

III. A los militares inutilizados en actos dentro del servicio
o como consecuencia de ellos, en primera o segunda cate-
gorías, de conformidad con las tablas anexas a esta Ley, sin
tomar en cuenta los años de servicios efectivos prestados;
en su caso, dicha suma asegurada será pagada a su repre-
sentante legal. 

IV. A los beneficiarios de los militares que fallezcan en ac-
tos dentro del servicio o como consecuencia de ellos, sin
tomar en cuenta los años de servicios efectivos prestados. 

V. A los militares inutilizados en actos fuera del servicio en
primera o segunda categorías, de conformidad con las ta-
blas anexas a esta Ley, y que hayan cumplido 20 o más
años de servicios efectivos prestados; en su caso, dicha su-
ma asegurada será cubierta a su representante legal. 

VI. A los beneficiarios de los militares que fallezcan en ac-
tos fuera del servicio y hayan cumplido 20 o más años de
servicios efectivos prestados. 

Para estos efectos, se consideran beneficiarios a aquellos
que el militar hubiere designado; ante la falta de dicha de-
signación, se atenderá a la prelación prevista en el artículo
77 de esta Ley. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 87. La suma asegurada se otorgará por una sola
vez a los militares que causen baja del activo y alta en si-
tuación de retiro con derecho a percibir haber de retiro o a
sus beneficiarios en los casos siguientes: 
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I. A quienes soliciten su retiro y hayan cumplido 20 o más
años de servicios efectivos prestados. 

II. A quienes por haber cumplido la edad límite en el gra-
do que ostenten, de conformidad con esta Ley, pasen a si-
tuación de retiro y hayan cumplido 20 o más años de ser-
vicios efectivos prestados. 

III. A los militares inutilizados en actos dentro del servicio
o como consecuencia de ellos en primera o segunda cate-
goría, de conformidad con las tablas anexas a esta Ley, sin
tomar en cuenta los años de servicios efectivos prestados;
en su caso, dicha suma asegurada será pagada a la persona
legalmente acreditada por el militar. 

IV. A los beneficiarios de los militares que fallezcan en ac-
tos dentro del servicio o como consecuencia de ellos, sin
tomar en cuenta los años de servicios efectivos prestados. 

V. A los militares inutilizados en actos fuera del servicio en
primera o segunda categoría, de conformidad con las tablas
anexas a esta Ley, y que hayan cumplido 20 o más años de
servicios efectivos prestados; en su caso, dicha suma ase-
gurada será pagada a la persona legalmente acreditada por
el militar. 

VI. A los beneficiarios de los militares que fallezcan en ac-
tos fuera del servicio y hayan cumplido 20 o más años de
servicios efectivos prestados. 

Para estos efectos, se consideran beneficiarios a aquellos
que el militar hubiere designado; ante la falta de dicha de-
signación, se atenderá a la prelación prevista en el artículo
77 de esta Ley. 

Artículo 88. No tendrán derecho al seguro colectivo de re-
tiro y, por tanto, quedan excluidos de este beneficio los mi-
litares que causen baja definitiva de las Fuerzas Armadas
Mexicanas. 

I. Por haberla solicitado, sin importar el tiempo de servi-
cios que hayan prestado. 

II. Por mala conducta. 

III. Por haber permanecido prófugos de la justicia militar,
o bien por efectos de sentencia que haya causado ejecuto-
ria que determine dicha baja o la destitución del empleo
militar. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 88. No tendrán derecho al seguro colectivo de re-
tiro los militares que causen baja definitiva de las Fuerzas
Armadas Mexicanas por las causas siguientes: 

I. Por haberla solicitado, sin importar el tiempo de servi-
cios que hayan prestado. 

II. Por mala conducta. 

III. Por haber permanecido prófugos de la justicia militar,
o bien por efectos de sentencia que haya causado ejecuto-
ria que determine dicha baja o la destitución del empleo
militar. 

Artículo 89. La suma asegurada se calculará conforme a
las reglas siguientes: 

Será por el equivalente que resulte de multiplicar el haber
y sobrehaber mensual mínimo vigente para las Fuerzas Ar-
madas en la República Mexicana a que tengan derecho los
militares conforme a la última jerarquía en que hayan apor-
tado la prima por el factor que corresponda según los años
de servicios efectivos prestados al momento de producirse
la baja del activo y alta en situación de retiro, de acuerdo
con la tabla siguiente: 

Años de Servicios     Factor (meses) 

20                                             6 
21                                             7 
22                                             18 
23                                             19 
24                                             20 
25                                             21 
26                                             22 
27                                             23 
28                                             24 
29                                             25 
30                                             27 
31                                             28 
32                                             29 
33                                             30 
34                                             31 
35                                             32 
36                                             34 
37                                             35 



38                                             36 
39                                             37 
40                                             40 
41                                             41 
42                                             42 
43                                             43 
44                                             44 
45                                             45 
46                                             46 
47                                             47 
48                                             48 
49                                             49 
50 o más                                  50 

A los militares que se inutilicen en actos del servicio o co-
mo consecuencia de ellos, en primera o segunda categorí-
as, de conformidad con las tablas anexas a esta ley, así co-
mo a los beneficiarios de los militares que fallezcan en
actos dentro del servicio o como consecuencia de ellos se
les cubrirá como suma asegurada el equivalente a 50 meses
del haber y sobrehaber mínimo vigente de su grado para las
Fuerzas Armadas en la República Mexicana, independien-
temente de sus años de servicios efectivos prestados. 

A los militares que cuenten con menos de 20 años de ser-
vicios, que se inutilicen en actos del servicio o como con-
secuencia de ellos, en tercera categoría, de conformidad
con las tablas anexas a esta Ley, se les cubrirá como suma
asegurada el equivalente a 16 meses del haber y sobreha-
ber mínimo vigente de su grado para las Fuerzas Armadas
en la República Mexicana, independientemente de sus años
de servicios efectivos prestados. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 89. La suma asegurada se calculará conforme a
las reglas siguientes: 

Su cuantía será equivalente a lo que resulte de multiplicar
el haber y sobrehaber mensual mínimo vigente para las
Fuerzas Armadas a que tengan derecho los militares con-
forme a la última jerarquía en que hayan aportado la prima
por el factor que corresponda, según los años de servicios
efectivos prestados al momento de producirse la baja del
activo y alta en situación de retiro, de acuerdo con la tabla
siguiente: 

Años de Servicios     Factor (meses) 

20                                             16 
21                                             17 
22                                             18 
23                                             19 
24                                             20 
25                                             21 
26                                             22 
27                                             23 
28                                             24 
29                                             25 
30                                             27 
31                                             28 
32                                             29 
33                                             30 
34                                             31 
35                                             32 
36                                             34 
37                                             35 
38                                             36 
39                                             37 
40                                             40 
41                                             41 
42                                             42 
43                                             43 
44                                             44 
45                                             45 
46                                             46 
47                                             47 
48                                             48 
49                                             49 
50 o más                                  50 

A los militares que se inutilicen en actos del servicio o co-
mo consecuencia de ellos en primera o segunda categoría,
de conformidad con las tablas anexas a esta ley; así como
a los beneficiarios de los militares que fallezcan en actos
dentro del servicio o como consecuencia de ellos, se les cu-
brirá como suma asegurada el equivalente a 50 meses del
haber y sobrehaber mínimo vigente de su grado para las
Fuerzas Armadas, independientemente de sus años de ser-
vicios efectivos prestados. 

A los militares que cuenten con menos de 20 años de ser-
vicios, que se inutilicen en actos del servicio o como con-
secuencia de ellos, en tercera categoría, de conformidad
con las tablas anexas a esta Ley, se les cubrirá como suma
asegurada el equivalente a 16 meses del haber y sobreha-
ber mínimo vigente de su grado para las Fuerzas Armadas,
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independientemente de sus años de servicios efectivos
prestados. 

Artículo 90. El importe de la prima mensual correspon-
diente al seguro colectivo de retiro será: 

I. El 0.5% (cero punto cinco por ciento) del total de los ha-
beres que correspondan por cada mes, de todos los milita-
res en activo de acuerdo con su jerarquía, más. 

II. El 3.0% (tres punto cero por ciento) del total de los ha-
beres y sobrehaber mínimo vigente que corresponda por
cada mes, a todos los militares en activo de acuerdo con su
jerarquía. 

III. El 0.5% (cero punto cinco por ciento) a que se refiere
la fracción I será cubierto con cargo al presupuesto de las
Secretarías de la Defensa Nacional o de Marina de acuerdo
con el número de integrantes en servicio activo de cada Se-
cretaría. Para integrar la parte de la prima mensual a que se
refiere la fracción II, cada militar deberá aportar el 3.0%
(tres punto cero por ciento) del haber y sobrehaber mínimo
vigente que le corresponda por cada mes, el cual deberá ser
retenido por dichas secretarías. 

IV. El personal de procesados o sentenciados que se man-
tengan en servicio activo podrán aportar directamente al
Instituto la prima del 3.0% (tres punto cero por ciento) a
que se refiere la fracción II de este artículo. En este caso,
el 0.5% (cero punto cinco por ciento) a que se refiere la
fracción I será cubierto con cargo al presupuesto de la se-
cretaría correspondiente. Las aportaciones de la prima
mensual hechas por estos militares les otorgará el derecho
de que el tiempo en que estén en dichas situaciones les sea
considerado como tiempo de servicios efectivos prestados,
únicamente para efectos de este seguro. 

V. En los casos de licencia ilimitada durante los seis o cua-
tro años que la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea o
la de la Armada respectivamente les concede para solicitar
el reingreso, así como en los casos de licencia especial, los
militares podrán aportar directamente al Instituto las pri-
mas a que se refieren las fracciones I y II de este artículo.
Siempre y cuando lo manifiesten por escrito dentro de los
30 días siguientes a la fecha en que se les conceda la licen-
cia. Las aportaciones de la prima mensual, hechas por es-
tos militares durante la citada licencia, les otorgará el dere-
cho, de que el tiempo en que estén en dicha situación, les
sea considerado como tiempo de servicios efectivos presta-
dos, únicamente para efectos de este seguro. 

VI. Todas las cantidades anteriores, deberán ser entregadas
al Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
Mexicanas, dentro de los cinco días siguientes al pago de
la primera quincena de cada mes. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 90. El importe de la prima mensual correspon-
diente al seguro colectivo de retiro se integrará de la si-
guiente forma: 

I. El 0.5% (cero punto cinco por ciento) del total de los ha-
beres mensuales de todos los militares en activo de acuer-
do con su jerarquía, y por; 

II. El 3.0% (tres punto cero por ciento) del total de los ha-
beres y sobrehaber mínimo vigente mensual, de los milita-
res en activo de acuerdo con su jerarquía. 

III. El 0.5% (cero punto cinco por ciento) a que se refiere la
fracción I será cubierto con cargo al presupuesto de las Se-
cretarías de la Defensa Nacional y de Marina de acuerdo con
el número de integrantes en servicio activo de cada Secreta-
ría. Para integrar la parte de la prima mensual a que se refie-
re la fracción II, cada militar deberá aportar el 3.0% (tres
punto cero por ciento) del haber y sobrehaber mínimo vi-
gente mensual, el cual será retenido por dichas secretarías. 

IV. El personal de procesados o sentenciados que se man-
tengan en servicio activo podrán aportar directamente al
Instituto la prima del 3.0% (tres punto cero por ciento) a
que se refiere la fracción II de este artículo. En este caso,
el 0.5% (cero punto cinco por ciento) a que se refiere la
fracción I será cubierto con cargo al presupuesto de la se-
cretaría correspondiente. Las aportaciones de la prima
mensual hechas por estos militares les otorgará el derecho
de que el tiempo en que estén en dichas situaciones les sea
considerado como tiempo de servicios efectivos prestados,
únicamente para efectos de este seguro. 

V. En los casos de licencia ilimitada durante los 6 y 4 años
que la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea o la de la
Armada, respectivamente, les concede para solicitar el
reingreso, así como en los casos de licencia especial, los
militares podrán aportar directamente al Instituto las pri-
mas a que se refieren las fracciones I y II de este artículo,
siempre y cuando lo manifiesten por escrito dentro de los
30 días siguientes a la fecha en que se les conceda la licen-
cia. Las aportaciones de la prima mensual hechas por estos



militares durante la citada licencia, les otorgará el derecho
de que el tiempo en que estén en dicha situación les sea
considerado como tiempo de servicios efectivos prestados,
únicamente para efectos de este seguro. 

VI. Todas las cantidades anteriores, deberán ser entregadas
al Instituto dentro de los cinco días siguientes al pago de la
primera quincena de cada mes. 

Artículo 91. La devolución de las aportaciones se realiza-
rá conforme a lo siguiente: 

I. Se devolverán las aportaciones que efectivamente hubie-
ren realizado los militares, desde la entrada en vigor del
presente seguro, más un 20% de lo aportado, a las siguien-
tes personas: 

a) A los militares que causen baja definitiva de las Fuerzas
Armadas Mexicanas, por haberla solicitado. 

b) Al personal de tropa del Ejército, Fuerza Aérea y clases
y marinería de la Armada, que causen baja por haber cum-
plido su contrato de servicios. 

c) A los militares auxiliares que causen baja después de
haber cumplido el contrato de servicios respectivo. 

d) A los militares que se les otorgue licencia ilimitada y
tengan derecho a compensación al momento de la separa-
ción del servicio activo. 

e) A los militares que se inutilicen en actos fuera del servi-
cio, en primera o segunda categoría, de conformidad a las
tablas anexas a esta Ley y que no hayan cumplido 20 años
de servicios efectivos prestados. 

f) A los beneficiarios de los militares que fallezcan en ac-
tos fuera del servicio y que no hayan cumplido 20 años de
servicios efectivos prestados. 

g) A los militares que causen baja del activo por haberse
inutilizado en tercera categoría en actos fuera del servicio
y que no hayan cumplido 20 o más años de servicios efec-
tivos prestados. 

h) A los militares o sus beneficiarios que tengan derecho a
recibir la suma asegurada, de conformidad con el artículo
87 de esta Ley, además aquellas aportaciones mensuales
que cada militar hubiere realizado entre el año cumplido y

el subsecuente y no se hubieren considerado para efectos
de dicha suma asegurada. 

II. A los militares que causen baja definitiva de las Fuerzas
Armadas Mexicanas por mala conducta o por efectos de
sentencia ejecutoria que determine dicha baja o la destitu-
ción del empleo militar, les serán devueltas únicamente las
cantidades que por concepto de sus aportaciones hubieren
realizado, sin importar el tiempo de servicios efectivos
prestados. 

III. Quedan excluidos de la devolución señalada en este ar-
tículo los militares que causen baja definitiva de las Fuer-
zas Armadas Mexicanas, por haber permanecido prófugos
de la justicia militar. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 91. La devolución de las aportaciones se realiza-
rá conforme a lo siguiente: 

I. Se devolverán las aportaciones que efectivamente hubie-
ren realizado los militares, desde la entrada en vigor del
presente seguro más un 20% de lo aportado, a las siguien-
tes personas: 

a) A los militares que causen baja definitiva de las Fuerzas
Armadas Mexicanas por haberla solicitado. 

b) Al personal de tropa del Ejército, Fuerza Aérea y clases
y marinería de la Armada que causen baja por haber cum-
plido su contrato de servicios. 

c) A los militares auxiliares que causen baja después de
haber cumplido el contrato de servicios respectivo. 

d) A los militares que se les otorgue licencia ilimitada y
tengan derecho a compensación al momento de la separa-
ción del servicio activo. 

e) A los militares que se inutilicen en actos fuera del servi-
cio, en primera o segunda categoría, de conformidad a las
tablas anexas a esta Ley y que no hayan cumplido 20 años
de servicios efectivos prestados. 

f) A los beneficiarios de los militares que fallezcan en ac-
tos fuera del servicio y que no hayan cumplido 20 años de
servicios efectivos prestados. 
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g) A los militares que causen baja del activo por haberse
inutilizado en tercera categoría en actos fuera del servicio
y que no hayan cumplido 20 o más años de servicios efec-
tivos prestados. 

h) A los militares o sus beneficiarios que tengan derecho a
recibir la suma asegurada de conformidad con el artículo
87 de esta Ley, además de aquellas aportaciones mensuales
que cada militar hubiere realizado entre el año cumplido y
el subsecuente y no se hubieren considerado para efectos
de dicha suma asegurada. 

II. A los militares que causen baja definitiva de las Fuerzas
Armadas Mexicanas por mala conducta o por efectos de
sentencia ejecutoria que determine dicha baja o la destitu-
ción del empleo militar, les serán devueltas únicamente las
cantidades que por concepto de sus aportaciones hubieren
realizado sin importar el tiempo de servicios efectivos
prestados. 

III. Quedan excluidos de la devolución señalada en este ar-
tículo los militares que causen baja definitiva de las Fuer-
zas Armadas por haber permanecido prófugos de la justicia
militar. 

Artículo 92. El Instituto de Seguridad Social para las Fuer-
zas Armadas Mexicanas, será el encargado de pagar al mi-
litar o a sus beneficiarios, el importe del seguro colectivo
de retiro o la devolución de lo aportado, dentro de los cin-
co días hábiles siguientes a la fecha en que el militar o sus
beneficiarios entreguen al Instituto la documentación co-
rrespondiente. 

I. En el caso del militar: La solicitud de pago, la orden de
baja del activo, certificado de servicios efectivos prestados
y copia fotostática de su identificación oficial. 

II. En el caso de los beneficiarios del militar fallecido o
desaparecido: La solicitud de pago, el acreditamiento de la
defunción del militar, las órdenes de baja, copia fotostática
de la identificación oficial del o los beneficiarios y en su
caso certificado de servicios prestados. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 92. El Instituto será el encargado de pagar al mi-
litar o a sus beneficiarios el importe del seguro colectivo de
retiro o la devolución de lo aportado, dentro de los cinco
días hábiles siguientes a la fecha en que el militar o sus be-

neficiarios entreguen al Instituto la documentación si-
guiente: 

I. El militar deberá entregar solicitud de pago, la orden de
baja del activo, certificado de servicios efectivos prestados,
y copia fotostática de su identificación oficial. 

II. Los beneficiarios del militar fallecido o desaparecido
deberán entregar la solicitud de pago, el acreditamiento de
la defunción del militar, las órdenes de baja, copia fotostá-
tica de la identificación oficial del o los beneficiarios y, en
su caso, certificado de servicios prestados. 

Artículo 93. Las Secretarías de la Defensa Nacional y de
Marina informarán del fallecimiento de los militares al Ins-
tituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexi-
canas, el cual tendrá la obligación de notificar fehaciente-
mente por escrito a los beneficiarios para los efectos de
este seguro. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 93. Las Secretarías de la Defensa Nacional y de
Marina informarán del fallecimiento de los militares al Ins-
tituto, el cual tendrá la obligación de notificar fehaciente-
mente por escrito a los beneficiarios para los efectos de es-
te seguro. 

Artículo 94. El derecho a reclamar el seguro colectivo de
retiro o la devolución de aportaciones prescribirá en dos
años, contados a partir de la fecha en que cause baja del ac-
tivo y alta en situación de retiro. 

Para los beneficiarios, este término comenzará a partir de
la fecha en que el Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas, les notifique por escrito su
derecho a recibir el pago de la suma asegurada o la devo-
lución de las cantidades aportadas, según sea el caso; noti-
ficación que se realizará en el domicilio que se tenga re-
gistrado de los beneficiarios, en un término no mayor de 30
días, a partir de la fecha en que el Instituto tenga conoci-
miento del fallecimiento del militar. 

El pago de la suma asegurada, no estará sujeto al impuesto
sobre la renta, de conformidad con el artículo 77 fracción
V de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 



Artículo 94. El derecho del militar a reclamar el seguro co-
lectivo de retiro o la devolución de aportaciones prescribi-
rá en dos años, contados a partir de la fecha en que cause
baja del activo y alta en situación de retiro. 

Para los beneficiarios, este término comenzará a partir de
la fecha en que el Instituto les notifique por escrito su de-
recho a recibir el pago de la suma asegurada o la devolu-
ción de las cantidades aportadas, según sea el caso. Dicha
notificación se realizará en el domicilio de los beneficiarios
que se tengan registrados, que se tenga registrado de los
beneficiarios, se realizará en un término no mayor de 30 dí-
as, a partir de la fecha en que el Instituto tenga conoci-
miento del fallecimiento del militar. 

El pago de la suma asegurada no estará sujeto al impuesto
sobre la renta, de conformidad con el artículo 77 fracción
V de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

Artículo 95. El Instituto de Seguridad Social para las Fuer-
zas Armadas Mexicanas, practicará cada año una revisión
actuarial para buscar el equilibrio financiero entre los in-
gresos y egresos que constituyen el fondo del seguro co-
lectivo de retiro, con objeto de garantizar el pago de las su-
mas aseguradas que correspondan; en caso de presentarse
una situación deficitaria, ésta se cubrirá con cargo al patri-
monio del Instituto, proveniente de las aportaciones equi-
valentes al 10% (diez por ciento) de los haberes y haberes
de retiro que anualmente realiza el Gobierno Federal, en
los términos del artículo 3o., fracción IV, de esta Ley. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 95. El Instituto practicará cada año una revisión
actuarial para mantener el equilibrio financiero entre los
ingresos y egresos que constituyen el fondo del seguro co-
lectivo de retiro, con objeto de garantizar el pago de las su-
mas aseguradas que correspondan. En caso de presentarse
un déficit, éste se cubrirá con cargo al patrimonio del Ins-
tituto proveniente de las aportaciones equivalentes al 10%
(diez por ciento) de los haberes y haberes de retiro que
anualmente realiza el Gobierno Federal en los términos del
artículo 3o. fracción IV de esta Ley. 

Artículo 96. El Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas, destinará hasta un máximo
del 2.0% (dos punto cero por ciento) de las aportaciones
anuales correspondientes al seguro colectivo de retiro, pa-
ra gastos de operación y administración del fondo del se-

guro colectivo de retiro, por lo cual informará a la Junta Di-
rectiva en los períodos que se determine, sobre los resulta-
dos de la administración del fondo. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 96. El Instituto de Seguridad Social destinará pa-
ra los gastos de operación y administración del Fondo has-
ta un máximo del 2.0% (dos punto cero por ciento) de las
aportaciones anuales correspondientes al seguro colectivo
de retiro del fondo del seguro colectivo de retiro, para lo
cual informará a la Junta Directiva, en los períodos que se
determine, sobre los resultados de la administración del
fondo. 

Artículo 97. A los militares que se desempeñen como se-
cretarios de la Defensa Nacional o de Marina, les será pa-
gado el beneficio al concluir su encargo. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 97. A los militares que se desempeñen como se-
cretarios de la Defensa Nacional o de Marina les será pa-
gado el beneficio al concluir su encargo. 

Artículo 98. Al personal militar retirado que vuelva al ac-
tivo se le considerará como de nuevo ingreso, para efectos
de este seguro. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 98. Al personal militar retirado que vuelva al ac-
tivo se le considerará como de nuevo ingreso, para efectos
de este seguro. 

Artículo 99. La Junta Directiva del Instituto de Seguridad
Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, dictará las
disposiciones administrativas internas que mejoren y regu-
len la administración del seguro colectivo de retiro, y deci-
dirá las inversiones de sus bienes; en ningún caso destina-
rá sus recursos financieros para fines distintos de los
citados. Los asuntos relativos a otros casos no previstos
dentro de este seguro, serán resueltos por dicha Junta. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, vigilará el
funcionamiento de este seguro. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002179



Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados180

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 99. La Junta Directiva del Instituto dictará las dis-
posiciones administrativas internas que mejoren y regulen
la administración del seguro colectivo de retiro, y decidirá
las inversiones de sus bienes en ningún caso destinará sus
recursos financieros para fines distintos de los citados. Los
asuntos relativos a otros casos no previstos dentro de este
seguro, serán resueltos por la Junta. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público vigilará el
funcionamiento de este seguro. 

Artículo 107. En la aplicación de los recursos del fondo se
considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: 

I. La demanda de habitación y las necesidades de vivienda
de los militares en activo. 

II. La factibilidad y posibilidad reales de llevar a cabo
construcciones habitacionales. 

III. El monto de las aportaciones al fondo; y 

IV. El número de militares en el activo. 

La Comisión que dictamina estima pertinente mantener
una parte de la fracción I del presente artículo que se en-
cuentra vigente en la ley del ISSFAM, ya que de lo contra-
rio podría beneficiarse sólo a ciertos grupos, lo mismo de-
be hacerse con las fracciones III y IV de la artículo hasta
ahora vigente del ISSSFAM. Así que la redacción de este
artículo quedaría como sigue: 

Artículo 107. En la aplicación de los recursos del fondo se
considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: 

I. La demanda de habitación y las necesidades de vivienda
de los militares en activo, dando preferencia a los militares
de bajos haberes. 

II. La factibilidad y posibilidad reales de llevar a cabo
construcciones habitacionales. 

III. El monto de las aportaciones al fondo; y 

IV. El número de militares en el activo. 

Artículo 108. Para otorgar y fijar los créditos a los milita-
res en el activo se tomará en cuenta: 

I. Tiempo de servicios. 

II. Tener depósitos al fondo de por lo menos 10 años a su
favor. 

III. Estar casados o viudos con hijos, y los solteros con des-
cendientes. 

IV. Antecedentes militares. 

V. En el caso de cónyuges militares que sean beneficiarios
de esta Ley, se otorgará únicamente al de mayor grado o
antigüedad. 

VI. Se podrán otorgar créditos por segunda ocasión sólo
que exista disponibilidad en el fondo y no existan solicitu-
des de militares que no hayan teñido este beneficio. 

VII. Los casos no previstos serán resueltos por la Junta Di-
rectiva del Instituto conforme a las facultades que le otor-
ga esta Ley. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 108. Para otorgar y fijarlos créditos a los milita-
res en el activo se tomará en cuenta: 

I. Tiempo de servicios. 

II. Tener depósitos al fondo de por lo menos 10 años a su
favor. 

III. Estar casados o viudos con hijos, y los solteros con des-
cendientes. 

IV. Antecedentes militares. 

V. En el caso de cónyuges militares que sean beneficiarios
de esta Ley, se otorgará únicamente al de mayor grado o
antigüedad. 

VI. Se podrán otorgar créditos por segunda ocasión sólo
que exista disponibilidad en el fondo y no existan solicitu-
des de militares que no hayan teñido este beneficio. 



VII. Los casos no previstos serán resueltos por la Junta Di-
rectiva del Instituto conforme a las facultades que le otor-
ga esta Ley. 

Artículo 114. Los depósitos que se hagan para constituir el
fondo de la vivienda en favor de los militares en activo del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada que están percibiendo ha-
beres, asignaciones de técnico, de técnico especial y de
vuelo y especiales de paracaidistas, estarán exentos de to-
da clase de impuestos. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 114. Los depósitos que se hagan para constituir el
fondo de la vivienda en favor de los militares en activo del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada que están percibiendo ha-
beres, asignaciones de técnico de vuelo, de salto o técnico
especial estarán exentos de toda clase de impuestos. 

Artículo 134. Con la exclusiva finalidad de proporcionar
hospedaje a militares en tránsito con motivo del servicio, el
Instituto, acorde con su capacidad pecuniaria y en coordi-
nación con las Secretarías de la Defensa Nacional y de Ma-
rina, establecerá hoteles, cuya organización, funcionamien-
to y cuotas serán fijadas por el Reglamento respectivo. 

La Comisión dictaminadora consideró que por tratarse de
servicios que le corresponde prestar al Instituto, el hospe-
daje a militares y sus familiares debe tener un carácter tu-
rístico de bajo costo, por lo que, al igual que la modifica-
ción en el artículo 18 fracción XV, se cambió su redacción
para quedar como sigue: 

Artículo 134. Con la finalidad de proporcionar servicios
turísticos de bajo costo a los beneficiarios de esta Ley, el
Instituto acorde con su capacidad pecuniaria y en coordi-
nación con las Secretarías de la Defensa Nacional y de Ma-
rina, establecerá hoteles cuya organización, funcionamien-
to y cuotas serán fijadas por el Reglamento respectivo. 

Centros de Adiestramiento y Superación para Derechoha-
bientes de Militares 

Artículo 139. Se establecerán centros de adiestramiento y
superación para derechohabientes de militares, en donde
reciban preparación para mejorar las condiciones físicas y
culturales del hogar, aumentar los índices cultural y de so-
ciabilidad y mejorar la alimentación y el vestido. 

La Comisión que dictamina considera prudente modificar
el término de "adiestramiento" para igualarlo con el del ar-
tículo 18 fracción XX de la misma propuesta, para quedar
como sigue: 

Centros de Capacitación, Desarrollo y Superación para De-
rechohabientes de Militares 

Artículo 139. Se establecerán centros de capacitación, des-
arrollo y superación para derechohabientes de militares, en
donde reciban preparación para mejorar las condiciones fí-
sicas y culturales del hogar, aumentar los índices cultural y
de sociabilidad y mejorar la alimentación y el vestido. 

Artículo 142. La atención médica quirúrgica es el sistema
por el cual se trata de conservar la salud de las personas,
entendiéndose por este concepto no sólo la ausencia de en-
fermedad, sino también el bienestar físico y mental. 

La atención médico-quirúrgica a los militares con haber de
retiro y a los familiares de los militares que perciban habe-
res y haber de retiro, se prestará por el Instituto en sus pro-
pias instalaciones o como servicio subrogado, con base en
la aportación del Gobierno Federal especificada en el artí-
culo 221 de esta ley. 

También tendrán derecho al servicio médico integral en los
términos señalados en el párrafo que antecede, los dere-
chohabientes del militar sentenciado a cumplir una pena
privativa de libertad, que no haya sido destituido de su em-
pleo. 

Los familiares de militares que tienen derecho a esta pres-
tación son: 

I. El cónyuge o en su defecto la concubina o concubinario
siempre y cuando el militar haya hecho la designación de
dicha persona en los términos del artículo 160 de esta Ley; 

II. Los hijos y las hijas solteros menores de 18 años; 

III. Los hijos, hombre o mujeres, mayores de esta edad que
se encuentren estudiando en planteles oficiales e incorpo-
rados, con límite hasta de 25 años, siempre y cuando no se
encuentren casados, en concubinato o con descendencia;
excepcionalmente y a juicio del Instituto, podrá extenderse
este beneficio hasta los 30 años de edad, si además de cu-
brir los requisitos mencionados, están realizando estudios a
nivel licenciatura o superiores y demuestran su dependen-
cia económica; 
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IV. Los hijos incapacitados o imposibilitados para trabajar
en forma total y permanente si son solteros; y 

V. El padre y la madre. 

Además de cambios estrictamente de redacción, la Comi-
sión consideró prudente eliminar el requisito de no estar
casado en concubinato con descendencia propuesto para no
otorgar el servicio médico a los hijos mayores de 18 años
que se encuentren estudiando, ya que estas condiciones,
por el contrario, requieren de mayor disponibilidad econó-
mica para poder concluir sus estudios; en consecuencia la
redacción de este artículo queda como sigue: 

Artículo 142. La atención médica quirúrgica es el sistema
por el cual se trata de conservar la salud de las personas,
entendiéndose por este concepto no sólo la ausencia de en-
fermedad, sino también el bienestar físico y mental. 

La atención médico-quirúrgica a los militares con haber de
retiro y a los familiares de los militares que perciban habe-
res y haber de retiro, se prestará por el Instituto en sus pro-
pias instalaciones o como servicio subrogado, con base en
la aportación del Gobierno Federal especificada en el artí-
culo 221 de esta ley. 

También tendrán derecho al servicio médico integral en los
términos señalados en el párrafo que antecede, los dere-
chohabientes del militar sentenciado a cumplir una pena
privativa de libertad, que no haya sido destituido de su em-
pleo. 

Los familiares de militares que tienen derecho a esta pres-
tación son: 

I. El cónyuge o en su defecto la concubina o concubinario
siempre y cuando el militar haya hecho la designación de
dicha persona en los términos del artículo 160 de esta Ley; 

II. Los hijos solteros menores de 18 años; 

III. Los hijos mayores de edad que se encuentren estudian-
do en planteles oficiales incorporados, con límite hasta de
25 años, excepcionalmente y a juicio del Instituto, podrá
extenderse este beneficio hasta los 30 años de edad, si ade-
más de cubrir los requisitos mencionados, están realizando
estudios a nivel licenciatura o superiores y demuestran su
dependencia económica; 

IV. Los hijos incapacitados o imposibilitados para trabajar
en forma total y permanente; y 

V. El padre y la madre. 

Artículo 143. Para los efectos del artículo anterior: 

Para que la concubina o el concubinario, tengan derecho a
la atención médico quirúrgica, es necesario que hayan sido
designados con dicho carácter por el militar, en los térmi-
nos del artículo 160 de esta Ley, no se admitirá nueva de-
signación antes de tres años, salvo que se acredite el falle-
cimiento de la persona designada. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 143. Para los efectos del artículo anterior: 

Para que la concubina o el concubinario, tengan derecho a
la atención médico quirúrgica, es necesario que hayan sido
designados con dicho carácter por el militar, en los térmi-
nos del artículo 160 de esta Ley; no se admitirá nueva de-
signación antes de tres años, salvo que se acredite el falle-
cimiento de la persona designada. 

Artículo 145. La atención médico-quirúrgica incluye ade-
más, la asistencia hospitalaria y farmacéutica necesaria y,
en su caso, obstetricia, prótesis y ortopedia y rehabilitación
de los incapacitados, así como la medicina preventiva y so-
cial y la educación higiénica. 

La Comisión que dictamina, estimó pertinente hacer cam-
bios de redacción para quedar como sigue: 

Artículo 145. La atención médico-quirúrgica incluye ade-
más, la asistencia hospitalaria y farmacéutica necesaria y,
en su caso, obstetricia, prótesis y ortopedia y rehabilitación
de los incapacitados, así como la medicina preventiva y so-
cial y la educación higiénica. 

Artículo 153. Los familiares de un militar en activo o en
situación de retiro, comprendidos en el artículo 142 de es-
ta Ley y los pensionistas, tendrán derecho a que se les pro-
porcione gratuitamente el servicio médico, por un período
de seis meses contados a partir de la fecha en que aquél ha-
ya fallecido. 

El servicio médico para los pensionistas queda sujeto a las
siguientes bases: 



a) En el escrito en que soliciten beneficio por muerte del
militar, deberán expresar también su deseo de que se les
proporcione el servicio médico y su anuencia para que del
importe de sus pensiones se descuente la cuota de recupe-
ración correspondiente. Esta misma manifestación podrán
hacerla antes de que fenezca el plazo de seis meses en que
tienen derecho al servicio médico gratuito y de no hacerlo
así se entenderá que renuncia a dicha prestación, en la que
no deberán después ser admitidos; 

b) El servicio médico será por un plazo mínimo de dos
años, transcurridos los cuales, sin que el pensionista renun-
cie a él, se entenderá prorrogado por tiempo indefinido. El
pensionista podrá renunciar en cualquier tiempo al servi-
cio, pero en este caso ya no podrá ser readmitido; 

c) La Junta Directiva del Instituto queda facultada para fi-
jar cada año el monto de las cuotas de recuperación; 

d) Todo lo relacionado con el servicio médico a los pen-
sionistas se tramitará directamente ante el Instituto. En ca-
sos excepcionales los trámites podrán hacerse por conduc-
to de las Secretarías de la Defensa Nacional o de Marina.
según proceda. 

La iniciativa propone en este artículo, como está en la Ley
vigente, que el servicio médico a los familiares de un mili-
tar se obtenga gratuitamente por un periodo de seis meses
contados a partir de la fecha en que aquel haya fallecido.
Igualmente propone que el servicio médico para los pen-
sionistas se otorgue por solicitud y mediante descuento de
su pensión de una cuota de recuperación que fije el ISS-
FAM. 

La Comisión que dictamina consideró necesario homolo-
gar la prestación del servicio médico a los militares y sus
familiares o beneficiarios en forma gratuita sin la contra-
prestación de una cuota de recuperación: 

Artículo 153. Los familiares de un militar en activo o en
situación de retiro comprendidos en el artículo 142 de esta
Ley y los pensionistas, tendrán derecho a que se les pro-
porcione gratuitamente el servicio médico. 

Artículo 160. La relación de concubinato será acreditada
necesariamente, y en todo caso, con la designación que el
militar haya hecho de la persona interesada, como concu-
bina, ante el Instituto o la Secretaría de la Defensa Nacio-
nal o de Marina, sin que sea admisible otro medio de prue-
ba. La designación posterior anula la anterior, siempre que

haya formulado dentro del plazo establecido en el artículo
143 de esta Ley y acreditado las circunstancias de los inci-
sos a) y b) de la fracción 11 del artículo 38 de esta Ley, se
acreditarán con los medios de prueba establecidos por el
Código Federal de Procedimientos Civiles. 

La Comisión que dictamina acordó hacer una corrección de
redacción, para quedar como sigue: 

Artículo 160. La relación de concubinato será acreditada
necesariamente, y en todo caso, con la designación que el
militar haya hecho de la persona interesada, como concu-
bina, ante el Instituto o la Secretaría de la Defensa Nacio-
nal o de Marina, sin que sea admisible otro medio de prue-
ba. La designación posterior anula la anterior, siempre que
se haya formulado dentro del plazo establecido en el artí -
culo 143 de esta Ley y acreditado las circunstancias de los
incisos a) y b) de la fracción 11 del artículo 38 de esta Ley,
se acreditarán con los medios de prueba establecidos por el
Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Artículo 187. Al recibirse las solicitudes o informes espe-
cificados en el artículo anterior, las Secretarías respectivas
ordenarán el cómputo de servicios del interesado; la obten-
ción de las pruebas necesarias para acreditar las causas de
retiro y la formulación del extracto de antecedentes. 

La Comisión que dictamina consideró pertinente hacer co-
rrección de redacción, para quedar como sigue: 

Artículo 187. Al recibirse las solicitudes o informes espe-
cificados en el artículo anterior, las Secretarías respectivas
ordenarán el cómputo de servicios del interesado, la obten-
ción de las pruebas necesarias para acreditar las causas de
retiro y la formulación del extracto de antecedentes. 

Artículo 188. Con apoyo en las pruebas reunidas, la Se-
cretaría de que se trate declarará la procedencia del retiro,
por estimar comprobada la personalidad militar del intere-
sado, encontrarse en el activo y estar demostrada una o va-
rias causas de retiro. De lo contrario, declarará la improce-
dencia del retiro fundándola y motivándola debidamente. 

Estas declaraciones se notificarán al militar, dándosele a
conocer, en su caso, el cómputo de sus servicios y el grado
con el que serán retirados, para que dentro de un plazo de
quince días hábiles manifiesten su conformidad o formu-
len su inconformidad expresando objeciones, las cuales
sólo podrán referirse a la procedencia o improcedencia
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del retiro, a la jerarquía militar con que debe ser retirado
el interesado y al cómputo de sus servicios. 

Si lo estimare pertinente, en el mismo escrito de inconfor-
midad ofrecerá pruebas, las cuales se les recibirán en un
plazo de quince días siguientes a la terminación del plazo
anterior. 

La Comisión que dictamina consideró pertinente hacer co-
rrección de redacción, para quedar como sigue: 

Artículo 188. Con apoyo en las pruebas reunidas, la Se-
cretaría de que se trate declarará la procedencia del retiro,
por estimar comprobada la personalidad militar del intere-
sado, encontrarse en el activo y estar demostrada una o va-
rias causas de retiro. De lo contrario, declarará la improce-
dencia del retiro fundándola y motivándola debidamente. 

Estas declaraciones se notificarán al militar, dándosele a
conocer, en su caso, el cómputo de sus servicios y el grado
con el que serán retirados, para que dentro de un plazo de
quince días hábiles manifiesten su conformidad o formulen
su inconformidad expresando objeciones, las cuales sólo
podrán referirse a la procedencia o improcedencia del reti-
ro, a la jerarquía militar con que debe ser retirado el inte-
resado y al cómputo de sus servicios. 

Si lo estimare pertinente, en el mismo escrito de inconfor-
midad ofrecerá pruebas, las cuales se recibirán en un plazo
de quince días siguientes a la terminación del plazo ante-
rior. 

Artículo 192. Los familiares de militares que se conside-
ren con derecho a beneficio, solicitarán el otorgamiento de
compensación o pensión directamente al Instituto, acom-
pañando la documentación comprobatoria necesaria y éste,
en un término que no exceda de cinco días hábiles, tomará
el escrito petitorio y sus anexos a la Secretaría de la De-
fensa Nacional o de Marina, en su caso, misma que dentro
de los siguientes sesenta días hábiles resolverá lo concer-
niente, previo estudio del expediente militar y de las prue-
bas aportadas por los interesados, determinen la personali-
dad militar, la jerarquía y la situación que quedaba como
miembro de las Fuerzas Armadas, en el momento de su
muerte, la persona de quien deriven sus derechos los peti-
cionarios. Estos podrán, después de presentada la solicitud,
aportar directamente a la Secretaría correspondiente de que
se trate las pruebas que estimen pertinentes. 

Reunidos los elementos de convicción necesarios, la Se-
cretaría declarará la existencia o inexistencia de la perso-
nalidad militar de la persona señalada por los interesados y
en su caso, si al morir se encontraba en el activo o en si-
tuación de retiro. Esta declaración y el cómputo de servi-
cios militares, si los hubiere prestado la persona aludida, se
notificarán a los peticionarios para los efectos de su mani-
festación de conformidad o de inconformidad, y en este ul-
timo caso, para que ofrezcan y rindan pruebas, en la misma
forma y términos mencionados en esta Ley. 

Las objeciones sólo podrán referirse a la inexistencia de
personalidad militar y la jerarquía o cómputo de servicios,
en su caso, de la persona señalada por los familiares. 

La Comisión que dictamina consideró pertinente hacer co-
rrección de redacción, para quedar como sigue: 

Artículo 192. Los familiares de militares que se conside-
ren con derecho a beneficio, solicitarán el otorgamiento de
compensación o pensión directamente al Instituto, acom-
pañando la documentación comprobatoria necesaria y éste,
en un término que no exceda de cinco días hábiles, turnará
el escrito petitorio y sus anexos a la Secretaría de la De-
fensa Nacional o de Marina, en su caso, misma que dentro
de los siguientes sesenta días hábiles resolverá lo concer-
niente, previo estudio del expediente militar y de las prue-
bas aportadas por los interesados, determinen la personali-
dad militar, la jerarquía y la situación en que quedaba como
miembro de las Fuerzas Armadas, en el momento de su
muerte, la persona de quien deriven sus derechos los peti-
cionarios. Estos podrán, después de presentada la solicitud,
aportar directamente a la Secretaría correspondiente de que
se trate las pruebas que estimen pertinentes. 

Reunidos los elementos de convicción necesarios, la Se-
cretaría declarará la existencia o inexistencia de la perso-
nalidad militar de la persona señalada por los interesados y
en su caso, si al morir se encontraba en el activo o en si-
tuación de retiro. Esta declaración y el cómputo de servi-
cios militares, si los hubiere prestado la persona aludida, se
notificarán a los peticionarios para los efectos de su mani-
festación de conformidad o de inconformidad, y en este ul-
timo caso, para que ofrezcan y rindan pruebas, en la misma
forma y términos mencionados en esta Ley. 

Las objeciones sólo podrán referirse a la inexistencia de
personalidad militar y la jerarquía o cómputo de servicios,
en su caso, de la persona señalada por los familiares. 



Artículo 209. En la aplicación de esta Ley y con las con-
diciones y las limitaciones que establece la misma, serán
considerados: 

I. Los cadetes y los demás alumnos de los establecimientos
militares y que no perciben haber diario, como sargentos
primeros; 

II. El personal de tropa y marinería del Servicio Militar por
conscripción, con la categoría que tenga mientras se en-
cuentren desempeñando actos del servicio. 

III. Los miembros de los Cuerpos de Defensas Rurales que
se inutilicen o fallezcan en actos del servicio o a conse-
cuencia de ellos, como soldados. 

La Comisión que dictamina consideró pertinente hacer co-
rrección de redacción en este artículo, para quedar como si-
gue: 

Artículo 209. En la aplicación de esta Ley y con las con-
diciones y las limitaciones que establece la misma, serán
considerados: 

I. Los cadetes y los demás alumnos de los establecimientos
militares que no perciben haber diario, como sargentos pri-
meros; 

II. El personal de tropa y marinería del Servicio Militar por
conscripción, con la categoría que tenga mientras se en-
cuentren desempeñando actos del servicio. 

III. Los miembros de los Cuerpos de Defensas Rurales que
se inutilicen o fallezcan en actos del servicio o a conse-
cuencia de ellos, como soldados. 

Artículo 222. El presupuesto de gastos y demás erogacio-
nes derivadas del funcionamiento del Instituto, serán cu-
biertas con cargo a su propio patrimonio; sin embargo, el
Gobierno Federal asume la obligación de cubrir en cual-
quier tiempo, los deficientes que impidan al mismo Institu-
to el pago de las prestaciones que deba erogar, de acuerdo
con las disponibilidades presupuestales del propio Gobier-
no Federal. 

La Comisión que dictamina consideró prudente hacer co-
rrección de redacción en este artículo y establecer como
obligación clara del Gobierno Federal el pago de las pres-
taciones de esta Ley en beneficio de los militares, para que-
dar como sigue: 

Artículo 222. El presupuesto de gastos y demás erogacio-
nes derivadas del funcionamiento del Instituto, serán cu-
biertas con cargo a su propio patrimonio; sin embargo, el
Gobierno Federal asume la obligación de cubrir en cual-
quier tiempo, el faltante que impida al mismo Instituto el
pago de las prestaciones que deba erogar, de acuerdo con
las disponibilidades presupuestales del propio Gobierno
Federal. 

En la ley vigente y en las iniciativas del Ejecutivo se ane-
xan tablas de inutilidad que da origen a retiro; la Comisión
que dictamina consideró que dichas tablas deben estar in-
cluidas en el texto de la Ley y las incorporó en el texto de
este artículo para conservar el orden planteado en las dos
iniciativas en estudio. El artículo quedó, como sigue: 

Artículo 226. Para la determinación de las categorías y
grados de accidentes o enfermedades que den origen a re-
tiro por inutilidad se aplicaran las tablas siguiente: 

Tablas Anexas a la Ley del Instituto de Seguridad Social
para las Fuerzas Armadas Mexicanas 

Primera Categoría 

1. La pérdida anatómica o funcional, total e irreparable, de
ambos globos oculares. 

2. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables, de
ambos ojos. Que provoquen que la visión central, aun des-
pués de corregir los vicios de refracción, alcance a lo su-
mo, en cada ojo, 20/200 de la agudeza visual normal. 

3. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión periférica, se en-
cuentre restringida a tal grado que los campos visuales de
cada ojo, tomados aisladamente, conserven a lo sumo 10%
de su extensión normal (visión tubular) y que dificulte el
sentido de orientación. 

4 Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión central de uno de
ellos, aún después de corregirlos vicios de refracción, al-
cance a lo sumo 20/200 y que a la vez en el otro ojo exis-
tan limitaciones de la visión periférica y que el campo vi-
sual conserve como máximo una décima parte de su
amplitud normal (visión tubular). 

5. La pérdida anatómica o funcional, total e irreparable, de
uno de los ojos, con trastornos en el otro. 
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6. La hemianopsia bilateral permanente. 

7. La diplopía de cualquier origen rebelde al tratamiento. 

8. La pérdida del maxilar superior, parte de la arcada den-
taria, bóveda palatina y esqueleto nasal; o bien la pérdida
total o parcial de la mandíbula con su respectiva porción
dentaria, que en ambos casos no puedan ser reemplazadas
con prótesis maxilofaciales. 

9. La anquilosis total unilateral o bilateral de las articula-
ciones temporomandibulares que no sean quirúrgicamente
corregibles. 

10. La falta total o parcial de la lengua con pérdida de fun-
ciones. 

11. La parálisis o falta de movilidad de la lengua que difi-
culta grandemente la fonación y la deglución. 

12. La parálisis de los músculos de paladar blando y de la
faringe que dificulten la deglución con repercusión en el
estado nutricional. 

13. La disminución incorregible de los arcos de movilidad
o bien la imposibilidad de abrir la boca. 

14. Las deformaciones faciales adquiridas de tipo grotesco
o las muy amplias que no puedan ser corregidas mediante
procedimientos quirúrgicos. 

15. La hipoacusia profunda bilateral, irreversible o intrata-
ble quirúrgicamente o por medio de prótesis. 

16. La hipoacusia profunda de un oído y media del otro,
irreversibles o intratables quirúrgicamente o por medio de
prótesis. 

17. El vértigo de cualquier etiología, permanente y rebelde
a tratamiento. 

18. La parálisis motora bilateral permanente de las cuerdas
vocales. 

19. La limitación de la apertura mandibular permanente,
menor de 15 mm. medida desde los bordes incisales de los
dientes superiores a los de los inferiores, que dificulte la
masticación y la fonación. 

20. La tuberculosis laríngea rebelde a tratamiento y/o con
secuelas de mal funcionamiento. 

21. La pérdida total o parcial de la laringe, que afecte la
función. 

22. La estenosis laríngea o traqueal irreparable que origine
insuficiencia respiratoria. 

23. El escleroma que deja secuelas cicatriciales severas. 

24. Las bronquiectasias que afecten más de un lóbulo y que
no respondan al tratamiento. 

25. La tuberculosis pulmonar evolutiva resistente a trata-
miento. 

26. La insuficiencia respiratoria irreversible del 50% o
más, de acuerdo a espirometría. 

27. El empiema crónico rebelde a tratamiento. 

28. La pérdida anatómica o funcional de un pulmón. 

29. Las cardiopatías congénitas que aun tratadas quirúrgi-
camente manifiesten cardiomegalia, insuficiencia cardiaca,
hipertensión arterial, hipertensión pulmonar y/o trastornos
del ritmo. 

30. Las lesiones valvulares con cardiomegalia, insuficien-
cia cardiaca, hipertensión pulmonar y/o arritmias crónicas,
aún tratadas quirúrgicamente. 

31. La insuficiencia coronaria aguda o crónica incluyendo
el infarto del miocardio, no susceptible de tratamiento de
revascularización y/o rebelde al tratamiento. 

32. Los bloqueos auriculoventriculares completos y per-
manentes, aún cuando hayan sido tratados. 

33. El cor pulmonale crónico con insuficiencia cardiaca. 

34. La endocarditis de cualquier etiología que deje como
secuelas cardiomegalia o insuficiencia cardiaca rebeldes a
tratamiento. 

35. La insuficiencia cardiaca crónica con fracción de ex-
pulsión por ecocardiografía menor del 50%. 



36. Las enfermedades de la aorta, de cualquier etiología,
sintomáticas y no susceptibles de tratamiento. 

37. El aneurisma de un gran vaso, de cualquier etiología y
no susceptible de tratamiento. 

38. La pericarditis constrictiva y la pericarditis crónica, aún
cuando hayan sido tratadas quirúrgicamente. 

39. La hipertensión arterial sistémica complicada y/o mal
controlada, con daño avanzado en "órganos blanco" y con
insuficiencia cardiaca crónica. 

40. Los tumores y las enfermedades miocardiacas de cual-
quier etiología, que produzcan cardiomegalia o insuficien-
cia coronaria o insuficiencia cardiaca o trastornos perma-
nentes del ritmo, que tengan fracción de expulsión menor
de 50% por ecocardiografía, aún después de haber sido tra-
tadas. 

41. Las fístulas arteriovenosas que aun tratadas quirúrgica-
mente provoquen cardiomegalia, insuficiencia cardiaca o
insuficiencia arterial distal. 

42. Las fístulas arteriovenosas intracerebrales, intratables o
que dejen secuelas. 

43. La insuficiencia renal crónica con reserva funcional
menor del 20%. 

44. Las derivaciones urinarias permanentes no corregibles. 

45. La vejiga neurogénica no rehabilitable. 

46. Las cistitis severas rebeldes a tratamiento. 

47. Riñón único con patología. 

48. La pérdida anatómica o la exclusión de la uretra o la ve-
jiga. 

49. La tuberculosis urinaria o genital rebelde a tratamiento. 

50. La incontinencia urinaria o del esfínter anal en cual-
quier grado, que no haya remitido después de seis meses de
su aparición o rebelde al tratamiento. 

51. La enfermedad de Paget no susceptible de tratamiento. 

52. La acalasia que no responde al tratamiento. 

53. La esofagitis con estenosis incapacitante sin respuesta
al tratamiento. 

54. La esofaguectomía total. 

55. La gastrectomía total. 

56. Las resecciones amplias del intestino delgado, que oca-
sionen un síndrome de intestino corto. 

57. La ileostomía permanente. 

58. La enfermedad inflamatoria crónica intestinal con ma-
nifestaciones intra o extra intestinales severas, sin respues-
ta al tratamiento. 

59. La colectomía total o de más del 60% que curse con
diarrea crónica intratable. 

60. La colostomía permanente. 

61. La cirrosis hepática de cualquier etiología. 

62. La hepatitis crónica de cualquier etiología. 

63. La enfermedad hepática por depósito de cobre (enfer-
medad de Wilson). 

64. La pancreatitis crónica y la litiasis pancreática, sin res-
puesta al tratamiento. 

65. La pancreatoduodenectomía total. 

66. Quistes y tumores del páncreas que no respondan al tra-
tamiento. 

67. Las fístulas biliares y pancreáticas que no responden al
tratamiento. 

68. La peritonitis crónica y las adherencias peritoneales re-
currentes, que no respondan a tratamiento. 

69. El síndrome de absorción intestinal deficiente, sin res-
puesta al tratamiento. 

70. El síndrome de Zollinger Ellison, que no responde a
tratamiento. 
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71. Los trastornos congénitos del metabolismo de los pig-
mentos biliares, excepto la enfermedad de Gilbert y la de
Dubin Johnson. 

72. La diabetes mellitus tipo 1. 

73. La diabetes mellitus tipo 2, con dos o más complica-
ciones crónicas avanzadas. 

74. La diabetes insípida. 

75. El hipotiroidismo resistente a la terapia sustitutiva. 

76. La obesidad de 40 o más de índice de Masa Corporal
(de acuerdo a la fórmula: IMC = PESO ACTUAL/TALLA
al cuadrado). 

77. Las alteraciones orgánicas o funcionales permanentes
de cualquiera de las glándulas de secreción interna, que
produzcan hiper o hipofunción no controlables, que reper-
cutan en la actividad del individuo. 

78. La artritis reumatoide con lesiones permanentes que
impiden las actividades de la vida diaria, no susceptibles de
tratamiento médico o quirúrgico. 

79. Los padecimientos de origen inmunológico que afecten
la función cardiaca, rebeldes al tratamiento. 

80. La gota que incapacita frecuentemente al individuo pa-
ra el desempeño de las actividades militares o con lesiones
permanentes no susceptibles de tratamiento médico o qui-
rúrgico. 

81. Los padecimientos de origen inmunológico rebeldes al
tratamiento y de difícil control. 

82. Los estados de inmunodeficiencia de cualquier etiolo-
gía, con susceptibilidad a infecciones recurrentes. 

83. La seropositividad a los anticuerpos contra los virus de
la inmunodeficiencia humana, confirmada con pruebas su-
plementarias más infecciones por gérmenes oportunistas
y/o neoplasias malignas. 

84. Las secuelas no tratables de la enfermedad injerto con-
tra huésped. 

85. Los individuos en quienes se haya realizado trasplante
de un órgano o tejido cuya función sea vital y quede con
disfunción de más del 60%. 

86. La anemia aplástica y los síndromes dismielopoyéticos
refractarios al tratamiento. 

87. La hemocromatosis. 

88. Las anemias hemolíticas de cualquier etiología, depen-
dientes de transfusiones sanguíneas. 

89. Los trastornos de coagulación, de cualquier etiología,
sintomáticos y resistentes a tratamiento. 

90. La lipodistrofia progresiva. 

91. La enfermedad de cadenas pesadas y las amiloidosis. 

92. La esclerosis sistémica progresiva. 

93. Las enfermedades infecciosas o de origen inmunológi-
co con manifestaciones cutáneas de tipo crónico, altamen-
te incapacitantes (mayor del 60 %) y rebeldes al tratamien-
to. 

94. Las monoplejia, paraplejia, hemiplejia y/o cuadriplejias
definitivas. 

95. Las hemiparesias, paraparesias y/o cuadriparesias defi-
nitivas. 

96. La afasia permanente. 

97. La espasticidad generalizada. 

98. La miastenia gravis. 

99. Las atrofias y distrofias musculares de carácter progre-
sivo. 

100. La cisticercosis cerebral y espinal que no respondan al
tratamiento y que produzcan incapacidad permanente. 

101. El síndrome de hipertensión intracraneana. 

102. El síndrome talámico o estados afines, con déficit
sensitivo extenso, que produzcan incapacidad funcional
severa. 



103. Los movimientos involuntarios anormales de tipo
temblor, corea, atetosis, parkinsonismo, la ataxia o la inco-
ordinación motora que imposibiliten la marcha o la pre-
hensión de objetos. 

104. Las distonías neurovegetativas de cualquier etiología,
con manifestaciones del sistema nervioso, central y perifé-
rico. 

105. Las neoplasias benignas del sistema nervioso central
y periférico, no susceptibles de tratamiento. 

106. La epilepsia y otras formas de crisis convulsivas o
equivalentes. 

107. La deficiencia mental de cualquier origen con coefi-
ciente intelectual menor al 80%. 

108. Los trastornos mentales orgánicos, con o sin psicosis
asociada. 

109. Los trastornos psicóticos: esquizofrenia, esquizotípi-
cos, esquizoafectivos y trastornos de ideas delirantes. 

110. Los trastornos del humor (afectivos): maniaco, bipo-
lar y depresivos graves y rebeldes a tratamiento. 

111. La pérdida anatómica o funcional permanente: 

a. De una extremidad; 

b. De una mano; o de un pie. 

c. De dos dedos de la mano dominante que incluyan el
pulgar. 

d. De tres dedos de la mano dominante que no incluyan el
pulgar. 

112. La tuberculosis de la columna vertebral deformante
y/o con parálisis no susceptible de tratamiento. 

113. Las lesiones de cadera o rodilla que ameriten dos o
más artroplastias totales o parciales, con deformidad noto-
ria y claudicación. 

114. La diferencia de más de 5 centímetros de longitud en
las extremidades pélvicas no susceptibles de corrección. 

115. Las espondilitis anquilosantes resistentes al tratamien-
to médico o no corregibles con tratamiento quirúrgico. 

116. Los padecimientos de naturaleza congénita descubier-
tos tardíamente, no susceptibles de corrección y que pro-
duzcan incapacidades orgánicas o funcionales graves del
aparato locomotor. 

117. Las lesiones cicatriciales no corregibles, que den lugar
a deformaciones notables o por su naturaleza retráctil o do-
lorosa, dificulten la movilidad de algún miembro u órgano
del cuerpo. 

118. Los padecimientos del esqueleto axial, de cualquier
etiología, que limiten severamente su función y sean rebel-
des a tratamiento. 

119. Las alteraciones permanentes, orgánicas, metabólicas
o funcionales de los diversos aparatos y sistemas, que dis-
minuyen la capacidad funcional del individuo en más del
60% y que no han quedado comprendidas en esta catego-
ría. 

120. Todas las neoplasias malignas que no son susceptibles
de control ni curación. 

121. Las hernias o eventraciones que no respondan al tra-
tamiento quirúrgico. 

122. Otras alteraciones o estados que se constituyen con la
suma de diversas categorías o trastornos funcionales, y que
a criterio médico ocasionen incapacidades mayores al 60%
de función en relación a la actividad del sujeto. 

Respecto del personal técnico aeronáutico de la Fuerza Aé-
rea Mexicana (personal de pilotos aviadores, de los servi-
cios y especialistas), los especialistas en medicina de avia-
ción, apoyados por especialistas del área médica que
implique la patología de que dicho personal pudiera ser
portador, serán los responsables de clasificarlos en esta ca-
tegoría. 

Segunda Categoría 

1. Las alteraciones orgánicas o funcionales e irreparables
de ambos ojos que provoquen que la visión central de cada
uno de ellos, aún después de corregir los vicios de refrac-
ción, esté comprendida entre 20/100 a 20/70 de la agudeza
visual normal. 
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2. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión periférica se en-
cuentre restringida a tal grado, que los campos visuales de
cada ojo, tomados aisladamente, conserven una amplitud
comprendida entre el 10 y el 20% de la normal. 

3. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión central de uno de
ellos, aún después de corregir los vicios de refracción, esté
comprendida entre 20/100 a 20/70 de la agudeza visual
normal, con limitaciones de la visión periférica del otro ojo
que circunscriban su campo visual entre 10 y 20% de su
amplitud normal. 

4. La afaquia bilateral, aun cuando se obtenga una agudeza
visual comprendida entre 20/100 y 20/70, mediante el uso
de cristales correctores, lentes de contacto o lentes intrao-
culares. 

5. La subluxación bilateral del cristalino (no corregible). 

6. La pérdida anatómica o funcional, total e irreparables de
uno de los ojos, sin trastornos en el otro. 

7. Las alteraciones del cinetismo (estrabismo) ocular no
corregibles quirúrgicamente. 

8. El glaucoma en cualquiera de sus variantes, rebelde al
tratamiento. 

9. La hipoacusia profunda de un oído y superficial del otro,
irreversible o intratable quirúrgicamente o por medio de
prótesis 

10. La hipoacusia media bilateral irreversible o intratable
quirúrgicamente o por medio de prótesis. 

11. Padecimientos laríngeos que aun tratados dejen una in-
capacidad respiratoria calculada entre el 40 y el 50%. 

12. Las lesiones traumáticas de laringe y de los nervios re-
currentes, con disnea de esfuerzo. 

13. La insuficiencia respiratoria irreversible de entre 40 y
50%, de acuerdo a espirometría, consecutiva a padeci-
mientos broncopulmonares, pleurales, medíastinales o dia-
fragmáticos, aún cuando estos padecimientos hayan sido
llevados hasta su curación real o aparente. 

14. La sinusitis crónica inespecífica que incapacite severa-
mente para el desempeño de la vida militar. 

15. El escleroma respiratorio en etapa granulomatosa, que
no responda al tratamiento. 

16. El asma bronquial rebelde al tratamiento. 

17. Las arritmias, las taquicardias paroxísticas y los blo-
queos auriculoventriculares incompletos y rebeldes al tra-
tamiento cuando causen incapacidad entre el 40 y el 60% 

18. La insuficiencia renal crónica con reserva funcional en-
tre 20 y 50% de función renal. 

19. La vejiga neurogénica rehabilitada con secuelas. 

20. Las estenosis uretrales recidivantes rebeldes al trata-
miento. 

21. Las mutilaciones genitales que provoquen trastornos de
la función y/o psicológicos. 

22. La diabetes mellitus tipo 2 con dos o mas complicacio-
nes crónicas moderadas. 

23. La obesidad comprendida en el índice de masa corpo-
ral entre 35 a 39.9. 

24. Las hipoglucemias rebeldes a tratamiento. 

25. La sarcoidosis con manifestaciones sistémicas. 

26. Las lesiones ulcerosas cutáneas, de cualquier etiología,
rebeldes al tratamiento y que impidan la actividad militar. 

27. Los padecimientos con fotosensibilidad rebelde al tra-
tamiento. 

28. La neurofibromatosis (enfermedad de Von Reckling-
hausen), con alteraciones y manifestaciones neurológicas. 

29. El síndrome nefrítico crónico, sin insuficiencia renal. 

30. Las xenodermatosis que provoquen incapacidad fun-
cional del 40 al 60%. 

31. Trastornos de la personalidad y del comportamiento del
adulto, severos y rebeldes a tratamiento. 



32. Trastornos neuróticos, trastornos secundarios a situa-
ciones estresantes y trastornos somatomorfos severos y re-
beldes a tratamiento. 

33. La enfermedad alcohólica (consumo perjudicial rebel-
de a tratamiento y adicción con o sin psicosis asociada). 

34. La farmacodependencia (a drogas e inhalantes, consu-
mo perjudicial rebelde a tratamiento y adicción con o sin
psicosis asociada). 

35. Trastornos del humor moderados recurrentes o persis-
tentes y rebeldes a tratamiento. 

36. Las neuroartropatías de cualquier etiología que imposi-
biliten para actos del servicio. 

37. La pérdida anatómica o funcional permanente: 

a) Del pulgar de la mano dominante. 

b) De dos dedos de la mano no dominante que incluyan al
pulgar. 

c) De tres dedos de la mano no dominante que no incluyan
el pulgar. 

d). De todos los dedos de un pie. 

38. La osteomielitis crónica qué produzca incapacidad fun-
cional severa. 

39. La rigidez o la anquilosis de ambos tobillos que difi -
culte o impida la estancia de pie o la marcha. 

40. La insuficiencia arterial de los miembros pélvicos que
no mejore con tratamiento. 

41. Los síndromes postflebíticos severos. 

42. Las úlceras en los miembros pélvicos de etiología vas-
cular que no responden al tratamiento médico. 

43. El linfedema severo. 

44. Las alteraciones permanentes, orgánicas o funcionales,
de los diversos aparatos y sistemas que disminuyen la ca-
pacidad del individuo entre el 40 y 50% y que no han que-
dado comprendidas en ésta categoría. 

45. La seropositividad a los anticuerpos contra los virus de
la inmunodeficiencia humana confirmada con pruebas su-
plementarias. 

Respecto del personal técnico aeronáutico de la Fuerza Aé-
rea Mexicana (personal de pilotos aviadores, de los servi-
cios y especialistas), los especialistas en medicina de avia-
ción, apoyados por especialistas del área médica que
implique la patología de que dicho personal pudiera ser
portador, serán los responsables de clasificarlos en esta ca-
tegoría. 

Tercera Categoría 

1. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión central de cada
uno de ellos aún después de corregir los defectos de re-
fracción, esté comprendida entre 20/70 y 20/50 de la agu-
deza visual normal. 

2. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión periférica se en-
cuentre restringida a tal grado, que los campos visuales de
cada ojo tomados aisladamente, conserven una extensión
comprendida entre el 20 y el 40% de la normal. 

3. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión central, aun des-
pués de corregir los defectos de refracción, alcance como
máximo una cifra comprendida entre 20/70 y 20/50 en un
ojo y limitación del campo visual del otro ojo comprendi-
da entre 20 y 40% de lo normal. 

4. Queratocono bilateral. 

5. La subluxación monolateral del cristalino, no corregible. 

6. La afaquia monolateral, que corrija menos de 20/70 me-
diante el uso de cristales correctores, lentes de contacto o
intraoculares. 

7. Las cuadrantanopsias permanentes. 

8. El nistagmus permanente, rebelde al tratamiento. 

9. Las alteraciones de la musculatura intrínseca ocular que
no cedan a la terapéutica establecida y que ocasionen tras-
tornos graves en el sistema de enfoque o en el mecanismo
fotorregulador. 
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10. La desviación ocular paralítica que no ceda al trata-
miento establecido, cuando el ángulo de desviación en el
sentido de acción de alguno de los músculos paralizados
sea de 5 a 20 dioptrías prismáticas 

11. Las alteraciones orgánicas o funcionales de los párpa-
dos que no cedan al tratamiento establecido, y que dificul-
ten ostensiblemente la función visual. 

12. Los procesos patológicos de índole benigno de las es-
tructuras anatómicas que circundan el globo ocular, que no
cedan a la terapéutica establecida y que dificulten ostensi-
blemente la función visual. 

13. La incapacidad para discernir colores y tonalidades
(discromatopsia) siempre y cuando no exista un mecanis-
mo compensador que permita la identificación correcta de
los objetos. 

14. La hipoacusia profunda de un lado irreversible o intra-
table quirúrgicamente o por medio de prótesis y con audi-
ción normal del otro oído. 

15. La hipoacusia media de un lado irreversible o intrata-
ble quirúrgicamente o por medio de prótesis y superficial
en el otro oído. 

16. La rinitis atrófica que no responda al tratamiento. 

17. La parálisis del velo del paladar. 

18. Las disfonías permanentes. 

19. La insuficiencia respiratoria entre el 20% y el 40%,
consecutiva a padecimientos pulmonares, pleurales, me-
diastinales, diafragmáticos o de la pared torácica, aún
cuando estos padecimientos hayan sido tratados hasta su
curación. 

20. El escleroma respiratorio en etapa catarral, rebelde al
tratamiento. 

21. La hipertensión arterial con hipertrofia ventricular iz-
quierda o daño a "órganos blanco" sin insuficiencia car-
diaca. 

22. Las lesiones valvulares sin cardiomegalia, insuficiencia
cardiaca ni trastornos permanentes del ritmo. 

23. La taquicardia paroxística recurrente o cualquier tras-
torno del ritmo rebeldes a tratamiento y que causen inca-
pacidad funcional entre el 20% y 40%. 

24. La hipotensión arterial y el síndrome carotideo que lle-
guen a producir estados sincopales, rebeldes al tratamien-
to. 

25. La insuficiencia coronaria crónica o aguda, incluyendo
al infarto del miocardio no complicado, tratado pero con is-
quemia residual ligera y que a juicio del médico cause in-
capacidad funcional entre el 20 y 40% en el individuo. 

26. La insuficiencia renal crónica con reserva funcional
mayor del 50%. 

27. Los síndromes de Gilbert y Dubin Johnson. 

28. Los procesos inflamatorios crónicos del aparato geni-
tourinario, rebeldes a tratamiento. 

29. Las fístulas biliares y/o pancreáticas que se rehabiliten
con tratamiento. 

30. La glomerulonefritis crónica sin datos de insuficiencia
renal. 

31. La hernia o eventración que no responda al tratamien-
to quirúrgico 

32. La diabetes mellitus tipo 2 con una sola complicación
crónica. 

33. La obesidad con un índice de masa corporal entre 30 a
34.9. 

34. La artritis de cualquier etiología que produzca incapa-
cidad funcional entre el 20 y el 40%. 

35. Los padecimientos de etiología inmunológica sin evi-
dencia clínica de actividad, controlables. 

36. La aplasia medular y las anemias crónicas controladas. 

37. Los padecimientos de naturaleza displásica tisular sin
evidencia clínica de actividad, y que sean controlables. 

38. La lepra controlada sin secuelas. 



39. Las dermatosis de origen inmune, infeccioso o metabó-
lico que estén diseminadas u ocasionen deformidad visible. 

40. Las dermatosis hereditarias crónicas que no dan lugar
a incapacidad funcional y en partes no descubiertas del
cuerpo. 

41. La parálisis facial completa, unilateral o bilateral, re-
belde al tratamiento. 

42. Las monoparesias. 

43. Los trastornos de la articulación del lenguaje que lo ha-
gan incomprensible. 

44. Las neuralgias permanentes y neuropatías que por su
localización y extensión produzcan incapacidad funcional. 

45. Las migrañas y/o cefaleas de cualquier etiología y re-
beldes al tratamiento. 

46. El vértigo de carácter recurrente. 

47. La pérdida anatómica o funcional permanente: 

a) Del pulgar de la mano no dominante 

b) Del cuarto y quinto dedos de la mano dominante. 

48. La rigidez o anquilosis de muñeca, codo, hombro, ca-
dera, rodilla o de un tobillo, que mantenga su posición fun-
cional. 

49. Las lesiones de la rodilla o de la cadera que ameriten
hasta 2 artroplastías totales o parciales, sin deformidad ni
claudicación. 

50. El acortamiento de 3 a 5 centímetros de longitud entre
ambos miembros pélvicos no susceptible de corrección. 

51. Los trastornos vasoespásticos secundarios a un padeci-
miento sistémico, rebeldes al tratamiento. 

52. La insuficiencia venosa crónica aun tratada quirúrgica
y médicamente. 

53. Las alteraciones permanentes anatómicas o funcionales
de los diversos aparatos o sistemas, que disminuyan la ca-
pacidad funcional del individuo entre el 20% y el 40% y

que no han quedado comprendidas en esta categoría, o que
se constituyan con los diversos grados de ella. 

Respecto del personal técnico aeronáutico de la Fuerza Aé-
rea Mexicana (personal de pilotos aviadores, de los servi-
cios y especialistas), los especialistas en medicina de avia-
ción, apoyados por especialistas del área médica que
implique la patología de que dicho personal pudiera ser
portador, serán los responsables de clasificarlos en esta ca-
tegoría. 

Lista de padecimientos que por producir trastornos funcio-
nales de menos del 20% ameritan cambio de arma o servi-
cio a petición de un consejo médico. 

1. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables
que provoquen que la visión central en cada ojo, aún des-
pués de corregir los vicios de refracción, alcance a lo sumo
20/40. 

2. El desprendimiento de la retina tratado, cuando a juicio
del médico limite la actividad física. 

3. Los procesos patológicos de la conjuntiva que tengan
tendencia a la cronicidad, que no cedan a la terapéutica ha-
bitual y que constituyan causa de disfunción visual. 

4. La hipoacusia media de un lado con audición normal del
otro. 

5. La hipoacusia superficial. 

6. Las alteraciones alérgicas o vasomotoras de vías respi-
ratorias que requieren que el individuo cambie de medio
ambiente. 

7. Las insuficiencias respiratorias menores del 20%, valo-
radas por espirometría consecutivas a padecimientos pul-
monares, pleurales, mediastinales, diafragmáticos o de pa-
red torácica, aún cuando estos padecimientos hayan sido
tratados hasta su curación. 

8. La insuficiencia coronaria crónica o aguda, incluyendo
al infarto del miocardio, no complicado y sin isquemia re-
sidual. 

9. La hipertensión arterial no complicada. 

10. La litiasis renal unilateral recidivante. 
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11. La resección parcial del esófago, sin trastornos de la
deglución. 

12. La gastrectomía subtotal. 

13. La obesidad con un índice de masa corporal entre 28 a
29.9. 

14. La diabetes mellitus tipo 2 con complicación crónica. 

15. Las lesiones permanentes orgánicas o funcionales de
cualquiera de los tejidos o glándulas del sistema endócrino,
que ocasionen hiperfunción o hipofunción de menos del
20%. 

16. Los individuos en quienes se haya realizado trasplante
de un tejido, que queden con trastornos funcionales míni-
mos. 

17. Las dermatosis crónicas rebeldes al tratamiento o de
forma recidivante. 

18. La pérdida anatómica o funcional permanente o las de-
formaciones de: 

a) Pérdida parcial o incompleta de 2 o más dedos de una
mano. 

b) De falange distal de uno o de ambos pulgares. 

19. Las alteraciones permanentes, anatómicas o funciona-
les, de los diversos aparatos y sistemas, que disminuyen la
capacidad funcional del individuo entre el 10% y el 20% y
que no han quedado comprendidas en esta categoría. Para
el personal técnico aeronáutico de la Fuerza Aérea Mexi-
cana (personal de pilotos aviadores, de los servicios y es-
pecialistas), especialistas en medicina de aviación, apoya-
dos por especialistas del área médica que implique la
patología de que dicho personal pudiera ser portador, serán
los responsables de clasificarlos en los trastornos corres-
pondientes antes mencionados. 

V. PROPUESTAS 

En virtud de lo anterior, con fundamento en lo que dispo-
nen los artículos 72 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, 39 tercer párrafo de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como 87 y 88 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-

dos Mexicanos, las Comisiones de Seguridad Social y de
Trabajo y Previsión Social, resuelven someter a considera-
ción del Pleno de esta H. Cámara de Diputados el siguien-
te 

PROYECTO DE DECRETO 

Único: El Congreso de los Estados Unidos Mexicanos De-
creta: 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PA -
RA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS 

TÍTULO PRIMERO: 

Disposiciones Generales 

Capítulo Único 

Artículo 1o. El Instituto de Seguridad Social para las Fuer-
zas Armadas Mexicanas, es un organismo público descen-
tralizado federal, con personalidad jurídica y patrimonio
propio, con domicilio en la Ciudad de México. 

Artículo 2o. Las funciones del Instituto son: 

I. Otorgar las prestaciones y administrar los servicios a su
cargo que la presente Ley le encomienda; 

II. Administrar su patrimonio exclusivamente para el fin
señalado en la presente Ley; 

III. Administrar los fondos que reciba con un destino espe-
cífico, aplicándolos a los fines previstos; 

IV. Administrar los recursos del Fondo de la Vivienda pa-
ra los miembros del activo del Ejército, Fuerza Aérea y Ar-
mada, a fin de establecer y operar un sistema de financia-
miento que les permita obtener crédito barato y suficiente
para: 

a) La adquisición en propiedad de habitaciones cómodas e
higiénicas, incluyendo las sujetas al régimen de condomi-
nio; 

b) La construcción, reparación, ampliación o mejoramien-
to de sus habitaciones; y 

c) El pago de pasivos contraídos por los conceptos ante-
riores. 



V. Coordinar y financiar con recursos del Fondo de la Vi-
vienda programas de construcción de habitaciones destina-
das a ser adquiridas en propiedad por los miembros del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada; 

VI. Adquirir todos los bienes muebles e inmuebles necesa-
rios para la realización de sus cometidos; 

VII. Invertir sus fondos de acuerdo con las disposiciones
especiales de esta Ley; 

VIII. Realizar toda clase de actos jurídicos y celebrar los
contratos que requiera el servicio; 

IX. Organizar sus dependencias y fijar la estructura y fun-
cionamiento de las mismas; 

X. Expedir el estatuto orgánico, manuales, normas y pro-
cedimientos interiores para la debida prestación de los ser-
vicios y para su organización interna; 

XI. Difundir conocimientos y orientaciones sobre prácticas
de previsión social; y 

XII. Las demás que le confieren las leyes y reglamentos. 

Artículo 3o. El patrimonio del Instituto se constituye por: 

I. Los bienes, derechos y obligaciones que integran sus in-
ventarios y registros; 

II. Las cuotas que aporten los militares y sus familiares de-
rechohabientes en los términos que para este objeto esta-
blezcan las disposiciones legales; 

III. Las aportaciones del Gobierno Federal señaladas en es-
ta Ley, para prestaciones específicas; 

IV. Una cantidad anual a cargo del Gobierno Federal, equi-
valente a un 10% de los haberes y haberes de retiro de los
miembros de las Fuerzas Armadas para las demás presta-
ciones que, conforme a esta Ley, deba otorgar el Instituto; 

V. Los bienes que por cualquier título adquiera el Instituto,
así como los rendimientos y remanentes que obtenga por
virtud de sus operaciones; y 

VI. Los fondos del seguro de vida militar, colectivo de re-
tiro y de la vivienda militar. 

Artículo 4o. Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

I. Ley, la Ley del Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas; 

II. Instituto, el Instituto de Seguridad Social para las Fuer-
zas Armadas Mexicanas; 

III. Junta, la Junta Directiva, Órgano de Gobierno del Ins-
tituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexi-
canas; 

IV. Fuerzas Armadas, el Ejército, la Fuerza Aérea y la Ar-
mada mexicanos; 

V. Militares, a los miembros del Ejército, de la Fuerza Aé-
rea y de la Armada de México; y, cuando se señalen jerar-
quías, las disposiciones son aplicables a los grados equiva-
lentes en las Fuerzas Armadas; 

VI. Derechohabiente, familiares en línea directa (esposa,
esposo, concubina, concubinario, hijos, madre, padre y, en
algunos casos hermanos) que tienen derecho a los benefi-
cios estipulados en la Ley; 

VII. Beneficiario, la persona en cuyo favor se ha designa-
do un beneficio económico por voluntad expresa del mili-
tar; 

VIII. Deudos, los parientes o familiares del militar falleci-
do; 

IX. Declaración de procedencia de retiro, el documento
que le expide al militar la secretaría de origen, para trámi-
te de retiro, a fin de que la Junta Directiva determine sobre
la procedencia, naturaleza y monto del beneficio; 

X. Haberes, la percepción base que se establece en el tabu-
lador que expide la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico; 

XI. Prima de perseverancia, la percepción a que se refieren
los artículos 51 de la Ley de Ascensos y Recompensas del
Ejército y Fuerza Aérea Nacionales y 55 de la Ley de Re-
compensas de la Armada de México; 

XII. Asignación de técnico, la percepción que se cubre a
los militares en activo por tener estudios a nivel licenciatu-
ra y estar desempeñando funciones específicas de su profe-
sión; 
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XIII. Asignación de técnico especial, la percepción que se
cubre a los militares del activo de los grados de Coronel a
General de División y sus equivalentes en la Armada; y 

XIV. Asignación de vuelo y de salto, las remuneraciones
que se cubren a los miembros del Ejército, Fuerza Aérea y
Armada, que habitualmente desempeñan este tipo de acti-
vidades. 

Artículo 5o. El órgano de Gobierno del Instituto es la Jun-
ta Directiva, la que se integra por nueve miembros: tres de-
signados por la Secretaría de la Defensa Nacional, tres por
la de Marina y tres por la de Hacienda y Crédito Público. 

El Ejecutivo federal designará un Presidente y un Vicepre-
sidente de los propuestos por la Secretaría de la Defensa
Nacional o la de Marina. 

Cuando el Presidente sea de los propuestos por la Secreta-
ría de la Defensa Nacional, el Vicepresidente será de los
propuestos por la Secretaría de Marina ,o viceversa. 

Por cada uno de los integrantes de la Junta Directiva, y en
los términos del primer párrafo de este artículo, se desig-
narán los suplentes respectivos, excepto para el presidente
y el vicepresidente. 

Los integrantes propietarios y suplentes de la Junta Direc-
tiva tendrán, cuando menos, un nivel jerárquico de director
general dentro de la dependencia a que pertenezcan; y los
miembros suplentes, como mínimo una categoría equiva-
lente a la de director de área. 

Artículo 6o. Los integrantes de la Junta Directiva durarán
en sus funciones el tiempo que subsista su designación; sus
nombramientos podrán ser revocados libremente por quie-
nes los hayan expedido. 

Artículo 7o. El Ejecutivo Federal designará al Director
General y al Subdirector General, así como a los directo-
res de área que estime necesarios para el eficaz funciona-
miento del Instituto, debiendo tener el primero, de prefe-
rencia, la jerarquía de General de División o Almirante.
El subdirector general y los directores de área podrán ser
tanto de la Secretaría de la Defensa Nacional como de la
de Marina. 

Cuando el Director General sea de los propuestos por la
Secretaría de la Defensa Nacional, el Subdirector General
será de los propuestos por la Secretaría de Marina, o vice-

versa. En ningún caso podrán pertenecer los dos simultá-
neamente a la misma Secretaría. 

Los demás funcionarios y empleados serán designados por
la Junta Directiva, a propuesta del Director General del
Instituto. 

Serán considerados trabajadores de confianza los que des-
empeñan funciones similares a las señaladas para los del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, mencionadas en la fracción II del artícu-
lo 5o. de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del
Estado. 

Artículo 8o. El Instituto cuenta con un órgano de vigilan-
cia integrado por un comisario público propietario y un su-
plente, designados por la Secretaría de Contraloría y Des-
arrollo Administrativo, quienes asistirán con voz, pero sin
voto, a las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Junta
Directiva del Instituto y tendrán las atribuciones que les
confieren los artículos 60 de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales, 29 y 30 de su Reglamento y demás dis-
posiciones aplicables. 

Artículo 9o. El Instituto de Seguridad Social para las Fuer-
zas Armadas Mexicanas tiene una Contraloría Interna, ór-
gano interno de control, al frente del cual el Contralor In-
terno, designado en los términos del artículo 37, fracción
XII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, en el ejercicio de sus facultades se auxiliará de los ti-
tulares de las áreas de auditoría, quejas y responsabilidades
designados en los mismos términos. 

Los servidores públicos a que se refiere el párrafo anterior,
en el ámbito de sus respectivas competencias, ejercen las
facultades previstas en la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales, la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos y en los demás
ordenamientos legales y administrativos aplicables, con-
forme a lo previsto en el artículo 47, fracciones III y IV, del
Reglamento Interior de la Secretaría de Contraloría y Des-
arrollo Administrativo. 

Las ausencias del contralor interno, así como la de los titu-
lares de las áreas de responsabilidades, auditoría y quejas,
serán suplidas conforme a lo dispuesto por el artículo 54,
segundo y tercer párrafos, del Reglamento Interior de la
Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo. 



Artículo 10. La Junta Directiva del Instituto actuará váli-
damente con la concurrencia de seis de sus miembros. 

Sus resoluciones se tomarán por mayoría de votos de los
miembros presentes. 

Artículo 11. Los acuerdos de la Junta Directiva serán eje-
cutados por el director general. 

Artículo 12. Son atribuciones de la Junta Directiva: 

I. Decidir las inversiones del Instituto; 

II. Dictar los acuerdos necesarios para satisfacer las presta-
ciones establecidas por esta Ley; 

III. Otorgar, negar, modificar, suspender y dejar insubsis-
tentes los haberes de retiro, pensiones y compensaciones,
en los términos de esta Ley; 

IV. Conocer y resolver las propuestas para el otorgamiento
de créditos hipotecarios con cargo al Fondo de la Vivienda
para los miembros del activo de las Fuerzas Armadas Me-
xicanas; 

V. Conocer y determinar los montos máximos de los crédi-
tos que se otorguen, así como la protección de los présta-
mos y los precios máximos de venta de las habitaciones cu-
ya adquisición o construcción pueda ser objeto de los
créditos que se otorguen con cargo al Fondo de la Vivien-
da para los miembros del activo de las Fuerzas Armadas
Mexicanas; 

VI. Autorizar créditos a plazo mayor de 10 y hasta 20 años
con cargo al Fondo de la Vivienda para los miembros del
activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada cuando se des-
tinen a la adquisición o construcción de casas habitación.
La Junta Directiva tendrá también facultad para autorizar
créditos a plazo menor de 10 años cuando se destinen a la
reparación, ampliación o mejoramiento de las casas habita-
ción o al pago de los pasivos en los términos del inciso c)
de la fracción II del artículo 100 de esta Ley; 

VII. Aprobar y poner en vigor el estatuto orgánico, manua-
les, normas y procedimientos interiores; 

VIII. Establecer o suprimir delegaciones del Instituto en
los estados; 

IX. Discutir anualmente, para su aprobación o modifica-
ción, los presupuestos, la memoria y los planes de inver-
siones y de operaciones 

X. Aprobar anualmente, previo informe de los comisarios
y dictamen de los auditores externos, los estados financie-
ros del Instituto y autorizar la publicación de los mismos; 

XI. Vigilar que las inversiones se hagan de acuerdo con las
disposiciones de esta Ley y sus reglamentos; 

XII. Analizar y aprobar, en su caso, los informes periódi-
cos que rinda el director general con la intervención que
corresponda a los comisarios, en los términos del artículo
58, fracción XV, de la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales; 

XIII. Conceder licencias a los miembros de la Junta Direc-
tiva; 

XIV. Proponer al Ejecutivo federal los proyectos de refor-
mas a esta Ley; 

XV. Ordenar se practique auditoría, cuando lo estime con-
veniente, para determinar la exactitud de los estados finan-
cieros y comprobar los avalúos de los bienes materia de
operaciones del Instituto. Dichas auditorias se practicarán
con independencia de las que, en el ámbito de sus atribu-
ciones, corresponde realizar a la Secretaría de Contraloría
y Desarrollo Administrativo, por sí o a través del órgano
interno de control en el Instituto, de conformidad con lo
dispuesto por las normas aplicables; 

XVI. En general, realizar todos aquellos actos y operacio-
nes legalmente autorizados y los que fuesen necesarios pa-
ra la mejor administración o gobierno del Instituto. 

Artículo 13. Son atribuciones del Director General: 

I. Representar al Instituto; 

II. Presentar cada año a la Junta Directiva un informe por-
menorizado del estado del Instituto; 

III. Someter a la decisión de la Junta Directiva todas aque-
llas cuestiones que sean de la competencia de la misma; 

IV. Asistir a las sesiones de la Junta Directiva, con voz pe-
ro sin derecho a voto. En sus ausencias, concurrirá a ellas
quien asuma sus funciones; 
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V. Formular y presentar a la Junta el balance, los presu-
puestos de ingresos y egresos, la memoria y los planes de
inversiones y de operaciones y servicios del Instituto co-
rrespondientes a cada ejercicio anual; 

VI. Administrar los bienes del Instituto; 

VII. Dictar las normas de administración y funcionamien-
to del Instituto; y elaborar los programas de manejo y ex-
plotación de sus bienes; 

VIII. Resolver, bajo su inmediata y directa responsabilidad,
los asuntos urgentes de la competencia de la Junta Directi-
va, a reserva de dar cuenta de la misma en el menor tiem-
po posible; 

IX. Conceder licencias al personal del Instituto en los tér-
minos de las disposiciones correspondientes; 

X. Vigilar las labores del personal exigiendo su debido
cumplimiento e imponer a los trabajadores del Instituto las
correcciones disciplinarias procedentes; 

XI. Convocar a sesiones ordinarias y extraordinarias a los
miembros de la Junta Directiva cuando proceda o, a su jui-
cio, existan razones suficientes; y 

XII. Las demás que señalen esta Ley, su Reglamento y de-
más disposiciones aplicables. 

Artículo 14. El director general tendrá todas las facultades
que corresponden a los mandatarios generales para pleitos
y cobranzas, actos de administración y de dominio y aque-
llos que requieran cláusula especial, en los términos del
Código Civil Federal; obtener créditos y otorgar o suscribir
títulos de crédito de acuerdo con la Ley General de Títulos
y Operaciones de Crédito, previa autorización de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público; formular querellas en
los casos de delitos que sólo se puedan perseguir a petición
de la parte ofendida y para otorgar el perdón extintivo de la
acción penal. 

El director general podrá otorgar y revocar poderes gene-
rales o especiales pero, cuando sean a favor de personas
ajenas al Instituto, deberá recabar el acuerdo de la Junta
Directiva. 

Artículo 15. El Instituto enviará, para los efectos de la Ley,
a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público los planes y

programas de inversión, los presupuestos de ingresos y
egresos y las modificaciones a los mismos. 

Artículo 16. Las remuneraciones del director general, sub-
director general, de los directores de área y de los demás
funcionarios y empleados del organismo serán fijadas en su
presupuesto anual de egresos. 

Artículo 17. El subdirector general, además de suplir al di-
rector general en sus ausencias temporales y de desempe-
ñar las funciones propias o en las cuales le delegue facul-
tades, autorizará las certificaciones que haya de expedir el
Instituto y fungirá además como secretario de la Junta Di-
rectiva. 

Presentará a la Secretaría de la Defensa Nacional y, en su
caso, a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público los pro-
gramas anuales de operación. 

TÍTULO SEGUNDO: 

De las Prestaciones 

Capítulo Segundo: 

Generalidades 

Artículo 18. Las prestaciones que se otorgarán con arreglo
a esta Ley son las siguientes: 

I. Haber de retiro; 

II. Pensión; 

III. Compensación; 

IV. Pagas de defunción; 

V. Ayuda para gastos de sepelio; 

VI. Fondo de trabajo; 

VII. Fondo de ahorro; 

VIII. Seguro de vida; 

IX. Seguro colectivo de retiro; 

X. Venta de casas y departamentos; 



XI. Ocupación temporal de casas y departamentos, me-
diante cuotas de recuperación; 

XII. Préstamos hipotecarios y a corto plazo; 

XIII. Tiendas, granjas y centros de servicio; 

XIV. Servicios Turísticos 

XV. Casas hogar para retirados; 

XVI. Centros de bienestar infantil; 

XVII. Servicio funerario; 

XVIII. Becas y créditos de capacitación científica y tecno-
lógica; 

XIX. Centros de capacitación, desarrollo y superación pa-
ra derechohabientes; 

XX. Centros deportivos y de recreo; 

XXI. Orientación social; 

XXII. Servicio médico integral; y 

XXIII. Farmacias económicas. 

Artículo 19. Las Secretarías de la Defensa Nacional y de
Marina tramitarán ante el Instituto la afiliación de su res-
pectivo personal en situación de activo y de retiro, y a sus
derechohabientes. Los documentos de identificación que
expida el Instituto serán válidos para ejercitar los derechos
a las prestaciones a que se refiere el artículo anterior. 

Artículo 20. El Instituto expedirá a los demás beneficiarios
de esta Ley una cédula de identificación a fin de que pue-
dan ejercitar los derechos que legalmente les correspondan.
En caso de que el beneficiario carezca de esa cédula, se
proporcionará el servicio médico quirúrgico mediante la
exhibición de una constancia provisional que expedirá el
Instituto o las Secretarías de la Defensa Nacional y de Ma-
rina, en su caso, con la sola comprobación de la relación fa-
miliar, sin perjuicio de atender de inmediato los casos de
extrema urgencia, a reserva de probar posteriormente el de-
recho que les asiste. 

Capítulo Segundo: 

Retiro, compensación y muerte del militar. 

Artículo 21. Retiro es la facultad que tiene el Estado y que
ejerce por conducto de las Secretarías de la Defensa Na-
cional y de Marina para separar del activo a los militares al
ocurrir alguna de las causales previstas en esta Ley. 

Situación de retiro es aquella en que son colocados, me-
diante órdenes expresas, los militares con la suma de dere-
chos y obligaciones que fija esta Ley, al ejercer el Estado
la facultad que señala el párrafo anterior. Los militares con
licencia ilimitada para ser retirados deberán presentar su
solicitud ante las Secretarías de la Defensa Nacional o de
Marina, en su caso. 

Haber de retiro es la prestación económica vitalicia a que
tienen derecho los militares retirados en los casos y condi-
ciones que fija esta Ley. Una vez integrado el haber de re-
tiro en los términos del artículo 31 de la presente Ley, será
considerado como un solo concepto para todos los efectos
legales. 

Pensión es la prestación económica vitalicia a que tienen
derecho los familiares de los militares en los casos y con-
diciones que fija esta Ley. 

Compensación es la prestación económica a que tienen de-
recho los militares retirados, en una sola exhibición, cada
vez que el militar sea puesto en situación de retiro, en los
casos y condiciones que fija esta Ley. 

Artículo 22. Tienen derecho a las prestaciones que esta-
blece el presente capítulo únicamente en los casos y condi-
ciones que se especifican: 

I. Los militares que, encontrándose en situación de activo,
pasen a la de retiro por órdenes expresas de las Secretarías
de la Defensa Nacional o de Marina; 

II. Los familiares de los militares que fallezcan en activo o
estando en situación de retiro, siempre que en este último
caso se les haya concedido haber de retiro o no hayan co-
brado la compensación acordada; 

III. Los miembros de los Cuerpos de Defensas Rurales in-
utilizados en actos del servicio o a consecuencia de ellos y
los familiares de los que mueran en las mismas circunstan-
cias. Fuera de estos casos, los miembros de los Cuerpos de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002199



Defensas Rurales sólo tendrán derecho a las retribuciones,
prestaciones o estímulos que se establezcan en los términos
del artículo 121 de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza
Aérea Mexicanos; 

IV. Los soldados y cabos que no sean reenganchados y pa-
sen a la reserva; y 

V. El personal de la milicia auxiliar que haya sido separa-
do del activo por órdenes expresas de la secretaría de ori-
gen, por no ser necesarios sus servicios. 

Artículo 23. El haber de retiro integrado como se estable-
ce en el artículo 31 y la compensación, así como la pen-
sión, se cubrirán con cargo al erario federal. 

La cuantía del haber de retiro y de la pensión, tal como la
estén percibiendo los beneficiarios, se incrementará al mis-
mo tiempo y en igual proporción en que aumenten los ha-
beres de los militares en activo. 

Artículo 24. Son causas de retiro: 

I. Llegar a la edad límite que fija el artículo 25 de esta Ley; 

II. Quedar inutilizado en acción de armas o como conse-
cuencia de las lesiones recibidas en ella; 

III. Quedar inutilizado en otros actos del servicio o como
consecuencia de ellos; incluyendo la inutilización que se
produzca al trasladarse el militar directamente de su domi-
cilio al lugar donde preste sus servicios, así como el retor-
no directo de éste a su domicilio particular; 

IV. Quedar inutilizado en actos fuera del servicio; 

V. Estar imposibilitados para el desempeño de las obliga-
ciones militares, por enfermedad que dure más de seis me-
ses, pudiendo el secretario de la Defensa Nacional o, en su
caso, el de Marina prorrogar este lapso hasta por tres me-
ses más con base en el dictamen expedido por dos médicos
militares o navales en activo, en el que se establezca la po-
sibilidad de recuperación en ese tiempo; y 

VI. Solicitarlo después de haber prestado por lo menos
veinte años de servicios efectivos o con abonos. 

Artículo 25. La edad límite de los militares para permane-
cer en el activo es la siguiente: 

Años 

Para los individuos de tropa            50 

Para los Subtenientes                       51 

Para los Tenientes                             52 

Para los Capitanes Segundos          53 

Para los Capitanes Primeros           54 

Para los Mayores                                56 

Para los Tenientes Coroneles          58 

Para los Coroneles                              60 

Para los Generales Brigadieres       61 

Para los Generales de Brigada        63 

Para los Generales de División        65 

De las jerarquías del Ejército Mexicano contenidas de la
fracción I a XI deberán tomarse los homólogos para la
Fuerza Aérea Mexicana y la Armada de México, conteni-
das en las leyes orgánicas de dichas Fuerzas Armadas. 

Artículo 26. Los Diplomados de Estado Mayor, los que
hayan obtenido un grado académico a nivel de licenciatura
o superior, los especialistas, técnicos, mecánicos y los ser-
vidores domésticos de instalaciones militares que presten
sus servicios en las Fuerzas Armadas Mexicanas, no obs-
tante haber llegado a la edad límite que señala el artículo
anterior, podrán continuar en el activo hasta por cinco años
más, cuando las Secretarías de la Defensa Nacional o de
Marina lo estimen necesario. 

Los Generales procedentes de las Armas del Ejército, de la
Fuerza Aérea y los Almirantes de la Armada también pue-
den ser retenidos en el activo por una sola vez, mediante
acuerdo presidencial, no obstante existir alguna causa de
retiro, cuando a juicio del titular del Poder Ejecutivo sean
necesarios sus servicios. 

Artículo 27. Los militares que por resolución definitiva
pasen a situación de retiro ascenderán al grado inmediato
únicamente para ese fin y para el cálculo del beneficio eco-
nómico correspondiente, considerando los años de servi-
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cios en relación con el tiempo en el grado, de acuerdo con
la tabla siguiente: 

Años de Servicios     Años en el Grado 

20                                         0 

22                                         9 

24                                         8 

26                                         7 

28                                         6 

30 o más                               5 

Artículo 28. Los militares que ostenten el grado máximo
en un servicio o especialidad que, por disposición legal, sea
inferior al de General de División ascenderán al grado in-
mediato, únicamente para efectos de retiro, si reúnen los
requisitos señalados en la tabla precedente. Si los haberes
que presupuestalmente percibe en el activo son mayores
que los que percibiría en el nuevo grado para efectos de re-
tiro, éstos se calcularán con base en los haberes del grado
anterior. 

Cuando fallezca el militar en situación de activo y hubiera
satisfecho los requisitos de tiempo de servicios y de tiem-
po en el grado especificados en la tabla anterior, sus fami-
liares tendrán derecho a que, para el cálculo de su benefi-
cio, se tome en cuenta el haber a que hubiere tenido
derecho al ascender el militar para efectos de retiro. 

Artículo 29. Los militares retirados y los pensionistas ten-
drán obligación de pasar revista de supervivencia en los
términos de las disposiciones reglamentarias. Los Genera-
les y Jefes del Ejército y la Fuerza Aérea, así como los Al-
mirantes y Capitanes de la Armada de México retirados,
quedan exceptuados de esta obligación. 

Artículo 30. Los militares que hayan sido retirados por en-
fermedad que dure más de seis meses podrán volver al ac-
tivo cuando esta enfermedad hubiere sido contraída en
campaña o en actos del servicio y logren su curación defi -
nitiva, comprobada con dictámenes expedidos por médicos
militares o navales en servicio activo, que designe la Se-
cretaría de la Defensa Nacional o la de Marina, en su caso,
siempre que no adquieran otra nacionalidad. Al ocurrir una
nueva causal de retiro, se tramitará éste. 

Cuando las necesidades de la nación lo exijan, los militares
retirados podrán ser llamados al activo, requiriéndose para
ello acuerdo suscrito por el Presidente de la República. 

Al desaparecer el motivo anterior, los militares volverán a
la situación de retiro, sin necesidad de que sobrevenga una
nueva causa de retiro. 

En los casos anteriores se observarán las siguientes reglas: 

a) Siempre que por cualquier motivo el militar retirado
vuelva al activo, le corresponderá el último grado que os-
tentó en su primera estancia en tal situación, no pudiendo
conservar el grado que le fue conferido para efectos de re-
tiro. 

b) La vuelta al activo dejará insubsistentes los beneficios
económicos correspondientes al primer retiro y, en el caso
de que se hubiere concedido compensación, su importe se-
rá reintegrado totalmente mediante descuentos quincenales
de un 25% en los haberes de activo o de retiro, en su caso. 

c) Al cómputo de servicios formulado para el primer reti -
ro, el cual no podrá aumentarse ni disminuirse, se sumarán
los nuevos servicios, y el total obtenido servirá de base pa-
ra el cálculo del nuevo beneficio. 

d) Al tiempo en el grado ostentado en la permanencia an-
terior en el activo se sumará el nuevo tiempo si se conser-
va el mismo grado. 

e) Si se hubiere concedido compensación en el primer reti -
ro y su importe no haya sido reintegrado totalmente, se de-
ducirá lo que corresponda de la nueva compensación o, en
su caso, se harán descuentos quincenales de un 25% en sus
haberes de retiro hasta la total reintegración. 

Artículo 31. Para integrar el monto total del haber de reti -
ro, de la compensación o de la pensión, se sumarán al ha-
ber del grado con que vayan a ser retirados o les hubiere
correspondido en caso de retiro, el sobrehaber, las primas
complementarias de ese haber por condecoraciones de per-
severancia ya otorgadas, así como las asignaciones de téc-
nico, de vuelo, de salto o técnico especial y aquellas otras
que autorice la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
cuando las estén percibiendo los militares en el momento
en que ocurra alguna de las causales de retiro señaladas en
las fracciones I, II, III y IV del artículo 24 de esta Ley, o
bien al cumplirse el plazo a que se refiere la fracción V del
mismo precepto, o a la fecha en que se formuló la solicitud
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mencionada en la fracción VI citado anteriormente o el fa-
llecimiento. 

A los militares que pasen a situación de retiro con más de
45 años de servicios efectivos, se les fijará el haber de re-
tiro que ya se indicó en el párrafo anterior, aumentado en
un 10%. 

Las pensiones a familiares de militares muertos en situa-
ción de retiro serán iguales al monto total de los haberes de
retiro que se encontraba percibiendo en el momento del fa-
llecimiento. 

Para los efectos de los párrafos anteriores, el haber de reti-
ro será calculado con base en el haber fijado en los tabula-
dores autorizados por la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público o en el Presupuesto de Egresos de la Federación vi-
gente en la fecha en que el militar cause baja del activo. 

Artículo 32. Los haberes de retiro, compensaciones y pen-
siones quedan exentos de todo impuesto. Sólo podrán re-
ducirse por adeudos contraídos con el Instituto por créditos
hipotecarios o resolución judicial en caso de alimentos. No
podrán ser materia de cesión ni de compensación, salvo
cuando provenga de crédito a favor del Estado por error en
el pago del haber de retiro, compensación o pensión. En es-
te caso, el descuento se hará efectivo hasta el veinticinco
por ciento del importe de la percepción periódica. 

Artículo 33. Tienen derecho al haber de retiro integrado,
calculado en la forma establecida en el artículo 31 de esta
Ley: 

I. Los militares inutilizados en acción de armas o a conse-
cuencia de lesiones recibidas en ella; 

II. Los militares que tuviesen las asignaciones de técnico,
de vuelo, de salto o técnico especial, que se inutilicen en
actos propios de su servicio; 

III. Los militares inutilizados en otros actos del servicio o
a consecuencia de éstos, siempre que su inutilización se
clasifique en la primera categoría, conforme a las tablas
anexas a esta Ley. También tienen derecho al mismo bene-
ficio los comprendidos en la segunda categoría de inutili -
zación, si tienen 14 o más años de servicio; 

IV. Los militares que hayan cumplido 30 o más años de ser-
vicios; 

V. El personal que constituyó orgánicamente la Fuerza Aé-
rea Expedicionaria Mexicana que participó en la Segunda
Guerra Mundial, formando parte de unidades que comba-
tieron en el Lejano Oriente, en el periodo comprendido en-
tre el dieciséis de julio de mil novecientos cuarenta y cua-
tro y el primero de diciembre de mil novecientos cuarenta
y cinco, siempre que figure en la relación oficial; y 

VI. El personal de la Armada de México, embarcado en la
flota de Petróleos Mexicanos durante el tiempo de la Se-
gunda Guerra Mundial, siempre que figure en la relación
oficial. El personal de la Armada de México embarcado en
las unidades a flote de la misma que, en cumplimiento de
órdenes de operaciones, escoltaron a embarcaciones de la
citada flota de Petróleos y de la Marina Mercante Nacional,
durante el mismo periodo de guerra. 

Artículo 34. Los militares inutilizados en actos del servi-
cio o a consecuencia de éstos, comprendidos en la fracción
III del artículo 33 de esta Ley, con tiempo de servicios me-
nor de 14 años y cuya inutilización se clasifique en la se-
gunda categoría tendrán derecho a un haber de retiro igual
a un porcentaje sobre el haber calculado conforme al artí -
culo 31, en que se tomarán en cuenta los años de servicios,
en la forma siguiente: 

Años de Servicios     Segunda Categoría 
de Inutilización 

10 o menos                    0% 

11                                     85% 

12                                     90% 

13                                     95% 

Artículo 35. Los militares que hayan llegado a la edad lí-
mite que fija el artículo 25 de esta Ley; los que se hayan in-
utilizado fuera de actos del servicio, los imposibilitados pa-
ra el desempeño de las obligaciones militares a causa de
enfermedad que dure más de seis meses y los que soliciten
su retiro voluntariamente, siempre que en todos los casos
anteriores se les computen cuando menos 20 años de servi-
cios, tienen derecho a un haber de retiro, en cuya cuota se
tomarán en cuenta los años de servicios en la forma si-
guiente: 
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Años de Servicios    Tanto por Ciento 

20                                     60% 

21                                     62% 

22                                     65% 

23                                     68% 

24                                     71% 

25                                     75% 

26                                     80% 

27                                     85% 

28                                     90% 

29                                     95% 

Los militares con padecimientos catalogados en la tercera
categoría o con trastornos funcionales de menos del 20%
que ameriten cambio de arma, cuerpo o servicio podrán ser
cambiados del que pertenezcan, a juicio de la Secretaría de
la Defensa Nacional o de Marina, en su caso, de la si-
guiente manera: 

I. Para el personal del activo del Ejército y Fuerza Aérea,
se estará a lo dispuesto en el artículo 164 de la Ley Orgá-
nica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos; 

II. El personal del activo de la Armada podrá ser cambiado
de un cuerpo a un servicio, de un servicio a otro, de una es-
cala y especialidad a otra, debiendo recibir un curso de ca-
pacitación. Su nueva patente o nombramiento se expedirá
con la antigüedad que tenga el interesado en su empleo. 

Cuando se trate de padecimientos señalados en la tercera
categoría y la secretaría correspondiente opte por retirar del
activo al militar, el cálculo de su haber de retiro se hará con
base en lo dispuesto para los de segunda categoría de in-
utilización. 

Artículo 36. Tienen derecho a compensación los militares
que tengan cinco o más años de servicio, sin llegar a vein-
te, que se encuentren comprendidos en los siguientes ca-
sos: 

I. Haber llegado a la edad límite que fija el artículo 23 de
esta Ley; 

II. Haberse inutilizado en actos fuera de servicio; 

III. Estar en el caso previsto por la fracción V del artículo
22 de esta Ley; 

IV. Haber causado baja en el activo y alta en la reserva los
soldados y cabos que no hayan sido reenganchados; y 

V. El personal de la milicia auxiliar que haya sido separa-
do del activo por órdenes expresas de la secretaría de ori-
gen por no ser necesarios sus servicios. 

Artículo 37. La compensación a que se refiere el artículo
anterior será calculada conforme a la tabla siguiente: 

Años de Servicio     Meses de Haber 

5                                         6 

6                                         7 

7                                         8 

8                                       10 

9                                         2 

10                                     14 

11                                     16 

12                                     18 

13                                     20 

14                                     22 

15                                     24 

16                                     26 

17                                     28 

18                                     30 

19                                     32 
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Artículo 38. Se consideran familiares de los militares, pa-
ra los efectos de pensión y/o compensación: 

I. La viuda o el viudo solos o en concurrencia con los hijos
o éstos solos, si son menores de edad; o si son mayores y
que no hayan contraído matrimonio, si comprueban cada
año, mediante la presentación del certificado de estudios
correspondiente que se encuentran estudiando en institu-
ciones oficiales o con reconocimiento de validez oficial de
nivel medio superior o superior, con límite hasta de 25
años, que no tengan un trabajo remunerado; así como los
mayores de edad incapacitados o imposibilitados para tra-
bajar en forma total y permanente; 

II. La concubina o el concubinario solos o en concurrencia
con los hijos, o éstos solos que reúnan las condiciones a
que se refiere la fracción anterior, siempre que, por lo que
hace a la concubina o concubinario, existan las siguientes
circunstancias: 

a) Que tanto el militar como la persona que se ostente co-
mo concubina o concubinario hayan permanecido libres de
matrimonio durante su unión; y 

b) Que haya habido vida marital durante los cinco años
consecutivos anteriores a la muerte, o bien que durante su
relación de concubinato hayan procreado hijos; 

III. La madre; 

IV. El padre; 

V. La madre conjuntamente con el padre; y 

VI. Los hermanos menores, los mayores incapacitados y
los imposibilitados para trabajar en forma total y perma-
nente. Si se trata de hermanas, mientras permanezcan sol-
teras. 

Artículo 39. Los familiares mencionados en cada una de
las fracciones del artículo anterior excluyen a los compren-
didos en las siguientes, salvo los casos de los padres consi-
derados conjunta o separadamente, los cuales pueden con-
currir con los familiares señalados en las fracciones I, II, III
y IV, siempre que demuestren su dependencia económica
con el militar. 

Artículo 40. Los familiares del militar muerto en el activo
en actos del servicio o como consecuencia de ellos tienen
derecho a una pensión equivalente al 100% del haber del

grado que le hubiere correspondido para efectos de retiro,
y el 100% del sobrehaber, de las primas complementarias
por condecoración de perseverancia y de las asignaciones
de técnico que estuviere percibiendo el militar al ocurrir el
fallecimiento. En caso de que haya fallecido fuera de actos
del servicio, los familiares tendrán derecho a una pensión
equivalente al 100% del haber de retiro integrado como lo
señala el artículo 31 de esta Ley que le hubiere correspon-
dido en la fecha de su fallecimiento o, en su caso, a una
compensación de igual cuantía a la que hubiere correspon-
dido al militar en la misma fecha. 

También tendrán derecho a pensión los familiares del mili -
tar muerto en el activo durante el traslado del domicilio al
lugar donde prestaba sus servicios o viceversa. 

Los familiares del militar muerto en situación de retiro y a
quien se le hubiere otorgado haber de retiro, tienen derecho
a una pensión equivalente al 100% del importe de dicho
haber. 

Artículo 41. Si hubiere varios familiares con derecho a
pensión o compensación, el importe de éstas se dividirá por
partes iguales entre los beneficiarios. 

Cuando se suspendan o extingan los derechos o pensiones
de un copartícipe, su parte acrecerá proporcionalmente la
de los demás. 

Artículo. 42. Si otorgada una pensión aparecen otros fami-
liares con derecho a la misma, se les hará extensiva, pero
sólo percibirán su parte desde la fecha en que les sea con-
cedida, sin que puedan reclamar el reintegro de las canti-
dades cobradas por los primeros beneficiarios. Pagada la
compensación, los familiares que se presenten con poste-
rioridad no tendrán derecho a reclamar nuevo pago. 

Artículo 43. En el caso de que dos o más interesados re-
clamen derechos a pensión o compensación como cónyu-
ges supérstite de algún militar, exhibiendo sus respectivas
actas del Registro Civil, se suspenderá el trámite del bene-
ficio hasta que se defina judicialmente la situación, sin per-
juicio de continuarlo por lo que respecta a los derechos de
los hijos y los padres, en su caso. Al concedérseles el be-
neficio a estos últimos, se reservará una cuota, parte que se
aplicará al cónyuge supérstite que en la forma anterior-
mente indicada acredite su derecho. 

Artículo 44. Cuando un interesado, ostentándose cónyuge
supérstite del militar, se presente a reclamar beneficio
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cuando ya se haya concedido pensión a otra persona por el
mismo concepto, sólo se resolverá dejar insubsistente el
beneficio otorgado, con apoyo en una sentencia ejecutoria-
da en la que se declare la nulidad del matrimonio que sir-
vió de base a tal beneficiario. Si el segundo solicitante re-
úne los demás requisitos legales; se le concederá pensión,
la cual percibirá a partir de la fecha en que se hubiere de-
jado insubsistente la anterior, sin que tenga derecho a re-
clamar las cantidades cobradas por el primer beneficiario. 

Artículo 45. Las pensiones fijadas en esta Ley serán paga-
das a partir del día siguiente de la muerte del militar. 

Artículo 46. Los requisitos exigidos por esta Ley a los fa-
miliares de un militar para tener derecho a las prestaciones
derivadas de la muerte de éste deben estar reunidos al
acaecer el fallecimiento. 

Artículo 47. Los hijos adoptivos sólo tendrán derecho a los
beneficios que establece esta Ley cuando la adopción se
haya hecho por el militar antes de haber cumplido 45 años
de edad. 

Artículo 48. El derecho para recibir haber de retiro o com-
pensación se origina por la resolución definitiva dictada
por el Instituto y sancionada por la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público. El haber de retiro se cubrirá a partir de
la fecha de alta en situación de retiro. 

Artículo 49. El derecho para percibir pensión o compensa-
ción en favor de familiares de los militares se origina por
la resolución definitiva dictada por el Instituto y sanciona-
da por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, pero la
pensión se cubrirá a partir del día siguiente al de la muerte
del militar. 

Artículo 50. La baja en el Ejército, Fuerza Aérea y Arma-
da de México, salvo la que se ordene por muerte del mili -
tar y la señalada en la fracción V del artículo 36 de esta
Ley, extingue todo derecho a reclamar haber de retiro,
compensación o pensión que se hubiere generado durante
la prestación de los servicios militares. 

Artículo 51. Los derechos a percibir beneficios de retiro se
pierden por alguna de las siguientes causas: 

I. Baja del Ejército, Fuerza Aérea o Armada de México; 

II. Sentencia ejecutoriada que origine la pérdida del bene-
ficio; 

III. Por adquirir otra nacionalidad estando en activo; y 

IV. Por dejar de percibir haber de retiro o compensación ya
otorgadas o sancionadas sin hacer gestiones de cobro en un
lapso de tres años. 

Artículo 52. Los derechos a percibir compensación o pen-
sión se pierden para los familiares por alguna de las si-
guientes causas: 

I. Renuncia; 

II. Sentencia ejecutoriada que origine la pérdida del bene-
ficio; 

III. Llegar a la mayoría de edad los hijos pensionados,
siempre que no estén incapacitados, legalmente imposibili-
tados de una manera permanente y total para ganarse la vi-
da o estudiando; en este último caso, se amplía hasta los 25
años, en los términos señalados en el artículo 38 de esta
Ley; 

IV. Contraer matrimonio o vivir en concubinato el cónyu-
ge supérstite, las hijas y hermanas solteras; o en nuevo con-
cubinato la concubina y el concubinario; 

V. Dejar de percibir una pensión o una compensación ya
otorgada y sancionada sin hacer gestión de cobro en un lap-
so de tres años; y 

VI. Por no hacer trámite alguno de gestión de beneficio du-
rante los cinco años siguientes a la muerte del militar. 

Artículo 53. La renuncia de derechos para percibir benefi-
cios económicos nunca será en perjuicio de terceros. Si la
formulase algún militar, sus familiares percibirán la com-
pensación o la pensión que les corresponda, conforme a es-
ta Ley, al ocurrir el fallecimiento de aquél. Si la renuncia
proviene de un familiar de militar, su parte acrecerá pro-
porcionalmente la de los demás familiares, si los hubiere. 

Artículo 54. Los términos a que se refieren las fracciones
V y VI del artículo 52 de esta Ley no proceden para los me-
nores o incapacitados. 

Artículo 55. En caso de fallecimiento de un militar, sus
beneficiarios tendrán derecho a que se les cubra, por con-
cepto de pagas de defunción, el equivalente a cuatro meses
del haber y del sobrehaber, más cuatro meses de asignacio-
nes cuando las estuviere percibiendo en la fecha del deceso, o
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cuatro meses del haber de retiro, en su caso, para atender
los gastos de sepelio. 

Si fuere veterano de la Revolución reconocido por la Se-
cretaría de la Defensa Nacional, sus deudos recibirán el im-
porte de dos meses más de esos haberes o haberes de reti -
ro. 

Esta prestación será cubierta por la Unidad Ejecutora de
Pagos correspondiente o quien haga sus veces, donde se
cubran los haberes o haberes de retiro y demás emolumen-
tos del militar de que se trate. 

Artículo 56. Cuando no hubiere constancia de afiliación de
familiares o los deudos del militar fallecido no acudieren a
atender la inhumación, la autoridad militar o naval corres-
pondiente tendrá la obligación de encargarse del sepelio.
Los gastos originados por el mismo se cubrirán por la Uni-
dad Ejecutora de Pagos de acuerdo con su comprobación y
nunca podrán ser mayores de la cantidad equivalente seña-
lada en el artículo anterior. 

Artículo 57. Los Generales, Jefes, Oficiales, y sus equiva-
lentes en la Armada tendrán derecho a que se les otorgue el
equivalente a quince días de haber o haber de retiro, más
asignaciones, cuando las estuvieren percibiendo, como
ayuda para los gastos de sepelio en caso de defunción del
cónyuge, concubina, concubinario, del padre, de la madre
o de algún hijo. En los mismo casos, el personal de tropa y
de marinería tendrán derecho a que se le otorgue el equi-
valente a treinta días de haberes o haberes de retiro para
igual fin, sumadas las asignaciones que estuviere perci-
biendo. 

En el caso de padres que tengan varios hijos militares, la
ayuda para gastos de sepelio se le cubrirá al hijo que los ha-
ya efectuado. 

Esta prestación será cubierta por la Unidad Ejecutora de
Pagos correspondiente o quien haga sus veces dependiente
de la Tesorería de la Federación, donde se cubran los ha-
beres o haberes de retiro y demás emolumentos del militar
de que se trate. 

Capítulo Tercero: Fondos de trabajo y de ahorro, seguro de
vida militar y seguro colectivo de retiro. 

Artículo 58. El fondo de trabajo estará constituido con las
aportaciones que el Gobierno Federal realice a favor de ca-
da elemento de tropa y personal de tripulación, equivalen-

te al 10% de sus haberes, a partir de la fecha en que causa
alta o sea reenganchado hasta que obtenga licencia ilimita-
da, o bien quede separado del activo o ascienda a oficial. 

Este fondo será administrado por el Banco Nacional del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada, S.N.C., conforme a su
Ley Orgánica. 

Artículo 59. Para constituir el fondo de ahorro los Genera-
les, Jefes, Oficiales y sus equivalentes en la Armada en
servicio activo, deberán aportar una cuota quincenal equi-
valente al 5% de sus haberes. Al Gobierno Federal le co-
rresponderá efectuar una aportación de igual monto. Este
fondo será administrado por el Banco Nacional del Ejérci-
to, Fuerza Aérea y Armada, S.N.C., conforme a su Ley Or-
gánica. 

Artículo 60. El seguro de vida militar es la prestación que
tiene por objeto proporcionar un beneficio económico a los
beneficiarios o familiares de los militares por el falleci-
miento de éstos, cualquiera que sea la causa de la muerte,
así como a los militares que hayan causado baja del activo
y alta en situación de retiro por inutilidad clasificada en
primera o segunda categorías, de conformidad con las ta-
blas anexas en esta Ley, contraída en actos del servicio o
como consecuencia de ellos. 

Artículo 61. El Instituto administrará el fondo del seguro
de vida militar. 

Artículo 62. Tienen derecho a este seguro: 

I. El personal militar en activo y el que se encuentre en si-
tuación de retiro con derecho a percibir haberes de retiro; 

II. Los cadetes y alumnos de los planteles militares que no
perciban haberes; 

III. Los soldados del Servicio Militar Nacional obligatorio
que se encuentren bajo bandera encuadrados en las unida-
des del Servicio Militar Nacional, del Ejército, Fuerza Aé-
rea y Armada de México; 

IV. El personal de los Cuerpos de Defensas Rurales que fa-
llezca en actos del servicio o a consecuencia de ellos; y 

V. Los militares procesados o sentenciados que no hayan
perdido su personalidad militar. 
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Artículo 63. Es obligación del Instituto pagar por concep-
to de suma asegurada: 

I. El equivalente a cuarenta meses de haberes y sobrehabe-
res para las Fuerzas Armadas o del sueldo base de servidor
público, autorizado conforme a los tabuladores correspon-
dientes que los militares se encuentren disfrutando, sin
considerar la compensación garantizada. En caso de que
exista diferencia entre el sueldo base de servidor público y
las percepciones anteriormente señaladas, se efectuará el
cómputo conforme a la percepción mayor en los siguientes
casos: 

a) Por fallecimiento del militar en servicio activo, siendo
entregada la suma asegurada a sus beneficiarios; y 

b) Por causar baja del activo y alta en situación de retiro
por inutilidad clasificada en la primera o segunda categorí-
as, de conformidad con las tablas anexas a esta Ley, con-
traída en actos del servicio o como consecuencia de ellos,
siendo entregado el importe respectivo al militar asegurado
o a su representante legal, en su caso. 

II. En caso de fallecimiento del militar en situación de re-
tiro que estuviere percibiendo haber de retiro, el Instituto
pagará por concepto de suma asegurada el equivalente a
cuarenta meses de su haber de retiro, siendo entregado el
importe respectivo directamente a sus beneficiarios. 

III. En caso de fallecimiento o inutilidad en primera o en
segunda categoría, de conformidad con las tablas anexas a
esta Ley, contraída en actos del servicio o como conse-
cuencia de ellos, el Instituto pagará por concepto de suma
asegurada el equivalente a cuarenta meses de haberes y so-
brehaber mínimo vigente para las Fuerzas Armadas que co-
rresponda a los siguientes miembros: 

a) Al personal militar que estudie en planteles militares y
que no perciba haberes, el cómputo de la suma asegurada
será con base en el haber y el sobrehaber mínimo vigente
para las Fuerzas Armadas en la República que corresponda
a un Sargento Primero en servicio activo o a su equivalen-
te en la Armada. 

b) Al personal de Defensas Rurales, así como a los solda-
dos o marineros del Servicio Militar Nacional obligatorio
que se encuentren bajo bandera encuadrados en las unida-
des del Servicio Militar Nacional de las Fuerzas Armadas
Mexicanas, adscritos a los mandos territoriales, el cómpu-
to de la suma asegurada será con base en el haber y sobre-

haber mínimo vigente para las Fuerzas Armadas en la Re-
pública Mexicana que corresponda a un soldado o su equi-
valente en la Armada. 

IV. No tendrán derecho al seguro de vida militar los mili-
tares que causen baja definitiva de las Fuerzas Armadas
Mexicanas por haberla solicitado, por mala conducta, por
haber permanecido prófugo de la justicia militar, o bien por
efectos de sentencia ejecutoria que determine dicha baja o
la destitución del empleo militar. 

Artículo 64. El pago de la suma asegurada, en cualquiera
de los casos, se hará en una sola exhibición directamente a
los beneficiarios del militar fallecido; tratándose de inutili-
dad la entrega se hará al mismo militar asegurado o a la
persona legalmente acreditada por él, según proceda. 

Artículo 65. El pago de la suma asegurada por inutilidad
excluye el pago de la suma asegurada por fallecimiento. 

Artículo 66. El importe de la prima correspondiente al se-
guro de vida de los militares en servicio activo estará a car-
go del Gobierno Federal y será del 1.8% (uno punto ocho
por ciento) de los haberes y el sobrehaber que disfrute el
militar en la República Mexicana o del sueldo base de ser-
vidor público autorizado conforme a las percepciones co-
rrespondientes. 

Artículo 67. El importe de la prima que corresponda a car-
go del Gobierno Federal será aportado al Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas por
conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
con cargo a los presupuestos de las Secretarías de la De-
fensa Nacional y de Marina en sus partes correspondientes
y se cubrirá por trimestres adelantados. 

Artículo 68. En ningún caso se podrá disponer, para fines
distintos de los que expresamente determina esta Ley, del
dinero o bienes afectos al fondo del seguro de vida militar. 

Artículo 69. El seguro de vida militar comprende el régi-
men potestativo, el cual se regula conforme a lo siguiente: 

Los militares que obtengan licencia especial o que causen
baja del activo y alta en situación de retiro con compensa-
ción, podrán acogerse a los beneficios del régimen potesta-
tivo bajo las bases siguientes: 

I. Deberán manifestar por escrito al Instituto su deseo de
acogerse al mencionado seguro, dentro de los treinta días
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siguientes a la fecha en que causen alta en situación de re-
tiro o de la fecha a partir de la que inicie la licencia, según
sea el caso. 

II. El Instituto pagará por concepto de suma asegurada con
motivo de su fallecimiento, cuarenta meses del haber y so-
brehaber mínimo vigente de su grado para las fuerzas ar-
madas, cantidad que será cubierta directamente a sus bene-
ficiarios, siempre y cuando el militar haya estado al
corriente en el pago de la prima. 

III. El importe de la prima de los militares que se acojan al
régimen potestativo será equivalente al 1.8% (uno punto
ocho por ciento) del haber y sobrehaber mínimo vigente en
la República Mexicana actualizado en su grado. Estos mi-
litares deberán pagar directamente al Instituto sus aporta-
ciones dentro de los primeros cinco días de cada semestre;
en caso de aumento en los haberes y/o sobrehaberes, la di-
ferencia de la prima será cubierta por estos militares en el
semestre siguiente. 

Artículo 70. Los militares podrán en cualquier tiempo,
cuando así lo deseen, dejar de participar en el seguro noti-
ficándolo por escrito al Instituto; en este caso, el seguro se
extingue al concluir el periodo por el cual fue pagada la
prima. Estos militares no podrán acogerse nuevamente al
seguro potestativo. También el seguro se extingue cuando
adeudare un semestre por causas imputables al interesado.
La extinción o suspensión del seguro en ningún caso dará
derecho a la devolución de las cuotas pagadas conforme a
la Ley. Si al fallecer el militar que gozaba del seguro de vi-
da potestativo adeudare un semestre, dicha cuota se des-
contará del importe de la suma asegurada. 

Artículo 71. Aquellos militares que se encuentren gozan-
do de licencia ilimitada, o licencia especial sin goce de ha-
beres, así como los que hayan causado alta en situación de
retiro con compensación y que no se acogieron al régimen
potestativo del seguro de vida militar conforme al esquema
anterior, no podrán adherirse a los beneficios derivados del
esquema vigente del seguro de vida militar potestativo. 

Artículo 72. El fondo de seguro de vida militar a cargo del
Instituto se integra con los siguientes recursos: 

I. Con los recursos que a la fecha mantiene el Instituto en
el fondo del seguro de vida militar; 

II. Con las aportaciones que realice el Gobierno Federal
por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi -
co correspondientes a la prima del seguro de vida militar; 

III. Con las aportaciones provenientes del personal militar
que se adhiera al régimen potestativo del mismo seguro; y 

IV. Con los rendimientos y demás productos financieros
que se obtengan con motivo de las inversiones de los re-
cursos señalados en las fracciones precedentes. 

Artículo 73. En el seguro de vida militar obligatorio, como
en el potestativo, los militares podrán designar beneficia-
rios libremente. Las designaciones se formularán en el do-
cumento de afiliación o en escrito por triplicado dirigido al
Instituto, con las firmas de dos testigos y la del asegurado,
y su huella digital o sólo con ésta en caso de que no supie-
ra firmar o estuviere impedido físicamente para hacerlo. 

Artículo 74. Las designaciones de beneficiario pueden ser
revocadas libremente, con las formalidades que se mencio-
nan en el artículo anterior. Una designación posterior revo-
ca la anterior. 

En el supuesto de que una nueva designación de beneficia-
rios no se reciba en el Instituto dentro del plazo a que se re-
fiere el artículo 177 de esta Ley, el pago se realizará al úl-
timo beneficiario de que se tenga conocimiento, sin
responsabilidad para el Instituto ni para la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público. 

Artículo 75. La calidad de beneficiario es personal e in-
transmisible por herencia. 

Los derechos del beneficiario sobre la suma asegurada, una
vez ocurrido el siniestro, sí son transmisibles por herencia. 

Artículo 76. Cuando los beneficiarios sean varios, la suma
asegurada se entregará: 

I. De acuerdo con los porcentajes que hubiere señalado el
militar asegurado; 

II. Por partes iguales, en caso de que el militar asegurado
no hubiere hecho señalamiento de los porcentajes; y 

III. Si algún beneficiario muere o pierde sus derechos an-
tes de que fallezca el militar, su parte acrecentará la del o
la de los demás beneficiarios al fallecer el asegurado. 
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Artículo 77. Si al morir el militar no existiere designación
de beneficiarios conforme a esta Ley, el seguro se pagará a
los familiares de acuerdo con la prelación siguiente: 

I. Al cónyuge o, si no lo hubiere, a la concubina o al con-
cubinario, en los términos de los artículos 38, fracción II,
incisos a) y b), y 160 de esta Ley, en concurrencia con los
hijos del militar por partes iguales. 

II. La madre. 

III. El padre. 

IV. Los hermanos. 

La existencia de alguno o algunos de los beneficiarios
mencionados en cada fracción excluye a los comprendidos
en las fracciones siguientes. 

Artículo 78. El Instituto al tener conocimiento del falleci-
miento del militar, deberá notificar de inmediato y feha-
cientemente al o a los beneficiarios designados o, en su ca-
so, a los familiares de la designación hecha a su favor. 

Artículo 79. Cuando proceda el pago del seguro al cónyu-
ge, o en su caso a la concubina o al concubino, los hijos y
los padres del militar fallecido, el Instituto cubrirá su im-
porte sin más requisitos que la presentación de la creden-
cial correspondiente de afiliación. En cualquier otro caso,
se comprobará la personalidad con una identificación ofi-
cial. 

Artículo 80. El Instituto pagará a los beneficiarios desig-
nados el monto de la suma asegurada que corresponda den-
tro de un plazo que no será menor de quince ni mayor de
veinte días hábiles siguientes a aquel en que se acredite la
muerte del militar. Para tal efecto, el beneficiario deberá
entregar a este organismo la documentación siguiente: 

I. En el caso de los militares fallecidos en el activo: 

a) Copia certificada del acta de defunción del asegurado o,
de ser el caso, orden de baja por desaparición. 

b) Solicitud de pago del o de los beneficiarios. 

c) Identificación del o los beneficiarios. 

d) Certificado de último pago, emitido por la Unidad Eje-
cutora de Pagos correspondientes. 

II. Para los militares fallecidos en situación de retiro: 

a) Copia certificada del acta de defunción del asegurado. 

b) Solicitud de pago del o los beneficiarios. 

c) Identificación oficial del o los beneficiarios. 

d) Ultimo talón de pago del haber de retiro emitido por es-
te Instituto. 

III. Para los militares fallecidos que se encuentran acogidos
al seguro de vida militar potestativo: 

a) Copia certificada del acta de defunción del asegurado. 

b) Solicitud de pago del o los beneficiarios. 

c) Identificación oficial del o los beneficiarios. 

d) Comprobante del último pago de la prima correspon-
diente. 

IV. Para el pago de la suma asegurada por inutilidad clasi-
ficada en primera o segunda categorías en actos del servi-
cio o como consecuencia de ellos de los militares en acti-
vo, de conformidad con las tablas anexas a esta Ley, y que
causen alta en situación de retiro con derecho a percibir
haber de retiro: 

a) Orden de baja expedida por la secretaría correspondien-
te. 

b) Solicitud de pago. 

c) Certificado de último pago emitido por la Unidad Eje-
cutora de Pagos correspondiente. 

d) Identificación oficial del militar o de su representante
legal, así como la documentación que acredite tal persona-
lidad. 

Artículo 81. Todas las acciones de cobro del beneficio del
seguro de vida militar que se deriven de lo estipulado en el
presente capítulo, prescribirán en dos años para los benefi-
ciarios designados por el asegurado y en tres años para los
familiares señalados en el artículo 77 de esta Ley; tratán-
dose de fallecimiento, dicho término se computará a partir
del suceso; en caso de inutilidad o desaparición, el término
de dos años empezará a computarse desde el día en que la
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secretaría correspondiente gire la orden de baja del servicio
activo por dichos supuestos. 

Artículo 82. El Instituto podrá disponer y utilizar hasta el
0.5% (cero punto cinco por ciento) anual del total de los re-
cursos que integran el fondo para el seguro de vida militar,
por concepto de gastos de administración y operación del
mismo, para lo cual el Instituto informará a la Junta Direc-
tiva en los periodos que se determine sobre los resultados
de la administración del fondo. 

Artículo 83. El Instituto, con base en los estudios y cálcu-
los actuariales que realice con el fin de apoyar el desarro-
llo y la administración del seguro de vida militar, podrá in-
crementar los beneficios del seguro, previa autorización de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; en todo caso,
el incremento de los beneficios será con cargo a los recur-
sos disponibles que a esa fecha integren el fondo del segu-
ro de vida militar. 

Artículo 82. El Instituto podrá disponer y utilizar hasta el
0.5% (cero punto cinco por ciento) anual del total de los re-
cursos que integran el fondo para el seguro de vida militar,
por concepto de gastos de administración y operación del
mismo, para lo cual el Instituto informará a la Junta Direc-
tiva en los periodos que se determine sobre los resultados
de la administración del fondo. 

Artículo 85. Conforme a lo dispuesto en el artículo 90 de
esta Ley, es responsabilidad del Instituto operar y adminis-
trar el seguro colectivo de retiro en beneficio de los miem-
bros de las Fuerzas Armadas Mexicanas. 

Artículo 86. El seguro colectivo de retiro protegerá a los
integrantes del Ejército, Fuerza Aérea y Armada en servi-
cio activo, que perciban haber y sobrehaber y estén apor-
tando las primas correspondientes. 

Artículo 87. La suma asegurada se otorgará por una sola
vez a los militares que causen baja del activo y alta en si-
tuación de retiro con derecho a percibir haber de retiro o a
sus beneficiarios en los casos siguientes: 

I. A quienes soliciten su retiro y hayan cumplido 20 o más
años de servicios efectivos prestados. 

II. A quienes por haber cumplido la edad límite en el gra-
do que ostenten, de conformidad con esta Ley, pasen a si-
tuación de retiro y hayan cumplido 20 o más años de ser-
vicios efectivos prestados. 

III. A los militares inutilizados en actos dentro del servicio
o como consecuencia de ellos en primera o segunda cate-
goría, de conformidad con las tablas anexas a esta Ley, sin
tomar en cuenta los años de servicios efectivos prestados;
en su caso, dicha suma asegurada será pagada a la persona
legalmente acreditada por el militar. 

IV. A los beneficiarios de los militares que fallezcan en ac-
tos dentro del servicio o como consecuencia de ellos, sin
tomar en cuenta los años de servicios efectivos prestados. 

V. A los militares inutilizados en actos fuera del servicio en
primera o segunda categoría, de conformidad con las tablas
anexas a esta Ley, y que hayan cumplido 20 o más años de
servicios efectivos prestados; en su caso, dicha suma ase-
gurada será pagada a la persona legalmente acreditada por
el militar. 

VI. A los beneficiarios de los militares que fallezcan en ac-
tos fuera del servicio y hayan cumplido 20 o más años de
servicios efectivos prestados. 

Para estos efectos, se consideran beneficiarios a aquellos
que el militar hubiere designado; ante la falta de dicha de-
signación, se atenderá a la prelación prevista en el artículo
77 de esta Ley. 

Artículo 88. No tendrán derecho al seguro colectivo de re-
tiro los militares que causen baja definitiva de las Fuerzas
Armadas Mexicanas por las causas siguientes: 

I. Por haberla solicitado, sin importar el tiempo de servi-
cios que hayan prestado. 

II. Por mala conducta. 

III. Por haber permanecido prófugos de la justicia militar,
o bien por efectos de sentencia que haya causado ejecuto-
ria que determine dicha baja o la destitución del empleo
militar. 

Artículo 89. La suma asegurada se calculará conforme a
las reglas siguientes: 

Su cuantía será equivalente a lo que resulte de multiplicar
el haber y sobrehaber mensual mínimo vigente para las
Fuerzas Armadas a que tengan derecho los militares con-
forme a la última jerarquía en que hayan aportado la prima
por el factor que corresponda, según los años de servicios
efectivos prestados al momento de producirse la baja del
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activo y alta en situación de retiro, de acuerdo con la tabla
siguiente: 

Años de Servicios                Factor (meses) 

20 16 
21 17 
22 18 
23 19 
24 20 
25 21 
26 22 
27 23 
28 24 
29 25 
30 27 
31 28 
32 29 
33 30 
34 31 
35 32 
36 34 
37 35 
38 36 
39 37 
40 40 
41 41 
42 42 
43 43 
44 44 
45 45 
46 46 
47 47 
48 48 
49 49 
50 o más                             50 

A los militares que se inutilicen en actos del servicio o co-
mo consecuencia de ellos en primera o segunda categoría,
de conformidad con las tablas anexas a esta ley; así como
a los beneficiarios de los militares que fallezcan en actos
dentro del servicio o como consecuencia de ellos, se les cu-
brirá como suma asegurada el equivalente a 50 meses del
haber y sobrehaber mínimo vigente de su grado para las
Fuerzas Armadas, independientemente de sus años de ser-
vicios efectivos prestados. 

A los militares que cuenten con menos de 20 años de ser-
vicios, que se inutilicen en actos del servicio o como con-
secuencia de ellos, en tercera categoría, de conformidad

con las tablas anexas a esta Ley, se les cubrirá como suma
asegurada el equivalente a 16 meses del haber y sobreha-
ber mínimo vigente de su grado para las Fuerzas Armadas,
independientemente de sus años de servicios efectivos
prestados. 

Artículo 90. El importe de la prima mensual correspon-
diente al seguro colectivo de retiro se integrará de la si-
guiente forma: 

I. El 0.5% (cero punto cinco por ciento) del total de los ha-
beres mensuales de todos los militares en activo de acuer-
do con su jerarquía, y por; 

II. El 3.0% (tres punto cero por ciento) del total de los ha-
beres y sobrehaber mínimo vigente mensual, de los milita-
res en activo de acuerdo con su jerarquía. 

III. El 0.5% (cero punto cinco por ciento) a que se refie-
re la fracción I será cubierto con cargo al presupuesto de
las Secretarías de la Defensa Nacional y de Marina de
acuerdo con el número de integrantes en servicio activo
de cada Secretaría. Para integrar la parte de la prima men-
sual a que se refiere la fracción II, cada militar deberá
aportar el 3.0% (tres punto cero por ciento) del haber y
sobrehaber mínimo vigente mensual, el cual será retenido
por dichas secretarías. 

IV. El personal de procesados o sentenciados que se man-
tengan en servicio activo podrán aportar directamente al
Instituto la prima del 3.0% (tres punto cero por ciento) a
que se refiere la fracción II de este artículo. En este caso,
el 0.5% (cero punto cinco por ciento) a que se refiere la
fracción I será cubierto con cargo al presupuesto de la se-
cretaría correspondiente. Las aportaciones de la prima
mensual hechas por estos militares les otorgará el derecho
de que el tiempo en que estén en dichas situaciones les sea
considerado como tiempo de servicios efectivos prestados,
únicamente para efectos de este seguro. 

V. En los casos de licencia ilimitada durante los 6 y 4 años
que la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea o la de la
Armada, respectivamente, les concede para solicitar el
reingreso, así como en los casos de licencia especial, los
militares podrán aportar directamente al Instituto las pri-
mas a que se refieren las fracciones I y II de este artículo,
siempre y cuando lo manifiesten por escrito dentro de los
30 días siguientes a la fecha en que se les conceda la licen-
cia. Las aportaciones de la prima mensual hechas por estos
militares durante la citada licencia, les otorgará el derecho
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de que el tiempo en que estén en dicha situación les sea
considerado como tiempo de servicios efectivos prestados,
únicamente para efectos de este seguro. 

VI. Todas las cantidades anteriores, deberán ser entregadas
al Instituto dentro de los cinco días siguientes al pago de la
primera quincena de cada mes. 

Artículo 91. La devolución de las aportaciones se realiza-
rá conforme a lo siguiente: 

I. Se devolverán las aportaciones que efectivamente hubie-
ren realizado los militares, desde la entrada en vigor del
presente seguro más un 20% de lo aportado, a las siguien-
tes personas: 

a) A los militares que causen baja definitiva de las Fuerzas
Armadas Mexicanas por haberla solicitado. 

b) Al personal de tropa del Ejército, Fuerza Aérea y clases
y marinería de la Armada que causen baja por haber cum-
plido su contrato de servicios. 

c) A los militares auxiliares que causen baja después de ha-
ber cumplido el contrato de servicios respectivo. 

d) A los militares que se les otorgue licencia ilimitada y
tengan derecho a compensación al momento de la separa-
ción del servicio activo. 

e) A los militares que se inutilicen en actos fuera del servi-
cio, en primera o segunda categoría, de conformidad a las
tablas anexas a esta Ley y que no hayan cumplido 20 años
de servicios efectivos prestados. 

f) A los beneficiarios de los militares que fallezcan en ac-
tos fuera del servicio y que no hayan cumplido 20 años de
servicios efectivos prestados. 

g) A los militares que causen baja del activo por haberse
inutilizado en tercera categoría en actos fuera del servicio
y que no hayan cumplido 20 o más años de servicios efec-
tivos prestados. 

II. A los militares o sus beneficiarios que tengan derecho a
recibir la suma asegurada de conformidad con el artículo
87 de esta Ley, además de aquellas aportaciones mensuales
que cada militar hubiere realizado entre el año cumplido y
el subsecuente y no se hubieren considerado para efectos
de dicha suma asegurada. 

III. A los militares que causen baja definitiva de las Fuer-
zas Armadas Mexicanas por mala conducta o por efectos
de sentencia ejecutoria que determine dicha baja o la desti-
tución del empleo militar, les serán devueltas únicamente
las cantidades que por concepto de sus aportaciones hubie-
ren realizado sin importar el tiempo de servicios efectivos
prestados. 

IV. Quedan excluidos de la devolución señalada en este ar-
tículo los militares que causen baja definitiva de las Fuer-
zas Armadas por haber permanecido prófugos de la justicia
militar. 

Artículo 92. El Instituto será el encargado de pagar al mi-
litar o a sus beneficiarios el importe del seguro colectivo de
retiro o la devolución de lo aportado, dentro de los cinco
días hábiles siguientes a la fecha en que el militar o sus be-
neficiarios entreguen al Instituto la documentación si-
guiente: 

II. El militar deberá entregar solicitud de pago, la orden de
baja del activo, certificado de servicios efectivos prestados,
y copia fotostática de su identificación oficial. 

III. Los beneficiarios del militar fallecido o desaparecido
deberán entregar la solicitud de pago, el acreditamiento de
la defunción del militar, las órdenes de baja, copia fotostá-
tica de la identificación oficial del o los beneficiarios y, en
su caso, certificado de servicios prestados. 

Artículo 93. Las Secretarías de la Defensa Nacional y de
Marina informarán del fallecimiento de los militares al Ins-
tituto, el cual tendrá la obligación de notificar fehaciente-
mente por escrito a los beneficiarios para los efectos de es-
te seguro. 

Artículo 94. El derecho del militar a reclamar el seguro co-
lectivo de retiro o la devolución de aportaciones prescribi-
rá en dos años, contados a partir de la fecha en que cause
baja del activo y alta en situación de retiro. 

Para los beneficiarios, este término comenzará a partir de
la fecha en que el Instituto les notifique por escrito su de-
recho a recibir el pago de la suma asegurada o la devolu-
ción de las cantidades aportadas, según sea el caso. Dicha
notificación se realizará en el domicilio de los beneficiarios
que se tengan registrados, que se tenga registrado de los
beneficiarios, se realizará en un término no mayor de 30 dí-
as, a partir de la fecha en que el Instituto tenga conoci-
miento del fallecimiento del militar. 
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El pago de la suma asegurada no estará sujeto al impuesto
sobre la renta, de conformidad con el artículo 77 fracción
V de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

Artículo 95. El Instituto practicará cada año una revisión
actuarial para mantener el equilibrio financiero entre los in-
gresos y egresos que constituyen el fondo del seguro co-
lectivo de retiro, con objeto de garantizar el pago de las su-
mas aseguradas que correspondan. En caso de presentarse
un déficit, éste se cubrirá con cargo al patrimonio del Ins-
tituto proveniente de las aportaciones equivalentes al 10%
(diez por ciento) de los haberes y haberes de retiro que
anualmente realiza el Gobierno Federal en los términos del
artículo 3o. fracción IV de esta Ley. 

Artículo 96. El Instituto de Seguridad Social destinará para
los gastos de operación y administración del Fondo hasta un
máximo del 2.0% (dos punto cero por ciento) de las aporta-
ciones anuales correspondientes al seguro colectivo de retiro
del fondo del seguro colectivo de retiro, para lo cual infor-
mará a la Junta Directiva, en los períodos que se determine,
sobre los resultados de la administración del fondo. 

Artículo 97. A los militares que se desempeñen como se-
cretarios de la Defensa Nacional o de Marina les será pa-
gado el beneficio al concluir su encargo. 

Artículo 98. Al personal militar retirado que vuelva al ac-
tivo se le considerará como de nuevo ingreso, para efectos
de este seguro. 

Artículo 99. La Junta Directiva del Instituto dictará las dis-
posiciones administrativas internas que mejoren y regulen
la administración del seguro colectivo de retiro, y decidirá
las inversiones de sus bienes en ningún caso destinará sus
recursos financieros para fines distintos de los citados. Los
asuntos relativos a otros casos no previstos dentro de este
seguro, serán resueltos por la Junta. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público vigilará el
funcionamiento de este seguro. 

Capítulo Cuarto: Vivienda y otras prestaciones. 

Artículo 100. A fin de atender las necesidades de habita-
ción familiar del militar, el Instituto de Seguridad Social
para las Fuerzas Armadas deberá: 

I. Administrar el fondo de la vivienda para los militares en
activo. 

II. Establecer y operar con ese fondo un sistema de finan-
ciamiento para permitir a los militares en activo obtener
crédito barato y suficiente para: 

a) Adquirir en propiedad habitaciones incluyendo las suje-
tas al régimen de condominio. 

b) Construir, reparar, ampliar o mejorar sus habitaciones. 

c) Pagar los pasivos que tengan por los conceptos ante-
riores. 

III. Coordinar y financiar con el propio fondo, programas
de construcción de habitaciones destinadas a ser adquiridas
en propiedad por los miembros del activo del Ejército,
Fuerza Aérea y Armada. 

IV. Administrar, conservar, mejorar y, en su caso, ampliar
con casas adicionales, las unidades habitacionales de su
propiedad. 

V. Adquirir y construir con recursos diversos al fondo de la
vivienda militar, casas habitación para ser vendidas a pre-
cios módicos a militares en situación de retiro. 

VI. Construir unidades habitacionales en plazas importan-
tes del país, para su ocupación temporal mediante cuotas
de recuperación, por personal de generales, jefes, oficiales
y tropa y sus equivalentes en la Armada de México en si-
tuación de retiro. 

VII. Construir unidades habitacionales en lugares próxi-
mos a los campos militares, bases navales o aéreas y cuar-
teles de las Fuerzas Armadas, para ser ocupadas temporal-
mente mediante cuotas de recuperación, por personal de
generales, jefes, oficiales y tropa y sus equivalentes en la
Armada de México en servicio activo. 

Artículo 101. Los recursos del fondo de la vivienda para
los miembros del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, se in-
tegrarán: 

I. Con las aportaciones del cinco por ciento proporcionadas
por el Gobierno Federal, sobre los haberes y asignaciones
de técnico, de vuelo, de salto o de técnico especial, de los
militares en activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada
que los estén percibiendo. 

II. Con los bienes y derechos adquiridos por cualquier tí-
tulo; 
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III. Con los rendimientos que se obtengan de las inversio-
nes de los recursos a que se refieren las fracciones I y II de
este artículo. 

Artículo 102. Los recursos del fondo se destinarán: 

I. Al otorgamiento de créditos a los militares en activo
del Ejército, Fuerza Aérea y Armada que estén perci-
biendo haberes, que sean titulares de depósitos constitui-
dos a su favor en el Instituto. El importe de estos crédi-
tos deberá aplicarse conforme al artículo 100, fracción II,
de esta Ley; y 

II. Al financiamiento de la construcción de conjuntos habi-
tacionales para ser adquiridos por militares en activo del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada que estén percibiendo ha-
beres mediante créditos que les otorgue el Instituto con car-
go al fondo. Estos financiamientos sólo se concederán por
concurso tratándose de programas habitacionales aproba-
dos por el Instituto y que se ajusten a las disposiciones apli -
cables en materia de construcción. 

El Instituto en todos los financiamientos que otorgue con
cargo al fondo, para la realización de conjuntos habitacio-
nales, establecerá la obligación para quienes los constru-
yan, de adquirir con preferencia, los materiales que pro-
vengan de empresas ejidales, cuando se encuentren de
igual o mejor calidad y precio a los que ofrezcan otros pro-
veedores. 

Los miembros de las Fuerzas Armadas tienen derecho a
ejercer el crédito que se les otorgue, en la localidad que de-
signen. 

III. Al pago de los depósitos que les corresponden a los mi-
litares en los términos de Ley; 

IV. A cubrir los gastos de administración, operación y vi-
gilancia del fondo, los que no excederán del 1% de los re-
cursos totales que administre; 

V. A la inversión en inmuebles estrictamente necesarios
para sus fines; y 

VI. A las demás erogaciones relacionadas con su objeto. 

Artículo 103. Las aportaciones al fondo de la vivienda, se
aplicarán en su totalidad a constituir en favor de los milita-
res depósitos que no devengan intereses y se sujetarán a las
bases siguientes: 

I. Cuando un militar reciba financiamiento del fondo de vi-
vienda, el cuarenta por ciento del importe de los depósitos
que en su favor se hayan acumulado hasta esa fecha, se
aplicará de inmediato como pago inicial del crédito conce-
dido; 

II. Durante la vigencia del crédito, se continuará aplicando
el cuarenta por ciento de la aportación gubernamental al
pago de los abonos subsecuentes que debe hacer dicho
miembro de las instituciones armadas; 

III. Una vez liquidado el crédito otorgado al miembro de
las Instituciones Armadas, se continuará aplicando el total
de las aportaciones al depósito en su favor. 

IV. Cuando el militar quede separado del activo, disfrute de
licencia ilimitada o en caso de muerte, se entregará el total
de los depósitos constituidos, al militar o a sus beneficia-
rios en los términos de la presente Ley; 

V. En el caso de que los militares hubieren recibido crédi-
to hipotecario con recursos del fondo de la vivienda, la de-
volución de los depósitos se hará con deducción de las can-
tidades que se hubieren aplicado al pago del crédito
hipotecario o en los términos de las fracciones I y II de es-
te artículo. 

Artículo 104. La aportación del cinco por ciento que de-
berá entregar el Gobierno Federal se computará sobre el
haber presupuestal y asignaciones de técnico, de técnico
especial, de vuelo y especial de paracaidistas, de los miem-
bros del Ejército, Fuerza Aérea y Armada. 

Artículo 105. El Instituto determinará las sumas que se
asignarán al financiamiento de programas de casas habita-
ción destinadas a ser adquiridas en propiedad por los mili-
tares y las que se aplicarán para la adquisición, construc-
ción, reparación o mejoras de dichas casas, así como para
el pago de pasivos adquiridos por estos conceptos, la asig-
nación de los créditos y financiamientos se hará en forma
equitativa y se distribuirá entre las distintas regiones y lo-
calidades del país. 

Artículo 106. Las normas generales que establezca la Jun-
ta Directiva, determinarán las cantidades globales que se
asignen al financiamiento de: 

I. La adquisición en propiedad de habitaciones cómodas, e
higiénicas, incluyendo los sujetos al régimen de condomi-
nio. 
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II. La construcción, reparación, ampliación o mejoramien-
to de sus habitaciones. 

III. El pago de pasivos contraídos por los conceptos ante-
riores; y 

IV. La adquisición de terrenos para que se construyan en
ellos viviendas o conjuntos habitacionales destinados a los
militares. 

Artículo 107. En la aplicación de los recursos del fondo se
considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: 

I. La demanda de habitación y las necesidades de vivienda
de los militares en activo, dando preferencia a los militares
de bajos haberes. 

II. La factibilidad y posibilidad reales de llevar a cabo
construcciones habitacionales. 

III. El monto de las aportaciones al fondo; y 

IV. El número de militares en el activo. 

Artículo 108. Para otorgar y fijarlos créditos a los milita-
res en el activo se tomará en cuenta: 

I. Tiempo de servicios. 

II. Tener depósitos al fondo de por lo menos 10 años a su
favor. 

III. Estar casados o viudos con hijos, y los solteros con des-
cendientes. 

IV. Antecedentes militares. 

V. En el caso de cónyuges militares que sean beneficiarios
de esta Ley, se otorgará únicamente al de mayor grado o
antigüedad. 

VI. Se podrán otorgar créditos por segunda ocasión sólo
que exista disponibilidad en el fondo y no existan solicitu-
des de militares que no hayan teñido este beneficio. 

VII. Los casos no previstos serán resueltos por la Junta Di-
rectiva del Instituto conforme a las facultades que le otor-
ga esta Ley. 

Artículo 109. La Junta Directiva conocerá y resolverá los
montos máximos de los créditos que se otorguen, la pro-
tección de los préstamos, así como los precios máximos de
venta de las habitaciones cuya adquisición o construcción
pueda ser objeto de los créditos que se otorguen con cargo
al fondo. 

Artículo 110. Los créditos que se otorguen con cargo al
fondo, deberán darse por vencidos anticipadamente, si los
deudores, sin el consentimiento del Instituto, enajenan las
viviendas, gravan los inmuebles que garanticen el pago de
los créditos concedidos o incurren en las causas de resci-
sión consignadas en los contratos respectivos. 

Artículo 111. Los créditos que se otorguen con cargo al
fondo de vivienda, estarán cubiertos por un seguro que li-
bere al militar o a sus beneficiarios de las obligaciones de-
rivadas del crédito para los casos de inutilización perma-
nente y total para el servicio activo, así como para los casos
de muerte. 

En el concepto de que la inutilidad total y permanente se
entenderá que es la imposibilidad física y/o mental que
constituye causal de retiro, clasificada en la primera o se-
gunda categoría, conforme a las tablas anexas a la presen-
te Ley, siempre y cuando la inutilidad se produzca durante
actos del servicio o como consecuencia de ellos y con fe-
cha posterior a la formalización del crédito, debiendo acre-
ditar dicho padecimiento con el certificado médico de in-
utilidad expedido por dos médicos militares o navales de
las Secretarías de la Defensa Nacional o de Marina, según
corresponda, así como la declaración de procedencia de re-
tiro emitida por la dependencia correspondiente. 

Este seguro estará en vigor durante el tiempo que perma-
nezca insoluto el adeudo y el importe de las primas del se-
guro señalado, será cubierto con los intereses que deven-
guen los créditos otorgados. 

Artículo 112. En los casos de retiro del activo y de licen-
cia ilimitada, en los términos de las disposiciones legales
aplicables, se entregará al militar el total de los depósitos
que tenga a su favor en el fondo de la vivienda. En caso de
muerte del militar, dicha entrega se hará a sus beneficiarios
o a sus causahabientes en el orden de prelación siguiente: 

I. Los que al efecto el militar haya designado ante el Insti -
tuto; 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002215



II. La viuda, el viudo y los hijos menores de edad o impo-
sibilitados físicamente para trabajar e incapacitados legal-
mente; 

III. Los ascendientes concurrirán con las personas mencio-
nadas en la fracción anterior. Si tales ascendientes son ma-
yores de 55 años o se encuentran imposibilitados física-
mente para trabajar o sufren una incapacidad legal; 

IV. A falta de viuda o viudo, concurrirán con las personas
señaladas en las dos fracciones anteriores, el supérstite con
quien el derechohabiente vivió como si fuera su cónyuge
durante los cinco años que precedieron inmediatamente a
su muerte con el que tuvo hijos, siempre que el militar ha-
ya hecho designación del supérstite ante la Secretaría de la
Defensa Nacional o de Marina y además que ambos hubie-
ran permanecido libres de matrimonio durante el concubi-
nato; 

V. Los hijos sea cual fuere su edad o situación; 

VI. Los ascendientes sea cual fuere su edad o situación. 

Artículo 113. Los créditos a los militares a que se refieren
las fracciones I y II del artículo 102 de esta Ley, devenga-
rán un interés del cuatro por ciento anual sobre saldos in-
solutos. Tratándose de créditos para la adquisición o cons-
trucción de habitaciones, su plazo no será menor de 10
años, pudiendo otorgarse hasta un plazo máximo de veinte
años. La Junta Directiva podrá autorizar créditos a plazo
menor de diez años cuando se destinen a la reparación, am-
pliación o mejoramiento de las habitaciones, o al pago de
pasivos adquiridos en los términos del propio artículo. 

Artículo 114. Los depósitos que se hagan para constituir el
fondo de la vivienda en favor de los militares en activo del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada que están percibiendo ha-
beres, asignaciones de técnico de vuelo, de salto o técnico
especial estarán exentos de toda clase de impuestos. 

Artículo 115. Los depósitos constituidos en favor de los
militares para la integración del fondo, no podrán ser obje-
to de cesión o embargo, excepto cuando se trate de los cré-
ditos otorgados con cargo al fondo. 

Artículo 116. Los derechos de los miembros de las Fuer-
zas Armadas titulares de depósitos constituidos en el fondo
de la vivienda o de sus causahabientes o beneficiarios,
prescribirán en un plazo de cinco años. 

Artículo 117. El Instituto no podrá intervenir en la admi-
nistración, operación o mantenimiento de conjuntos habi-
tacionales construidos con recursos del fondo, ni sufragar
los gastos correspondientes a esos conceptos. 

Artículo 118. El Instituto deberá mantener en el Banco Na-
cional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, SNC, en de-
posito a la vista, las cantidades estrictamente necesarias pa-
ra la realización de sus operaciones diarias, relacionadas
con el fondo de la vivienda. Los demás recursos del fondo,
en tanto se aplican a cumplir sus fines y objetivos, deberán
mantenerse invertidos en valores gubernamentales de in-
mediata realización. 

Artículo 119. El Instituto solo podrá realizar con cargo al
fondo, las inversiones en los bienes muebles o inmuebles
estrictamente necesarios para el cumplimiento de los fines
del mismo fondo. 

En caso de adjudicación o de recepción en pago de bienes
inmuebles, el Instituto deberá venderlos en el término de
seis meses. 

Artículo 120. El Instituto cuidará que sus actividades en la
administración del fondo de la vivienda para los militares
en activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada que están
percibiendo haberes se realicen, dentro de una política in-
tegrada de vivienda y desarrollo urbano. Para ello podrá
coordinarse con otros organismos del sector público. 

Artículo 121. Con el fin de que los recursos del fondo se
inviertan de conformidad con lo que dispone la presente
Ley, el Gobierno Federal, tendrá las siguientes facultades: 

I. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, vigilará
que los programas financieros anuales con recursos del
fondo no excedan a los presupuestos de ingresos corrientes
y de los financiamientos que reciba el Instituto. Dichos fi-
nanciamientos deberán ser aprobados por la propia Secre-
taría; y 

II. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores ejercerá la
supervisión y regulación del fondo en el ámbito de su com-
petencia dictándole las normas de registro contable de sus
operaciones, fijándole las reglas para la estimación de sus
activos y, en su caso, de sus obligaciones y responsabilida-
des, expidiéndole las normas de carácter prudencial a que
se sujetarán sus operaciones, ejerciendo todas las demás fa-
cultades aplicables que le son conferidas, conforme a lo
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dispuesto en su propia ley y reglamento en materia de ins-
pección, vigilancia y contabilidad, informando a la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público de las irregularidades
que pudiera encontrar. 

En virtud de lo anterior, no son aplicables al fondo de la vi-
vienda las disposiciones de la ley para el control por parte
del Gobierno Federal, de los Organismos Descentralizados
y Empresas de Participación Estatal. 

Por su parte, el Instituto, en su carácter de administrador
del fondo de la vivienda, estará obligado a proporcionar a
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores los datos, in-
formes, registros, libros de actas, auxiliares, documentos,
correspondencia y, en general, la información relativa al
propio fondo, que la misma estime necesaria en la forma y
términos que esa comisión señale. 

Artículo 122. La venta de casas habitación construidas con
patrimonio del Instituto, podrá hacerse a plazos, con ga-
rantía hipotecaria o con reserva de dominio. 

Además, el Instituto podrá celebrar contratos de promesa
de venta, en cuyo caso el militar entrará en posesión de la
casa habitación sin mas formalidad que la firma del con-
trato respectivo y cubrir el pago inicial que corresponda. 

Artículo 123. Las operaciones a que se refiere el artículo
anterior, se sujetarán a las siguientes reglas: 

I. El plazo para cubrir el precio del inmueble no excederá
de 15 años; 

II. La tasa de interés será la que fije la Junta Directiva, pe-
ro no excederá del 8% anual sobre saldos insolutos; 

III. Si el militar hubiese pagado sus abonos con regularidad
durante cinco años o más y se viere imposibilitado de con-
tinuar cubriéndolos, tendrá derecho a que el Instituto re-
mate en subasta pública el inmueble y que el producto, una
vez pagado el saldo insoluto y sus accesorios, se le entre-
gue el remanente; 

IV. Si la imposibilidad del pago ocurre dentro de los cinco
primeros años, el inmueble será devuelto al Instituto, res-
cindiéndose el contrato y sólo se cobrará al militar el im-
porte de las rentas causadas durante el período de ocupa-
ción del inmueble, devolviéndose la diferencia entre éstas
y lo que hubiere abonado a cuenta del precio. Para los efec-

tos de este artículo, se fijará desde la celebración del con-
trato la renta mensual que se le asigne al inmueble; y 

V. Los honorarios notariales por el otorgamiento de las es-
crituras serán cubiertos por mitad entre el Instituto y los
militares. El pago de los impuestos y gastos serán por
cuenta exclusiva del comprador. 

Artículo 124. Los militares en servicio activo que ocupen
temporalmente las casas del Instituto en términos del con-
trato respectivo, se obligarán a pagar mensualmente por es-
te concepto, un porcentaje del total de las percepciones que
obtengan en la pagaduría de su adscripción. El porcentaje
será fijado por la Junta Directiva y lo revisará cada dos
años para actualizarlo. 

Artículo 125. El producto del concepto descontado señala-
do en el artículo anterior se aplicará un 50% a la amortiza-
ción del capital invertido en la construcción de las unida-
des habitacionales y el otro 50% para gastos de
conservación, mantenimiento y Administración de las uni-
dades habitacionales. 

Artículo 126. Los militares en situación de retiro, que ocu-
pen temporalmente casas del Instituto en unidades habita-
cionales para retirados, pagarán mensualmente la cantidad
que en cada caso fije la Junta Directiva, previo estudio so-
cioeconómico. 

Artículo 127. En caso de fallecimiento del militar ocupan-
te de una casa, la Junta Directiva, tomando en considera-
ción las circunstancias especiales que justifiquen y obli-
guen la permanencia en la misma de las personas que con
él habitaron, podrá autorizar su permanencia en ella hasta
por un período que no excederá de seis meses contados a
partir de la fecha de la muerte del militar, en los términos
y condiciones del contrato, pagando una cuota de recupe-
ración que fijará la Junta Directiva previas las investiga-
ciones que ordene practicar; bajo el concepto, de que dicha
cuota en ningún caso excederá a la que pagaba el militar. 

Artículo 128. Los militares retirados podrán obtener con-
forme a la Ley Orgánica del Banco Nacional del Ejército,
Fuerza Aérea y Armada, SNC, préstamos con garantía hi-
potecaria, en primer lugar, sobre inmuebles urbanos en la
medida de los recursos disponibles para este fin. 

Artículo 129. Tanto en la compra de casas habitación con
garantía hipotecaria, como en los préstamos hipotecarios,
los militares deberán tomar un seguro de vida a favor del
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Instituto o del Banco, según el caso, a fin de que en caso de
su fallecimiento queden liquidados los saldos insolutos del
precio del inmueble o del monto del préstamo. 

Artículo 130. Si por haber causado baja el militar o por
causa grave, a juicio de la Junta Directiva del Instituto, el
militar no pudiera cubrir los abonos del adeudo por compra
de la casa o del préstamo hipotecario, podrá concedérsele
un plazo de espera de seis meses. El adeudo correspon-
diente al lapso de espera, lo pagará en el plazo y condicio-
nes que señale la propia Junta. 

Artículo 131. El Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aé-
rea y Armada, SNC, podrá otorgar préstamos a corto plazo
a los militares con haber o haber de retiro y a los pensio-
nistas de acuerdo con los recursos disponibles para este fin
y conforme a su Ley Orgánica. 

Artículo 132. El Instituto establecerá para la venta a bajo
precio, de artículos de consumo necesario, de acuerdo con
un cuadro básico, tanto de alimentos como de vestido y de
otros artículos necesarios para el hogar. Para este efecto,
podrá celebrar convenios con instituciones públicas espe-
cializadas que puedan ofrecer estos artículos a precios más
bajos que los que priven en el mercado. Cuando esto no sea
posible, convocará a los particulares que puedan prestar sa-
tisfactoriamente dichos servicios, para que mediante con-
curso, de conformidad con la legislación aplicable; se cele-
bre el contrato respectivo, previo el otorgamiento de las
garantías adecuadas. 

También establecerá sistemas para la explotación de gran-
jas que tiendan a mejorar la alimentación del personal de
las Fuerzas Armadas y la de sus familiares. 

Artículo 133. Se establecerán en las unidades habitaciona-
les, centros de servicios económicos de lavandería, plan-
chado, costura, peluquería, baños y otros según lo exija el
número y las necesidades de sus habitantes. 

Artículo 134. Con la finalidad de proporcionar servicios
turísticos de bajo costo a los beneficiarios de esta Ley, el
Instituto acorde con su capacidad pecuniaria y en coordi-
nación con las Secretarías de la Defensa Nacional y de Ma-
rina, establecerá hoteles cuya organización, funcionamien-
to y cuotas serán fijadas por el Reglamento respectivo. 

Artículo 135. El Instituto establecerá casas hogar en po-
blaciones adecuadas por sus medios de comunicación,
buen clima y otros atractivos, en la medida de sus posibili -

dades económicas, para que los militares retirados que lo
soliciten, las habiten previo el cumplimiento de los requi-
sitos que se fijen y el pago de una cuota mensual, cuyo
monto satisfaga los gastos de administración y asistencia. 

Artículo 136. El Instituto establecerá en plazas de impor-
tancia, centros de bienestar infantil para atender a los niños
mayores de 45 días y menores de 7 años, hijos de militares,
cuando se acredite la necesidad de esa ayuda. 

Artículo 137. En los centros de población en que radiquen
contingentes militares numerosos, se establecerán capillas,
con las atenciones usuales inherentes a las mismas, para
prestar servicios funerarios mediante el pago de cuotas-
costo, a los militares y a sus familiares señalados en el ar-
tículo 142 de esta Ley. Dentro de estos servicios, se pro-
porcionarán el de carrozas, traslados, inhumaciones e
incineraciones; así como la orientación y gestiones en bien
de la economía de los deudos. 

Capítulo Quinto: Becas y créditos para la capacitación
científica y tecnológica. 

Artículo 138. El Instituto estudiará y propondrá al Ejecu-
tivo Federal la forma de resolución de los problemas rela-
cionados con la formación científica y técnica y el mejora-
miento social de los hijos de los militares en el activo y
retirados. 

Para el efecto señalado en el párrafo anterior, el Instituto
estará facultado para otorgar becas y créditos de capacita-
ción científica y tecnológica para hijos de los militares, de
acuerdo con sus recursos y el plan de becas y créditos,
aprobado anualmente por el Ejecutivo Federal. 

El Instituto, en coordinación con las autoridades de la Se-
cretaría de Educación Pública, establecerá las bases obli-
gatorias, para resolver íntegramente el problema de los hi-
jos de los militares en relación con el cambio de Plantel
Educativo, cuando el militar sea trasladado de una locali-
dad a otra, por razones de servicio. 

Centros de Capacitación, Desarrollo y Superación para De-
rechohabientes de Militares 

Artículo 139. Se establecerán centros de capacitación, des-
arrollo y superación para derechohabientes de militares, en
donde reciban preparación para mejorar las condiciones fí-
sicas y culturales del hogar, aumentar los índices cultural y
de sociabilidad y mejorar la alimentación y el vestido. 
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Artículo 140. Para atender el mejoramiento de las condi-
ciones físicas y de salud de los militares y sus familiares,
así como para el esparcimiento y la ampliación de sus rela-
ciones sociales, el Instituto establecerá centros de deporte
y de recreo, organizados con todos los elementos técnicos
y materiales que se hagan necesarios. 

Artículo 141. El Instituto cooperará con las Secretarías de
la Defensa Nacional y de Marina en las campañas perma-
nentes para incrementar en los militares y sus familiares,
las convicciones y hábitos que tiendan a proteger la estabi-
lidad del hogar, así como la legalización de su estado civil. 

CAPITULO SEXTO
Servicio Médico Integral. 

Artículo 142. La atención médica quirúrgica es el sistema
por el cual se trata de conservar la salud de las personas,
entendiéndose por este concepto no sólo la ausencia de en-
fermedad, sino también el bienestar físico y mental. 

La atención médico-quirúrgica a los militares con haber de
retiro y a los familiares de los militares que perciban habe-
res y haber de retiro, se prestará por el Instituto en sus pro-
pias instalaciones o como servicio subrogado, con base en
la aportación del Gobierno Federal especificada en el artí-
culo 221 de esta ley. 

También tendrán derecho al servicio médico integral en los
términos señalados en el párrafo que antecede, los dere-
chohabientes del militar sentenciado a cumplir una pena
privativa de libertad, que no haya sido destituido de su em-
pleo. 

Los familiares de militares que tienen derecho a esta pres-
tación son: 

I. El cónyuge o en su defecto la concubina o concubinario
siempre y cuando el militar haya hecho la designación de
dicha persona en los términos del artículo 160 de esta Ley; 

II. Los hijos solteros menores de 18 años; 

III. Los hijos mayores de edad que se encuentren estudian-
do en planteles oficiales incorporados, con límite hasta de
25 años, excepcionalmente y a juicio del Instituto, podrá
extenderse este beneficio hasta los 30 años de edad, si ade-
más de cubrir los requisitos mencionados, están realizando
estudios a nivel licenciatura o superiores y demuestran su
dependencia económica; 

IV. Los hijos incapacitados o imposibilitados para trabajar
en forma total y permanente; y 

V. El padre y la madre. 

Artículo 143. Para los efectos del artículo anterior: 

Para que la concubina o el concubinario, tengan derecho a
la atención médico quirúrgica, es necesario que hayan sido
designados con dicho carácter por el militar, en los térmi-
nos del artículo 160 de esta Ley; no se admitirá nueva de-
signación antes de tres años, salvo que se acredite el falle-
cimiento de la persona designada. 

Artículo 144. Los familiares sólo podrán gozar del servi-
cio médico cuando estén en situación de dependencia eco-
nómica respecto del militar. 

No se considerará que hay dependencia económica, cuan-
do el familiar perciba una pensión militar. 

Artículo 145. La atención médico-quirúrgica incluye ade-
más, la asistencia hospitalaria y farmacéutica necesaria y,
en su caso, obstetricia, prótesis y ortopedia y rehabilitación
de los incapacitados, así como la medicina preventiva y so-
cial y la educación higiénica. 

Artículo 146. Para la hospitalización del militar o de sus
familiares, se requiere el consentimiento expreso del pa-
ciente. 

Sólo podrá ordenarse la hospitalización del militar o de sus
familiares en las siguientes circunstancias: 

Cuando la enfermedad requiera atención y asistencia que
no puedan ser proporcionadas a domicilio; 

Cuando así lo exija la índole de la enfermedad, particular-
mente tratándose de padecimientos contagiosos; 

Cuando el estado del paciente demande la observación
constante o examen que solo puedan llevarse a efecto en un
centro hospitalario; y 

En casos graves de urgencia o emergencia. 

Artículo 147. Tratándose de menores de edad o incapaci-
tados, no podrá ordenarse la hospitalización sin el con-
sentimiento de los padres o quienes legalmente los repre-
senten. 
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Artículo 148. En caso de que los militares o sus familiares
no se sujeten al tratamiento médico respectivo, no tendrán
derecho a exigir que se les continué prestando la atención
médica únicamente por lo hace a la enfermedad que sufran,
mientras no cese tal actitud; en caso de que los militares
padezcan enfermedades que les inutilicen temporalmente
para el servicio y no se sujeten al tratamiento adecuado, no
se les expedirá el certificado de inutilidad correspondiente. 

Artículo 149. El servicio materno infantil se impartirá al
personal militar femenino y a la persona o en su caso, a la
concubina del militar, comprendiendo: 

Consulta y tratamiento ginecológico, obstétrico y prenatal;
atención del parto; atención del infante y ayuda a la lactan-
cia. 

Artículo 150. La ayuda en la lactancia se proporcionará a
la madre que demuestre la incapacidad para amamantar a
su hijo, o la persona que la sustituya, en caso de falleci-
miento de ésta, por medio del certificado médico corres-
pondiente, y consistirá en la ministración de leche durante
un período no mayor de seis meses a partir del nacimiento
del infante. 

Artículo 151. El personal militar femenino y la esposa o la
concubina en su caso, del individuo de tropa, tripulación o
a falta de éstas, la persona que tenga a cargo el infante, ten-
drá derecho a recibir una canastilla al nacimiento del mis-
mo. 

Artículo 152. El personal militar femenino tendrá derecho
a disfrutar de un mes de licencia anterior a la fecha proba-
ble del parto, que se fijará de acuerdo con la consulta pre-
natal, y de dos meses posteriores al mismo para la atención
del infante. En ambos casos con goce de haberes. 

Artículo 153. Los familiares de un militar en activo o en
situación de retiro comprendidos en el artículo 142 de esta
Ley y los pensionistas, tendrán derecho a que se les pro-
porcione gratuitamente el servicio médico. 

Artículo 154. Se faculta al Instituto para celebrar conve-
nios con las Secretarías de la Defensa Nacional y de Mari-
na, así como los Institutos de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado y Mexicano del Seguro
Social, a efecto de prestar el servicio médico subrogado,
que comprenderá: asistencia médica quirúrgica, obstétrica,
farmacéutica y hospitalaria, así como los aparatos de pró-
tesis y ortopedia que sean necesarios. 

Artículo 155. El Instituto de conformidad con sus posibi-
lidades presupuestales, establecerá farmacias o contratará
para vender sin lucro alguno, a los militares y familiares
afiliados, medicamentos y artículos conexos. 

TÍTULO TERCERO: 

De LA ACREDITACIÓN DE DERECHOS 

Capítulo primero:

Comprobación. 

Artículo 156. El estado civil y el parentesco de los fami-
liares de un militar serán acreditados con las actas y cons-
tancias que expide el registro civil y, en los casos de reco-
nocimiento de hijo nacido fuera de matrimonio, con los
medios de prueba que reconozca la Ley. La posesión de es-
tado de hijo deberá ser declarada por sentencia de tribunal
competente. 

Artículo 157. La imposibilidad física para trabajar, será
probada con dictamen pericial de dos médicos militares o
navales especialistas designados por la Secretaría de la De-
fensa Nacional o de Marina. 

Artículo 158. La incapacidad legal será probada con copia
certificada de la sentencia ejecutoria que se dicte en el jui-
cio de interdicción. 

Artículo 159. La dependencia económica deberá ser proba-
da con información testimonial, rendida bajo protesta de de-
cir verdad, ante las Secretarías de la Defensa Nacional o de
Marina, las cuales podrán completar la prueba, mandando
practicar la investigación oficial del hecho. Las Secretarías
de referencia podrán autorizar a los comandantes de regio-
nes, zonas, sectores, guarniciones, unidades, directores, jefes
de dependencias, para que practiquen las diligencias que
procedan. Sólo en caso de controversia la dependencia eco-
nómica será probada por los medios establecidos en el Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles. 

Artículo 160. La relación de concubinato será acreditada
necesariamente, y en todo caso, con la designación que el
militar haya hecho de la persona interesada, como concu-
bina, ante el Instituto o la Secretaría de la Defensa Nacio-
nal o de Marina, sin que sea admisible otro medio de prue-
ba. La designación posterior anula la anterior, siempre que
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se haya formulado dentro del plazo establecido en el artí -
culo 143 de esta Ley y acreditado las circunstancias de los
incisos a) y b) de la fracción 11 del artículo 38 de esta Ley,
se acreditarán con los medios de prueba establecidos por el
Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Artículo 161. La muerte de un militar en acción de guerra,
será probada con el parte que rinda el Comandante de la
fuerza. 

En dicho parte se hará constar si el militar falleció en la ac-
ción o con posterioridad, anexándose, de ser posible, copia
certificada del acta de defunción. 

En defecto del parte, con las demás pruebas que establece
el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Artículo 162. La muerte de un militar en acción de armas,
cuando no se hubiere levantado el campo, será probada: 

I. Con el parte que rinda el Comandante de la fuerza; 

II. En defecto del parte, con las demás pruebas que esta-
blece el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Para los efectos de esta Ley, se considerará como muerto al
militar cuando desaparezca en una acción de armas o en ac-
tos del servicio, en los ámbitos marítimo, fluvial, lacustre,
terrestre y aéreo. La declaración respectiva será hecha por
la Secretaría de la Defensa Nacional o la de Marina, en su
caso, después de sesenta días de acaecida la desaparición,
con vista del acta que se levante sobre los hechos, y de la
demás documentación que se acompañe. 

Mientras se hace esta declaración, el setenta y cinco por
ciento de los haberes del militar, serán entregados a sus fa-
miliares en el orden preferente establecido en el artículo
38. 

En caso de que el militar aparezca posteriormente con vida
y justifique plenamente el motivo de su ausencia, se le
reintegrará al activo cancelándose de inmediato la percep-
ción a los familiares. 

Si se tiene conocimiento de que el militar es prisionero de
guerra, los haberes a que tenga derecho serán entregados a
sus familiares en el orden preferente que establece el artí -
culo 38. 

Artículo 163. La muerte en acción de armas, cuando un
buque se pierda en la mar, será probada con los siguientes
documentos: 

I. El parte de la acción de armas que rinda el Comandante
naval superior; 

II. La baja oficial del buque perdido; 

III. La relación oficial de bajas. 

Artículo 164. La muerte de los militares ocurrida por caí-
da al mar sin naufragio, encontrándose en embarcaciones
dependientes del Ejército, Fuerza Aérea o la Armada de
México, será probada con el acta que se levante, y cuando
el accidente ocurra en embarcaciones nacionales que no
formen parte de las Fuerzas Armadas Mexicanas o de una
nación amiga o aliada, con los informes oficiales que se re-
ciban sobre el particular. 

Artículo 165. La muerte de los militares ocurrida por nau-
fragio de buque será probada: 

I. En embarcaciones dependientes de la Armada de Méxi-
co, con la baja oficial de la embarcación perdida y relación
oficial de bajas; 

II. En embarcaciones amigas o aliadas, con la información
que rindan las autoridades del país a que pertenezcan tales
embarcaciones; 

III. En embarcaciones de nacionalidad mexicana que no
formen parte de la Armada de México, con la información
oficial que se rinda sobre el particular. 

Artículo 166. La muerte de un militar ocurrida como con-
secuencia de lesiones recibidas en acción de armas, será
probada: 

I. Con el parte de la acción de armas que rinda el Coman-
dante de la Fuerza; 

II. Con un certificado que el mismo Comandante deberá
expedir dentro de los sesenta días siguientes a los hechos,
en el que se haga constar la fecha y lugar de la acción de
armas y la parte del cuerpo en que el militar hubiere reci-
bido lesiones; 

III. Con el acta de defunción, de ser posible su obtención; 
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IV. A falta de los documentos a que se refieren las tres
fracciones anteriores, con los medios de prueba que esta-
blece el Código Federal de Procedimientos Civiles; 

V. En caso de que haya habido hospitalización después de
recibidas las lesiones, se recabará, además el certificado
médico del hospital. 

Artículo 167. La muerte por lesiones sufridas en otros ac-
tos del servicio será probada: 

I. Con acta que se levante en averiguación de los hechos o
con copia de las diligencias practicadas por la autoridad
que haya conocido de los mismos; 

II. Con el certificado de autopsia o certificado médico de
relación de causalidad; 

III. Con certificado que acredite el servicio que desempe-
ñaba el militar al recibir las lesiones, expedido por el Co-
mandante de quien dependiere; 

IV. Con el acta de defunción expedida por el registro civil; 

V. A falta de los documentos a que se refieren las cuatro
fracciones anteriores, con las demás pruebas que establece
el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Artículo 168. El fallecimiento o la inutilidad como conse-
cuencia de otros actos del servicio, cuando éstos se refieran
a atenciones médico-quirúrgicas, será aprobada necesaria-
mente y en todo caso, con la sentencia ejecutoriada dictada
por los tribunales militares en la que se declare la respon-
sabilidad médica. 

Artículo 169. La muerte proveniente de enfermedades
contraídas en el servicio será probada: 

I. Con el informe del Comandante o Jefe de quien depen-
día el militar, que acredite el cargo o comisión que desem-
peñaba y circunstancias del caso; 

II. Con documentos que acrediten que el militar estaba sa-
no al ingresar al activo, o dentro del servicio; 

III. Con el dictamen pericial emitido por médicos militares
que establezca la relación de causalidad entre la muerte y
el servicio; 

IV. Con copia certificada del acta de defunción. 

Artículo 170. La muerte por causas ajenas al servicio se
acreditará únicamente con la copia certificada del acta de
defunción expedida por el registro civil. 

Artículo 171. La inutilización por lesiones recibidas en ac-
ción de armas u otros actos de servicio, será probada: 

I. Con el parte de la acción de armas o del servicio que rin-
da el Comandante de la fuerza a que pertenezca el militar;
. 

II. Con un certificado que el mismo Comandante deberá
expedir dentro de los 60 días siguientes a los hechos, en el
que se haga constar la fecha y lugar de la acción de armas
o del servicio y la parte del cuerpo en que el militar hubie-
re recibido las lesiones; 

III. Con un certificado médico en el que se haga constar la
inutilización, así como su relación de causalidad con las
heridas; 

IV. A falta de los documentos a que se refieren las tres frac-
ciones anteriores, con los medios de prueba que establece
el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Artículo 172. La inutilización proveniente de enfermeda-
des contraídas en el servicio será probada: 

I. Con el informe del Comandante de quien depende el mi-
litar, que acredite el cargo o comisión que desempeñaba y
las circunstancias del caso; 

II. Con los documentos que acrediten que el militar estaba
sano al ingresar al activo o dentro del servicio; 

III. Con el dictamen pericial emitido por dos médicos mi-
litares o navales que establezcan la relación de causalidad
entre el servicio y la enfermedad debiendo practicarse el
reconocimiento en hospitales y por médicos especialistas. 

Artículo 173. Cuando la inutilización o la muerte de un
militar ocurran antes de transcurridos dos años de recibidas
las lesiones en acción de armas o en otros actos del servi-
cio, se presumen la relación de causalidad entre las lesio-
nes y la inutilización o la muerte, salvo prueba en contra-
rio. 

En los casos en que la inutilidad o la muerte del militar
ocurra antes de transcurridos tres años de acaecidos los he-
chos que se pretende ocasionaron la inutilidad o la muerte
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por enfermedad contraída en actos del servicio, se presume
la relación de causalidad entre los mismos y la enfermedad
y entre ésta, y la inutilidad o la muerte, salvo prueba en
contrario. 

Después de los plazos indicados debe probarse las relacio-
nes de causalidad expresadas. 

Artículo 174. La inutilización por causas extrañas al servi-
cio se acreditará únicamente con los certificados que deben
expedir los médicos militares o navales especialistas que
designen las Secretarías de la Defensa Nacional o de Mari-
na. 

Artículo 175. En los casos de retiro por haber cumplido la
edad límite que fija esta Ley, se comprobará aquélla por los
siguientes medios: 

I. Con copia certificada del acta de nacimiento expedida
por el registro civil; 

II. A falta de la anterior, con copia certificada de la fe del
bautismo del interesado, certificada por notario público o
por la autoridad que legalmente lo substituya; 

III. A falta de las anteriores, con prueba documental con-
sistente en las constancias que obren en su expediente ofi-
cial relacionadas con la edad que manifestó el interesado al
ingresar al Ejército, Fuerza Aérea o Armada, y en su de-
fecto la pericial que determine la edad clínica. 

Artículo 176. El grado militar será probado con el contra-
to de enganche de los individuos de tropa con el acuerdo
suscrito por autoridad competente que ordenó el conferi-
miento del grado y con copia de las órdenes giradas por la
Secretaría respectiva en cumplimiento de dicho acuerdo. 

Tratándose de Coroneles y Generales y sus homólogos en
la Armada de la milicia permanente, será necesaria la rati-
ficación del Senado de la República. 

Capítulo Segundo: Procedimiento. 

Artículo 177. Las Secretarías de la Defensa Nacional y
Marina, informarán al Instituto y al Banco Nacional del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada, SNC, en un término no
mayor de 15 días, contados a partir de la fecha en que se
generen, de las situaciones siguientes: 

I. Las altas y bajas del personal en las fuerzas armadas; 

II. Las licencias ilimitadas que se concedan; 

III. Los nombres y las jerarquías de los militares que hayan
cumplido la edad límite; 

IV. Los nombres de los familiares que los militares señalen
para disfrutar de los beneficios que la presente Ley conce-
de; esto último, también dentro de los quince días siguien-
tes a la fecha en que el militar cause alta, o en el mismo
plazo, cuando cambie sus beneficiarios. 

Las mismas Secretarías y los militares proporcionarán al
Instituto y al Banco, los datos que soliciten en relación con
las funciones que les señala esta Ley. 

Artículo 178. Las Secretarías de la Defensa Nacional y de
Marina, dispondrán dentro de los primeros meses de cada
año, se practique examen médico a todos los militares. 

Artículo 179. Las direcciones de las Secretarías de la De-
fensa Nacional y de Marina en su caso, que tengan relación
con el manejo del personal, están obligadas a comunicar al
órgano encargado administrativamente de tramitar los reti-
ros, los nombres de los militares que cumplirán la edad lí -
mite señalada en el artículo 25 de esta Ley, con un mínimo
de seis meses de anticipación a que ocurra esta causal, a fin
de iniciar el trámite respectivo, sujetándose al procedi-
miento establecido en este capítulo. 

Artículo 180. Los extractos de antecedentes que se formu-
len para definir los derechos que corresponda a los retira-
dos deben contener: 

I. Nombre; 

II. Edad; 

III. Grado, arma, rama, servicio o cuerpo; 

IV. Matrícula; 

V. Antigüedad; 

VI. Corporaciones y dependencias en que ha servido; 

VII. Tiempo de servicios efectivos, abonos y deducciones; 

VIII. Total de servicios con abonos. 
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Artículo 181. El tiempo de servicios comprende tanto el de
los efectivos como el de los abonos y será computado en la
forma establecida en la Ley para la Comprobación, Ajuste
y Cómputo de Servicios. 

La fracción que exceda de seis meses, será computada co-
mo un año completo. 

Artículo 182. La Junta Directiva al acordar el beneficio de
retiro, fijará su cuantía ampliando hasta esa fecha el cóm-
puto del tiempo de servicios del militar. 

En caso de que el militar genere beneficios en el tiempo
que transcurra de la resolución de la Junta Directiva a la
emisión de las órdenes de baja del activo, el Instituto so-
meterá a consideración de dicha Junta la petición del inte-
resado para efecto de que resuelva sobre los derechos ad-
quiridos por el militar, sin modificar la situación de retiro
en la que haya sido colocado. 

Artículo 183. En todos los casos en que se requiera la pre-
sentación de dictámenes médicos, éstos deberán estar sus-
critos, cuando menos por dos médicos militares o navales
especialistas. 

Artículo 184. En los casos de retiro voluntario, los milita-
res en servicio activo formularán por escrito y por los con-
ductos debidos su solicitud de retiro, a la Secretaría que co-
rresponda. Anexarán la documentación comprobatoria de
sus derechos, que no obre ya en su expediente militar. 

Artículo 185. No podrá tramitarse ninguna solicitud de re-
tiro voluntario: 

I. Cuando las Secretarías de la Defensa Nacional o de Ma-
rina, en sus respectivos casos, no hayan reconocido el ca-
rácter militar del peticionario y precisado en cual de las si-
tuaciones de activo se encuentre; 

II. Cuando se trate de un militar procesado en el fuero de
guerra, en tanto no se resuelva su responsabilidad penal por
sentencia firme; 

III. Cuando el militar esté tomando parte en una campaña,
esté próxima a abrirse, o cuando la nación se encuentre en
estado de guerra o exista trastorno del orden interior; 

IV. Cuando por disposición legal o por compromiso suscri-
to por el militar, éste deba prestar determinado tiempo de
servicios, después de haber terminado o interrumpido un

curso superior, de formación, de aplicación y perfecciona-
miento, capacitación, especialización o actualización en al-
gún establecimiento nacional o extranjero. 

Artículo 186. En los casos de retiro forzoso las Dependen-
cias encargadas del manejo del personal militar en las Se-
cretarías de la Defensa Nacional o de Marina, informarán a
la que corresponda tramitar el retiro, los casos en que se es-
time comprobada una causa de retiro proporcionando la
documentación comprobatoria. 

Cuando no se proceda de oficio, los interesados podrán so-
licitar su retiro en la forma antes establecida para el retiro
voluntario. 

Los militares que se encuentren gozando de licencia ilimi-
tada, formularán su pliego de solicitud de retiro ante la Se-
cretaría que corresponda y acompañarán la documentación
comprobatoria de sus derechos. 

Artículo 187. Al recibirse las solicitudes o informes espe-
cificados en el artículo anterior, las Secretarías respectivas
ordenarán el cómputo de servicios del interesado, la obten-
ción de las pruebas necesarias para acreditar las causas de
retiro y la formulación del extracto de antecedentes. 

Artículo 188. Con apoyo en las pruebas reunidas, la Se-
cretaría de que se trate declarará la procedencia del retiro,
por estimar comprobada la personalidad militar del intere-
sado, encontrarse en el activo y estar demostrada una o va-
rias causas de retiro. De lo contrario, declarará la improce-
dencia del retiro fundándola y motivándola debidamente. 

Estas declaraciones se notificarán al militar, dándosele a
conocer, en su caso, el cómputo de sus servicios y el grado
con el que serán retirados, para que dentro de un plazo de
quince días hábiles manifiesten su conformidad o formulen
su inconformidad expresando objeciones, las cuales sólo
podrán referirse a la procedencia o improcedencia del reti-
ro, a la jerarquía militar con que debe ser retirado el inte-
resado y al cómputo de sus servicios. 

Si lo estimare pertinente, en el mismo escrito de inconfor-
midad ofrecerá pruebas, las cuales se recibirán en un plazo
de quince días siguientes a la terminación del plazo ante-
rior. 

Artículo 189. Si la Secretaría respectiva estimare la proce-
dencia del retiro, pero el Presidente de la República o la
propia Secretaría considerare necesarios los servicios del
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militar conforme a lo establecido en esta Ley, podrán ejer-
citar su derecho de retención en el activo, girando las ór-
denes conducentes. Este derecho de retención podrá ser
ejercitado en tanto no se giren las órdenes de baja en el ac-
tivo y alta en situación de retiro. 

Declarada la retención, se interrumpirá el trámite de retiro,
dándose aviso al Instituto y a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público para que den por concluidos los trámites
que se hubieren realizado y, en su caso, dejen sin efecto las
resoluciones de otorgamiento de beneficio y su aprobación. 

Artículo 190. En caso de retiro voluntario el militar podrá
desistirse de su solicitud desde la declaración de proceden-
cia de retiro que formule la Secretaría respectiva, hasta an-
tes de que le sea comunicada por el Instituto la aprobación
del beneficio de retiro emitida por la Junta Directiva. El
desistimiento sólo será denegado si aparece comprobada
alguna causa de retiro forzoso. 

Artículo 191. Para la comprobación de la causa de retiro
voluntario y la cuantificación del beneficio económico de
retiro, sólo se tomará en cuenta el cómputo de servicios
que se haga dentro del trámite de retiro y por lo tanto, ca-
recerán de eficacia probatoria en dicho trámite y en el de
beneficio de retiro consiguiente, los cómputos anteriores
que se hubieren formulado por cualquier motivo, las decla-
raciones que contengan sobre fechas de ingreso a la Revo-
lución o a las Instituciones Armadas los lapsos que se abo-
nen o deduzcan y, en general, todos aquellos datos que no
se comprueben con las demás constancias que obren en el
expediente militar o en el incidente de retiro. 

Esta ineficacia no invalidará los actos derivados de tales
cómputos ajenos al trámite de retiro actual. Solo se les re-
conocerá plena eficacia dentro del trámite de retiro y de
beneficio de retiro, a los cómputos de tiempo de servicios
que hayan servido de base a retiros anteriores; en tales ca-
sos, los cómputos anteriores no podrán ser modificados por
ningún motivo, sumándose su resultado al tiempo posterior
ala fecha de reingreso al activo. 

Artículo 192. Los familiares de militares que se conside-
ren con derecho a beneficio, solicitarán el otorgamiento de
compensación o pensión directamente al Instituto, acom-
pañando la documentación comprobatoria necesaria y éste,
en un término que no exceda de cinco días hábiles, turnará
el escrito petitorio y sus anexos a la Secretaría de la De-
fensa Nacional o de Marina, en su caso, misma que dentro
de los siguientes sesenta días hábiles resolverá lo concer-

niente, previo estudio del expediente militar y de las prue-
bas aportadas por los interesados, determinen la personali-
dad militar, la jerarquía y la situación en que quedaba co-
mo miembro de las Fuerzas Armadas, en el momento de su
muerte, la persona de quien deriven sus derechos los peti-
cionarios. Estos podrán, después de presentada la solicitud,
aportar directamente a la Secretaría correspondiente de que
se trate las pruebas que estimen pertinentes. 

Reunidos los elementos de convicción necesarios, la Se-
cretaría declarará la existencia o inexistencia de la perso-
nalidad militar de la persona señalada por los interesados y
en su caso, si al morir se encontraba en el activo o en si-
tuación de retiro. Esta declaración y el cómputo de servi-
cios militares, si los hubiere prestado la persona aludida, se
notificarán a los peticionarios para los efectos de su mani-
festación de conformidad o de inconformidad, y en este ul-
timo caso, para que ofrezcan y rindan pruebas, en la misma
forma y términos mencionados en esta Ley. 

Las objeciones sólo podrán referirse a la inexistencia de
personalidad militar y la jerarquía o cómputo de servicios,
en su caso, de la persona señalada por los familiares. 

Artículo 193. En los casos en que los militares y los fami-
liares de éstos hubieran formulado objeciones a las decla-
raciones pronunciadas por la Secretaría que corresponda, o
a los cómputos de servicios, dicha Secretaría formulará
dentro de los 45 días hábiles siguientes, su declaración de-
finitiva en la cual resolverá las objeciones aceptándolas o
rechazándolas, y haciendo pormenorizada valorización de
las pruebas y cuestiones alegadas. También será notificada
a los interesados esta declaración. 

Si los militares o los familiares manifestaron su conformi-
dad a las declaraciones provisionales o dejaren transcurrir
el primer plazo señalado en el artículo 187 de esta Ley, lo
que se considerará como una aceptación tácita, se tendrá
como definitiva dicha declaración. 

Artículo 194. Cuando en las declaraciones de las Secretarí -
as se reconociere la procedencia del retiro del militar inte-
resado, o se tuviere por probada la personalidad militar de
la persona de que hacen derivar sus derechos los peticiona-
rios, y el hecho de que su muerte haya ocurrido en el acti-
vo o en situación de retiro, se remitirá el incidente de reti-
ro y el expediente militar al Instituto. En los casos en que
la declaración fuere adversa, se notificará ésta a los intere-
sados, dando aviso al Instituto y a la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público. 
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Artículo 195. Cuando estando concluido el trámite confor-
me al procedimiento establecido en esta Ley, existan prue-
bas supervinientes con las que se acredite que la inutilidad
o fallecimiento fue consecuencia de los actos a que se re-
fiere el artículo 168 de esta Ley, las Secretarías de origen
tendrán la obligación de rectificar la resolución definitiva
que se haya emitido para el trámite inicial para efectos de
que, se le otorgue el beneficio económico que le corres-
ponda con apego a la presente Ley. 

Artículo 196. Al recibir el Instituto la documentación pro-
veniente de la Secretaría de que se trate, realizará el estu-
dio de los antecedentes y formulará un dictamen, dentro de
los 45 días hábiles siguientes sobre la procedencia del be-
neficio, su naturaleza y su monto, pudiendo solicitar los da-
tos aclaratorios necesarios a la Secretaría remitente, a la
autoridad que corresponda o al militar o familiares peticio-
narios. En caso de que el Instituto advierta que la Secreta-
ría remitente ha omitido formalidades de procedimiento
que le corresponda y que pudieran dar lugar a reclamacio-
nes ante los tribunales, devolverá la documentación del ca-
so a dicha Secretaría para que se proceda legalmente. 

La Junta Directiva, con vista del dictamen y toda la docu-
mentación relativa, dictará resolución dentro de 45 días há-
biles siguientes concediendo o negando el beneficio, espe-
cificando en el primer caso, su naturaleza, su cuantía y
demás particularidades del mismo. El otorgamiento o la
negativa se basarán en los hechos y circunstancias que apa-
rezcan probados, hubieran sido o no alegados o impugna-
dos por los promoventes, pero se hará referencia a todas las
cuestiones planteadas y se valorará cada una de las pruebas
presentadas por los interesados. 

La Junta del Instituto, en sus resoluciones, acatará las de-
claraciones definitivas de las Secretarías de la Defensa Na-
cional o de Marina, en cuanto reconozcan personalidad mi-
litar, determinen jerarquías en el activo o para efectos de
retiro, precisen específicamente la causa o causas del reti-
ro acreditadas y fijen situaciones dentro del activo o de re-
tiro. También se sujetará a los cómputos de servicios for-
mulados en dichas Secretarías. 

Artículo 197. En tanto se llevan a cabo los trámites a que
se refieren los artículos anteriores, el Instituto indicará a la
Unidad Ejecutora de Pagos correspondiente, se continúe
cubriendo el 50% de los haberes o haberes de retiro que
percibía el militar fallecido, a los familiares que se acredi-
ten con la credencial de afiliación respectiva, sin perjuicio
de que posteriormente se establezca en definitiva a quienes

corresponde este derecho, de acuerdo a lo dispuesto por el
articulado de esta Ley. 

Una vez dictada la resolución definitiva; al efectuarse la li-
quidación correspondiente, de la cantidad que debe perci-
birse, se descontará la cantidad que les ha sido cubierta. 

Artículo 198. Al notificarse la resolución anterior; que ten-
drá carácter de provisional, los interesados podrán ejercitar
dentro de un plazo de quince días el recurso de reconside-
ración, contando con quince días para la presentación de
pruebas si las ofrecieran precisamente en el escrito con que
interpusieron el recurso. El recurso de reconsideración a
que se refiere este artículo, se rechazará de plano en lo que
se refiere a lo ya resuelto por las Secretarías de la Defensa
Nacional o de Marina, en su caso. 

Si dentro del primer plazo manifiestan su conformidad o
dejaren que transcurra en silencio, lo que significará una
aceptación tácita, se tendrá como definitiva la resolución
de la Junta. 

Artículo 199. Si los interesados interpusieran el recurso de
reconsideración, se tramitará éste, y la Junta del Instituto
dictará resolución definitiva, en que se ratificará, modifica-
rá o revocará la anterior, refiriéndose solamente a las cues-
tiones planteadas en el recurso y valorando las pruebas
aportadas en el mismo o las ya existentes que hubieren si-
do impugnadas por los recurrentes. 

Artículo 200. Agotado el procedimiento a que se refieren
los artículos precedentes, para el efecto de su sanción, y a
fin de que puedan ser ejecutados, el Instituto remitirá de
oficio a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los
acuerdos de la Junta Directiva que concedan, nieguen, mo-
difiquen, suspendan o declaren insubsistentes los haberes
de retiro, las pensiones o las compensaciones. 

Para que los acuerdos mencionados puedan ser ejecutados,
es indispensable que la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público los sancione. 

Si a partir de la fecha de la sanción a la baja del militar se
generan nuevos derechos, el militar retirado o sus benefi -
ciarios podrán solicitar la modificación del acuerdo de la
Junta Directiva y de la sanción en el termino de dos años;
transcurrido ese término, el acuerdo y la sanción mencio-
nadas quedan firmes para todos los efectos legales y no po-
drán ser modificados. 
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Artículo 201. La aprobación o denegación será comunica-
da de inmediato al Instituto por la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público. 

El Instituto notificará a la Secretaría de la Defensa Nacio-
nal o a la de Marina, en su caso, así como al militar o a los
familiares del militar, tanto la resolución definitiva de su
Junta Directiva, como la aprobación o negativa de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, devolviendo a la
Secretaría de origen la documentación enviada. 

Artículo 202. La Secretaría de origen, al recibir la notifi-
cación a que se refiere el artículo anterior, girará las órde-
nes de baja en el activo y alta en situación de retiro del mi-
litar, cuando así proceda. 

Artículo 203. Los militares con licencia ilimitada, extraor-
dinaria o especial, y los familiares de militares fallecidos
deberán señalar en el escrito en que soliciten beneficio, un
domicilio para notificaciones y, si lo desean, podrán desig-
nar alguna persona que los reciba en su nombre. La omi-
sión del señalamiento del domicilio determinará la suspen-
sión del trámite de beneficio hasta que se llene este
requisito. 

Artículo 204. A los militares en servicio activo se les no-
tificará personalmente o por conducto del Comandante o
Jefe de la corporación, Dependencia o fuerza a la que per-
teneciere, quien hará la entrega del oficio al destinatario,
recabando su recibo firmado o con sus huellas digitales en
caso de no saber escribir. El recibo deberá remitirse de in-
mediata al Instituto 

Artículo 205. Si durante la tramitación del retiro, o del be-
neficio del retiro, el militar en servicio activo pasare a go-
zar de licencia ilimitada, extraordinaria o especial, no se
suspenderá el procedimiento, pero sí se dará aviso inme-
diatamente al Instituto y a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público. 

Los cambios de destino dentro del servicio activo serán co-
municados al Instituto por la Secretaría que corresponda. 

Artículo 206. Los términos señalados para los trámites de
retiro y de beneficio económico, se computarán en días há-
biles y empezarán a correr el día siguiente de aquel en que
surta efectos la notificación respectiva, y se extinguirán en
los casos en que antes de concluir, el interesado realice el
acto para el cual el término fue establecido. 

Si un término está corriendo y ocurriere alguna causa legal
de suspensión de procedimiento, dicho término volverá a
empezar a correr cuando el mismo procedimiento sea rea-
nudado. 

Los términos son improrrogables, salvo el caso en que el
promovente demuestre que ha iniciado un procedimiento
judicial de cuyo resultado depende la comprobación de sus
derechos. No se tomará en cuenta esta prueba judicial si es
exhibida al Instituto después de 30 días de que el interesa-
do haya estado en posibilidad de recibirla del tribunal de
que se trate. 

Artículo 207. En los trámites de retiro y de beneficio, los
militares deberán promover personalmente ante la Secreta-
ría respectiva, salvo el caso de incapacidad declarada judi-
cialmente, en que lo hará su representante legal. 

Los familiares incapacitados legalmente actuarán por me-
dio de sus representantes legales. 

Artículo 208. Las notificaciones serán personales o por co-
rreo certificado con acuse de recibo. Si el correo devolvie-
re el oficio de notificación sin ser entregado o no remitiere
al Instituto la tarjeta de acuse de recibo debidamente requi-
sitada, se hará un envío por el mismo conducto o se hará la
notificación personalmente. En caso de que no se tenga la
seguridad de que el destinatario haya recibido la comuni-
cación por vía postal y no pueda realizarse la notificación
personal, se suspenderá el procedimiento hasta que el inte-
resado se haga presente. 

TÍTULO CUARTO: 

Prevenciones Generales. 

Capítulo único 

Artículo 209. En la aplicación de esta Ley y con las con-
diciones y las limitaciones que establece la misma, serán
considerados: 

I. Los cadetes y los demás alumnos de los establecimientos
militares que no perciben haber diario, como sargentos pri-
meros; 

II. El personal de tropa y marinería del Servicio Militar por
conscripción, con la categoría que tenga mientras se en-
cuentren desempeñando actos del servicio. 
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III. Los miembros de los Cuerpos de Defensas Rurales que
se inutilicen o fallezcan en actos del servicio o a conse-
cuencia de ellos, como soldados. 

Artículo 210. Los derechos que se otorguen en contraven-
ción a lo dispuesto por la presente ley y por aquellas que
deban aplicarse en conexión con la misma, son nulos. 

Artículo 211. La acción de nulidad a que se refiere el artí -
culo anterior, deberá ejercitarse exclusivamente por el Ins-
tituto, dentro de los cinco años siguientes a la fecha en que
se hayan otorgado los derechos. 

Artículo 212. Es compatible el disfrute de un haber de re-
tiro con una pensión militar e igualmente son compatibles
hasta dos pensiones militares. 

Es compatible la percepción de un haber de retiro o de una
pensión militar, con cualesquiera otras pensiones no seña-
ladas en el párrafo anterior, cuando sean con cargo al Era-
rio Federal. 

Al infractor de la disposición contenida en el presente artí-
culo le será cancelado el pago del o de los beneficios con-
cedidos con posterioridad, objeto de la fracción, debiendo
reintegrar por cuartas partes de las percepciones periódicas
que subsistan, la cantidad que hubiere recibido indebida-
mente. 

Artículo 213. Los derechos fijados en esta Ley, sólo se
modificarán o declararán insubsistentes por la Junta Direc-
tiva del Instituto en los casos y con los requisitos expresa-
mente señalados en el propio ordenamiento o por sentencia
ejecutoriada. 

Las anteriores resoluciones, junto con toda la documenta-
ción del caso, serán remitidas de oficio a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, para los efectos de su aproba-
ción y ejecución correspondiente. 

Artículo 214. Las controversias judiciales que surjan sobre
la aplicación de esta Ley, así como todas aquellas en que el
Instituto tuviere el carácter de actor o demandado, serán de
la competencia de los Tribunales Federales. 

Artículo 215. Quienes en ejercicio de sus funciones inter-
vengan en la tramitación de las prestaciones que otorga la
presente Ley y no cumplan con alguna de las obligaciones
que les fije, o conociendo la falsedad de algún informe o
documento no lo revelen al darle curso, o que de alguna

manera alteren los datos o documentos oficiales, serán con-
signados de acuerdo con lo dispuesto por el Código de Jus-
ticia Militar o el Código Penal Federal. 

Artículo 216. Si durante la tramitación de uno de los be-
neficios que establece esta Ley, se descubre la comisión de
un delito o hubiere datos suficientes para presumirlo, el
Instituto denunciará los hechos al Ministerio Público que
corresponda, para su investigación y, en su caso, para el
ejercicio de la acción penal que proceda. 

Lo anterior no será obstáculo para la prosecución del trá-
mite, por lo que en su oportunidad el Instituto dictará la re-
solución que legalmente proceda, conforme a las pruebas
que tenga a la vista, o se le alleguen, salvo el caso en que
la negativa o el otorgamiento del beneficio dependen nece-
sariamente del sentido de la sentencia qué pudiera dictarse
en el proceso penal. 

Artículo 217. El Instituto tomará las medidas pertinentes
en contra de quienes indebidamente aprovechen o hagan
uso de los derechos o beneficios establecidos por esta ley y
ejercitará ante los tribunales las acciones que correspon-
dan, presentará las denuncias, formulará las querellas y re-
alizará todos los actos y gestiones, que legalmente proce-
dan, así como contra cualesquiera que causen daños o
perjuicio a su patrimonio o traten de realizar alguno de los
actos anteriormente enunciados. 

Artículo 218. Las relaciones entre el Instituto y su perso-
nal, se regirán por la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado. 

Artículo 219. Los trabajadores del Instituto quedarán bajo
el régimen de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado. 

Las responsabilidades de los funcionarios y empleados del
Instituto, se normarán por la Ley Federal de Responsabili-
dades Administrativas de los Servidores Públicos, y demás
ordenamientos legales y administrativos aplicables. 

Artículo 220. El Gobierno Federal aportará al Instituto y al
Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea Armada, SNC,
las cantidades necesarias para cumplir las obligaciones que
impone esta Ley, respecto a las siguientes prestaciones: se-
guro de vida militar, pagas de defunción, ayuda para gastos
de sepelio, fondo de trabajo y fondo de ahorro 
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Artículo 221. El Gobierno Federal destinará anualmente
una cantidad equivalente al 10% de los haberes y haberes
de retiro para las siguientes prestaciones: 

I. El servicio médico integral que el Instituto debe prestar
gratuitamente a los militares que perciben haber de retiro,
a los familiares de éstos, a los familiares de los militares en
activo que perciben haber y a los familiares de los milita-
res sentenciados, en los términos del artículo 142 de esta
Ley. 

II. Para las que no hubiese cuota específica. 

Artículo 222. El presupuesto de gastos y demás erogacio-
nes derivadas del funcionamiento del Instituto, serán cu-
biertas con cargo a su propio patrimonio; sin embargo, el
Gobierno Federal asume la obligación de cubrir en cual-
quier tiempo, el faltante que impida al mismo Instituto el
pago de las prestaciones que deba erogar, de acuerdo con
las disponibilidades presupuestales del propio Gobierno
Federal. 

Artículo 223. Los bienes, derechos y fondos del Instituto
gozarán de todas las franquicias que en los mismos casos
disfrute la Federación. 

Artículo 224. El Instituto se presume de acreditada sol-
vencia, por lo que no estará obligado a constituir depósitos
ni fianzas legales, ni aún tratándose del juicio de amparo. 

Artículo 225. No obstante su plena capacidad para actuar
enjuicio, el Instituto no podrá desistir de continuar ninguna
acción judicial cuando se trate de asuntos que afecten a su
patrimonio, si no media para ello autorización expresa de
su Junta Directiva. 

Artículo 226. Para la determinación de las categorías y
grados de accidentes o enfermedades que den origen a re-
tiro por inutilidad se aplicaran las siguientes tablas: 

Primera Categoría 

1. La pérdida anatómica o funcional, total e irreparable, de
ambos globos oculares. 

2. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables, de
ambos ojos. Que provoquen que la visión central, aun des-
pués de corregir los vicios de refracción, alcance a lo su-
mo, en cada ojo, 20/200 de la agudeza visual normal. 

3. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión periférica, se en-
cuentre restringida a tal grado que los campos visuales de
cada ojo, tomados aisladamente, conserven a lo sumo 10%
de su extensión normal (visión tubular) y que dificulte el
sentido de orientación. 

4 Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión central de uno de
ellos, aún después de corregirlos vicios de refracción, al-
cance a lo sumo 20/200 y que a la vez en el otro ojo exis-
tan limitaciones de la visión periférica y que el campo vi-
sual conserve como máximo una décima parte de su
amplitud normal (visión tubular). 

5. La pérdida anatómica o funcional, total e irreparable, de
uno de los ojos, con trastornos en el otro. 

6. La hemianopsia bilateral permanente. 

7. La diplopía de cualquier origen rebelde al tratamiento. 

8. La pérdida del maxilar superior, parte de la arcada den-
taria, bóveda palatina y esqueleto nasal; o bien la pérdida
total o parcial de la mandíbula con su respectiva porción
dentaria, que en ambos casos no puedan ser reemplazadas
con prótesis maxilofaciales. 

9. La anquilosis total unilateral o bilateral de las articula-
ciones temporomandibulares que no sean quirúrgicamente
corregibles. 

10. La falta total o parcial de la lengua con pérdida de fun-
ciones. 

11. La parálisis o falta de movilidad de la lengua que difi-
culta grandemente la fonación y la deglución. 

12. La parálisis de los músculos de paladar blando y de la
faringe que dificulten la deglución con repercusión en el
estado nutricional. 

13. La disminución incorregible de los arcos de movilidad
o bien la imposibilidad de abrir la boca. 

14. Las deformaciones faciales adquiridas de tipo grotesco
o las muy amplias que no puedan ser corregidas mediante
procedimientos quirúrgicos. 
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15. La hipoacusia profunda bilateral, irreversible o intrata-
ble quirúrgicamente o por medio de prótesis. 

16. La hipoacusia profunda de un oído y media del otro,
irreversibles o intratables quirúrgicamente o por medio de
prótesis. 

17. El vértigo de cualquier etiología, permanente y rebelde
a tratamiento. 

18. La parálisis motora bilateral permanente de las cuerdas
vocales. 

19. La limitación de la apertura mandibular permanente,
menor de 15 mm medida desde los bordes incisales de los
dientes superiores a los de los inferiores, que dificulte la
masticación y la fonación. 

20. La tuberculosis laríngea rebelde a tratamiento y/o con
secuelas de mal funcionamiento. 

21. La pérdida total o parcial de la laringe, que afecte la
función. 

22. La estenosis laríngea o traqueal irreparable que origine
insuficiencia respiratoria. 

23. El escleroma que deja secuelas cicatriciales severas. 

24. Las bronquiectasias que afecten más de un lóbulo y que
no respondan al tratamiento. 

25. La tuberculosis pulmonar evolutiva resistente a trata-
miento. 

26. La insuficiencia respiratoria irreversible del 50% o
más, de acuerdo a espirometría. 

27. El empiema crónico rebelde a tratamiento. 

28. La pérdida anatómica o funcional de un pulmón. 

29. Las cardiopatías congénitas que aun tratadas quirúrgi-
camente manifiesten cardiomegalia, insuficiencia cardiaca,
hipertensión arterial, hipertensión pulmonar y/o trastornos
del ritmo. 

30. Las lesiones valvulares con cardiomegalia, insuficien-
cia cardiaca, hipertensión pulmonar y/o arritmias crónicas,
aún tratadas quirúrgicamente. 

31. La insuficiencia coronaria aguda o crónica incluyendo
el infarto del miocardio, no susceptible de tratamiento de
revascularización y/o rebelde al tratamiento. 

32. Los bloqueos auriculoventriculares completos y per-
manentes, aún cuando hayan sido tratados. 

33. El cor pulmonale crónico con insuficiencia cardiaca. 

34. La endocarditis de cualquier etiología que deje como
secuelas cardiomegalia o insuficiencia cardiaca rebeldes a
tratamiento. 

35. La insuficiencia cardiaca crónica con fracción de ex-
pulsión por ecocardiografía menor del 50%. 

36. Las enfermedades de la aorta, de cualquier etiología,
sintomáticas y no susceptibles de tratamiento. 

37. El aneurisma de un gran vaso, de cualquier etiología y
no susceptible de tratamiento. 

38. La pericarditis constrictiva y la pericarditis crónica, aún
cuando hayan sido tratadas quirúrgicamente. 

39. La hipertensión arterial sistémica complicada y/o mal
controlada, con daño avanzado en "órganos blanco" y con
insuficiencia cardiaca crónica. 

40. Los tumores y las enfermedades miocardiacas de cual-
quier etiología, que produzcan cardiomegalia o insuficien-
cia coronaria o insuficiencia cardiaca o trastornos perma-
nentes del ritmo, que tengan fracción de expulsión menor
de 50% por ecocardiografía, aún después de haber sido tra-
tadas. 

41. Las fístulas arteriovenosas que aun tratadas quirúrgica-
mente provoquen cardiomegalia, insuficiencia cardiaca o
insuficiencia arterial distal. 

42. Las fístulas arteriovenosas intracerebrales, intratables o
que dejen secuelas. 

43. La insuficiencia renal crónica con reserva funcional
menor del 20%. 

44. Las derivaciones urinarias permanentes no corregibles. 

45. La vejiga neurogénica no rehabilitable. 
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46. Las cistitis severas rebeldes a tratamiento. 

47. Riñón único con patología. 

48. La pérdida anatómica o la exclusión de la uretra o la ve-
jiga. 

49. La tuberculosis urinaria o genital rebelde a tratamiento. 

50. La incontinencia urinaria o del esfínter anal en cual-
quier grado, que no haya remitido después de seis meses de
su aparición o rebelde al tratamiento. 

51. La enfermedad de Paget no susceptible de tratamiento. 

52. La acalasia que no responde al tratamiento. 

53. La esofagitis con estenosis incapacitante sin respuesta
al tratamiento. 

54. La esofaguectomía total. 

55. La gastrectomía total. 

56. Las resecciones amplias del intestino delgado, que oca-
sionen un síndrome de intestino corto. 

57. La ileostomía permanente. 

58. La enfermedad inflamatoria crónica intestinal con ma-
nifestaciones intra o extra intestinales severas, sin respues-
ta al tratamiento. 

59. La colectomía total o de más del 60% que curse con
diarrea crónica intratable. 

60. La colostomía permanente. 

61. La cirrosis hepática de cualquier etiología. 

62. La hepatitis crónica de cualquier etiología. 

63. La enfermedad hepática por depósito de cobre (enfer-
medad de Wilson). 

64. La pancreatitis crónica y la litiasis pancreática, sin res-
puesta al tratamiento. 

65. La pancreatoduodenectomía total. 

66. Quistes y tumores del páncreas que no respondan al tra-
tamiento. 

67. Las fístulas biliares y pancreáticas que no responden al
tratamiento. 

68. La peritonitis crónica y las adherencias peritoneales re-
currentes, que no respondan a tratamiento. 

69. El síndrome de absorción intestinal deficiente, sin res-
puesta al tratamiento. 

70. El síndrome de Zollinger Ellison, que no responde a
tratamiento. 

71. Los trastornos congénitos del metabolismo de los pig-
mentos biliares, excepto la enfermedad de Gilbert y la de
Dubin Johnson. 

72. La diabetes mellitus tipo 1. 

73. La diabetes mellitus tipo 2, con dos o más complica-
ciones crónicas avanzadas. 

74. La diabetes insípida. 

75. El hipotiroidismo resistente a la terapia sustitutiva. 

76. La obesidad de 40 o más de índice de Masa Corporal
(de acuerdo a la fórmula: IMC = PESO ACTUAL/TALLA
al cuadrado). 

77. Las alteraciones orgánicas o funcionales permanentes
de cualquiera de las glándulas de secreción interna, que
produzcan hiper o hipofunción no controlables, que reper-
cutan en la actividad del individuo. 

78. La artritis reumatoide con lesiones permanentes que
impiden las actividades de la vida diaria, no susceptibles de
tratamiento médico o quirúrgico. 

79. Los padecimientos de origen inmunológico que afecten
la función cardiaca, rebeldes al tratamiento. 

80. La gota que incapacita frecuentemente al individuo pa-
ra el desempeño de las actividades militares o con lesiones
permanentes no susceptibles de tratamiento médico o qui-
rúrgico. 
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81. Los padecimientos de origen inmunológico rebeldes al
tratamiento y de difícil control. 

82. Los estados de inmunodeficiencia de cualquier etiolo-
gía, con susceptibilidad a infecciones recurrentes. 

83. La seropositividad a los anticuerpos contra los virus de
la inmunodeficiencia humana, confirmada con pruebas su-
plementarias más infecciones por gérmenes oportunistas
y/o neoplasias malignas. 

84. Las secuelas no tratables de la enfermedad injerto con-
tra huésped. 

85. Los individuos en quienes se haya realizado trasplante
de un órgano o tejido cuya función sea vital y quede con
disfunción de más del 60%. 

86. La anemia aplástica y los síndromes dismielopoyéticos
refractarios al tratamiento. 

87. La hemocromatosis. 

88. Las anemias hemolíticas de cualquier etiología, depen-
dientes de transfusiones sanguíneas. 

89. Los trastornos de coagulación, de cualquier etiología,
sintomáticos y resistentes a tratamiento. 

90. La lipodistrofia progresiva. 

91. La enfermedad de cadenas pesadas y las amiloidosis. 

92. La esclerosis sistémica progresiva. 

93. Las enfermedades infecciosas o de origen inmunoló-
gico con manifestaciones cutáneas de tipo crónico, alta-
mente incapacitantes (mayor del 60 %) y rebeldes al tra-
tamiento. 

94. Las monoplejia, paraplejia, hemiplejia y/o cuadriplejias
definitivas. 

95. Las hemiparesias, paraparesias y/o cuadriparesias defi-
nitivas. 

96. La afasia permanente. 

97. La espasticidad generalizada. 

98. La miastenia gravis. 

99. Las atrofias y distrofias musculares de carácter progre-
sivo. 

100. La cisticercosis cerebral y espinal que no respondan al
tratamiento y que produzcan incapacidad permanente. 

101. El síndrome de hipertensión intracraneana. 

102. El síndrome talámico o estados afines, con déficit sen-
sitivo extenso, que produzcan incapacidad funcional seve-
ra. 

103. Los movimientos involuntarios anormales de tipo
temblor, corea, atetosis, parkinsonismo, la ataxia o la inco-
ordinación motora que imposibiliten la marcha o la pre-
hensión de objetos. 

104. Las distonías neurovegetativas de cualquier etiología,
con manifestaciones del sistema nervioso, central y perifé-
rico. 

105. Las neoplasias benignas del sistema nervioso central
y periférico, no susceptibles de tratamiento. 

106. La epilepsia y otras formas de crisis convulsivas o
equivalentes. 

107. La deficiencia mental de cualquier origen con coefi-
ciente intelectual menor al 80%. 

108. Los trastornos mentales orgánicos, con o sin psicosis
asociada. 

109. Los trastornos psicóticos: esquizofrenia, esquizotípi-
cos, esquizoafectivos y trastornos de ideas delirantes. 

110. Los trastornos del humor (afectivos): maniaco, bipo-
lar y depresivos graves y rebeldes a tratamiento. 

111. La pérdida anatómica o funcional permanente: 

a. De una extremidad; 

b. De una mano; o de un pie. 

c. De dos dedos de la mano dominante que incluyan el
pulgar. 
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d. De tres dedos de la mano dominante que no incluyan el
pulgar. 

112. La tuberculosis de la columna vertebral deformante
y/o con parálisis no susceptible de tratamiento. 

113. Las lesiones de cadera o rodilla que ameriten dos o
más artroplastias totales o parciales, con deformidad noto-
ria y claudicación. 

114. La diferencia de más de 5 centímetros de longitud en
las extremidades pélvicas no susceptibles de corrección. 

115. Las espondilitis anquilosantes resistentes al tratamien-
to médico o no corregibles con tratamiento quirúrgico. 

116. Los padecimientos de naturaleza congénita descubier-
tos tardíamente, no susceptibles de corrección y que pro-
duzcan incapacidades orgánicas o funcionales graves del
aparato locomotor. 

117. Las lesiones cicatriciales no corregibles, que den lugar
a deformaciones notables o por su naturaleza retráctil o do-
lorosa, dificulten la movilidad de algún miembro u órgano
del cuerpo. 

118. Los padecimientos del esqueleto axial, de cualquier
etiología, que limiten severamente su función y sean rebel-
des a tratamiento. 

119. Las alteraciones permanentes, orgánicas, metabóli-
cas o funcionales de los diversos aparatos y sistemas, que
disminuyen la capacidad funcional del individuo en más
del 60% y que no han quedado comprendidas en esta ca-
tegoría. 

120. Todas las neoplasias malignas que no son susceptibles
de control ni curación. 

121. Las hernias o eventraciones que no respondan al tra-
tamiento quirúrgico. 

122. Otras alteraciones o estados que se constituyen con la
suma de diversas categorías o trastornos funcionales, y que
a criterio médico ocasionen incapacidades mayores al 60%
de función en relación a la actividad del sujeto. 

Respecto del personal técnico aeronáutico de la Fuerza Aé-
rea Mexicana (personal de pilotos aviadores, de los servi-
cios y especialistas), los especialistas en medicina de avia-

ción, apoyados por especialistas del área médica que im-
plique la patología de que dicho personal pudiera ser por-
tador, serán los responsables de clasificarlos en esta cate-
goría. 

Segunda Categoría 

1. Las alteraciones orgánicas o funcionales e irreparables
de ambos ojos que provoquen que la visión central de cada
uno de ellos, aún después de corregir los vicios de refrac-
ción, esté comprendida entre 20/100 a 20/70 de la agudeza
visual normal. 

2. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión periférica se en-
cuentre restringida a tal grado, que los campos visuales de
cada ojo, tomados aisladamente, conserven una amplitud
comprendida entre el 10 y el 20% de la normal. 

3. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión central de uno de
ellos, aún después de corregir los vicios de refracción, esté
comprendida entre 20/100 a 20/70 de la agudeza visual
normal, con limitaciones de la visión periférica del otro ojo
que circunscriban su campo visual entre 10 y 20% de su
amplitud normal. 

4. La afaquia bilateral, aun cuando se obtenga una agudeza
visual comprendida entre 20/100 y 20/70, mediante el uso
de cristales correctores, lentes de contacto o lentes intrao-
culares. 

5. La subluxación bilateral del cristalino (no corregible). 

6. La pérdida anatómica o funcional, total e irreparables de
uno de los ojos, sin trastornos en el otro. ? 

7. Las alteraciones del cinetismo (estrabismo) ocular no
corregibles quirúrgicamente. 

8. El glaucoma en cualquiera de sus variantes, rebelde al
tratamiento. 9. La hipoacusia profunda de un oído y super-
ficial del otro, irreversible o intratable quirúrgicamente o
por medio de prótesis 

10. La hipoacusia media bilateral irreversible o intratable
quirúrgicamente o por medio de prótesis. 

11. Padecimientos laríngeos que aun tratados dejen una in-
capacidad respiratoria calculada entre el 40 y el 50%. 
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12. Las lesiones traumáticas de laringe y de los nervios re-
currentes, con disnea de esfuerzo. 

13. La insuficiencia respiratoria irreversible de entre 40 y
50%, de acuerdo a espirometría, consecutiva a padeci-
mientos broncopulmonares, pleurales, medíastinales o dia-
fragmáticos, aún cuando estos padecimientos hayan sido
llevados hasta su curación real o aparente. 

14. La sinusitis crónica inespecífica que incapacite severa-
mente para el desempeño de la vida militar. 

15. El escleroma respiratorio en etapa granulomatosa, que
no responda al tratamiento. 

16. El asma bronquial rebelde al tratamiento. 

17. Las arritmias, las taquicardias paroxísticas y los blo-
queos auriculoventriculares incompletos y rebeldes al tra-
tamiento cuando causen incapacidad entre el 40 y el 60% 

18. La insuficiencia renal crónica con reserva funcional en-
tre 20 y 50% de función renal. 

19. La vejiga neurogénica rehabilitada con secuelas. 

20. Las estenosis uretrales recidivantes rebeldes al trata-
miento. 

21. Las mutilaciones genitales que provoquen trastornos de
la función y/o psicológicos. 

22. La diabetes mellitus tipo 2 con dos o mas complicacio-
nes crónicas moderadas. 

23. La obesidad comprendida en el índice de masa corpo-
ral entre 35 a 39.9. 

24. Las hipoglucemias rebeldes a tratamiento. 

25. La sarcoidosis con manifestaciones sistémicas. 

26. Las lesiones ulcerosas cutáneas, de cualquier etiología,
rebeldes al tratamiento y que impidan la actividad militar. 

27. Los padecimientos con fotosensibilidad rebelde al tra-
tamiento. 

28. La neurofibromatosis (enfermedad de Von Reckling-
hausen), con alteraciones y manifestaciones neurológicas. 

29. El síndrome nefrítico crónico, sin insuficiencia renal. 

30. Las xenodermatosis que provoquen incapacidad fun-
cional del 40 al 60%. 

31. Trastornos de la personalidad y del comportamiento del
adulto, severos y rebeldes a tratamiento. 

32. Trastornos neuróticos, trastornos secundarios a situa-
ciones estresantes y trastornos somatomorfos severos y re-
beldes a tratamiento. 

33. La enfermedad alcohólica (consumo perjudicial rebel-
de a tratamiento y adicción con o sin psicosis asociada). 

34. La farmacodependencia (a drogas e inhalantes, consu-
mo perjudicial rebelde a tratamiento y adicción con o sin
psicosis asociada). 

35. Trastornos del humor moderados recurrentes o persis-
tentes y rebeldes a tratamiento. 

36. Las neuroartropatías de cualquier etiología que imposi-
biliten para actos del servicio. 

37. La pérdida anatómica o funcional permanente: 

a) Del pulgar de la mano dominante. 

b) De dos dedos de la mano no dominante que incluyan al
pulgar. 

c) De tres dedos de la mano no dominante que no incluyan
el pulgar. 

d). De todos los dedos de un pie. 

38. La osteomielitis crónica qué produzca incapacidad fun-
cional severa. 

39. La rigidez o la anquilosis de ambos tobillos que difi -
culte o impida la estancia de pie o la marcha. 

40. La insuficiencia arterial de los miembros pélvicos que
no mejore con tratamiento. 

41. Los síndromes postflebíticos severos. 

42. Las úlceras en los miembros pélvicos de etiología vas-
cular que no responden al tratamiento médico. 
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43. El linfedema severo. 

44. Las alteraciones permanentes, orgánicas o funcionales,
de los diversos aparatos y sistemas que disminuyen la ca-
pacidad del individuo entre el 40 y 50% y que no han que-
dado comprendidas en ésta categoría. 

45. La seropositividad a los anticuerpos contra los virus de
la inmunodeficiencia humana confirmada con pruebas su-
plementarias. 

Respecto del personal técnico aeronáutico de la Fuerza Aé-
rea Mexicana (personal de pilotos aviadores, de los servi-
cios y especialistas), los especialistas en medicina de avia-
ción, apoyados por especialistas del área médica que
implique la patología de que dicho personal pudiera ser
portador, serán los responsables de clasificarlos en esta ca-
tegoría. 

Tercera Categoría 

1. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión central de cada
uno de ellos aún después de corregir los defectos de re-
fracción, esté comprendida entre 20/70 y 20/50 de la agu-
deza visual normal. 

2. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión periférica se en-
cuentre restringida a tal grado, que los campos visuales de
cada ojo tomados aisladamente, conserven una extensión
comprendida entre el 20 y el 40% de la normal. 

3. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables de
ambos ojos, que provoquen que la visión central, aun des-
pués de corregir los defectos de refracción, alcance como
máximo una cifra comprendida entre 20/70 y 20/50 en un
ojo y limitación del campo visual del otro ojo comprendi-
da entre 20 y 40% de lo normal. 

4. Queratocono bilateral. 

5. La subluxación monolateral del cristalino, no corregible. 

6. La afaquia monolateral, que corrija menos de 20/70 me-
diante el uso de cristales correctores, lentes de contacto o
intraoculares. 

7. Las cuadrantanopsias permanentes. 

8. El nistagmus permanente, rebelde al tratamiento. 

9. Las alteraciones de la musculatura intrínseca ocular que
no cedan a la terapéutica establecida y que ocasionen tras-
tornos graves en el sistema de enfoque o en el mecanismo
fotorregulador. 

10. La desviación ocular paralítica que no ceda al trata-
miento establecido, cuando el ángulo de desviación en el
sentido de acción de alguno de los músculos paralizados
sea de 5 a 20 dioptrías prismáticas 

11. Las alteraciones orgánicas o funcionales de los párpa-
dos que no cedan al tratamiento establecido, y que dificul-
ten ostensiblemente la función visual. 

12. Los procesos patológicos de índole benigno de las es-
tructuras anatómicas que circundan el globo ocular, que no
cedan a la terapéutica establecida y que dificulten ostensi-
blemente la función visual. 

13. La incapacidad para discernir colores y tonalidades
(discromatopsia) siempre y cuando no exista un mecanis-
mo compensador que permita la identificación correcta de
los objetos. 

14. La hipoacusia profunda de un lado irreversible o intra-
table quirúrgicamente o por medio de prótesis y con audi-
ción normal del otro oído. 

15. La hipoacusia media de un lado irreversible o intrata-
ble quirúrgicamente o por medio de prótesis y superficial
en el otro oído. 

16. La rinitis atrófica que no responda al tratamiento. 

17. La parálisis del velo del paladar. 

18. Las disfonías permanentes. 

19. La insuficiencia respiratoria entre el 20% y el 40%,
consecutiva a padecimientos pulmonares, pleurales, me-
diastinales, diafragmáticos o de la pared torácica, aún
cuando estos padecimientos hayan sido tratados hasta su
curación. 

20. El escleroma respiratorio en etapa catarral, rebelde al
tratamiento. 
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21. La hipertensión arterial con hipertrofia ventricular iz-
quierda o daño a "órganos blanco" sin insuficiencia car-
diaca. 

22. Las lesiones valvulares sin cardiomegalia, insuficiencia
cardiaca ni trastornos permanentes del ritmo. 

23. La taquicardia paroxística recurrente o cualquier tras-
torno del ritmo rebeldes a tratamiento y que causen inca-
pacidad funcional entre el 20% y 40%. 

24. La hipotensión arterial y el síndrome carotideo que
lleguen a producir estados sincopales, rebeldes al trata-
miento. 

25. La insuficiencia coronaria crónica o aguda, incluyendo
al infarto del miocardio no complicado, tratado pero con is-
quemia residual ligera y que a juicio del médico cause in-
capacidad funcional entre el 20 y 40% en el individuo. 

26. La insuficiencia renal crónica con reserva funcional
mayor del 50%. 

27. Los síndromes de Gilbert y Dubin Johnson. 

28. Los procesos inflamatorios crónicos del aparato geni-
tourinario, rebeldes a tratamiento. 

29. Las fístulas biliares y/o pancreáticas que se rehabiliten
con tratamiento. 

30. La glomerulonefritis crónica sin datos de insuficiencia
renal. 

31. La hernia o eventración que no responda al tratamien-
to quirúrgico 

32. La diabetes mellitus tipo 2 con una sola complicación
crónica. 

33. La obesidad con un índice de masa corporal entre 30 a
34.9. 

34. La artritis de cualquier etiología que produzca incapa-
cidad funcional entre el 20 y el 40%. 

35. Los padecimientos de etiología inmunológica sin evi-
dencia clínica de actividad, controlables. 

36. La aplasia medular y las anemias crónicas controladas. 

37. Los padecimientos de naturaleza displásica tisular sin
evidencia clínica de actividad, y que sean controlables. 

38. La lepra controlada sin secuelas. 

39. Las dermatosis de origen inmune, infeccioso o metabó-
lico que estén diseminadas u ocasionen deformidad visible. 

40. Las dermatosis hereditarias crónicas que no dan lugar
a incapacidad funcional y en partes no descubiertas del
cuerpo. 

41. La parálisis facial completa, unilateral o bilateral, re-
belde al tratamiento. 

42. Las monoparesias. 

43. Los trastornos de la articulación del lenguaje que lo ha-
gan incomprensible. 

44. Las neuralgias permanentes y neuropatías que por su
localización y extensión produzcan incapacidad funcional. 

45. Las migrañas y/o cefaleas de cualquier etiología y re-
beldes al tratamiento. 

46. El vértigo de carácter recurrente. 

47. La pérdida anatómica o funcional permanente: 

a) Del pulgar de la mano no dominante 

b) Del cuarto y quinto dedos de la mano dominante. 

48. La rigidez o anquilosis de muñeca, codo, hombro, ca-
dera, rodilla o de un tobillo, que mantenga su posición fun-
cional. 

Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados236



49. Las lesiones de la rodilla o de la cadera que ameriten
hasta 2 artroplastías totales o parciales, sin deformidad ni
claudicación. 

50. El acortamiento de 3 a 5 centímetros de longitud entre
ambos miembros pélvicos no susceptible de corrección. 

51. Los trastornos vasoespásticos secundarios a un padeci-
miento sistémico, rebeldes al tratamiento. 

52. La insuficiencia venosa crónica aun tratada quirúrgica
y médicamente. 

53. Las alteraciones permanentes anatómicas o funcionales
de los diversos aparatos o sistemas, que disminuyan la ca-
pacidad funcional del individuo entre el 20% y el 40% y
que no han quedado comprendidas en esta categoría, o que
se constituyan con los diversos grados de ella. 

Respecto del personal técnico aeronáutico de la Fuerza Aé-
rea Mexicana (personal de pilotos aviadores, de los servicios
y especialistas), los especialistas en medicina de aviación,
apoyados por especialistas del área médica que implique la
patología de que dicho personal pudiera ser portador, serán
los responsables de clasificarlos en esta categoría. 

Lista de padecimientos que por producir trastornos funcio-
nales de menos del 20% ameritan cambio de arma o servi-
cio a petición de un consejo médico. 

1. Las alteraciones orgánicas o funcionales irreparables
que provoquen que la visión central en cada ojo, aún des-
pués de corregir los vicios de refracción, alcance a lo sumo
20/40. 

2. El desprendimiento de la retina tratado, cuando a juicio
del médico limite la actividad física. 

3. Los procesos patológicos de la conjuntiva que tengan
tendencia a la cronicidad, que no cedan a la terapéutica ha-
bitual y que constituyan causa de disfunción visual. 

4. La hipoacusia media de un lado con audición normal del
otro. 

5. La hipoacusia superficial. 

6. Las alteraciones alérgicas o vasomotoras de vías respi-
ratorias que requieren que el individuo cambie de medio
ambiente. 

7. Las insuficiencias respiratorias menores del 20%, valo-
radas por espirometría consecutivas a padecimientos pul-
monares, pleurales, mediastinales,diafragmáticos o de pa-
red torácica, aún cuando estos padecimientos hayan sido
tratados hasta su curación. 

8. La insuficiencia coronaria crónica o aguda, incluyendo
al infarto del miocardio, no complicado y sin isquemia re-
sidual. 

9. La hipertensión arterial no complicada. 

10. La litiasis renal unilateral recidivante. 

11. La resección parcial del esófago, sin trastornos de la de-
glución. 

12. La gastrectomía subtotal. 

13. La obesidad con un índice de masa corporal entre 28 a
29.9. 

14. La diabetes mellitus tipo 2 con complicación crónica. 

15. Las lesiones permanentes orgánicas o funcionales de
cualquiera de los tejidos o glándulas del sistema endócrino,
que ocasionen hiperfunción o hipofunción de menos del
20%. 

16. Los individuos en quienes se haya realizado trasplante
de un tejido, que queden con trastornos funcionales míni-
mos. 

17. Las dermatosis crónicas rebeldes al tratamiento o de
forma recidivante. 

18. La pérdida anatómica o funcional permanente o las de-
formaciones de: 

a) Pérdida parcial o incompleta de 2 o más dedos de una
mano. 

b) De falange distal de uno o de ambos pulgares. 

19. Las alteraciones permanentes, anatómicas o funciona-
les, de los diversos aparatos y sistemas, que disminuyen la
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capacidad funcional del individuo entre el 10% y el 20% y
que no han quedado comprendidas en esta categoría. 

Para el personal técnico aeronáutico de la Fuerza Aérea
Mexicana (personal de pilotos aviadores, de los servicios y
especialistas), especialistas en medicina de aviación, apo-
yados por especialistas del área médica que implique la pa-
tología de que dicho personal pudiera ser portador, serán
los responsables de clasificarlos en los trastornos corres-
pondientes antes mencionados. 

Artículo 227. La contabilidad del Instituto queda sujeta a
la revisión y glosa de las autoridades federales, dentro del
ámbito de las facultades de su competencia, mediante una
auditoría de carácter permanente. 

Lo anterior se entiende sin perjuicio de las demás funciones
de vigilancia que establezcan otras disposiciones legales. 

Artículo 228. El Instituto empleará los servicios del Ban-
co Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, SNC, en
forma preferente como su agente financiero y como fidu-
ciario para sus operaciones, en igualdad de circunstancias
con otras instituciones de la misma índole, todo sin perjui-
cio de las funciones que este ordenamiento le señala. Asi-
mismo, el Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Ar-
mada, SNC, promoverá el ahorro entre los militares y sus
familiares y les facilitará dentro de sus autorizaciones y po-
sibilidades, los servicios bancarios que a éstos sean útiles. 

Transitorios 

Primero: Este decreto entrará en vigor treinta días después
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo: A partir de la entrada en vigor de esta ley, se de-
rogan la Ley del Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas publicada en el Diario Oficial
de la Federación el 29 de junio de 1976 y las demás dispo-
siciones que se opongan al presente ordenamiento. 

Tercero: Los militares retirados con derecho a percibir ha-
ber de retiro, deberán recibir este beneficio de conformidad
con las resoluciones acordadas por la Junta Directiva del
Instituto y sancionadas por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. 

Cuarto: La prima contenida en el artículo 66 deberá ser re-
visada por el Instituto al cumplirse un año de vigencia de

la Ley, para el efecto de determinar el factor de prima que
permita, en su caso, mantener el equilibrio financiero del
seguro de vida militar. 

Quinto: Los militares que con antelación al 18 de agosto
de 1995, se encontraban con licencia ilimitada o hubiesen
recibido compensación y que se hayan acogido al seguro
de vida militar potestativo en términos de la ley anterior,
continuarán pagando la prima anual equivalente a $0.30
(treinta centavos) con derecho a una suma asegurada de
$7,500.00 (siete mil quinientos pesos 00/100 M. N.) por
muerte natural, $15,000.00 (quince mil pesos 00/100 M.
N.) por muerte accidental ó $22,500.00 (veintidós mil qui-
nientos pesos 00/100 M. N.) por fallecimiento en acciden-
te colectivo, según proceda. 

Así lo acordaron y firmaron los Diputados integrantes de la
Comisión de Seguridad Social. 

Palacio Legislativo, México D. F. a 12 diciembre del año
dos mil dos.

Comisión de Seguridad Social 

Diputados: Cuauhtémoc Montero Esquivel (rúbrica), Sa-
muel Aguilar Solís (rúbrica), Francisco Javier López
González, José María Rivera Cabello, Manuel Wistano
Orozco, Carlos Humberto Aceves del Olmo (rúbrica),
Rosa Elena Baduy Isaac (rúbrica), Rubén García Garías
(rúbrica), María de las Nieves García Fernández (rúbri -
ca), Rodolfo Gerardo González Castelán (rúbrica), Víctor
Roberto Infante González (rúbrica), Albino Mendieta
Cuapio, José del Carmen Soberanis González (rúbrica),
Juan Manuel Sepúlveda Fayad (rúbrica), Benito Vital Ra-
mírez (rúbrica), José Manuel Quintanilla Rentería (rúbri -
ca), Arcelia Arredondo García, Hilario Esquivel Martí-
nez, Arturo Díaz Ornelas, Felipe Olvera Nieto, Rafael
Orozco Martínez, Ramón Paniagua Jiménez, Tereso Mar-
tínez Aldana, Verónica Sada Pérez, Francisco R. Shef-
field Padilla, Carlos Alberto Valenzuela Cabrales, Rafael
Servín Maldonado (rúbrica), Pedro Miguel Rosaldo Sala-
zar (rúbrica), Rosalía Peredo Aguilar (rúbrica) y Olaga
Patricia Chozas y Chozas (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

En virtud de que están publicándose en la Gaceta Par-
lamentaria y se distribuirán a ustedes en un momento,
queda de primera lectura.
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LEY DEL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

El siguiente punto del orden del día es la primera lectura
del dictamen con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo decimocuarto transitorio del decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Institu-
to Mexicano del Seguro Social.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

A las Comisiones de Trabajo y Previsión Social, y de Se-
guridad Social les fue turnada para su estudio y dictamen,
iniciativa con proyecto de Decreto que reforma el artículo
décimo cuarto transitorio del Decreto por el que se refor-
man diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social,
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de di-
ciembre del año 2001, presentada por el C. Dip. Cuauhté-
moc Montero Esquivel, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, en la sesión ordinaria de
la Cámara de Diputados del día 23 de abril del año 2002. 

Las Comisiones de Trabajo y Previsión Social, y de Segu-
ridad Social, con fundamento en los artículos 39 y 45, nu-
meral 6, incisos "e" y "f" de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos y 58, 60 y 179
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, se abocaron al es-
tudio y análisis de la iniciativa de acuerdo a los siguientes 

ANTECEDENTES 

1. En sesión ordinaria celebrada por la Cámara de Diputa-
dos el día 23 de abril del año 2002, fue presentada por el C.
Dip. Cuauhtémoc Montero Esquivel, del Grupo Parlamen-
tario del P.R.D., iniciativa con proyecto de Decreto que re-
forma el artículo décimo cuarto transitorio del Decreto por
el que se reforman diversas disposiciones de la Ley del Se-
guro Social publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 20 de diciembre del año 2001. 

2. En la misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados, ordenó que el asunto fuera turnado a las Comi-
siones de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Social. 

3. El pleno de cada una de las Comisiones a las que este
asunto fue turnado, en su reunión correspondiente al mes
de mayo del año 2002 recibieron formalmente la iniciativa
en cuestión, acordando que las Juntas Directivas de ambas
se constituyeran en subcomisión de dictamen, y elaboraran
el anteproyecto respectivo para que fuera sometido a la
consideración de ambas Comisiones.

CONTENIDO 

La iniciativa propone que se incorporen en el artículo déci-
mo cuarto transitorio del Decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el día 20 de di-
ciembre del año 2001, las pensiones derivadas de invalidez
por enfermedad general, cuando el pensionado tenga 60 o
más años de edad, para recibir los mismos incrementos que
las pensiones derivadas de los seguros de cesantía en edad
avanzada y vejez. 

También propone que se precise, en el mismo artículo dé-
cimo cuarto transitorio citado, que los incrementos a que el
mismo se refiere se aplicarán a partir del primero de abril
de 2002 a quienes ya estaban a esa fecha pensionados por
los ramos de seguro de invalidez derivada de enfermedad
general, cesantía en edad avanzada, vejez y viudez al 31 de
marzo del año 2002, y a partir de la fecha de otorgamiento
de la pensión para quienes se pensionen por esos ramos de
seguro a partir del 1° de abril del año 2002. 

Las Juntas Directivas, una vez que elaboraron este ante-
proyecto de dictamen, lo presentaron ante el pleno de cada
Comisión en sus reuniones ordinarias correspondientes al
mes de noviembre del año 2002, de conformidad con las si-
guientes 

CONSIDERACIONES 

I. Las Comisiones de Trabajo y Previsión Social, y de Se-
guridad Social son competentes para dictaminar la iniciati-
va con proyecto de decreto referida, de conformidad con
las atribuciones que a las mismas les otorga la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos. 

II. La iniciativa con proyecto de decreto que se dictamina,
refiere en su exposición de motivos que la Cámara de Di-
putados de la LVII Legislatura del H. Congreso de la
Unión, aprobó reforma a las cuantías de las pensiones otor-
gadas conforme a la Ley del Seguro Social, de tal forma
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que la pensión mínima de la Ley del Seguro Social de 1973
y la pensión garantizada por el gobierno de la Ley del Se-
guro Social de 1995, fueran el equivalente a 1.3 veces el
salario mínimo vigente en el Distrito Federal, y que la pen-
sión de viudez de ambas leyes citadas fuera el equivalente
al 100% de la pensión que correspondería al trabajador o a
al jubilado fallecidos; estas reformas fueron enviadas al Se-
nado de la República para sus efectos constitucionales y, a
la fecha, no han sido dictaminadas. 

III. Refiere también que la reforma a diversas disposicio-
nes de la Ley del Seguro Social, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 21 de diciembre del año 2001,
estableció incrementos a las cuantías de las pensiones deri-
vadas de los seguros de cesantía en edad avanzada y vejez,
y a todas las de viudez, sin referencia a los incrementos
previamente aprobados por la Cámara de Diputados de la
LVII Legislatura del H. Congreso de la Unión. 

IV. Los incrementos a las pensiones derivadas de los segu-
ros de cesantía en edad avanzada y vejez, referidos en el
apartado anterior, y vigentes a la fecha, consistieron: 

a) en llevar hasta una cantidad equivalente al salario míni-
mo vigente en el Distrito Federal la cuantía de aquellas
pensiones otorgadas conforme a la Ley del Seguro Social
de 1973 y a la Ley del Seguro Social de 1995 cuyo monto
fuera inferior a dicho referente; 

b) en otorgar un 10% de incremento a la cuantía de las pen-
siones derivadas de los ramos de seguro de cesantía en
edad avanzada y vejez, con cuantía igual o mayor a un sa-
lario mínimo vigente en el Distrito Federal, a los pensiona-
dos con 60 años o más, es decir a todos los de esos ramos
de seguro, ya que para tener derecho a la pensión por ce-
santía se requiere, entre otros requisitos, el tener 60 o más
años de edad, y para tener derecho a la de vejez el requisi-
to mínimo de edad es la de 65 años; y, 

c) en otorgar un 11% de incremento a la cuantía de todas
las pensiones de viudez cuya cuantía de pensión fuera igual
o menor al equivalente a 1.5 salarios mínimos vigentes en
el Distrito Federal.

V. La misma exposición de motivos señala que al aplicar
estos aumentos en forma selectiva a las pensiones por ce-
santía en edad avanzada, vejez y viudez, se discrimino a los
pensionados por invalidez derivada de enfermedad general
con edad superior a los 60 años, los que a la fecha de la pre-
sentación de la iniciativa eran 194,350. 

VI. Por último, señala la referida exposición de motivos
que el monto de la pensión de invalidez derivada de enfer-
medad general sirve de base para calcular las pensiones
que se deriven de la muerte, tanto del pensionado como del
asegurado, al igual que para fijar la cuantía del aguinaldo
anual. 

Después de analizar los antecedentes y consideraciones ci-
tados, las Comisiones que suscriben llegaron a las siguien-
tes 

CONCLUSIONES 

1. El haber excluido de los beneficios del aumento otorga-
do a las cuantías de las pensiones derivadas de los seguros
de cesantía en edad avanzada y de vejez, a las derivadas de
invalidez por enfermedad general, ha establecido una in-
equidad que no es prudente sostener, ya que tan incapaci-
tados para ejercer un trabajo productivo son aquellos dere-
chohabientes que han cumplido su plazo de espera y
llegado a los 60 o 65 años de edad, como aquellos otros que
como consecuencia de una enfermedad invalidante ya no
pueden ejercer tampoco un trabajo productivo y tienen 60
o más años de edad. 

2. Sí la pensión de invalidez en ningún caso puede estar por
debajo de la pensión mínima de la Ley del Seguro Social
de 1973 (equivalente a un salario mínimo vigente en el
Distrito Federal) ni de la pensión garantizada de la Ley del
Seguro Social de 1995 (equivalente a un salario mínimo vi-
gente en el Distrito Federal), y es el referente obligado en
ambas leyes para la determinación de las pensiones de viu-
dez y orfandad, y para el aguinaldo anual, el otorgarles es-
te incremento del 10% es imprescindible para mantener la
misma relación que había tanto en la ley de 1973 como en
la ley de 1995, relación de equidad que se rompió, a partir
del 1° de abril del presente año, al pasar las pensiones de
cesantía en edad avanzada y vejez 10% por encima de la
mínima de invalidez por enfermedad general, y en conse-
cuencia se justifica plenamente la incorporación de los
pensionados por invalidez derivada de enfermedad general,
mayores de 60 años de edad, a los incrementos otorgados a
las cuantías de las pensiones por cesantía en edad avanza-
da y vejez. 

3. Independientemente de estas argumentaciones, la inicia-
tiva que se dictamina indiscutiblemente tiene un alto con-
tenido de justicia social, toda vez que la cuantía de las pen-
siones que establece la Ley del Seguro Social están en la
actualidad bastante alejadas de poder satisfacer las mínimas
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necesidades de una familia cuyo único ingreso es la men-
cionada pensión, por lo que otorgar este incremento del
10% es solamente un paliativo a sus escasos ingresos. 

4. Por otra parte, la redacción del vigente artículo décimo
cuarto transitorio motivo de este dictamen, no es muy cla-
ra en cuanto a la cuantía de las pensiones que se otorgan
después del 20 de diciembre del 2001, ya que en el primer
párrafo del citado artículo transitorio se señala que los in-
crementos serán para las pensiones otorgadas antes de la
entrada en vigor de las reformas de las que forma parte, y
en el inciso b) del primer párrafo y en el segundo párrafo,
se establece que el incremento será el resultado de multi-
plicar la pensión que reciban al 31 de marzo del 2002 por
un factor determinado, sin especificar que sucede con las
pensiones que se otorguen después de la fecha en que las
reformas entraron en vigor, por lo que la reforma al último
párrafo del citado artículo décimo cuarto transitorio se jus-
tifica plenamente, ya que de no igualarse en sus cuantías,
se están creando dos clases de pensionados por la Ley del
Seguro Social, aquellos que se pensionaron antes del 20 de
diciembre del año 2001 y los que se pensionan después de
esa fecha, obteniendo los primeros un 10% más en la cuan-
tía de sus pensiones en comparación con los más reciente-
mente pensionados que no reciben este incremento. 

5. Esta disparidad de hecho se está dando entre los pensio-
nados por cesantía en edad avanzada y por vejez a partir
del 1° de abril del año 2002, debido a la redacción poco
clara del inciso b) del primer párrafo y del segundo párra-
fo del artículo décimo cuarto transitorio del Decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Se-
guro Social publicado en el Diario Oficial de la Federación
del día 20 de diciembre del año 2001, ya que quienes se en-
cuentran en los supuestos a los que se otorgó un incremen-
to en los montos de la pensión, incluidas todas las pensio-
nes de viudez, cuyo dictamen de pensión fue emitido antes
de la fecha de publicación de dicha reforma, están reci-
biendo una cuantía superior a la que reciben los pensiona-
dos que inician su pensión después de esa fecha, argumen-
tación esta que es válida y sirve de sustento para la
modificación que la iniciativa propone a la redacción del
inciso b) del primer párrafo y a la del segundo párrafo del
artículo décimo cuarto transitorio en comento. 

6. El número total de beneficiados con esta reforma será de
aproximadamente 195,000 pensionados, los que recibirán
un promedio de $1,600.00 anuales, cantidad similar a la
que durante los últimos tres años se estuvo otorgando a to-
dos los pensionados y jubilados del Instituto Mexicano del

Seguro Social en una partida especial del Presupuesto de
Egresos de la Federación para los ejercicios fiscales de los
años 1999, 2000 y 2001. 

7. Si bien la iniciativa propone que el incremento del 10%
se otorgue a los pensionados y jubilados por invalidez a
partir del 1° de abril de este año, la fecha en la que se está
dictaminando y el tramo que falta para su aprobación final
por el Congreso de los Estados Unidos Mexicanos pudiera
impedir que el pago retroactivo se hiciera en el presente
año, por lo que las Comisiones que suscriben proponen que
el pago que corresponda para el año 2002 se haga en forma
de pago único, como de hecho se vinieron cubriendo los
aumentos a jubilados y pensionados del I.M.S.S. así como
a los trabajadores ferrocarrileros pensionados antes de
1982, durante los ejercicios fiscales de los años 1999, 2000
y 2001, ampliando en consecuencia dos artículos transito-
rios al propuesto en la iniciativa. El primero (segundo del
proyecto de decreto) para que se tomen las previsiones pre-
supuestales para un pago único en el mes de marzo del
2003 que cubra el período de abril a diciembre del 2002, y
el segundo (tercero del proyecto de decreto) para que se to-
men las previsiones presupuestales para cubrir las sumas
aseguradas necesarias para el incremento que se aprueba a
partir de enero del 2003.

En mérito a los antecedentes, consideraciones y conclusio-
nes citadas, las Comisiones de Trabajo y Previsión Social
y de Seguridad Social, aprobaron este dictamen y acorda-
ron presentar a la consideración del pleno de la H. Cámara
de Diputados el siguiente 

PROYECTO DE DECRETO. 

Artículo Único. Se reforma el artículo décimo cuarto tran-
sitorio del Decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley del Seguro Social publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 20 de diciembre del año 2001,
para quedar como sigue: 

Décimo cuarto. Las pensiones otorgadas con fundamento
en el Título Segundo, Capítulo V, Secciones segunda, ter-
cera y cuarta de la Ley del Seguro Social publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 12 de marzo de 1973 y
en el Título Segundo, Capítulo V, Sección Segunda y Ca-
pítulo VI, Secciones segunda y tercera de la Ley del Segu-
ro Social vigente, se determinarán de acuerdo con los fac-
tores y modalidades siguientes: 
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a) Los pensionados cuyo monto de pensión sea menor a un
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, ésta
se incrementará hasta igualar dicho salario mínimo; 

b) Los pensionados de 60 años o más, con pensión igual o
mayor a un salario mínimo general vigente en el Distrito
Federal, el monto de su pensión será el resultado de multi -
plicar la pensión que reciban al 31 de marzo del 2002, o la
pensión que se determine si se pensiona después de esa fe-
cha, por el factor 1.1.

Los pensionados del seguro de riesgos de trabajo con edad
de 60 años o más, con cuantía de pensión equivalente a 1
salario mínimo vigente en el Distrito Federal o menor de
esa cantidad, el monto de su pensión será el que resulte de
multiplicar la pensión que reciban al 31 de marzo de 2002,
o la que se determine al otorgarla si es después de esa fe-
cha, por el factor 1.1. 

Para todas las viudas cuya pensión sea igual o menor a 1.5
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, el monto
de su pensión será el que resulte de multiplicar la pensión
que reciban al 31 de marzo del 2002, o la que se determine
al otorgarla si es después de esa fecha, por un factor de
1.1111. 

Los incrementos previstos en este artículo se aplicarán a
partir del 1° de abril del año 2002 para quienes ya estaban
pensionados por los ramos de seguro de invalidez, riesgos
de trabajo, cesantía en edad avanzada, vejez y pensión de
viudez a esa fecha, y a partir de la fecha de otorgamiento
de la pensión para quienes se pensionen a partir del 1° de
abril del año 2002. 

Transitorio Primero. Este Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Transitorio Segundo. El pago correspondiente al incre-
mento a las pensiones de los ramos de seguros de invalidez
y de riesgos de trabajo, por cuanto hace al período com-
prendido del 1° de abril al 31 de diciembre del año 2002,
se efectuará a más tardar el 31 de marzo del 2003, con re-
cursos que para ese efecto deberán establecerse en el De-
creto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal del 2003. 

Transitorio Tercero. Para los pensionados señalados en el
párrafo primero del artículo Décimo Cuarto Transitorio,

cuya pensión les haya sido otorgada entre el 21 de diciem-
bre de 2001 y el 31 de abril de 2002, les serán aplicables
los incrementos a que se refieren los incisos a) y b), y el
pago deberá efectuarse a más tardar el 31 de marzo de
2003, con recursos que deberán establecerse también, en el
Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal del 2003. 

Transitorio Cuarto. Para los pensionados señalados en el
párrafo segundo del artículo Décimo Cuarto Transitorio,
cuya pensión les haya sido otorgada entre el 21 de Diciem-
bre de 2001, y el 31 de abril de 2002, les serán aplicables
los incrementos a que el mismo se refiere, y el pago debe-
rá efectuarse a más tardar el 31 de marzo de 2003, con re-
cursos que igualmente deberán establecerse, en el Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal del 2003. 

Transitorio Quinto. El Decreto de Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal del 2003, asimis-
mo deberá establecer los recursos necesarios por lo que ha-
ce a las sumas aseguradas que el Instituto Mexicano del Se-
guro Social tendrá que entregar a las Compañías
Aseguradoras para cubrir el incremento a las rentas vitali-
cias a que se refiere este Decreto a partir del 1° de enero de
2003. 

Dado en la Sala de Comisiones de Palacio Legislativo de
San Lázaro, a los 21 días del mes de noviembre del año
2002. 

Por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Diputados: José Ramírez Gamero, Presidente (rúbrica);
Hugo Camacho Galván (rúbrica), José Antonio Gloria Mo-
rales, Roberto Ruiz Angeles (rúbrica), Manuel Duarte Ra-
mírez (rúbrica), secretarios; Carlos Aceves del Olmo (rú-
brica), Jaime Aceves Pérez, Enrique Alonso Aguilar
Borrego (rúbrica), Hilda Anderson Nevárez (rúbrica), Ma-
nuel Castro y del Valle (rúbrica), Jaime Cervantes Rivera
(rúbrica), Alejandro Gómez Olvera (rúbrica), Rodolfo Ge-
rardo González Guzmán (rúbrica), Joaquín Gracia Sánchez
(rúbrica), Francisco Javier López González, Rafael López
Hernández (rúbrica), Sergio Maldonado Aguilar (rúbrica),
Martha Patricia Martínez Macías, Héctor Méndez Alarcón,
José Luis Novales Arellano, Ramón Paniagua Jiménez,
Francisco Ramírez Cabrera (rúbrica), Enrique Ramos Ro-
dríguez (rúbrica), Carlos Antonio Romero Deschamps,
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María Teresa Romo Castillón (rúbrica), Concepción Sala-
zar González, Alfonso Sánchez Rodríguez, Rosario Tapia
Medina (rúbrica), Jorge Urdapilleta Núñez, María Teresa
Romo Castillón y Benito Vital Ramírez (rúbrica).

Por la Comisión de Seguridad Social

Diputados: Cuauhtémoc Rafael Montero Esquivel (rúbri-
ca), Samuel Aguilar Solís (rúbrica), Francisco Javier Ló-
pez González (rúbrica), Manuel Wistano Orozco Garza,
José María Rivera Cabello (rúbrica), Carlos Humberto
Aceves del Olmo (rúbrica), Rosa Elena Baduy Isaac (rú-
brica), Rubén García Farías (rúbrica), María de las Nieves
García Fernández (rúbrica), Rodolfo Gerardo González
Guzmán (rúbrica), Víctor Roberto Infante González (rúbri-
ca), Albino Mendieta Cuapio (rúbrica), José del Carmen
Soberanis González (rúbrica), Juan Manuel Sepúlveda Fa-
yad (rúbrica), Benito Vital Ramírez (rúbrica), José Manuel
Quintanilla Rentería (rúbrica), Arcelia Arredondo García
(rúbrica), Hilario Esquivel Martínez (rúbrica), Felipe Ol-
vera Nieto (rúbrica), Rafael Orozco Martínez (rúbrica),
Ramón Paniagua Jiménez (rúbrica), Alicia Concepción Ri-
calde Magaña (rúbrica), Verónica Sada Pérez (rúbrica),
Francisco Ricardo Sheffield Padilla (rúbrica), Carlos Al-
berto Valenzuela Cabrales (rúbrica), Rafael Servín Maldo-
nado (rúbrica), Pedro Miguel Rosaldo Salazar (rúbrica),
Rosalía Peredo Aguilar (rúbrica) y Olga Patricia Chozas y
Chozas (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

En virtud de que se está publicando y será distribuido
en breve, queda de primera lectura.

LEY QUE CREA EL FIDEICOMISO QUE 
ADMINISTRARA EL FONDO PARA EL 

FORTALECIMIENTO DE SOCIEDADES Y 
COOPERATIVAS DE AHORRO Y PRESTAMO 

Y DE APOYO A SUS AHORRADORES

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

El siguiente punto del orden del día es la primera lectura
del dictamen con proyecto de decreto por el que se refor-
man, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley
que crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo para el
Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y
Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

HONORABLE ASAMBLEA 

Los integrantes de todos los Partidos Políticos de esta Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, con la opinión fa-
vorable de los miembros de la Comisión de Fomento Coo-
perativo y Economía Social, hemos reconocido la
necesidad de destinar fondos públicos al proceso de conso-
lidación de las cajas de ahorro tradicionales y confiables de
nuestro país. Asimismo, hemos decidido buscar una solu-
ción para el grave problema de los ahorradores defrauda-
dos por diversas cajas de ahorro. 

Por lo anterior, es que esta Comisión Dictaminadora ha to-
mado en cuenta las Iniciativas que con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55, frac-
ción II, del Reglamento Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, han presentado el Diputa-
do Federal José Delfino Garcés Martínez, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, así como el Diputado Federal Omar Fayad Mene-
ses, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presentadas ambas el 27 de
noviembre de 2001, sendas iniciativas encaminadas a re-
formar y adicionar diversas disposiciones de la Ley que
crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo para el For-
talecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y
Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores, las cuales fueron
turnadas a esta Comisión de Hacienda y Crédito Público. 

Por otro lado, en materia de cajas de ahorro se han presen-
tado en el curso del último año varios Puntos de Acuerdo
en el Pleno de esta Cámara, siendo el último de fecha 8 de
noviembre, el cual del Diputado Antonio García Dávila del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, propone se
incluya en el Fideicomiso antes mencionado a otras cajas
de ahorro que han caído en crisis, mismo que fue turnado a
esta Comisión para su debido análisis. 

De igual manera, Diputados del Partido Acción Nacional
han manifestado al interior de esta Comisión su preocupa-
ción por resolver la situación de miles de ahorradores de la
República Mexicana que vieron mermado su patrimonio a
raíz de los quebrantos y fraudes sufridos en sus cajas, por
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lo que han enriquecido el presente Dictamen con sus pro-
puestas. 

Por otro lado, el 8 de octubre pasado fue turnada a las Co-
misiones de Fomento Cooperativo y Economía Social y de
Hacienda y Crédito Público un Punto de Acuerdo del H.
Congreso del Estado de Tlaxcala por el que se pronuncia a
favor de los ahorradores tlaxcaltecas, para que puedan ob-
tener una pronta solución a su problema y de esta manera
ayudar a resarcir sus ahorros. 

Esta Comisión que suscribe, con base en las facultades an-
tes señaladas, se abocó al análisis de las dos Iniciativas y el
Punto de Acuerdo antes señalados, para lo cual se llevaron
a cabo diversas reuniones de trabajo con los representantes
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y del Fon-
do para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas
de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores. 

De esta manera y conforme a los resultados del grupo de
trabajo creado ex profeso y de las deliberaciones y el aná-
lisis de los miembros de esta Comisión, y contando con la
opinión favorable y la adhesión de la Comisión de Fomen-
to Cooperativo y Economía Social, se presenta a esta Ho-
norable Asamblea el siguiente: 

DICTAMEN 

DESCRIPCION DE LAS INICIATIVAS 

Para el desahogo del presente Dictamen, se ha considerado
conveniente analizar simultáneamente las dos Iniciativas y
el Punto de Acuerdo, cuyo propósito fundamental es el de
dar mayor rango de equidad y universalidad a la citada Ley,
así como el de buscar soluciones de fondo para abatir la
problemática que siguen enfrentado las familias de los aho-
rradores de las diversas figuras que operan el ahorro y cré-
dito popular, y las cuales han sufrido diferentes tipos de
quebrantos en su patrimonio. 

De la misma forma, buscan dar solución a aquellos ahorra-
dores que no han sido beneficiados con la Ley que crea el
Fideicomiso que Administrará el Fondo para el Fortaleci-
miento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Présta-
mo y de Apoyo a sus Ahorradores, en virtud de los requi-
sitos y alcances planteados en el mismo ordenamiento. 

• Iniciativa de Reformas a la Ley que crea el Fideicomiso
que Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de So-
ciedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apo-

yo a sus Ahorradores, presentada por el Diputado José Del-
fino Garcés Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido
de la revolución Democrática, en la sesión del 27 de no-
viembre de 2001.

En su propuesta, la Iniciativa señala que derivado de la
afectación sufrida por múltiples ahorradores de distintas
cajas de ahorro, cooperativas y sociedades de ahorro y
préstamo, el Congreso de la Unión decidió la creación del
Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperati-
vas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores,
a fin de proceder al resarcimiento de hasta el 70% a todos
los afectados con ahorros con límite no mayor de 190 mil
pesos, y que el resto de los afectados recuperarían sus aho-
rros una vez liquidados los bienes de dichas sociedades, lo
cual hasta la fecha no se ha concretado. 

Asimismo, la Iniciativa en comento señala que el H. Con-
greso de la Unión aprobó dotar al Fondo de 500 millones
de pesos para el ejercicio fiscal de 2001, a fin de apoyar a
aquellas sociedades que presentaran problemas de liquidez
o solvencia, mismos que a la fecha de la presentación de
esta Iniciativa no habían sido proporcionados. 

De la misma forma, se indica que el sistema de bienes ase-
gurados cuenta con bienes que representan al menos 490
millones de pesos que ingresarían al patrimonio público. 

La propuesta en cuestión, señala también que los 500 mi-
llones de pesos aprobados en el Presupuesto de Egresos de
la Federación de 2001, se apliquen a las sociedades con-
templadas en la Ley, de conformidad a los porcentajes que
establezca el Comité Técnico del Fideicomiso que admi-
nistre el Fondo, considerando la disponibilidad de bienes
con que cuente cada sociedad, a fin de evitar presiones a las
finanzas públicas. 

Se subraya que a dos meses para finalizar el ejercicio fis-
cal de 2001, los 500 millones de pesos aprobados en el Pre-
supuesto no habían sido aplicados, proponiendo que, en
vez de ser devueltos a la Tesorería de la Federación, se
apliquen a favor de quienes tienen ahorros superiores a los
190 mil pesos, en función de la culminación de los juicios
y procedimientos para liquidar los bienes asegurados. 

Finalmente, se precisa que la Ley de referencia excluyó de
sus beneficios a numerosos ahorradores que enfrentan
afectaciones idénticas a las de aquellos al que la Ley per-
mite resarcir, por lo que debe hacerse un esfuerzo adicional
para incluirlos en los beneficios citados. 
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• Iniciativa de Decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley que crea el Fideicomiso que
Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de Socieda-
des y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus
Ahorradores, presentada por el Diputado Omar Fayad Me-
neses, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, en sesión del 27 de noviembre de 2001.

Propone reformar la citada Ley para que también sean be-
neficiados los ahorradores cuyas cajas de ahorro se consti-
tuyeron u operaron bajo otras figuras jurídicas o formas di-
versas, así como utilizar los 500 millones de pesos que
actualmente destina la Ley a rescatar a las sociedades que
presenten problemas graves de liquidez o solvencia y pre-
ver la obtención de más recursos con los cuales hacer fren-
te a esta problemática. 

De esta manera, se sugiere incluir a otras organizaciones
constituidas como sociedades civiles, sociedades anónimas
de capital variable, asociaciones civiles y cooperativas de
responsabilidad limitada, mismas que hayan presentado las
denuncias penales correspondientes y hayan dejado de
operar con fecha previa al 30 de noviembre del año 2000. 

Prevé, de igual forma, la obtención de más recursos para
que éstos sean de mil millones de pesos a considerar den-
tro del Presupuesto de Egresos de la Federación, adiciona-
les a los 500 millones de pesos ya existentes. 

Por último, considera la necesidad de que se amplíe la du-
ración del Fideicomiso para adecuarla a las cantidades nue-
vas que se solicitan del Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración. 

• Punto de Acuerdo por el que el H. Congreso del Estado
de Tlaxcala se pronuncia a favor de los ahorradores tlax-
caltecas para que puedan obtener una pronta solución a su
problema y de esta manera ayudar a resarcir sus ahorros,
recibido el 8 de octubre de 2002.

Se señala en este Punto de Acuerdo el propósito de lograr
el apoyo de esta H. Cámara de Diputados para encontrar
una pronta solución para aproximadamente 40 ahorradores
y sus respectivas familias a nivel estatal que han perdido
sus ahorros con motivo del estado financiero en que se en-
cuentra la Cooperativa Caja Popular la No. 1 de Tlaxcala,
derivado del decomiso de bienes que se hizo por parte de
la Procuraduría General de la República al entonces repre-
sentante legal de esa Caja, con motivo del proceso que se

le sigue por el delito de lavado de dinero y crimen organi-
zado. 

A nivel nacional, se menciona que, derivado de estos actos
delictivos, se han visto afectados alrededor de 3 mil aho-
rradores distribuidos en 24 entidades federativas, sin que a
la fecha hayan podido acceder a los beneficios que estable-
ce la Ley que crea el Fideicomiso que Administrará el
Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperati-
vas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores y
se adiciona el artículo 51-Bis de la Ley General de Organi-
zaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, derivado de
que, en su caso particular, no se cumple con determinados
requisitos que estipula el mencionado ordenamiento. 

En tal virtud, solicitan el apoyo para que, al momento de
evaluar y dictaminar las iniciativas arriba indicadas, se to-
me en cuenta su situación, a efecto de estar en condiciones
de ser apoyados en la recuperación de sus ahorros, que im-
plican un esfuerzo de muchos años. 

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN 

Resulta muy importante para esta Comisión señalar antes
de cualquier pronunciamiento, el que para la realización
del presente Dictamen se contó con el apoyo de todos los
grupos parlamentarios y de que en el curso del análisis y
discusión del mismo, participaron legisladores de práctica-
mente todos los partidos políticos representados en esta So-
beranía, en particular del Partido Acción Nacional, del Par-
tido de la Revolución Democrática, del Partido
Revolucionario Institucional, del Partido del Trabajo y del
Partido Verde Ecologista de México. 

Asimismo, para esta Comisión Dictaminadora resulta im-
portante recordar que derivado de que diversos ahorradores
de Sociedades Cooperativas con secciones de Ahorro y
Préstamo, así como de Sociedades de Ahorro y Préstamo
fueron afectados por la comisión de ilícitos o deficientes
administraciones por parte de quienes llevaban la opera-
ción y/o dirección de dichas sociedades, fue publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de
2000, la Ley que crea el Fideicomiso que Administrará el
Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperati-
vas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores,
con el propósito fundamental de apoyar y permitir la recu-
peración por parte de dichos ahorradores de un porcentaje
de sus ahorros, así como de fortalecer el esquema finan-
ciero de las sociedades que cumplieran con los requisitos
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establecidos en la propia ley, contando para tal efecto con
el apoyo del Gobierno Federal y las Entidades Federativas. 

Que como consecuencia de la aprobación de esta Ley, se
creó un fondo administrado a través de un Fideicomiso de
carácter público, a fin de garantizar transparencia y el ade-
cuado manejo de los recursos aportados por el Gobierno
Federal y las Entidades Federativas, con el propósito de dar
un pago oportuno y de carácter equitativo a los miles de
ahorradores afectados. 

Que, como ya ha sido señalado en las Iniciativas antes co-
mentadas, en razón de la aplicación de la Ley que crea el
citado Fideicomiso, diversas sociedades y asociaciones no
lucrativas y de carácter lucrativo que han venido promo-
viendo el ahorro popular, han solicitado los apoyos otorga-
dos por este Fideicomiso, sin resultados favorables, por el
hecho de no contar con la naturaleza jurídica requerida, en-
contrándose en una situación de desventaja respecto de las
Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo. 

Que los requisitos establecidos para el fortalecimiento del
esquema financiero de las sociedades, hacen imposible su
aplicación a favor de las sociedades y asociaciones que lo
requieren, por lo que es imprescindible una reforma inte-
gral a la Ley para otorgar en condiciones de justicia y equi-
dad éstos apoyos, situación que cobra mayor importancia a
partir de la aprobación de la Ley de Ahorro y Crédito Po-
pular, misma que viene a ordenar y a regular la captación
de recursos en el sector de ahorro y crédito popular, a tra-
vés de dos figuras jurídicas básicas que son: 

(i) las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo, y 

(ii) las Sociedades Financieras Populares, mismas que con-
forme a los procedimientos establecidos en la propia Ley,
requieren de una autorización de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores para operar como Entidades de Aho-
rro y Crédito Popular.

En virtud de lo anterior, esta Comisión considera que es ne-
cesario facilitar a las sociedades y asociaciones que captan
ahorro popular, su proceso de transición en Entidades de
Ahorro y Crédito Popular, a través de la implementación de
esquemas financieros que permitan su transformación en
Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo o en So-
ciedades Financieras Populares o bien, en su caso, se per-
mita su salida ordenada en el caso de aquellas sociedades o
asociaciones financieramente inviables, con el único pro-
pósito de no causar perjuicio a sus ahorradores. 

También resulta evidente que el apoyo realizado hasta aho-
ra ha sido insuficiente, pues aún persisten grupos de perso-
nas que, confiando en este tipo de sociedades, depositaron
en ellas sus recursos y hasta el momento no los han podido
recuperar. 

En efecto, se ha podido constatar que algunas entidades
constituidas bajo las modalidades de Sociedades Coopera-
tivas con secciones de Ahorro y Préstamo y Sociedades de
Ahorro y Préstamo, tuvieron un funcionamiento irregular,
debido a una mala planeación o negligencia de parte de
quienes estaban a cargo de su administración o dirección,
en perjuicio de cientos de miles de ahorradores afectados. 

Esta problemática evidenció la existencia de una enorme
falla en el sistema de ahorro popular, lo cual ocasionó y si-
gue ocasionando elevados costos sociales, y considerando
que, en su momento, los diversos Grupos Parlamentarios
se expresaron en sentido favorable para la utilización de re-
cursos públicos para apoyar de manera extraordinaria el
daño causado a este tipo de ahorradores, fue necesaria la
emisión de un marco normativo que permitiera la creación
de un Fideicomiso que administrará el fondo para el Forta-
lecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Prés-
tamo y de Apoyo a sus Ahorradores, y así garantizar la ab-
soluta transparencia en la aplicación y administración de
los recursos públicos destinados a este fin, así como la
existencia de controles adecuados sobre su operación. 

No obstante lo anterior, y a más de dos años de la imple-
mentación del referido Fideicomiso, los resultados y avan-
ces que a la fecha se han alcanzado, si bien han sido signi-
ficativos para el universo originalmente considerado, aún
no han logrado satisfacer las demandas de un número im-
portante de ahorradores afectados bajo otros supuestos, que
no se consideró conveniente contemplar en la Ley en co-
mento. 

Por lo anterior, y tomando en consideración, que una parte
de dichas sociedades y asociaciones se transformarán en
Entidades de Ahorro y Crédito Popular con motivo de la
publicación de la Ley de Ahorro y Crédito Popular y otras,
deberán tener una salida ordenada para no perjudicar a sus
ahorradores, esta Comisión Dictaminadora ha considerado
oportuno proponer una reforma integral a la Ley en co-
mento, con el propósito de apoyar otro tipo de sociedades y
asociaciones no lucrativas, y excepcionalmente con carácter
lucrativo, que enfrentaron o enfrentan la misma problemá-
tica que motivó la expedición de dicha Ley, siendo estas:
Sociedades y Asociaciones Civiles, así como Sociedades
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de Solidaridad Social, siempre y cuando hayan observado
lo dispuesto por el Artículo 38-P de la Ley General de Or-
ganizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, así co-
mo algunas Sociedades Anónimas. 

Con la presentación de esta propuesta, que contempla las
inquietudes planteadas en las diversas iniciativas ya co-
mentadas, se abre una doble posibilidad, es decir, ya sea
que se apoye a los ahorradores o bien a las sociedades o
asociaciones a las que pertenezcan dichos ahorradores,
siempre y cuando cumplan con una serie de requisitos y
condiciones que permitan determinar la procedencia o no,
para ser sujetos de apoyo, que emana de recursos fiscales. 

En efecto, se estima que para fortalecer el esquema finan-
ciero de las sociedades es necesario contar con fundamen-
tos técnicos, pero también flexibles, que sustenten la ido-
neidad de los apoyos contemplados y hagan procedente su
otorgamiento. 

En ese sentido, el Banco del Ahorro Nacional y Servicios
Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo, de
acuerdo con las funciones encomendadas por su Ley Orgá-
nica, tiene entre otras la de ser promotor del desarrollo del
sector de ahorro y crédito popular, así como el de canalizar
los apoyos del Gobierno Federal, por lo que a fin de apo-
yar a las entidades del sector en su proceso de transición a
la Ley de Ahorro y Crédito Popular tiene contemplado re-
alizar a nivel nacional, los trabajos desarrollados por con-
sultores con experiencia internacional en finanzas popula-
res con el fin de ordenar este sector y facilitar el
cumplimiento de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 

Los resultados de estos trabajos, que no han sido realizados
por ninguna instancia, serán de gran utilidad para apoyar la
toma de decisiones, desde un punto de vista técnico, en el
otorgamiento de apoyos de saneamiento. 

El objetivo principal de este proyecto es desarrollar, imple-
mentar y dar seguimiento a planes de trabajo específicos
para cada sociedad (que captan ahorro y colocan crédito),
de acuerdo a sus características y conforme a su capacidad
para incorporarse a la Ley de Ahorro y Crédito Popular.
Entre las actividades principales que se desarrollarán serán
las siguientes: 

A. Elaborar los planes de trabajo específicos de estabiliza-
ción y saneamiento, que puedan consistir en el otorga-
miento de créditos, adquisición de instrumentos de capita-
lización, fusión, cesión de activos y pasivos, liquidación o

cualquier otro esquema por sociedad, de acuerdo con sus
características.

Los planes de trabajo deberán considerar como punto de
partida, la evaluación que haga la consultoría con base en
los estándares de evaluación que permitirán clasificar a las
sociedades en: 

1) Sociedades que cumplen con los requisitos para solicitar
su autorización y que adicionalmente pueden ser sujetas a
un plan de mejora. 

2) Sociedades que requieren de un plan de estabilización y
ajuste temporal y que podrán incorporarse a la Ley de Aho-
rro y Crédito Popular si realizan ciertos cambios y sin ne-
cesidad de recursos externos. 

3) Entidades que deberán fusionarse con otra o con otras, o
ceder sus activos y pasivos o pasar por un proceso profun-
do de reorganización y mejorar su estructura de gobierno,
operación y control interno para poder ser autorizadas. Es-
tas sociedades presentan requerimientos de apoyos finan-
cieros externos para fortalecer su capital. 

4) Entidades que definitivamente no están en posibilidad
de cumplir con los requisitos mínimos para operar confor-
me a la Ley de Ahorro y Crédito Popular y que deberán ser
liquidadas. 

B. Implementar y dar seguimiento a los planes de trabajo,
así como corregir los problemas detectados.

Conforme a lo anterior, se propone incluir en el Artículo 1°
el objeto del Fideicomiso, haciendo énfasis en el doble
efecto que se pretende alcanzar con esta Ley, que consisti-
rá en: a) fortalecer el esquema financiero de las sociedades
o asociaciones que habiéndose sujetado a un trabajo lleva-
do a cabo por consultores con experiencia internacional en
finanzas populares, resulten viables y consecuentemente
con ello, propiciar su transformación en entidades de aho-
rro y crédito popular, y b) apoyar a los ahorradores de las
sociedades o asociaciones cuya insolvencia se hubiere
comprobado y hayan sido sujetas de un trabajo de audito-
ría contable. De esta forma, el artículo 1º quedaría de la si-
guiente manera: 

"ARTÍCULO 1.- Se crea el Fideicomiso para administrar
el Fondo de Fortalecimiento de las sociedades a que se re-
fiere esta Ley, y de apoyo a sus ahorradores. 
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El Fideicomiso tendrá por objeto: 

I. Fortalecer el esquema financiero de las sociedades defi-
nidas como de tipo "ll" en el artículo 7 de la presente Ley. 

Dichas sociedades únicamente recibirán los apoyos a que
se refiere esta Ley, siempre y cuando cumplan con los re-
quisitos que establece el artículo 8 de la misma; y 

II. Apoyar a los ahorradores de las sociedades a que se re-
fiere el artículo 7 de la presente Ley, respecto de las cuales
ya se haya comprobado su insolvencia y hayan sido objeto
de los trabajos de auditoría contable a que se refiere el ar-
tículo 2 fracción X de esta Ley."

Por su parte, con el objeto de ser más precisos y específi-
cos, en el Artículo 2° se incluyen las definiciones de los
términos que se utilizan a lo largo del texto de la Ley, para
dar una mayor claridad respecto de las pretensiones de los
legisladores al momento de promulgar las modificaciones
a la Ley en cuestión. Además, de facilitar su comprensión
y uniformar los criterios de interpretación, al definir el sen-
tido en que deben entenderse tales términos dentro del con-
texto del ordenamiento que se está reformando, ya que mu-
chos términos se repiten a lo largo de la Ley, por lo que
quedaría en los siguientes términos: 

"ARTÍCULO 2.- Para efectos de esta Ley, se entenderá
por: 

I. Ahorrador en singular o plural: a las personas que hayan
constituido depósitos en las sociedades a que se refiere la
fracción IX de este artículo, en calidad de socios o asocia-
dos. 

II. Comité: al Comité Técnico del Fideicomiso a que se re-
fiere la presente Ley. 

III. Federación: a los organismos de integración a que se
refiere la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 

IV. Fideicomiso: al Fideicomiso constituido a partir de la
presente Ley. 

V. Fiduciaria: Nacional Financiera, S.N.C., Institución de
Banca de Desarrollo. 

VI. Ley: a la presente Ley. 

VII. Saldo Neto de Ahorro: El resultado del monto que
conste en los títulos de crédito o documentos equivalentes
que comprueben los depósitos realizados por el Ahorrador,
menos los créditos que se le hayan otorgado y no haya cu-
bierto. Para determinar este saldo, no se computarán inte-
reses. 

VIII. Secretaría: a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico. 

IX. Sociedad Objeto de esta Ley, en singular o plural: a las
sociedades a que se refiere el artículo 7 de esta Ley y que
manifiesten su intención de apegarse a los términos de la
Ley de Ahorro y Crédito Popular, o que en virtud de no po-
der ajustarse a los requisitos establecidos en la misma, de-
ban proceder a su disolución y liquidación o que se en-
cuentren en procedimiento de quiebra, en concurso o
entren en concurso mercantil. 

X. Trabajos de Auditoría Contable: a los trabajos de análi-
sis y evaluación de los estados financieros de una sociedad
cuyos ahorradores sean sujetos de apoyo en los términos de
esta Ley, los cuales deberán de realizarse con apego a los
principios de contabilidad generalmente aceptados, y con
base en normas de auditoría generalmente aceptadas. 

XI. Trabajos de Consolidación: a los trabajos que se lleven
a cabo en las Sociedades Objeto de esta Ley, con excepción
de las señaladas en el artículo 7 fracción I, por consultores
con experiencia internacional en finanzas populares; estos
trabajos comprenden asistencia técnica en materia de me-
jora, estabilización, saneamiento y/o liquidación de Socie-
dades, los cuales serán contratados por el Gobierno Fede-
ral a través del Banco del Ahorro Nacional y Servicios
Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo, en
su carácter de agente financiero del Gobierno Federal, con
recursos provenientes de organismos financieros interna-
cionales."

Del mismo modo, en su Artículo 3°, y a fin de enriquecer
las decisiones que el Comité Técnico adopte, derivado de
la experiencia en procesos de fortalecimiento de entidades
financieras, supervisión bancaria y protección al ahorrador
se propone incluir al Banco de México como miembro de
dicho Comité. 

Asimismo, para facilitar la operación del Fideicomiso, se
incluye la posibilidad de que los miembros del Comité
Técnico cuenten con un suplente. Aunado a lo anterior, se
añade la acreditación de un representante de los miembros
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del Comité Técnico para que dé respuesta a los actos inter-
puestos en contra de las resoluciones de dicho Comité in-
cluyendo los juicios de garantías, además de señalarse que
los gastos y costas que se originen por este concepto se re-
alizarán con cargo al patrimonio del Fideicomiso; final-
mente se precisa el hecho de que, el Fideicomiso no tenga
estructura orgánica propia, no implica la imposibilidad de
éste, para contratar servicios profesionales o de los aseso-
res necesarios que requiera para el cumplimiento de sus fi-
nes y con cargo a su patrimonio. 

Es así, que las anteriores propuestas tienen por objeto que
el Comité Técnico del Fideicomiso, es decir, el órgano de
gobierno del Fideicomiso, quede dotado de las herramien-
tas y facultades necesarias que le permitan sesionar y tomar
acuerdos de una manera ágil y expedita, aún cuando falten
varios de sus miembros propietarios. 

Del mismo modo, se pretende que exista una mecánica de-
finida y ágil para dar atención a los planteamientos, donde
se cuestionen sus decisiones, independientemente de acla-
rar que el supuesto de no tener estructura orgánica propia,
no significa que no pueda contratar a terceros, que sin for-
mar parte de sus órganos internos, puedan auxiliarlo en la
ejecución de actos. De acuerdo a lo señalado, el artículo 3,
quedaría de la forma siguiente: 

"ARTÍCULO 3.- El Fideicomiso será público y contará
con un Comité que estará integrado por un representante de
cada una de las siguientes Instituciones: de las Secretarías
de Hacienda y Crédito Público, quien lo presidirá; de Go-
bernación; de Contraloría y Desarrollo Administrativo; de
la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros; de la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores, de Banco de México, y un re-
presentante de cada uno de los dos Gobiernos de las enti -
dades federativas que hayan celebrado los convenios a que
se refiere el artículo 10 de esta Ley, y que cuenten con el
mayor número de Ahorradores. Por cada representante
propietario del Comité habrá un suplente, quién deberá su-
plirlo en sus ausencias. 

El Comité acreditará legalmente a las personas que se en-
carguen de recibir y dar respuesta a actos jurídicos inter-
puestos en contra de sus resoluciones, incluidos aquellos
actos relacionados con los juicios de garantías que, en su
caso, se interpongan en contra de las resoluciones del pro-
pio Comité. Para tal efecto, los gastos y honorarios que se
generen con motivo de dicha defensa, serán cubiertos con
cargo al patrimonio del Fideicomiso. 

Este Fideicomiso no tendrá estructura orgánica propia, por
lo que no queda comprendido en los supuestos de los artí-
culos 47 de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y 40 de la Ley Federal de Entidades Paraestatales.
No obstante lo anterior y a efecto de dar cumplimiento a
los fines del Fideicomiso, la Fiduciaria podrá contratar ase-
sores, profesionistas así como personal técnico por honora-
rios, con cargo al patrimonio del Fideicomiso, no estable-
ciéndose relación laboral alguna con la Fiduciaria."

En este mismo sentido, persiguiendo el citado objetivo de
hacer más operativo al Fideicomiso, esta Comisión propo-
ne derogar el Artículo 4° a fin de eliminar a la Comisión
Consultiva integrada por representantes de los Gobiernos
de las Entidades Federativas en las que existan ahorradores
afectados, ya que nunca operó en la práctica. Con esta de-
cisión, se pretende simplificar la toma de decisiones, dado
que bajo el esquema original, para escuchar a la represen-
tación de los ahorradores, primero había que deliberar y
pronunciarse en su seno, para después acudir al Comité
Técnico a exponer el acuerdo al que se había llegado, y
posteriormente regresar a comunicar el resultado de su ges-
tión. 

Bajo este tenor, y para evitar un esquema sumamente com-
plejo en su operativa, se analizó la conveniencia de evitar
mencionar en los Artículos 5°, 9° y 12, el importe de los re-
cursos aportados por el Gobierno Federal, derivado de lo
cual, los artículos 9º y 12 se derogarían, mientras que el 5º
quedaría en los siguientes términos: 

"ARTÍCULO 5.-......... 

I. Las aportaciones del Gobierno Federal. 

Dichas aportaciones se administrarán en subcuentas inde-
pendientes entre sí y distintas a aquéllas en que se admi-
nistre el resto de las aportaciones; 

II. ... 

III. .... 

IV. .... 

V. ........."

Al respecto de estos cambios, para la que Dictamina es im-
portante señalar como se reitera al final del Dictamen que,
además de estar facultando al propio Fideicomiso para que
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pueda utilizar los recursos con que actualmente cuenta por
550 millones de pesos para apoyar a sociedades, de mane-
ra que los mismos puedan ser utilizados a favor de los aho-
rradores, situación que en la actualidad no es posible en
términos de la propia Ley, de conformidad a los cálculos
realizados, se requerirían recursos de carácter presupuestal
del 2003 del orden de 754.8 millones de pesos. 

Para el Presupuesto de Egresos de la Federación de 2004 se
ha estimado un requerimiento de 645.1 millones de pesos. 

Con estos recursos, que fortalecerían el patrimonio del Fi-
deicomiso, se podría cumplir con dos objetivos fundamen-
tales de la reforma que se propone: Por un lado y, lo que re-
sulta ser lo más urgente, apoyar a los ahorradores de
algunas sociedades cuyas características originalmente no
estaban contempladas por la Ley en comento y, en segun-
do lugar, apoyar a las que no puedan cumplir con los re-
quisitos establecidos en la Ley de Ahorro y Crédito Popu-
lar para constituirse como entidades de este sector, así
como contribuir al fortalecimiento financiero de aquellas
sociedades que lo requieran para poder organizarse y fun-
cionar como entidades de ahorro y crédito popular. 

Como más adelante se precisa, también se considera opor-
tuno señalar que el esquema de apoyo que se está propo-
niendo requiere la participación activa y solidaria de las
Entidades Federativas, en apoyo de los ahorradores, inclu-
so con saldo neto mayor a 190 mil pesos, con la única con-
dición de aceptar como liquidación el 70% de dicho límite. 

Asimismo, en el Artículo 6° se precisan y aclaran algunas
facultades del Comité Técnico a fin de dar cumplimiento a
los fines del Fideicomiso, entre las que destaca: los proce-
dimientos para determinar las cantidades a entregar y do-
cumentar la necesidad de eliminar la facultad de emitir me-
diante reglas de carácter general y los requisitos que deben
tener los títulos de crédito que presenten los ahorradores
para que se consideren válidos, ya que la regulación de és-
tos se encuentran previstos en la Ley General de Títulos y
Operaciones de Crédito; además de esclarecer a través de
los Trabajos de Consolidación, es decir, los trabajos reali-
zados por los consultores con experiencia internacional,
que una vez que se determine la viabilidad de una sociedad
o asociación, se instruya la implementación de algún es-
quema de apoyo a efecto de lograr su saneamiento finan-
ciero; así como aprobar las bases y procedimientos para el
reconocimiento de las sociedades o asociaciones que serán
apoyadas; la determinación de los casos en que la fiducia-
ria podrá renunciar a los derechos de cobro, a efecto de be-

neficiar a otros ahorradores; así como los casos en que por
su imposibilidad legal o material de cobro, deban quebran-
tarse. 

Bajo este tenor, el artículo en comento quedará estructura-
do como sigue: 

"ARTÍCULO 6.- El fideicomitente del Fideicomiso será
el Gobierno Federal, a través de la Secretaría. 

Se deroga segundo párrafo. 

El Comité tendrá de manera enunciativa, mas no limitati-
va, las siguientes facultades: 

I. Aprobar los términos mínimos de referencia, conforme a
los cuales deben practicarse los Trabajos de Auditoría Con-
table de las sociedades cuyos ahorradores sean sujetos a los
apoyos que esta Ley contempla, con el propósito de que los
recursos de este Fideicomiso se apliquen en forma transpa-
rente; 

II. Aprobar las bases y procedimientos a través de los cua-
les se reconocerán los montos a pagar que se hayan deter-
minado en el Trabajo de Auditoría Contable respectivo, así
como los mecanismos para identificar a los Ahorradores,
los procedimientos para determinar las cantidades que se
podrán entregar a los mismos, así como los procedimientos
para documentar dichas entregas; 

III. Determinar los requisitos que deben reunir los docu-
mentos comprobatorios de los derechos de crédito de los
Ahorradores para ser considerados válidos, así como los
métodos de identificación de dichos Ahorradores; 

IV. Instruir que se lleven a cabo las acciones pertinentes pa-
ra la implementación del esquema de apoyo que se deter-
mine en el Trabajo de Consolidación, el cual establecerá
cuando es viable la recuperación financiera de la Sociedad
Objeto de esta Ley de que se trate, y cuando no, así como
el esquema que se implementará, y el monto necesario pa-
ra su saneamiento; 

V. Aprobar las bases y procedimientos a través de los cua-
les se reconocerán a las Sociedades Objeto de esta Ley que
serán apoyadas, así como los procedimientos para docu-
mentar dichos apoyos; 

VI. ........ 
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VII. Autorizar, con cargo al patrimonio del Fideicomiso,
los gastos que resulten necesarios, para el manejo del mis-
mo, incluyendo los honorarios que correspondan a la Fidu-
ciaria, así como aquellos que deriven del proceso de extin-
ción del mismo; 

VIII. Instruir a la Fiduciaria, por escrito respecto de la in-
versión de los fondos líquidos del Fideicomiso; 

IX. ..... 

X. Revisar y aprobar, en su caso, los informes que rinda la
Fiduciaria sobre el manejo del patrimonio fideicomitido; 

XI. ....... 

XII. ....... 

XIII. ..... 

XIV. ....... 

XV. Determinar los casos en los que la Fiduciaria podrá re-
nunciar a los derechos de cobro respecto de los cuales se
haya subrogado en términos de lo señalado por el artículo
11, Base SEXTA de esta Ley, siempre que tal renuncia sea
en beneficio de ahorradores no apoyados por el Fideicomi-
so en términos de la misma; o bien, cuando la Fiduciaria lo
solicite en virtud de la notoria imposibilidad legal o mate-
rial de hacer efectivos los mencionados derechos, o que los
procesos que deban seguirse para hacerlos efectivos resul-
ten excesivamente onerosos. Cuando se determine renun-
ciar a los derechos de cobro de conformidad con lo esta-
blecido en la presente fracción, los recursos aportados para
el pago a ahorradores serán a fondo perdido; 

XVI. Aprobar que se lleven a cabo las actividades a que se
refieren las fracciones anteriores, en los casos de Socieda-
des Objeto de esta Ley que se encuentren en procedimien-
to de quiebra, en concurso o lleguen a ubicarse en concur-
so mercantil, y 

XVII. Cualesquiera otras derivadas de la legislación apli-
cable y de la presente Ley, necesarias para el cumplimien-
to de los fines del Fideicomiso."

En cuanto al Artículo 7°, la que Dictamina consideró nece-
sario diferenciar entre aquellas sociedades sujetas de apo-
yo que hayan sido autorizadas conforme a la Ley que les
dio origen, pero que actualmente ya no realicen operacio-

nes activas o pasivas en forma permanente, mismas que se-
rán consideradas para los efectos de esta Ley como de tipo
"I", las cuales se someterán a trabajos de auditoría contable
a efecto de apoyar a los ahorradores de las mismas, y aque-
llas otras sociedades que se encuentren actualmente en
operación, que pretenderán transformarse en entidades de
ahorro y crédito popular y que serán consideradas como del
tipo "II", las cuales deberán someterse a los trabajos de
consolidación a efecto de determinar su viabilidad o invia-
bilidad y así sujetarse a algunos de los programas de apo-
yo que prevé la Ley, además de que si se considera invia-
ble deberán ser objeto a un trabajo de auditoría a efecto de
apoyar a los ahorradores de la sociedad o asociación res-
pectiva. 

"ARTÍCULO 7.- Las Sociedades Objeto de esta Ley, se
dividirán en: 

I. Sociedades de tipo "l": a) Sociedades de Ahorro y Prés-
tamo que se hayan autorizado conforme a la Ley General
de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, y
que ya no realicen operaciones activas ni pasivas de forma
permanente; b) Sociedades Cooperativas que cuenten con
secciones de ahorro y préstamo que se hayan organizado
conforme a la Ley General de Sociedades Cooperativas, y
que ya no realicen operaciones activas ni pasivas; c) Aso-
ciaciones y Sociedades Civiles que hayan realizado activi-
dades de captación de recursos de sus integrantes para su
colocación entre éstos, que ya no realicen operaciones ac-
tivas ni pasivas y que durante el tiempo en que sí hayan re-
alizado dichas operaciones, hayan observado lo dispuesto
en el artículo 38-P de la Ley General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito; y d) Sociedades de So-
lidaridad Social a que hace referencia la Ley de Sociedades
de Solidaridad Social, que hayan realizado actividades de
captación de recursos de sus integrantes para su colocación
entre éstos, que ya no realicen operaciones activas ni pasi-
vas y que durante el tiempo en que sí hayan realizado di-
chas operaciones en forma permanente hayan observado lo
establecido por el artículo 38-P de la Ley General de Or-
ganizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito. 

II. Sociedades de tipo "II": A las mismas sociedades a que
se refieren los incisos a), b), c) y d) de la fracción inme-
diata anterior, que se encuentren actualmente en opera-
ción."

Adicionalmente, se consideró conveniente que en el Artí-
culo 8° se señalaran los requisitos y condiciones que debe-
rán cumplir aquellas sociedades que deseen acogerse a los
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beneficios de la presente Ley, y el nuevo artículo 8 Bis los
cuatro esquemas a los que podrán aspirar, en caso de resul-
tar elegibles, dando especial atención a aquellas sociedades
objeto de esta Ley que se encuentran en procedimiento de
quiebra o de concurso en es decir: 

1) Disolverse y liquidarse; 

2) Fusionarse o ceder sus activos y pasivos; 

3) Recibir un crédito y/o emitir instrumentos de capitaliza-
ción y 

4) Cualquier otro esquema propuesto y derivado de los tra-
bajos de consolidación.

Conforme a lo señalado, a continuación se presenta como
quedarían estructurados estos dos artículos: 

"ARTÍCULO 8.- Sólo podrán acogerse al contenido de
este ordenamiento, las Sociedades Objeto de esta Ley, que
cumplan los siguientes requisitos y condiciones; 

I. Haberse constituido legalmente por lo menos con un año
de anticipación a la entrada en vigor de esta Ley, y acredi-
tar que cumple con los supuestos a que se refiere el artícu-
lo 7 de la misma; 

II. Tratándose de las sociedades a que se refiere la fracción
I del artículo inmediato anterior, deberán someterse a un
Trabajo de Auditoría Contable y aceptar el resultado del
mismo. En el caso de las sociedades a que se refiere la frac-
ción II del mismo artículo, deberán someterse a un Traba-
jo de Consolidación, así como acatar su resultado, deriva-
do del cual se deberá instrumentar cualquiera de los
esquemas a que se refiere el artículo 8 BIS de esta Ley; 

III. Firmar el convenio correspondiente con la Fiduciaria,
en caso de que el Trabajo de Consolidación que se le haya
aplicado determine la procedencia para el otorgamiento de
alguno de los apoyos a que se refieren las fracciones II y III
del artículo 8 BIS siguiente; en dicho convenio las Socie-
dades Objeto de esta Ley se obligarán a dar seguimiento y
cumplimiento en forma exacta al esquema que el Trabajo
de Consolidación respectivo haya determinado que es más
conveniente para que se mantengan en operación. 

El mencionado convenio contemplará, entre otras cuestio-
nes, las sanciones a que se hará acreedora la Sociedad Ob-
jeto de esta Ley, en caso de no cumplir con algunas de sus

disposiciones, así como con cualquiera de las obligaciones
que esta Ley le impone; 

IV. Acreditar que durante los 12 meses anteriores a la soli -
citud de apoyo, las tasas de interés pactadas para los depó-
sitos de dinero e inversiones de sus Ahorradores, fueron in-
feriores al 120% de la tasa de rendimiento, en colocación
primaria de los Certificados de la Tesorería de la Federa-
ción denominados en moneda nacional, a plazo de 28 días,
o en su defecto, la que resulte equivalente al citado plazo,
de acuerdo con el Banco de México; 

V. Tratándose de sociedades cuyos Ahorradores sean suje-
tos de apoyo conforme a lo establecido en el artículo 1
fracción II de esta Ley, éstas deberán acreditar haber ini-
ciado los trámites para efectuar los Trabajos de Auditoría
Contable con el propósito de determinar su insolvencia a
más tardar el 1° de junio del 2003 en el caso de las socie-
dades señaladas en el artículo 7 fracción I; en el caso de las
sociedades señaladas en la fracción II del citado artículo,
éstas deberán acreditar haber iniciado los Trabajos de Con-
solidación antes del 31 de diciembre del 2003. 

Asimismo, las sociedades de que trata esta fracción, debe-
rán acreditar que previamente a su disolución y liquida-
ción, quiebra o concurso, según sea el caso, no experimen-
taron una reducción drástica en sus disponibilidades e
inversiones en valores por causas distintas a la operación
habitual de la misma, en los seis meses anteriores a la fe-
cha en que se determine su insolvencia. Para tales efectos,
se entiende que existe una reducción drástica, cuando se
presenta una disminución en el saldo conjunto de disponi-
bilidades e inversiones en valores igual o mayor al 40% del
saldo promedio de dichos conceptos, observado en los dos
últimos años. 

Las disponibilidades e inversiones en valores a que se re-
fiere el párrafo anterior, serán clasificadas de acuerdo con
los criterios emitidos por la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores para el caso de las entidades de ahorro y crédi-
to popular. 

Si como consecuencia de los resultados de los Trabajos de
Auditoría Contable, se hubiere dictaminado una reducción
drástica en las referidas disponibilidades e inversiones en
valores por causas distintas a la operación habitual de al-
guna sociedad de las referidas en esta fracción, así como su
posterior reintegración, se tendrá por acreditado el requisi-
to a que se refiere esta fracción. 
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En el caso de los apoyos a que se refiere el esquema des-
crito en la fracción II del artículo 8 BIS, las Sociedades Ob-
jeto de esta Ley deberán presentar copia certificada del o
los acuerdos de los órganos competentes en el o los que se
hayan acordado su fusión con alguna entidad de ahorro y
crédito popular, o bien, del esquema jurídico o financiero
que implique la cesión de activos y pasivos a ésta, cum-
pliendo con los requisitos que se establecen en esta Ley, así
como aceptar someterse a lo que la entidad de ahorro y cré-
dito popular fusionante o cesionaria determine, con rela-
ción a la integración de sus Órganos de Gobierno. 

Para poder recibir los apoyos a que se refiere el esquema
descrito en la fracción III del artículo 8 BIS, las Socieda-
des Objeto de esta Ley deberán exhibir copia certificada
del o los acuerdos de los órganos competentes en el que se
haya acordado su transformación en alguna de las socieda-
des que prevé la Ley de Ahorro y Crédito Popular; su afi-
liación a una Federación o, en su caso, acordar su supervi-
sión auxiliar con alguna Federación; así como la remoción
de su o sus administradores o sus órganos equivalentes. 

VI. Tratándose de Sociedades Objeto de esta Ley que se
encuentren en procedimiento de quiebra, en concurso o
lleguen a ubicarse en concurso mercantil cumplirán los re-
quisitos a que se refieren las fracciones I, II, IV y V del
presente artículo, en el entendido de que los Trabajos de
Auditoría Contable podrán ser llevados a cabo por el síndi-
co tratándose del procedimiento de quiebra, o por los espe-
cialistas propios del proceso concursal, según corresponda;
en todo caso, las sociedades deberán acreditar haber pre-
sentado la solicitud o demanda de concurso antes del 31 de
diciembre del 2004. 

"ARTÍCULO 8 BIS.- Los esquemas que se podrán imple-
mentar como resultado de los Trabajos de Consolidación,
son los siguientes: 

I. Disolución y liquidación; en cuyo caso las Sociedades
Objeto de esta Ley a las cuales se aplique este esquema de-
berán someterse a un Trabajo de Auditoría Contable y
aceptar el resultado del mismo, así como realizar los actos
corporativos para estos efectos, en los plazos que dicte el
Comité, como condición para que se efectúe el pago a sus
Ahorradores, además de cumplir con los demás requisitos
que al efecto se establecen en la presente Ley. 

II. Fusión con una entidad de ahorro y crédito popular au-
torizada por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
para operar como tal, o bien algún otro esquema jurídico o

financiero que implique la cesión de activos y pasivos pro-
venientes de alguna Sociedad Objeto de esta Ley, a una en-
tidad de ahorro y crédito popular autorizada por la mencio-
nada Comisión. Este esquema deberá sujetarse a lo
siguiente: 

a) Sólo podrán participar en este esquema, las entidades de
ahorro y crédito popular que no hayan sido objeto de apo-
yo a través de alguno de los esquemas señalados en la pre-
sente fracción, así como en las fracciones III y IV siguien-
tes; 

b) El Trabajo de Consolidación correspondiente, deberá
clasificar contablemente la cartera crediticia de la Sociedad
Objeto de esta Ley de que se trate, identificando la cartera
vigente y la vencida, así como calificar la propia cartera
crediticia y estimar el faltante de provisiones, de acuerdo
con las Reglas que emita la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, aplicables a las entidades de ahorro y crédito
popular en esta materia; 

c) El faltante de provisiones que se determine de confor-
midad con la calificación que se haga de la cartera en el
Trabajo de Consolidación, será cubierto con cargo al patri-
monio del Fideicomiso y la totalidad de la cartera será ad-
ministrada por la entidad de ahorro y crédito popular, lle-
vándose a cabo los actos jurídicos necesarios; 

d) Los recursos que el Fideicomiso destine para cubrir el
faltante de provisiones de la Sociedad Objeto de esta Ley,
no podrá ser mayor al 40% del total de los depósitos efec-
tuados por los Ahorradores de la misma, y en ningún caso
se podrá dar un apoyo en una o sucesivas operaciones, ma-
yor al 10% de la subcuenta del Fideicomiso destinada al sa-
neamiento. De manera excepcional, a propuesta del Traba-
jo de Consolidación correspondiente, el Fideicomiso podrá
disponer con cargo a su patrimonio de una ampliación de
recursos, equivalente al 5% del total de los depósitos efec-
tuados por los Ahorradores de la Sociedad Objeto de esta
Ley; 

e) En el convenio con la Fiduciaria, se establecerá entre és-
ta y la entidad de ahorro y crédito popular, un esquema de
incentivos a efecto de lograr la mayor recuperación posible
de la cartera que dicha entidad tenga bajo su administra-
ción y que hubiere sido provisionada con cargo al patrimo-
nio del Fideicomiso; en cualquier caso, el producto de esta
recuperación, se dividirá en una proporción al menos de
80% para el Fideicomiso y el resto para la entidad admi-
nistradora; 
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f) La cartera que se haya clasificado como cartera vencida
y que tenga este carácter durante un plazo mayor de 270 dí-
as, contado a partir de que se emita dicha clasificación, se
considerará irrecuperable, procediendo el Comité a ordenar
su quebranto; y 

g) La Sociedad Objeto de esta Ley, deberá llevar a cabo los
actos corporativos y administrativos necesarios, para efec-
tuar la amortización de pérdidas y aportaciones necesarias,
de acuerdo a lo siguiente: 

i) Aplicar las partidas positivas del capital contable de la
Sociedad Objeto de esta Ley, a la absorción de las pérdidas
que tenga la misma derivadas del provisionamiento de la
cartera de conformidad con las reglas aplicables; 

ii) Efectuada la aplicación a que se refiere la fracción ante-
rior, se procederá a reducir el capital social para amortizar
las pérdidas; 

iii) Derivado de lo anterior, las partes sociales de la Socie-
dad Objeto de esta Ley serán tomadas a su valor contable
para efectos del canje a que se refiere el numeral iv) si-
guiente; 

iv) En ejercicio de su derecho preferente y conforme al
porcentaje de su participación social, los socios efectuarán
las aportaciones correspondientes a fin de obtener el canje
de las partes sociales, dentro del plazo que se convenga con
la entidad de ahorro y crédito popular; 

v) La Sociedad Objeto de esta Ley que haya cedido sus ac-
tivos y pasivos, deberá entrar en estado de disolución. 

III. Otorgamiento de créditos del Fideicomiso a Sociedades
Objeto de esta Ley y/o adquisición de instrumentos de ca-
pitalización emitidos por éstas a cargo del Fideicomiso, cu-
yos montos serán determinados por el Trabajo de Consoli -
dación respectivo. Este esquema deberá sujetarse a lo
siguiente: 

a) Con base en el presente esquema y en virtud de lo de-
terminado por el Trabajo de Consolidación correspondien-
te, el Fideicomiso otorgará un crédito a la Sociedad Obje-
to de esta Ley de que se trate, o bien, adquirirá
instrumentos de capitalización emitidos por ésta, cuando la
normatividad que les sea aplicable así lo permita. Los tér-
minos y condiciones del crédito, así como las característi-
cas de los instrumentos de capitalización, serán determina-
dos por el Comité; 

b) La Sociedad Objeto de esta Ley deberá depositar los re-
cursos que obtenga conforme al esquema a que se refiere
esta fracción, en un fondo de disponibilidad restringida ad-
ministrado por una institución de banca de desarrollo; 

c) El monto del crédito que en su caso otorgue el Fideico-
miso, no podrá ser mayor al 30% del total de los depósitos
de los Ahorradores de la Sociedad Objeto de esta Ley de
que se trate, y en ningún caso será mayor en una o sucesi-
vas operaciones, al 10% de la subcuenta del Fideicomiso
destinada al saneamiento de sociedades; 

d) En el caso de emisión de instrumentos de capitalización,
éstos no podrán representar más del 30% del capital conta-
ble de la Sociedad Objeto de esta Ley de que se trate, ni
más del 30% del total de los depósitos de los Ahorradores;
en ningún caso será mayor en una o sucesivas operaciones,
al 10% de la subcuenta del Fideicomiso destinada al sane-
amiento de sociedades; 

e) Los recursos que se generen por la aplicación de la tasa
de rendimiento que otorgue el fondo de disponibilidad res-
tringida mencionado en el inciso a) de la presente fracción,
menos los recursos generados por la tasa de interés aplica-
ble al crédito, serán registrados como pérdida con cargo al
Fideicomiso; y 

f) Los recursos que se depositen en la institución de banca
de desarrollo de que trate, con motivo del presente esque-
ma, servirán de garantía para el propio Fideicomiso, con
motivo del crédito otorgado o bien, la adquisición de los
instrumentos emitidos por la Sociedad Objeto de esta Ley
de que se trate. 

IV. Cualquier otro esquema diverso de los anteriores, seña-
lando las reglas y condiciones correspondientes, que sea
propuesto en los Trabajos de Consolidación como alterna-
tiva para el saneamiento de la Sociedad Objeto de esta Ley
de que trate; 

Las sociedades a las cuales se aplique cualquiera de los es-
quemas señalados en el presente artículo, tendrán la obli-
gación de presentar informes trimestrales, tanto de los
avances en el proceso de disolución y liquidación en el ca-
so del esquema contenido en la fracción I; como del cum-
plimiento de las metas establecidas en los convenios a que
se refiere la fracción III del artículo 8 anterior a la Fiducia-
ria. Tratándose de los esquemas señalados en las fracciones
II y III de este artículo, deberán presentarse al Comité de
Supervisión de la Federación que le corresponda o, en su
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caso, al que le indique la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores. Sin perjuicio de lo anterior, las sociedades a que se
refiere el presente párrafo deberán proporcionar cualquier
otra información que en su momento les sea solicitada por
la Fiduciaria o el Comité. 

Los beneficios que en su caso consideren los esquemas
contenidos en el presente artículo, sólo podrán ser aplica-
dos a las Sociedades Objeto de esta Ley en una ocasión, y
una vez que se determine la aplicación de uno de los es-
quemas descritos en este artículo, la sociedad de que se tra-
te no podrá acceder a ningún otro."

Entre tales requisitos destaca el de haberse constituido le-
galmente por lo menos con un año de anticipación a la en-
trada en vigor de la ley que se reforma, acreditando alguno
de los supuestos considerados en el Artículo 7°; además de
someterse a los Trabajos de Auditoría Contable si son so-
ciedades del tipo "I" y a los Trabajos de Consolidación, sin
son del tipo "II", así como a sus resultados; además de fir-
mar un convenio con la fiduciaria a fin de dar seguimiento
y cumplimiento al apoyo que según el dictamen le hubiera
sido otorgado; dicho convenio deberá contener penas con-
vencionales en caso de incumplimiento. 

Otro requisito importante es el acreditar que las tasas de in-
terés que otorgaron a sus ahorradores se ajustan a los pará-
metros establecidos en la Ley; así como el que si son so-
ciedades del tipo "I", haber iniciado los Trabajos de
Auditoría Contable con anterioridad al 1° de junio del
2003, con el propósito de determinar su insolvencia y ob-
tener el apoyo; en tanto que si son del tipo "II" deberán ha-
ber iniciado los Trabajos de Consolidación antes del 31 de
diciembre de 2003, asimismo, deberán demostrar no haber
sufrido una disminución drástica en sus disponibilidades e
inversiones en valores, igual o superior al 40% de las mis-
mas, durante los seis meses anteriores a la fecha en la que
se determine su insolvencia. 

Aunado a lo anterior, en el Artículo 10° relacionado con la
Base TERCERA del Artículo 11 se perfeccionó la mecáni-
ca de suscripción de convenios con los Gobiernos de Enti-
dades Federativas, para el pago a Ahorradores, así como la
relación que existirá entre aportaciones de los gobiernos
estatales y las efectuadas por el Gobierno Federal, preci-
sándose que si quedare algún remanente de los recursos
aportados por alguna entidad federativa al final del proce-
so, los mismos le serán devueltos a ésta. 

Cabe señalar que el procedimiento de pago deberá ser pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación durante dos
días consecutivos. 

Por su parte, en la Base SEGUNDA del Artículo 11, se es-
tablece la posibilidad de que se liberen las garantías otor-
gadas por el ahorrador conforme a las reglas que emita el
Comité Técnico, a fin de facilitar la compensación de los
adeudos. Previamente se indica el porcentaje que recibirá
en base a su saldo neto de ahorro. 

Asimismo, en la Base NOVENA del Artículo 11 se esta-
blece que previamente al procedimiento de disolución y li-
quidación, o en su caso, de concurso mercantil de una so-
ciedad, los ahorradores de la misma, deberán haber
ejercitado las acciones civiles o penales en contra de los
administradores que hubieren incurrido en alguna respon-
sabilidad. 

Por otra parte, para ser consistentes con las reformas pro-
puestas en los Artículos 8° y 8 BIS, donde se concentran
los requisitos y condiciones para acceder a los mismos y se
incluye la mecánica propuesta para aplicar los esquemas de
apoyo a las sociedades, se sugiere derogar el Artículo 13 de
la Ley que se reforma. 

Con el objeto de facilitar el proceso de apoyo a los Aho-
rradores y de ajuste a la Ley de Ahorro y Crédito Popular,
se propone ampliar el periodo de operación del Fideicomi-
so hasta el 2005. 

Asimismo, a efecto de satisfacer las demandas de algunos
grupos de Ahorradores, cuya problemática de pago no ha
sido resuelta a la fecha desde la constitución del Fideico-
miso, se pretende incluir a través de algunos Artículos
Transitorios, mecanismos de apoyo a los mismos, entre los
que se encuentran: 

• El pago de los honorarios correspondientes a los síndicos
e interventores en el procedimiento de quiebra o de los es-
pecialistas propios del concurso mercantil, de acuerdo a la
normatividad, aranceles aplicables y de acuerdo con los re-
quisitos que se establecen en la Ley. 

• Apoyos a los ahorradores de aquellas sociedades que se
encuentren en procesos de quiebra o concurso, en donde la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, recupere crédi-
tos fiscales en contra de dichas sociedades, para lo cual de-
berá de informar de dichas recuperaciones al Congreso de
la Unión, para que éste asigne un monto equivalente a los
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recursos recuperados en el Presupuesto de Egresos de la
Federación del año siguiente para apoyar a los ahorradores
de dichas sociedades. 

• Tratándose de los ahorradores de Sociedades de Ahorro y
Préstamo que se encuentren en procesos de concurso mer-
cantil, cuyo síndico sea el Fideicomiso Liquidador de Ins-
tituciones y Organizaciones Auxiliares del Crédito y no se
acojan a lo previsto en el artículo 11, BASE Tercera de la
Ley, tendrán la posibilidad de obtener un apoyo alternativo
mediante el otorgamiento de un crédito con cargo al patri-
monio del Fideicomiso, cuyo monto se determinará en fun-
ción de la recuperación de la cartera de crédito de la So-
ciedad, misma que deberá afectarse a un fideicomiso,
quedando como garantía principal del pago de dicho crédi-
to

Finalmente, para la implementación de los apoyos que pre-
vé la Ley, se requerirá llevar a cabo las gestiones necesa-
rias para que en el Presupuesto de Egresos de la Federación
para el año 2003 se disponga de un mil millones de pesos,
que se adicionarían a los cerca de 550 millones de pesos
existentes en el patrimonio del Fideicomiso, haciendo un
total de un mil 550 millones de pesos aportados por el Go-
bierno Federal. 

De estos recursos se destinarían un mil 200 millones de pe-
sos a apoyar a los ahorradores, 335 millones de pesos al sa-
neamiento de las sociedades y 15 millones a cubrir hono-
rarios de los síndicos e interventores en los procedimientos
de quiebra y de los especialistas en los procesos concursa-
les. 

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Hacienda y
Crédito Público somete a la consideración de esta H. Cá-
mara de Diputados el siguiente 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIO-
NAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY QUE CREA EL FIDEICOMISO QUE ADMI-
NISTRARA EL FONDO PARA EL FORTALECIMIEN-
TO DE SOCIEDADES Y COOPERATIVAS DE AHO-
RRO Y PRÉSTAMO Y DE APOYO A SUS
AHORRADORES 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se REFORMAN los artículos 1º;
2º; 3º; 5º, fracción I; 6º, primer y tercer párrafos, así como
las fracciones I, II, III, IV, V, VII, VIII, X, XIV y XV; 7º;
8°, primer párrafo, así como las fracciones I, II y III; 10,
primer y segundo párrafos; 11, primero, segundo y tercer

párrafos, así como las BASES GENERALES, PRIMERA,
segundo párrafo, SEGUNDA, TERCERA, CUARTA,
QUINTA, SEXTA, primer párrafo y OCTAVA; 14; se
ADICIONAN los artículos 6º, fracciones XVI y XVIl; 8°,
fracciones IV, V y VI; 8° BIS; 10, último párrafo; 11, BA-
SES GENERALES, SEGUNDA, segundo párrafo y NO-
VENA; y se DEROGAN los artículos 4º; 6º, segundo pá-
rrafo; 9º; 11, BASES GENERALES, PRIMERA primer
párrafo y SÉPTIMA; 12; 13 y el artículo QUINTO TRAN-
SITORIO de la Ley que crea el Fideicomiso que Adminis-
trará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Co-
operativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus
Ahorradores, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 1.- Se crea el Fideicomiso para administrar el
Fondo de Fortalecimiento de las sociedades a que se refie-
re esta Ley, y de apoyo a sus ahorradores. 

El Fideicomiso tendrá por objeto: 

I. Fortalecer el esquema financiero de las sociedades defi-
nidas como de tipo "ll" en el artículo 7 de la presente Ley. 

Dichas sociedades únicamente recibirán los apoyos a que
se refiere esta Ley, siempre y cuando cumplan con los re-
quisitos que establece el artículo 8 de la misma; y 

II. Apoyar a los ahorradores de las sociedades a que se re-
fiere el artículo 7 de la presente Ley, respecto de las cuales
ya se haya comprobado su insolvencia y hayan sido objeto
de los trabajos de auditoría contable a que se refiere el ar-
tículo 2 fracción X de esta Ley.

ARTÍCULO 2.- Para efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. Ahorrador en singular o plural: a las personas que hayan
constituido depósitos en las sociedades a que se refiere la
fracción IX de este artículo, en calidad de socios o asocia-
dos. 

II. Comité: al Comité Técnico del Fideicomiso a que se re-
fiere la presente Ley. 

III. Federación: a los organismos de integración a que se
refiere la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 

IV. Fideicomiso: al Fideicomiso constituido a partir de la
presente Ley. 
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V. Fiduciaria: Nacional Financiera, S.N.C., Institución de
Banca de Desarrollo. 

VI. Ley: a la presente Ley. 

VII. Saldo Neto de Ahorro: El resultado del monto que
conste en los títulos de crédito o documentos equivalentes
que comprueben los depósitos realizados por el Ahorrador,
menos los créditos que se le hayan otorgado y no haya cu-
bierto. Para determinar este saldo, no se computarán inte-
reses. 

VIII. Secretaría: a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico. 

IX. Sociedad Objeto de esta Ley, en singular o plural: a las
sociedades a que se refiere el artículo 7 de esta Ley y que
manifiesten su intención de apegarse a los términos de la
Ley de Ahorro y Crédito Popular, o que en virtud de no po-
der ajustarse a los requisitos establecidos en la misma, de-
ban proceder a su disolución y liquidación o que se en-
cuentren en procedimiento de quiebra, en concurso o
entren en concurso mercantil. 

X. Trabajos de Auditoría Contable: a los trabajos de análi-
sis y evaluación de los estados financieros de una sociedad
cuyos ahorradores sean sujetos de apoyo en los términos de
esta Ley, los cuales deberán de realizarse con apego a los
principios de contabilidad generalmente aceptados, y con
base en normas de auditoría generalmente aceptadas.

Trabajos de Consolidación: a los trabajos que se lleven a
cabo en las Sociedades Objeto de esta Ley, con excepción
de las señaladas en el artículo 7 fracción I, por consultores
con experiencia internacional en finanzas populares; estos
trabajos comprenden asistencia técnica en materia de me-
jora, estabilización, saneamiento y/o liquidación de Socie-
dades, los cuales serán contratados por el Gobierno Fede-
ral a través del Banco del Ahorro Nacional y Servicios
Financieros, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo, en
su carácter de agente financiero del Gobierno Federal, con
recursos provenientes de organismos financieros interna-
cionales. 

ARTÍCULO 3.- El Fideicomiso será público y contará con
un Comité que estará integrado por un representante de ca-
da una de las siguientes Instituciones: de las Secretarías de
Hacienda y Crédito Público, quien lo presidirá; de Gober-
nación; de Contraloría y Desarrollo Administrativo; de la
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los

Usuarios de Servicios Financieros; de la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores, de Banco de México, y un re-
presentante de cada uno de los dos gobiernos de las entida-
des federativas que hayan celebrado los convenios a que se
refiere el artículo 10 de esta Ley, y que cuenten con el ma-
yor número de Ahorradores. Por cada representante pro-
pietario del Comité habrá un suplente, quién deberá suplir-
lo en sus ausencias. 

El Comité acreditará legalmente a las personas que se en-
carguen de recibir y dar respuesta a actos jurídicos inter-
puestos en contra de sus resoluciones, incluidos aquellos
actos relacionados con los juicios de garantías que, en su
caso, se interpongan en contra de las resoluciones del pro-
pio Comité. Para tal efecto, los gastos y honorarios que se
generen con motivo de dicha defensa, serán cubiertos con
cargo al patrimonio del Fideicomiso. 

Este Fideicomiso no tendrá estructura orgánica propia, por
lo que no queda comprendido en los supuestos de los artí-
culos 47 de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y 40 de la Ley Federal de Entidades Paraestatales.
No obstante lo anterior y a efecto de dar cumplimiento a
los fines del Fideicomiso, la Fiduciaria podrá contratar ase-
sores, profesionistas así como personal técnico por honora-
rios, con cargo al patrimonio del Fideicomiso, no estable-
ciéndose relación laboral alguna con la Fiduciaria. 

ARTÍCULO 4.- Se deroga 

ARTÍCULO 5.-........ 

I. Las aportaciones del Gobierno Federal. 

Dichas aportaciones se administrarán en subcuentas inde-
pendientes entre sí y distintas a aquéllas en que se admi-
nistre el resto de las aportaciones; 

II. ....... 

III. ........ 

IV. ...... 

V. ........

ARTÍCULO 6.- El fideicomitente del Fideicomiso será el
Gobierno Federal, a través de la Secretaría. 

.... se deroga. 
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El Comité tendrá de manera enunciativa, mas no limitati-
va, las siguientes facultades: 

I. Aprobar los términos mínimos de referencia, conforme a
los cuales deben practicarse los Trabajos de Auditoría Con-
table de las sociedades cuyos ahorradores sean sujetos a los
apoyos que esta Ley contempla, con el propósito de que los
recursos de este Fideicomiso se apliquen en forma transpa-
rente; 

II. Aprobar las bases y procedimientos a través de los cua-
les se reconocerán los montos a pagar que se hayan deter-
minado en el Trabajo de Auditoría Contable respectivo, así
como los mecanismos para identificar a los Ahorradores,
los procedimientos para determinar las cantidades que se
podrán entregar a los mismos, así como los procedimientos
para documentar dichas entregas; 

III. Determinar los requisitos que deben reunir los docu-
mentos comprobatorios de los derechos de crédito de los
Ahorradores para ser considerados válidos, así como los
métodos de identificación de dichos Ahorradores; 

IV. Instruir que se lleven a cabo las acciones pertinentes pa-
ra la implementación del esquema de apoyo que se deter-
mine en el Trabajo de Consolidación, el cual establecerá
cuando es viable la recuperación financiera de la Sociedad
Objeto de esta Ley de que se trate, y cuando no, así como
el esquema que se implementará, y el monto necesario pa-
ra su saneamiento; 

V. Aprobar las bases y procedimientos a través de los cua-
les se reconocerán a las Sociedades Objeto de esta Ley que
serán apoyadas, así como los procedimientos para docu-
mentar dichos apoyos; 

VI. ........ 

VII. Autorizar, con cargo al patrimonio del Fideicomiso,
los gastos que resulten necesarios, para el manejo del mis-
mo, incluyendo los honorarios que correspondan a la Fidu-
ciaria, así como aquellos que deriven del proceso de extin-
ción del mismo; 

VIII. Instruir a la Fiduciaria, por escrito respecto de la in-
versión de los fondos líquidos del Fideicomiso; 

IX. ....... 

X. Revisar y aprobar, en su caso, los informes que rinda la
Fiduciaria sobre el manejo del patrimonio fideicomitido; 

XI. ....... 

XII. ...... 

XIII. ....... 

XIV. Proponer las modificaciones que se pretendan realizar
al Fideicomiso; 

XV. Determinar los casos en los que la Fiduciaria podrá re-
nunciar a los derechos de cobro respecto de los cuales se
haya subrogado en términos de lo señalado por el artículo
11, Base SEXTA de esta Ley, siempre que tal renuncia sea
en beneficio de ahorradores no apoyados por el Fideicomi-
so en términos de la misma; o bien, cuando la Fiduciaria lo
solicite en virtud de la notoria imposibilidad legal o mate-
rial de hacer efectivos los mencionados derechos, o que los
procesos que deban seguirse para hacerlos efectivos resul-
ten excesivamente onerosos. Cuando se determine renun-
ciar a los derechos de cobro de conformidad con lo esta-
blecido en la presente fracción, los recursos aportados para
el pago a ahorradores serán a fondo perdido; 

XVI. Aprobar que se lleven a cabo las actividades a que se
refieren las fracciones anteriores, en los casos de Socieda-
des Objeto de esta Ley que se encuentren en procedimien-
to de quiebra, en concurso o lleguen a ubicarse en concur-
so mercantil, y 

XVII. Cualesquiera otras derivadas de la legislación apli-
cable y de la presente Ley, necesarias para el cumplimien-
to de los fines del Fideicomiso.

ARTÍCULO 7.- Las Sociedades Objeto de esta Ley, se di-
vidirán en: 

I. Sociedades de tipo "l": a) Sociedades de Ahorro y Prés-
tamo que se hayan autorizado conforme a la Ley General
de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, y
que ya no realicen operaciones activas ni pasivas ; b) So-
ciedades Cooperativas que cuenten con secciones de aho-
rro y préstamo que se hayan organizado conforme a la Ley
General de Sociedades Cooperativas, y que ya no realicen
operaciones activas ni pasivas; c) Asociaciones y Socieda-
des Civiles que hayan realizado actividades de captación
de recursos de sus integrantes para su colocación entre és-
tos, que ya no realicen operaciones activas ni pasivas y que
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durante el tiempo en que sí hayan realizado dichas opera-
ciones, hayan observado lo dispuesto en el artículo 38-P de
la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxilia-
res del Crédito; y d) Sociedades de Solidaridad Social a
que hace referencia la Ley de Sociedades de Solidaridad
Social, que hayan realizado actividades de captación de re-
cursos de sus integrantes para su colocación entre éstos,
que ya no realicen operaciones activas ni pasivas y que du-
rante el tiempo en que sí hayan realizado dichas operacio-
nes en forma permanente hayan observado lo establecido
por el artículo 38-P de la Ley General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito. 

II. Sociedades de tipo "II": A las mismas sociedades a que
se refieren los incisos a), b), c) y d) de la fracción inme-
diata anterior, que se encuentren actualmente en operación.

ARTÍCULO 8.- Sólo podrán acogerse al contenido de es-
te ordenamiento, las Sociedades Objeto de esta Ley, que
cumplan los siguientes requisitos y condiciones: 

I. Haberse constituido legalmente por lo menos con un año
de anticipación a la entrada en vigor de esta Ley, y acredi-
tar que cumple con los supuestos a que se refiere el artícu-
lo 7 de la misma; 

II. Tratándose de las sociedades a que se refiere la fracción
I del artículo inmediato anterior, deberán someterse a un
Trabajo de Auditoría Contable y aceptar el resultado del
mismo. En el caso de las sociedades a que se refiere la frac-
ción II del mismo artículo, deberán someterse a un Traba-
jo de Consolidación, así como acatar su resultado, deriva-
do del cual se deberá instrumentar cualquiera de los
esquemas a que se refiere el artículo 8 BIS de esta Ley; 

III. Firmar el convenio correspondiente con la Fiduciaria,
en caso de que el Trabajo de Consolidación que se le haya
aplicado determine la procedencia para el otorgamiento de
alguno de los apoyos a que se refieren las fracciones II y III
del artículo 8 BIS siguiente; en dicho convenio las Socie-
dades Objeto de esta Ley se obligarán a dar seguimiento y
cumplimiento en forma exacta al esquema que el Trabajo
de Consolidación respectivo haya determinado que es más
conveniente para que se mantengan en operación. 

El mencionado convenio contemplará, entre otras cuestio-
nes, las sanciones a que se hará acreedora la Sociedad Ob-
jeto de esta Ley, en caso de no cumplir con algunas de sus
disposiciones, así como con cualquiera de las obligaciones
que esta Ley le impone; 

IV. Acreditar que durante los 12 meses anteriores a la soli -
citud de apoyo, las tasas de interés pactadas para los depó-
sitos de dinero e inversiones de sus Ahorradores, fueron in-
feriores al 120% de la tasa de rendimiento, en colocación
primaria de los Certificados de la Tesorería de la Federa-
ción denominados en moneda nacional, a plazo de 28 días,
o en su defecto, la que resulte equivalente al citado plazo,
de acuerdo con el Banco de México; 

V. Tratándose de sociedades cuyos Ahorradores sean suje-
tos de apoyo conforme a lo establecido en el artículo 1
fracción II de esta Ley, éstas deberán acreditar haber ini-
ciado los trámites para efectuar los Trabajos de Auditoría
Contable con el propósito de determinar su insolvencia a
más tardar el 1° de junio del 2003 en el caso de las socie-
dades señaladas en el artículo 7 fracción I; en el caso de las
sociedades señaladas en la fracción II del citado artículo,
éstas deberán acreditar haber iniciado los Trabajos de Con-
solidación antes del 31 de diciembre del 2003. 

Asimismo, las sociedades de que trata esta fracción, debe-
rán acreditar que previamente a su disolución y liquida-
ción, quiebra o concurso, según sea el caso, no experimen-
taron una reducción drástica en sus disponibilidades e
inversiones en valores por causas distintas a la operación
habitual de la misma, en los seis meses anteriores a la fe-
cha en que se determine su insolvencia. Para tales efectos,
se entiende que existe una reducción drástica, cuando se
presenta una disminución en el saldo conjunto de disponi-
bilidades e inversiones en valores igual o mayor al 40% del
saldo promedio de dichos conceptos, observado en los dos
últimos años. 

Las disponibilidades e inversiones en valores a que se re-
fiere el párrafo anterior, serán clasificadas de acuerdo con
los criterios emitidos por la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores para el caso de las entidades de ahorro y crédi-
to popular. 

Si como consecuencia de los resultados de los Trabajos de
Auditoría Contable, se hubiere dictaminado una reducción
drástica en las referidas disponibilidades e inversiones en
valores por causas distintas a la operación habitual de al-
guna sociedad de las referidas en esta fracción, así como su
posterior reintegración, se tendrá por acreditado el requisi-
to a que se refiere esta fracción. 

En el caso de los apoyos a que se refiere el esquema des-
crito en la fracción II del artículo 8 BIS, las Sociedades Ob-
jeto de esta Ley deberán presentar copia certificada del o
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los acuerdos de los órganos competentes en el o los que se
hayan acordado su fusión con alguna entidad de ahorro y
crédito popular, o bien, del esquema jurídico o financiero
que implique la cesión de activos y pasivos a ésta, cum-
pliendo con los requisitos que se establecen en esta Ley, así
como aceptar someterse a lo que la entidad de ahorro y cré-
dito popular fusionante o cesionaria determine, con rela-
ción a la integración de sus Órganos de Gobierno. 

Para poder recibir los apoyos a que se refiere el esquema
descrito en la fracción III del artículo 8 BIS, las Socieda-
des Objeto de esta Ley deberán exhibir copia certificada
del o los acuerdos de los órganos competentes en el que se
haya acordado su transformación en alguna de las socieda-
des que prevé la Ley de Ahorro y Crédito Popular; su afi-
liación a una Federación o, en su caso, acordar su supervi-
sión auxiliar con alguna Federación; así como la remoción
de su o sus administradores o sus órganos equivalentes; y 

VI. Tratándose de Sociedades Objeto de esta Ley que se
encuentren en procedimiento de quiebra, en concurso o lle-
guen a ubicarse en concurso mercantil cumplirán los requi-
sitos a que se refieren las fracciones I, II, IV y V del pre-
sente artículo, en el entendido de que los Trabajos de
Auditoría Contable podrán ser llevados a cabo por el síndi-
co tratándose del procedimiento de quiebra, o por los espe-
cialistas propios del proceso concursal, según corresponda;
en todo caso, las sociedades deberán acreditar haber pre-
sentado la solicitud o demanda de concurso antes del 31 de
diciembre del 2004.

ARTÍCULO 8 BIS.- Los esquemas que se podrán imple-
mentar como resultado de los Trabajos de Consolidación,
son los siguientes: 

I. Disolución y liquidación; en cuyo caso las Sociedades
Objeto de esta Ley a las cuales se aplique este esquema de-
berán someterse a un Trabajo de Auditoría Contable y
aceptar el resultado del mismo, así como realizar los actos
corporativos para estos efectos, en los plazos que dicte el
Comité, como condición para que se efectúe el pago a sus
Ahorradores, además de cumplir con los demás requisitos
que al efecto se establecen en la presente Ley. 

II. Fusión con una entidad de ahorro y crédito popular au-
torizada por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
para operar como tal, o bien algún otro esquema jurídico o
financiero que implique la cesión de activos y pasivos pro-
venientes de alguna Sociedad Objeto de esta Ley, a una en-
tidad de ahorro y crédito popular autorizada por la mencio-

nada Comisión. Este esquema deberá sujetarse a lo si-
guiente: 

a) Sólo podrán participar en este esquema, las entidades de
ahorro y crédito popular que no hayan sido objeto de apo-
yo a través de alguno de los esquemas señalados en la pre-
sente fracción, así como en las fracciones III y IV siguien-
tes; 

b) El Trabajo de Consolidación correspondiente, deberá
clasificar contablemente la cartera crediticia de la Sociedad
Objeto de esta Ley de que se trate, identificando la cartera
vigente y la vencida, así como calificar la propia cartera
crediticia y estimar el faltante de provisiones, de acuerdo
con las Reglas que emita la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, aplicables a las entidades de ahorro y crédito
popular en esta materia; 

c) El faltante de provisiones que se determine de confor-
midad con la calificación que se haga de la cartera en el
Trabajo de Consolidación, será cubierto con cargo al patri-
monio del Fideicomiso y la totalidad de la cartera será ad-
ministrada por la entidad de ahorro y crédito popular, lle-
vándose a cabo los actos jurídicos necesarios; 

d) Los recursos que el Fideicomiso destine para cubrir el
faltante de provisiones de la Sociedad Objeto de esta Ley,
no podrá ser mayor al 40% del total de los depósitos efec-
tuados por los Ahorradores de la misma, y en ningún caso
se podrá dar un apoyo en una o sucesivas operaciones, ma-
yor al 10% de la subcuenta del Fideicomiso destinada al sa-
neamiento. De manera excepcional, a propuesta del Traba-
jo de Consolidación correspondiente, el Fideicomiso podrá
disponer con cargo a su patrimonio de una ampliación de
recursos, equivalente al 5% del total de los depósitos efec-
tuados por los Ahorradores de la Sociedad Objeto de esta
Ley; 

e) En el convenio con la Fiduciaria, se establecerá entre és-
ta y la entidad de ahorro y crédito popular, un esquema de
incentivos a efecto de lograr la mayor recuperación posible
de la cartera que dicha entidad tenga bajo su administra-
ción y que hubiere sido provisionada con cargo al patrimo-
nio del Fideicomiso; en cualquier caso, el producto de esta
recuperación, se dividirá en una proporción al menos de
80% para el Fideicomiso y el resto para la entidad admi-
nistradora; 

f) La cartera que se haya clasificado como cartera vencida
y que tenga este carácter durante un plazo mayor de 270
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días, contado a partir de que se emita dicha clasificación,
se considerará irrecuperable, procediendo el Comité a or-
denar su quebranto; y 

g) La Sociedad Objeto de esta Ley, deberá llevar a cabo los
actos corporativos y administrativos necesarios, para efec-
tuar la amortización de pérdidas y aportaciones necesarias,
de acuerdo a lo siguiente: 

i) Aplicar las partidas positivas del capital contable de la
Sociedad Objeto de esta Ley, a la absorción de las pérdidas
que tenga la misma derivadas del provisionamiento de la
cartera de conformidad con las reglas aplicables; 

ii) Efectuada la aplicación a que se refiere la fracción ante-
rior, se procederá a reducir el capital social para amortizar
las pérdidas; 

iii) Derivado de lo anterior, las partes sociales de la Socie-
dad Objeto de esta Ley serán tomadas a su valor contable
para efectos del canje a que se refiere el numeral iv) si-
guiente; 

iv) En ejercicio de su derecho preferente y conforme al
porcentaje de su participación social, los socios efectuarán
las aportaciones correspondientes a fin de obtener el canje
de las partes sociales, dentro del plazo que se convenga con
la entidad de ahorro y crédito popular; 

v) La Sociedad Objeto de esta Ley que haya cedido sus ac-
tivos y pasivos, deberá entrar en estado de disolución. 

III. Otorgamiento de créditos del Fideicomiso a Sociedades
Objeto de esta Ley y/o adquisición de instrumentos de ca-
pitalización emitidos por éstas a cargo del Fideicomiso, cu-
yos montos serán determinados por el Trabajo de Consoli -
dación respectivo. Este esquema deberá sujetarse a lo
siguiente: 

a) Con base en el presente esquema y en virtud de lo de-
terminado por el Trabajo de Consolidación correspondien-
te, el Fideicomiso otorgará un crédito a la Sociedad Obje-
to de esta Ley de que se trate, o bien, adquirirá
instrumentos de capitalización emitidos por ésta, cuando la
normatividad que les sea aplicable así lo permita. Los tér-
minos y condiciones del crédito, así como las característi-
cas de los instrumentos de capitalización, serán determina-
dos por el Comité; 

b) La Sociedad Objeto de esta Ley deberá depositar los re-
cursos que obtenga conforme al esquema a que se refiere
esta fracción, en un fondo de disponibilidad restringida ad-
ministrado por una institución de banca de desarrollo; 

c) El monto del crédito que en su caso otorgue el Fideico-
miso, no podrá ser mayor al 30% del total de los depósitos
de los Ahorradores de la Sociedad Objeto de esta Ley de
que se trate, y en ningún caso será mayor en una o sucesi-
vas operaciones, al 10% de la subcuenta del Fideicomiso
destinada al saneamiento de sociedades; 

d) En el caso de emisión de instrumentos de capitalización,
éstos no podrán representar más del 30% del capital conta-
ble de la Sociedad Objeto de esta Ley de que se trate, ni
más del 30% del total de los depósitos de los Ahorradores;
en ningún caso será mayor en una o sucesivas operaciones,
al 10% de la subcuenta del Fideicomiso destinada al sane-
amiento de sociedades; 

e) Los recursos que se generen por la aplicación de la tasa
de rendimiento que otorgue el fondo de disponibilidad res-
tringida mencionado en el inciso a) de la presente fracción,
menos los recursos generados por la tasa de interés aplica-
ble al crédito, serán registrados como pérdida con cargo al
Fideicomiso; y 

f) Los recursos que se depositen en la institución de banca
de desarrollo de que trate, con motivo del presente esque-
ma, servirán de garantía para el propio Fideicomiso, con
motivo del crédito otorgado o bien, la adquisición de los
instrumentos emitidos por la Sociedad Objeto de esta Ley
de que se trate. 

IV. Cualquier otro esquema diverso de los anteriores, seña-
lando las reglas y condiciones correspondientes, que sea
propuesto en los Trabajos de Consolidación como alterna-
tiva para el saneamiento de la Sociedad Objeto de esta Ley
de que trate.

Las sociedades a las cuales se aplique cualquiera de los es-
quemas señalados en el presente artículo, tendrán la obli-
gación de presentar informes trimestrales, tanto de los
avances en el proceso de disolución y liquidación en el ca-
so del esquema contenido en la fracción I; como del cum-
plimiento de las metas establecidas en los convenios a que
se refiere la fracción III del artículo 8 anterior a la Fiducia-
ria. Tratándose de los esquemas señalados en las fracciones
II y III de este artículo, deberán presentarse al Comité de
Supervisión de la Federación que le corresponda o, en su
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caso, al que le indique la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores. Sin perjuicio de lo anterior, las sociedades a que se
refiere el presente párrafo deberán proporcionar cualquier
otra información que en su momento les sea solicitada por
la Fiduciaria o el Comité. 

Los beneficios que en su caso consideren los esquemas
contenidos en el presente artículo, sólo podrán ser aplica-
dos a las Sociedades Objeto de esta Ley en una ocasión, y
una vez que se determine la aplicación de uno de los es-
quemas descritos en este artículo, la sociedad de que se tra-
te no podrá acceder a ningún otro. 

ARTÍCULO 9.- Se deroga 

ARTÍCULO 10.- La aplicación de los recursos federales
destinados al pago de Ahorradores, estará condicionada a
la suscripción de convenios que realice la Fiduciaria en
cumplimiento de los fines del Fideicomiso creado por esta
Ley, con los gobiernos de las entidades federativas en don-
de residan dichos Ahorradores. Se invitará a las entidades
federativas que tengan Sociedades Objeto de esta Ley den-
tro de su circunscripción territorial, a firmar dichos conve-
nios, en los que se establecerán los montos de aportación
de ambas partes. 

Una vez suscrito el convenio con la entidad federativa de
que se trate y aportados los recursos por parte de la misma,
se aplicarán los recursos federales respecto de ésta, con in-
dependencia de la firma de otros convenios. 

Si concluido el proceso de pago a los Ahorradores de las
Sociedades Objeto de esta Ley, y una vez suscrita el acta de
cierre respectiva, existiere algún remanente de recursos
aportados por alguna entidad federativa de conformidad
con la fracción II del artículo 5 de esta Ley, éstos serán
reintegrados al gobierno estatal respectivo. 

ARTÍCULO 11.- La Fiduciaria, en cumplimiento de los fi-
nes del Fideicomiso, efectuará los pagos correspondientes
a los Ahorradores, siempre y cuando éstos lo soliciten en
los términos establecidos en esta Ley, dentro de los 60 dí-
as naturales a partir de la fecha en que el Comité publique
el procedimiento conforme al cual se llevará a cabo el pa-
go correspondiente, mismo que deberá ser publicado en el
Diario Oficial de la Federación y, por lo menos, en dos de
los diarios de mayor circulación local en la entidad federa-
tiva de que se trate, durante dos días consecutivos. 

Tratándose de las Sociedades Objeto de esta Ley que se en-
cuentren en procedimiento de quiebra, en concurso o en-
tren a proceso de concurso mercantil, el Fideicomiso sólo
efectuará los pagos a los Ahorradores que se encuentren
reconocidos dentro de dicho procedimiento o proceso. 

Los pagos a que se refiere este artículo se efectuarán de
acuerdo a las siguientes: 

BASES GENERALES 

PRIMERA.- Se deroga 1er. párrafo. 

El monto básico de pago será de 10 mil pesos, el cual se
ajustará con el resultado de aplicar la tasa de rendimiento
en colocación primaria de los Certificados de la Tesorería
de la Federación denominados en moneda nacional, a pla-
zo de 182 días, que publique Banco de México en el Dia-
rio Oficial de la Federación, o en su defecto, la que resulte
equivalente al citado plazo, proporcionada por un provee-
dor de precios, calculada a partir de diciembre del 2000 y
hasta el mes de diciembre del 2002, esto se aplicará para
cualquier Sociedad Objeto de esta Ley que se encuentre en
estado de insolvencia comprobada o no sea financieramen-
te viable de conformidad con los Trabajos de Auditoría
Contable y de Consolidación, según sea el caso. 

SEGUNDA.- Todo ahorrador que tenga un Saldo Neto de
Ahorro igual o menor a diecinueve veces el monto básico
de pago ajustado a que se refiere la Base PRIMERA, reci-
birá el 70% de dicho saldo. 

En caso de que el Saldo Neto de Ahorro sea mayor que ce-
ro y el Ahorrador haya otorgado garantías a favor de la so-
ciedad de que se trate, ésta deberá liberarlas de conformi-
dad con las reglas que para tal efecto emita el Comité, las
cuales deberán observar en todo momento los lineamientos
básicos de la compensación a que se refiere el Libro Cuar-
to, Título Quinto, Capítulo I del Código Civil Federal. 

TERCERA.- El Ahorrador cuyo Saldo Neto de Ahorro re-
base la cantidad equivalente a diecinueve veces el monto
básico de pago ajustado conforme a lo señalado en la Base
PRIMERA anterior, podrá recibir el 70% de dicha canti-
dad. Si se ejerciere esta opción, el Ahorrador cederá para
su correspondiente afectación al Fideicomiso el 100% de
sus derechos de crédito en los términos de la Base QUIN-
TA de este artículo. En caso, de que no se ejerciere dicha
opción, quedarán a salvo sus derechos para ejercer las ac-
ciones legales que correspondan. 
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CUARTA.- Los Ahorradores sujetos a estos apoyos debe-
rán cumplir con los requisitos previstos en este mismo or-
denamiento para ser elegibles para recibir los pagos a que
se refieren estas Bases. 

El Comité queda facultado para decidir las reglas y deter-
minar los procedimientos para los actos de administración
y dominio que realice sobre los bienes a que se refieren las
fracciones IV y V del artículo 5 de esta Ley. 

QUINTA.- El Ahorrador deberá manifestar por escrito que
cede la totalidad de sus derechos de crédito para su afecta-
ción al patrimonio del Fideicomiso, cumpliendo con los re-
quisitos y formalidades establecidos para el caso de que la
sociedad se encuentre en procedimiento de quiebra o en
proceso de concurso mercantil; que renuncia expresamen-
te al pago de los intereses que se hayan generado a su fa-
vor y los que puedan generarse hasta el momento en que se
efectúe el pago, y que no se reserva acción ni derecho al-
guno que pueda existir a su favor, en contra de la sociedad
insolvente de que se trate, de la Fiduciaria, de los miem-
bros del Comité, de la Secretaría, de sus órganos descon-
centrados, de aquellos que formen parte de la administra-
ción pública paraestatal, de sus funcionarios o de quienes
realizan los Trabajos de Consolidación, por los actos que
deriven de esta Ley. 

Los títulos de crédito o los documentos comprobatorios
que representen el total de los derechos de crédito, deberán
ser entregados al Fideicomiso contra el pago realizado. 

SEXTA.- La Fiduciaria, en cumplimiento de los fines del
Fideicomiso, podrá subrogarse en todos los derechos tanto
de crédito, como de carácter litigioso que deriven de los tí -
tulos de crédito o los documentos entregados por los Aho-
rradores, conforme lo determine el Comité, el cual instrui-
rá a la propia Fiduciaria para que los haga valer cuando con
ello se pueda contribuir a que los ahorradores que no sean
apoyados por el Fideicomiso en términos de la presente
Ley, logren alguna recuperación de sus recursos deposita-
dos en las sociedades de que se trate, contratando si es ne-
cesario y con cargo al patrimonio fideicomitido, los servi-
cios profesionales correspondientes. De igual forma, el
Comité podrá instruir a la Fiduciaria para que renuncie a la
recuperación de los recursos que pudiera corresponderle
por la cesión que en su favor hayan realizado los Ahorra-
dores, únicamente cuando ello tenga por objeto procurar la
mayor recuperación de los ahorradores no apoyados por el

Fideicomiso, en cuyo caso los recursos utilizados para pa-
gar a los Ahorradores se considerarán a fondo perdido. 

.......... 

SÉPTIMA.- Se deroga 

OCTAVA.- Los Ahorradores que tengan obligación de pre-
sentar declaración anual del Impuesto sobre la Renta, de-
berán adjuntar las declaraciones realizadas durante los
años en que hayan tenido tal carácter, hasta por un máximo
de cinco años, o bien, durante el tiempo que hubiesen esta-
do obligados a presentarla, si ésta es menor a la vigencia
del título de crédito o documento comprobatorio corres-
pondiente. 

NOVENA.- En caso de que previo al procedimiento de di-
solución y liquidación o, en su caso, de concurso mercan-
til de alguna Sociedad Objeto de esta Ley, se origine algún
tipo de responsabilidad penal o civil atribuible a los admi-
nistradores, o de quien tenga a su cargo la dirección de la
misma, deberán haberse ejercitado por parte de los Aho-
rradores, en su caso, de manera oportuna, las acciones co-
rrespondientes en los términos y plazos que señalen las le-
yes respectivas, con la finalidad de obtener el
resarcimiento de los daños y perjuicios correspondientes. 

ARTÍCULO 12.- Se deroga 

ARTÍCULO 13.- Se deroga. 

ARTÍCULO 14.- La Secretaría podrá emitir reglas de ca-
rácter general, a efecto de coadyuvar a la mejor interpreta-
ción y observancia de esta Ley. 

QUINTO TRANSITORIO.- Se deroga 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

SEGUNDO.- El periodo durante el cual operará el Fidei-
comiso y que está referido en el Artículo TERCERO Tran-
sitorio del Decreto por el que se expidió la presente Ley, se
prorrogará hasta el año 2005 o cuando se extinga su patri-
monio en términos de la misma, lo que ocurra primero. 
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TERCERO.- En el caso de las aportaciones del Gobierno
Federal a que se refiere el artículo 5 de esta Ley, el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2003 preverá la cantidad de un mil millones de pesos,
que se adicionarán a los 550 millones de pesos existentes
en el patrimonio del Fideicomiso, haciendo un total de un
mil 550 millones de pesos. De estos recursos se destinará
la cantidad de un mil 200 millones de pesos a apoyar a los
ahorradores, 15 millones a cubrir los honorarios del síndi-
co e interventor en el procedimiento de quiebra, que se
ajustarán a lo previsto en la Ley de Quiebras y Suspensión
de Pagos, así como de los especialistas propios del proce-
so concursal que se sujetarán a lo señalado en la Ley de
Concursos Mercantiles y en las Reglas de carácter general
ordenadas por dicha Ley, expedidas por el Instituto Federal
de Especialistas de Concursos Mercantiles, en ambos casos
conforme a los aranceles previstos en las mismas, y de 335
millones de pesos al saneamiento de las sociedades. 

Los apoyos que se otorguen conforme a lo señalado en el
artículo QUINTO transitorio, no podrán exceder en su con-
junto, de la cantidad asignada conforme al párrafo anterior. 

La partida de los 550 millones de pesos a que hace refe-
rencia el primer párrafo de este artículo, se destinará al pa-
go a ahorradores. 

En caso de que al final de cualquiera de los procesos de
apoyo descritos en el primer párrafo del presente artículo,
hubiese remanentes en las subcuentas específicas de pago
a ahorradores, honorarios de síndico e interventor en los
procesos de quiebra o de los especialistas en el concurso
mercantil o saneamiento de sociedades, el Comité Técnico
podrá determinar que se asignen a otro fin dentro de los
previstos en el presente ordenamiento o en su defecto se
reintegren a la Tesorería de la Federación, una vez con-
cluida la vigencia del Fideicomiso. 

CUARTO.- Para efectos de lo señalado en el artículo 7 de
esta Ley, las Sociedades de tipo "I" son aquellas que hayan
dejado de operar antes de la entrada en vigor del presente
Decreto. 

QUINTO.- Los Ahorradores de Sociedades de Ahorro y
Préstamo que se encuentren reconocidos como acreedores
dentro de un proceso de concurso mercantil iniciado con
anterioridad al 30 de diciembre de 2001, y en el que funja
como síndico el Fideicomiso Liquidador de Instituciones y
Organizaciones Auxiliares del Crédito, serán apoyados por
el Fideicomiso, previa instrucción del Comité Técnico y

con cargo a su patrimonio, con el pago de los honorarios
correspondientes a los especialistas propios del concurso
mercantil a que se refieren la Ley de Concursos Mercanti-
les y las Reglas de carácter general ordenadas por la Ley de
Concursos Mercantiles, expedidas por el Instituto Federal
de Especialistas de Concursos Mercantiles. 

Dichos apoyos se otorgarán conforme a los aranceles auto-
rizados para tal efecto en la normatividad aplicable. 

SEXTO.- Los créditos fiscales de carácter federal inclui-
dos en la sentencia de reconocimiento de créditos tratándo-
se del procedimiento de quiebra, o en su caso, en la sen-
tencia de reconocimiento, graduación y prelación de
créditos en el proceso de concurso mercantil de alguna So-
ciedad Objeto de esta Ley, que las autoridades fiscales ha-
yan recuperado mediante los procedimientos respectivos,
serán informados por la Secretaría, al Congreso de la
Unión, a efecto de que se asigne una cantidad equivalente
en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejer-
cicio fiscal inmediato posterior, a aquél en que se recupe-
ren dichos créditos. 

La cantidad mencionada en el párrafo inmediato anterior,
deberá ser aportada al patrimonio del Fideicomiso, para
que éste, previa instrucción de su Comité Técnico, proceda
a repartir y entregar dicha cantidad, a prorrata entre los
Ahorradores reconocidos como acreedores en dichos pro-
cesos, y que no hayan recibido apoyo del Fideicomiso en
los términos establecidos en las Bases Generales del artí-
culo 11 del presente Decreto. 

SÉPTIMO.- Los Ahorradores de Sociedades de Ahorro y
Préstamo que se encuentren reconocidos como acreedores
dentro de un proceso de concurso mercantil en etapa de
quiebra, iniciado con anterioridad al 30 de diciembre de
2001, en el que funja como Síndico el Fideicomiso Liqui-
dador de Instituciones y Organizaciones Auxiliares del
Crédito y que no se acojan a lo previsto en el artículo 11,
BASE Tercera, de esta Ley o el propio Fideicomiso Liqui-
dador de Instituciones y Organizaciones Auxiliares del
Crédito, podrán solicitar al juez que conozca del procedi-
miento concursal, un esquema de pago de los créditos de
dichos Ahorradores y un apoyo alternativo del Fideicomi-
so, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 

a) Se constituya un fideicomiso al que se afecte la cartera
de crédito de la Sociedad de Ahorro y Préstamo correspon-
diente, en los términos y plazos que establece la Ley de
Concursos Mercantiles como esquema para la enajenación
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de bienes en sustitución del procedimiento de subasta pú-
blica de bienes, de conformidad con los artículos 205 y si-
guientes de dicha ley; 

b) El fideicomiso a que se hace referencia en este artículo,
tendrá por objeto principal la administración y recupera-
ción de la cartera señalada en el inciso anterior; 

c) El mencionado fideicomiso podrá recibir a más tardar a
los 6 meses de haberse constituido, un crédito con cargo al
Fideicomiso que Administrará el Fondo para el Fortaleci-
miento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Présta-
mo y de Apoyo a los Ahorradores, para apoyar a las perso-
nas afectadas que no se acojan a lo previsto en el artículo
11, BASE Tercera, de esta Ley, cuyo monto se determina-
rá por el Comité en función de la recuperación de la carte-
ra de crédito, sin que en ningún caso, el monto de dicho
crédito sea mayor a $114 millones de pesos; 

d) La cartera de crédito que se aporte al patrimonio del fi-
deicomiso, quedará afectada en garantía del crédito otorga-
do, y 

e) El plazo para el pago del crédito, así como la tasa de in-
terés del mismo, serán determinados por el Comité.

OCTAVO.- Con el objeto de facilitar la recuperación de
los depósitos de ahorradores de sociedades mercantiles no
sujetas a apoyo en los términos de esta Ley, el Fideicomi-
so procederá, previa instrucción del Comité, al pago de los
depósitos correspondientes, siempre y cuando se cumplan
los siguientes requisitos: 

a) Las sociedades deberán haber realizado operaciones de
captación de recursos con terceros, para su posterior colo-
cación, habiendo dejado de hacerlo con antelación al 30 de
noviembre de 2000; 

b) Las sociedades en cuestión deberán haberse sometido a
los Trabajos de Auditoría Contable a que se refiere esta
Ley antes del 1° de junio del 2003, y como consecuencia
de dichos trabajos comprobar su insolvencia; dicha insol-
vencia también podrá acreditarse, en virtud de encontrarse
sujetas a un procedimiento de quiebra o a un proceso de
concurso mercantil, iniciado con anterioridad al 30 de di-
ciembre de 2000; 

c) Los ahorradores de dichas sociedades deberán haber si-
do reconocidos como acreedores de las mismas en el pro-
cedimiento de quiebra o concurso mercantil respectivo o,

en su caso, encontrarse identificados de conformidad con
los Trabajos de Auditoría Contable, en los que se podrá to-
mar en consideración las pruebas ofrecidas y admitidas
dentro de los procedimientos derivados de las denuncias
penales a que hace referencia el siguiente inciso; 

d) Los ahorradores deberán haber presentado las denuncias
penales correspondientes en contra de los administradores
y/o de quien tenga a su cargo la dirección de las ya men-
cionadas sociedades; y 

e) Como consecuencia de la actividad descrita en el inciso
a), la sociedad deberá tener una declaración de procedencia
de delito por parte de la Procuraduría Fiscal de la Federa-
ción, por haber operado en contravención a lo dispuesto
por el artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito.

El apoyo señalado en el primer párrafo de este artículo se
realizará sujetándose en todo momento a lo establecido en
el artículo 10 de esta Ley, así como a las Bases Generales
para el pago, descritas en el artículo 11 del presente orde-
namiento. Para tal efecto, las cantidades que aporte el Go-
bierno Federal serán entregadas al gobierno de las entida-
des federativas en que residan los ahorradores
identificados conforme a los Trabajos de Auditoría Conta-
ble y en el procedimiento de quiebra o proceso de concur-
so, según sea el caso, a efecto de que por su conducto se re-
alicen los pagos correspondientes. 

SALA DE COMISIONES. H. CAMARA DE DIPUTA -
DOS, MEXICO, D. F., A DOCE DE DICIEMBRE DE
2002. 

Comisión de Hacienda y Crédito Público 

Diputados: Enrique Alonso Aguilar Borrego (rúbrica),
Francisco Agundis Arias (rúbrica), Manuel Añorve Baños
(rúbrica), Miguel Arizpe Jiménez (rúbrica), Julio Castella-
nos Ramírez (rúbrica), Florentino Castro López (rúbrica),
Jorge Alejandro Chávez Presa (rúbrica, sujeto), Enrique
Octavio de la Madrid Cordero (rúbrica), Francisco de Jesús
de Silva Ruiz, Abelardo Escobar Prieto (rúbrica), Roberto
Javier Fuentes Domínguez (rúbrica), Francisco Javier Gar-
cía Cabeza de Vaca (rúbrica), Miroslava García Suárez (rú-
brica), Julián Hernández Santillán (rúbrica), Diego Alonso
Hinojosa Aguerrevere (rúbrica), Guillermo Hopkins Gá-
mez (rúbrica), Oscar Guillermo Levín Coppel (rúbrica),
Rosalinda López Hernández (rúbrica), José Antonio Maga-
llanes Rodríguez (rúbrica), José Manuel Minjares Jiménez
(rúbrica), César Alejandro Monraz Sustaita (rúbrica),
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Humberto Muñoz Vargas (rúbrica), José Narro Céspedes
(rúbrica), Luis Alberto Pazos de la Torre (rúbrica), Gusta-
vo Riojas Santana, Salvador Rocha Díaz (rúbrica), Arturo
San Miguel Cantú (rúbrica), Reyes Antonio Silva Beltrán
(rúbrica), José Luis Ugalde Montes, José Francisco Yunes
Zorrilla (rúbrica), Hugo Adriel Zepeda Berrelleza. 

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

En virtud de que se está publicando y en breve será dis-
tribuido, queda de primera lectura.

LEY FEDERAL DE JUEGOS CON 
APUESTAS Y SORTEOS

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

El siguiente punto del orden del día es la primera lectura
del dictamen con proyecto de Ley Federal de Juegos con
Apuesta y Sorteos.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

HONORABLE ASAMBLEA: 

La Comisión de Gobernación y Seguridad Pública de la
LVIII Legislatura, con fundamento en las atribuciones que
le confieren los artículos 39, 44, 45 y demás relativos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y los artículos 60, 65, 87, 88 y demás relativos
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, presenta a la con-
sideración de los integrantes de la Cámara de Diputados, el
presente dictamen basado en los siguientes 

ANTECEDENTES 

I.- El 03 de marzo de 1999, el Diputado Isaías González
Cuevas, presentó en sesión de la Comisión Permanente,
una iniciativa de Ley Federal de Juegos con Apuesta, Sor-
teos y Casinos, que suscriben diversos diputados federales
de distintos grupos parlamentarios. La Presidencia de la
Comisión Permanente dictó el trámite: "Túrnese a la Co-

misión de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Tu-
rismo de la Honorable Cámara de Diputados". 

II.- Por lo que respecta a la Comisión de Gobernación y
Puntos Constitucionales, según lo dispuesto por el numeral
IV del artículo tercero transitorio de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 03 de sep-
tiembre de 1999, a partir del 15 de marzo del año 2000 los
asuntos que estuvieran pendientes de resolución en la Co-
misión de Gobernación y Puntos Constitucionales serían
competencia de la nueva Comisión de Gobernación, Po-
blación y Seguridad Pública. 

Asimismo, con fundamento en lo establecido en el Decre-
to por el que se reforma y adiciona el numeral 2, del artí -
culo 39 de la Ley Orgánica en mención, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 09 de octubre de 2000,
se creó la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública,
misma que es competente para conocer de la iniciativa ma-
teria de este dictamen. 

III.- La iniciativa de ley que presentaron los diputados de
la pasada legislatura, denominada "Ley Federal de Juegos
con Apuestas, Sorteos y Casinos", consta de nueve títulos:
Disposiciones generales; De los Juegos, casinos y sorteos;
Autoridades; De las autorizaciones en general; Del funcio-
namiento y verificación de los casinos; De los derechos;
Del registro de juegos y casinos; De las infracciones, san-
ciones y medidas de seguridad; y Del recurso de revisión. 

En dicho contenido, los iniciadores desarrollan una regula-
ción amplia y completa de la materia, además de prever las
variantes y diversos supuestos tanto administrativos, fisca-
les, laborales e incluso penales que pueden presentarse en
el contexto del juego con apuestas y sorteos. Para lo ante-
rior proponen figuras novedosas y estructuran un esquema
de colaboración y control por las autoridades así como de
requisitos y obligaciones de los interesados, que permiten
considerar que dicho proyecto cubre prácticamente los ob-
jetivos que en la exposición correspondiente se plantean
los iniciadores. 

Reconociendo el análisis y las observaciones que en la ma-
teria exponen en su iniciativa los mencionados diputados,
la Comisión que dictamina comparte tanto la convicción en
la necesidad de actualizar la regulación del juego con
apuestas y sorteos, como el incorporar las actividades in-
volucradas en los mismos al crecimiento y progreso gene-
ral del país. 
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IV.- Los integrantes de las comisiones de Turismo y la de
Gobernación y Seguridad Pública, convencidos de la im-
portancia del tema en cuestión, en noviembre de 2000 y en
sesión plenaria del 5 de junio de 2001, ambas comisiones
respectivamente, por separado, acordaron conformar una
Subcomisión para el estudio del marco jurídico que regula
los juegos y sorteos en el país, con la finalidad de propor-
cionar un documento de trabajo que sirviera de base para la
elaboración de un dictamen y someterlo a consideración
del Pleno de la Cámara de Diputados. 

En julio de 2001, ambos grupos acordaron trabajar conjun-
tamente, llevándose a cabo diversas investigaciones para
conocer la situación actual de la industria de los juegos con
apuestas y sorteos, al mismo tiempo que se desarrolló una
intensa y respetuosa interlocución con servidores públicos
de las áreas pertinentes en el Poder Ejecutivo Federal. 

Los miembros del Grupo de Trabajo mencionado entrega-
ron su propuesta normativa a la Mesa Directiva de la Co-
misión que suscribe. 

V.- El 22 de julio del año en curso, integrantes de la Comi-
sión de Turismo, entregaron a la Mesa Directiva de la Co-
misión de Gobernación y Seguridad Pública un oficio que
a la letra dice: "En relación con el proyecto de Ley Federal
de Juegos con Apuestas y Sorteos, elaborado por los dipu-
tados integrantes del grupo de trabajo de la Comisión de
Gobernación y Seguridad Pública y de Turismo, los suscri-
tos legisladores integrantes de esta Comisión manifesta-
mos a través de este documento nuestra plena disposición
de que dicho proyecto sea sometido a la consideración del
Pleno de la Comisión de Gobernación y Seguridad Públi-
ca, con el propósito de elaborar el dictamen correspon-
diente y, de ser el caso, elevarlo a la votación en el Pleno
de la Cámara de Diputados durante el próximo período or-
dinario de sesiones." 

VI.- Los integrantes de la Comisión de Gobernación y Se-
guridad Pública se abocaron al estudio, análisis y discusión
del proyecto de referencia, y una vez logrado el acuerdo
necesario, emitieron el presente dictamen. 

Durante los meses previos a la aprobación de este dicta-
men, por momentos, las posiciones se polarizaron, y los
debates se tornaron cada vez más difíciles; a pesar ello,
siempre existió respeto y sensibilidad por las ideas y plan-
teamientos de los diferentes diputados, incluso por diver-
gencias entre miembros de un mismo grupo parlamentario. 

En la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública se de-
batió y discutió sobre las ventajas y desventajas de incor-
porar la regulación de los establecimientos denominados
casinos, incluso en diversas ocasiones se decretaron rece-
sos de la sesión para realizar consultas al interior de los
Grupos Parlamentarios. Finalmente se optó por aprobar el
presente dictamen porque consideramos que es necesario
reconocer, regular y supervisar los juegos y sorteos. 

Asimismo, reconocemos que los usos y costumbres de las
comunidades involucran al juego con apuesta, en diversas
modalidades, como parte integrante de sus tradiciones y
celebraciones locales. Estas son prácticas que deben de im-
plicar una regulación que beneficie a los usuarios y les pre-
venga de abusos y encubrimientos en su propio perjuicio.
Al respecto, no consideramos al juego con apuesta como
una actividad empresarial más, asumimos que la industria
del juego requiere reglas especiales, trato regulatorio dife-
rente, escrutinio del papel de la autoridad y de los efectos
en la población. 

Es por ello que el conjunto normativo que ahora somete-
mos a su consideración y que modifica, innova y perfec-
ciona el contenido en la iniciativa que se dictamina, busca
que la necesaria actualización legislativa considere: el res-
peto a los intereses de la población donde funcionen este ti -
po de establecimientos y actividades; transparentar la ges-
tión gubernamental en la materia; evitar la explotación de
la ignorancia de los grupos vulnerables de la población;
eliminar la intervención discrecional de la autoridad; forta-
lecer las facultades legales y del personal operativo de la
autoridad competentes en el ámbito de la Secretaría de Go-
bernación y asegurar el cumplimiento puntual de la ley. 

Se acordó continuar la discusión y revisión puntual y res-
ponsable del marco jurídico acorde con un Estado demo-
crático de derecho y con la demanda de un amplio sector
de la sociedad para regular a los casinos. Se trata de un de-
bate no concluido pero que requiere de mayor tiempo, por
lo que con responsabilidad y madurez, los que suscribimos
este dictamen hemos decidido no claudicar, por lo que a
ese tema se refiere, en el avance del perfeccionamiento de
los proyectos que hasta ahora se han presentado. 

FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL 

El artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece en su fracción X, que es fa-
cultad del Congreso de la Unión legislar en toda la Repú-
blica sobre juegos con apuestas y sorteos. En ejercicio de
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esta facultad constitucional, fue publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación de 31 de diciembre de 1947 la Ley
Federal de Juegos y Sorteos en vigor. 

En la materia de juegos con apuesta y sorteos en cuales-
quiera de sus modalidades, la facultad legislativa es exclu-
siva del Congreso de la Unión, razón por la cual los miem-
bros de esta Comisión que dictamina hemos procedido al
estudio de la iniciativa que nos ocupa y a la elaboración de
una propuesta de ley que sustituya a la actual Ley Federal
de Juegos y Sorteos, con base en las siguientes 

CONSIDERACIONES 

1.- La Ley Federal de Juegos y Sorteos en vigor publicada
en el Diario Oficial de la Federación de 31 de diciembre de
1947 ha carecido del reglamento administrativo correspon-
diente desde la fecha de su publicación, de conformidad
con lo establecido en el artículo 89 fracción I de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El largo
periodo de vigencia de la Ley citada y la falta de regla-
mentación administrativa de sus disposiciones han origina-
do una notoria falta de actualización de las disposiciones
aplicables, de manera contraria a la evolución tan diversi-
ficada y dinámica que ha conocido la industria del juego
con apuestas en nuestro país y en el mundo. La obsoles-
cencia de las disposiciones legales aplicables y las innova-
ciones en la industria hacen difícil la reglamentación admi-
nistrativa sin dejar de incurrir en omisiones o faltas de
fundamento legal, de ahí la necesidad urgente de proceder
a la actualización legislativa en la materia, tarea que deci-
dieron emprender diputados miembros de la anterior Le-
gislatura de la Cámara de Diputados y que los integrantes
de esta Comisión que suscribe continuamos, mediante la
elaboración del presente dictamen al Pleno de la Cámara de
Diputados. 

2.- En su exposición de motivos, los legisladores de la LVII
Legislatura de esta Cámara de Diputados que presentaron
el proyecto de ley que ahora se dictamina sostuvieron que
"en México (el juego) se trata de una práctica sumamente
extendida sin generar beneficios en materia de empleos,
impuestos, inversión productiva o gasto social en favor de
las comunidades donde se produce. Esto permitirá, ade-
más, retener y evitar que salgan las divisas que los jugado-
res mexicanos gastan en estas actividades en otros países". 

3.- Con relación a los efectos negativos que se atribuyen a
las actividades que se pretende regular, los autores de la
iniciativa sostuvieron en su momento que "La regulación

del juego siempre se ha perdido en discusiones de moral
pública. Se ha considerado, erróneamente, como un fin en
sí misma y no un medio para promover mejoras en la eco-
nomía y en los ámbitos social y político. La informalidad y
el nulo control sobre el juego lo convierten en un elemen-
to de riesgo para la sociedad, además de la pérdida econó-
mica que ello representa, ya que se renuncia a la perspecti -
va de integrar esta actividad al desarrollo. A lo largo y
ancho del país -afirmaron los autores de la iniciativa- se re-
alizan ferias y palenques que se mueven en amplias zonas
de indefinición legal, no pocas veces propiciadas por la fal-
ta de mecanismos efectivos de control y supervisión por
parte de la autoridad en medio de un relajamiento de la ley
que es superada cotidianamente por los hechos". 

4.- Respecto a las actividades de juego que se practican de
manera clandestina e ilegal, la exposición de motivos de la
iniciativa que ahora se dictamina señala que "En México se
cuentan por miles los establecimientos clandestinos, irre-
gulares y a veces hasta insalubres y peligrosos, donde se
efectúan juegos de azar con apuesta, que constituyen una
expresión de total ilegalidad y que lesionan el interés pú-
blico. Los efectos inmediatos o duraderos de toda prohibi-
ción acaban por revertirse en detrimento de la ley y de la
sociedad, por lo que es indispensable establecer un marco
normativo que, al reconocer la realidad, encauce estas acti-
vidades dándoles su justa dimensión en el entorno social y
esclareciendo los tonos oscuros que la ilegalidad, la co-
rrupción y la discrecionalidad les dan. La ley debe propi-
ciar, ante todo, que al salir de la clandestinidad y la simu-
lación todas estas actividades produzcan bienestar
económico a la comunidad, paguen impuestos y generen
empleos permanentes y bien remunerados. Este es el senti-
do de la presente iniciativa de Ley Federal de Juegos con
Apuesta y Casinos" - afirmaron los autores de la misma-. 

5.- Los miembros de la Comisión Dictaminadora que sus-
cribimos coincidimos en términos generales con las apre-
ciaciones de los autores de la iniciativa respecto de la ne-
cesidad de actualizar el marco normativo de los juegos con
apuestas que se realizan en nuestro país, toda vez que la ley
expedida en el año 1947 carece desde entonces de una re-
glamentación administrativa, con las consecuencias evi-
dentes de inseguridad jurídica en perjuicio de los goberna-
dos. Asimismo, constatamos que los avances tecnológicos
y la diversificación de los servicios prestados en la indus-
tria del juego y el entretenimiento hacen indispensable y
urgente la actualización legislativa mencionada, pero
desde una perspectiva integral que vaya más allá del as-
pecto regulatorio estricto y la inserte en una política de
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descentralización, crecimiento económico, desarrollo sec-
torial y regional, atracción de la inversión nacional y extran-
jera, así como de respeto del orden público y la legalidad. 

6.- A partir de la información recabada por los miembros
de esta Comisión en el sentido de que existen actualmente
en México actividades de juego con apuesta y sorteos tan-
to legales como ilegales, advertimos que la clandestinidad
en que opera una parte del juego con apuesta impide el
aprovechamiento de los beneficios directos que esta indus-
tria puede proporcionar a la sociedad en los ámbitos labo-
ral, de inversión, de seguridad social, fiscal y productivo.
Asimismo, constatamos que la ley en vigor no tiene la ca-
pacidad para ser adaptada con sólo una reforma a la diná-
mica de la industria del juego con apuesta, caracterizada
ésta por el cambio tecnológico, la adopción del juego con
apuesta como una práctica legal, el desarrollo de centros de
entretenimiento, así como la regulación seria y profesional
a escala mundial; que la industria del juego con apuesta ha
conocido una transformación radical al haber transitado del
manejo oscuro a una industria sobrerregulada, sumamente
profesionalizada y con alto grado de confianza para el con-
sumidor de sus servicios. 

7.- Los miembros de la Comisión que dictamina otorgamos
una especial importancia a la colaboración entre los órde-
nes y órganos de gobierno del sistema federal. En tal vir-
tud, hemos propuesto que la Comisión Federal de Juegos
con Apuestas y Sorteos pueda suscribir convenios de cola-
boración con las autoridades de los municipios o delega-
ciones, para efecto de la autorización y vigilancia de las
juegos con apuestas que se describen en la Ley. Asimismo,
que pueda celebrar convenios con los gobiernos de los Es-
tados de la República para efecto de la autorización y vigi-
lancia de sorteos en los que el monto total de los boletos
que se sortearán no exceda de una cantidad equivalente a
diez mil días de salario mínimo y siempre que la venta de
los mismos se lleve a cabo únicamente en el territorio de la
entidad. En dichos convenios se establecerán los mecanis-
mos de auxilio para que las autoridades locales apoyen a
las autoridades federales en la vigilancia del cumplimiento
de las disposiciones de la Ley y su Reglamento, de confor-
midad con lo establecido en ambos ordenamientos. 

CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY FEDERAL DE
JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS 

En virtud de tales antecedentes y consideraciones, los inte-
grantes de esta Comisión que dictamina sometemos a la

consideración de los miembros de esta Honorable Asam-
blea un ordenamiento normativo que sustituye de manera
integral la Ley Federal de Juegos y Sorteos en vigor, cuya
abrogación se propone. La denominación de este ordena-
miento es: Ley Federal de Juegos con Apuestas y Sorteos
que consta de 9 títulos, 172 artículos y 8 transitorios. Los
títulos regulan los siguientes aspectos específicos relacio-
nados con los juegos con apuestas y sorteos, así como el
correspondiente régimen de transitoriedad: Disposiciones
generales; Variables y modalidades de los juegos con
apuestas; Sorteos; Autoridades en materia de juegos con
apuesta y sorteos; Autorizaciones; Aprovechamientos;
Funcionamiento y verificación de establecimientos; Infrac-
ciones y sanciones administrativas, medidas de seguridad y
delitos; Conciliación, arbitraje y medios de impugnación; y
Artículos Transitorios. 

TÍTULO PRIMERO. 

DISPOSICIONES GENERALES 

En el capítulo primero se define la naturaleza, el ámbito te-
rritorial y el orden de gobierno encargado de la aplicación
de la Ley, siendo éste el Poder Ejecutivo Federal a través
de la Secretaría de Gobernación y de su órgano adminis-
trativo desconcentrado denominado Comisión de Juegos
con Apuestas y Sorteos. Se mantiene la actual prevención
respecto de los sorteos que realicen la Lotería Nacional pa-
ra la Asistencia Pública y los Pronósticos Deportivos para
la Asistencia Pública; se introduce una prevención respec-
to de las actividades materia de esta Ley realizadas por los
partidos políticos nacionales, y se actualiza el alcance de la
ley vigente en materia de juegos con apuestas y sorteos.
Consecuentemente, se precisan los sujetos a los cuales
comprende la aplicación de la Ley, principios generales
respecto de ganancias y premios no reclamados, definicio-
nes útiles para la exacta comprensión y aplicación de la
Ley, así como los ordenamientos de aplicación supletoria. 

En el capítulo segundo de este título se continúan las regu-
laciones generales respecto a los establecimientos autoriza-
dos por la Ley, en aspectos tales como la intervención de
las autoridades locales en sus respectivos ámbitos de com-
petencia, la ubicación de los establecimientos, las restric-
ciones en el acceso o permanencia a las áreas de juego, las
visitas de verificación, así como la presencia de represen-
tantes de la Comisión de Juegos con Apuesta y Sorteos. 
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TÍTULO SEGUNDO. 

DE LAS VARIABLES Y MODALIDADES DE LOS
JUEGOS Y CON APUESTAS 

En once capítulos se señalan y regulan los juegos con
apuestas permitidos por esta Ley, mismos que son los si-
guientes: ruleta, dados, cartas o naipes, rueda de la fortuna,
máquina tragamonedas y juegos de números; de los cuales
los primeros cuatro sólo podrán realizarse en ferias; las má-
quinas tragamonedas únicamente en cruceros y las salas de
juegos de números en ferias, centros de apuestas remotas y
salas de juegos de números. Asimismo, se incluye en la de-
finición de juegos en los que pueden cruzarse apuestas:
eventos deportivos y competencias transmitidos en tiempo
real captados en centros de apuestas remotas; carreras de
caballos realizadas en hipódromos o carriles; carreras de
galgos realizadas en galgódromos; peleas de gallos realiza-
das en palenques; así como frontón y cesta punta o jai alai
realizados en frontones y jai alai. 

TÍTULO TERCERO. 

DE LOS SORTEOS 

Los integrantes de esta Comisión consideramos oportuno
introducir en un título específico toda la regulación relati-
va a los sorteos. Al efecto, en siete capítulos se precisan,
respectivamente, las disposiciones generales en materia de
sorteos; boletos; permisos; realización de los sorteos; pre-
mios; sorteos en concursos, e inspección y vigilancia. 

En la regulación puntual que ahora ponemos a su conside-
ración destacan por su importancia y actualización norma-
tiva una definición de sorteos y de sus diferentes modali-
dades; la facultad expresa otorgada a la Comisión de
Juegos con Apuesta y Sorteos para establecer procedi-
mientos administrativos encaminados a prevenir prácticas
ilegales o delitos vinculados con operaciones con recursos
de procedencia ilícita con motivo de la organización de los
sorteos, independientemente de la aplicación supletoria de
las leyes en dichas materias y de la colaboración interinsti-
tucional, prevista en otro título de la ley con el mismo pro-
pósito; el carácter nominativo de los boletos de los sorteos;
las personas físicas y morales autorizadas para organizar
sorteos; las prohibiciones en esta materia; los casos de re-
vocación de los permisos; la presencia obligatoria de los
interventores autorizados por la Comisión de Juegos con
Apuesta y Sorteos; la publicidad de los resultados del sor-
teo; los principios y procedimientos aplicables para la en-

trega de premios; la consideración como sorteos de los
eventos o concursos de habilidad y/o destreza que se di-
fundan a través de cualquier medio masivo de comunica-
ción; así como la distinción y funciones de los intervento-
res, inspectores y auditores. 

TÍTULO CUARTO. 

DE LAS AUTORIDADES EN MATERIA DEJUE-
GOS CON APUESTAS Y SORTEOS 

Como ya se ha señalado, se propone que la Comisión Fe-
deral de Juegos con Apuestas y Sorteos sea un órgano ad-
ministrativo desconcentrado de la Secretaría de Goberna-
ción, dotado de autonomía técnica y operativa, así como de
facultades ejecutivas. Para la consecución de su objeto y el
ejercicio de sus facultades, dicha Comisión contará con
una Junta de Comisionados; Presidente del Pleno; Comi-
sionados Ciudadanos; la Junta Ejecutiva de la Comisión;
Secretario Ejecutivo y demás unidades administrativas ne-
cesarias. La Comisión mencionada ejercerá sus funciones
en todo el territorio nacional conforme a la estructura cen-
tral y desconcentrada que establezcan esta Ley y su Regla-
mento. 

El Pleno de la Comisión estará integrada por 5 Comisiona-
dos: el Secretario de Gobernación, quien la presidirá; un
representante de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co; un representante de la Procuraduría General de la Re-
pública; y dos integrantes ciudadanos con prestigio profe-
sional y honorabilidad reconocida, designados por el titular
del Ejecutivo Federal. La Junta Ejecutiva, por su parte, es-
tará integrado por el Secretario Ejecutivo y los titulares de
las áreas que establezca el Reglamento de la Ley. En los
tres capítulos que componen este título se establecen, ade-
más de la forma de integración de los órganos de la Comi-
sión, las atribuciones que corresponden a cada uno de ellos. 

TÍTULO QUINTO. 

DE LAS AUTORIZACIONES 

Los permisos para instalar, operar y explotar centros de
apuestas remotas, salas de juegos de números, hipódromos
y galgódromos los otorgará la Comisión Federal de Juegos
con Apuestas y Sorteos. La expedición formal del permiso,
la eventual cesión de los derechos y obligaciones derivados
de éste, así como su terminación y revocación, se encuen-
tran debidamente regulados en los tres capítulos de este tí-
tulo al igual que los casos en que es menester una licencia

Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados270



de trabajo, además de las formalidades para el otorgamien-
to de permisos para la realización de sorteos. 

TITULO SEXTO. 

DE LOS APROVECHAMIENTOS 

Sin perjuicio de las obligaciones establecidas en las leyes
fiscales y demás disposiciones aplicables, los permisiona-
rios están obligados al pago de los aprovechamientos así
como rendir los informes relativos señalados en esta Ley.
El monto de lo recaudado será distribuido por la Hacienda
Pública Federal, entre ésta y la Hacienda Pública Local de
la entidad federativa donde se genere el aprovechamiento.
La distribución de este ingreso entre los órganos de go-
bierno estatales o del Distrito Federal y municipales, según
el caso, se establecerá en las disposiciones legales que co-
rrespondan. Dichos aprovechamientos tienen el carácter de
créditos fiscales. Los impuestos derivados de los premios
obtenidos en las actividades reguladas por la presente Ley,
serán gravados conforme a las disposiciones fiscales vi-
gentes. 

TÍTULO SÉPTIMO. 

DEL FUNCIONAMIENTO Y VERIFICACIÓN DE
ESTABLECIMIENTOS 

En los dos capítulos que forman este Título se regulan as-
pectos adicionales relativos a las autorizaciones de apertu-
ra de establecimientos, así como las obligaciones a cargo
de los permisionarios. Entre éstas se encuentran las si-
guientes: someter a aprobación el proyecto conceptual y ar-
quitectónico del establecimiento de que se trate; contar con
las instalaciones y equipos necesarios para su óptimo fun-
cionamiento; asegurar las instalaciones, bienes, enseres y
personas, así como contar con las medidas de seguridad pa-
ra la prevención de siniestros; adoptar sistemas de control
interno de juegos; cumplir el reglamento interno del esta-
blecimiento; dar información a los clientes del estableci-
miento; llevar un libro de reclamaciones; permitir y cola-
borar en la realización de las visitas de verificación; enterar
oportunamente los aprovechamientos que procedan; llevar
a cabo exámenes de selección y actividades de capacita-
ción y actualización; asegurar y garantizar en todo mo-
mento el buen orden al interior del establecimiento; infor-
mar mensualmente sobre las transacciones en efectivo que
excedan al monto equivalente a dos mil días de salario mí-
nimo; instrumentar procedimientos y medidas para contra-
rrestar los efectos secundarios del juego; informar de cua-

lesquier conducta o práctica de los usuarios sospechosa de
la comisión de delitos relacionados con la delincuencia or-
ganizada o el lavado de dinero. 

TÍTULO OCTAVO. 

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMI-
NISTRATIVAS, MEDIDAS DE SEGURIDAD Y DE-

LITOS 

Se definen y sancionan las infracciones administrativas en
las que puede incurrir el permisionario; las prohibiciones a
los empleados y trabajadores de los establecimientos así
como la sanción respectiva. A diferencia de la iniciativa de
ley que se dictamina, el texto propuesto incluye un capítu-
lo específico en el que se señalan los delitos en esta mate-
ria así como su sanción. 

TÍTULO NOVENO. 

DE LA CONCILIACIÓN, ARBITRAJE Y MEDIOS
DE IMPUGNACIÓN 

Se faculta a la Comisión de Juegos con Apuestas y Sorteos
para actuar como conciliador entre los permisionarios y los
usuarios, con el objeto de proteger los intereses de estos úl-
timos, pudiendo rechazar de oficio aquellas reclamaciones
que sean notoriamente frívolas e improcedentes. En caso
de que el procedimiento de conciliación no prospere, las
partes se podrán someter al procedimiento de arbitraje en
amigable composición, con un árbitro nombrado por la
mencionada Comisión. En contra de las resoluciones emi-
tidas por dicha Comisión será procedente el recurso admi-
nistrativo de revisión previsto en el Título Sexto de la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo. 

TRANSITORIOS 

Los artículos relativos definen la fecha de entrada en vigor
del ordenamiento que se propone; la abrogación de la Ley
en vigor; la situación de las solicitudes en trámite, de los
permisos otorgados con anterioridad a la entrada en vigor
de esta Ley y de la autoridad actualmente en funciones, así
como de su personal, instalaciones y demás patrimonio; la
fecha de aplicación de las nuevas obligaciones fiscales pre-
vistas en este ordenamiento; la integración e instalación de
las autoridades competentes establecidas por esta Ley; la
fecha de entrada en vigor de las disposiciones contenidas
en el Capítulo III del Título Segundo de este ordenamien-
to, así como las actividades a llevarse a cabo entre tanto; el
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plazo para la expedición del Reglamento de la Ley y la pro-
visión de los recursos necesarios para que las autoridades
establecidas en esta Ley cumplan con sus funciones. 

Por lo antes expuesto y debidamente fundado, los inte-
grantes de la Comisión que dictamina sometemos a la con-
sideración del Pleno de la Cámara de Diputados el siguien-
te proyecto de 

DECRETO 

ARTÍCULO ÚNICO. Se expide la Ley Federal de Juegos
con Apuestas y Sorteos para quedar como sigue: 

LEY FEDERAL DE JUEGOS CON 
APUESTAS Y SORTEOS 

TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1.- Esta ley es de orden público y de observancia
general en el territorio de los Estados Unidos Mexicanos,
en la forma y términos que la misma establece. Sus dispo-
siciones tienen por objeto regular por causa de interés pú-
blico los juegos con apuestas y sorteos en todas sus varia-
bles y modalidades. 

Artículo 2.- La aplicación e interpretación de este ordena-
miento, corresponderá a la Secretaría de Gobernación por
conducto del órgano administrativo desconcentrado deno-
minado Comisión Federal de Juegos con Apuestas y Sorte-
os a la que en lo sucesivo se denominará la Comisión. 

La autoridad competente autorizará, controlará y vigilará
que los establecimientos y actividades relativos a juegos
con apuestas y sorteos se desarrollen con estricto apego a
la ley; debiendo garantizar la seguridad y la paz pública,
así como el respeto absoluto a la moral y a las buenas cos-
tumbres. 

La investigación de la probable comisión de los delitos y la
aplicación de este ordenamiento en el ámbito penal, co-
rresponderá a la Procuraduría General de la República y a
los Tribunales Federales, respectivamente. 

Las conductas descritas como delitos en el presente orde-
namiento se sancionarán conforme a lo establecido en el
mismo, en caso de concurso se aplicará lo dispuesto en el
Código Penal Federal, y el Código de Federal de Procedi-
mientos Penales. 

Artículo 3.- Los sorteos que celebren los partidos políti-
cos, con motivo de obtener recursos económicos destina-
dos al cumplimiento de sus fines, se sujetarán a esta ley
con apego al Código Electoral Federal o local, que co-
rresponda. 

Artículo 4.- Los sorteos que realicen la Lotería Nacional
para la Asistencia Pública y los Pronósticos para la Asis-
tencia Pública, se regirán por sus respectivos ordenamien-
tos. 

Artículo 5.- Los juegos con apuestas y sorteos privados
que no tuvieren fines preponderantemente económicos es-
tarán exentos del cumplimiento de esta Ley, siempre y
cuando se realicen en lugares o domicilios particulares con
el propósito de diversión o pasatiempo ocasional entre per-
sonas relacionadas por parentesco o amistad, y no se dé al-
guno de los supuestos establecidos en el siguiente artículo. 

Artículo 6.- Están sujetos a la aplicación de este ordena-
miento todas las personas y establecimientos que realicen
actividades relacionadas con juegos con apuestas y sorteos,
cualesquiera que sean sus variables o modalidades, la na-
turaleza o relación de las personas que concurren, los luga-
res privados o domicilios particulares, si quedan compren-
didos en alguno o algunos de los supuestos siguientes: 

I. Que funcionen o se realicen de forma permanente o pe-
riódica. 

II. Que se cobre la entrada o cuota por ingresar al lugar del
evento o por participar en este. 

III. Que cualquier persona ajena al establecimiento u orga-
nizadores de la actividad intervenga en el cruce de apues-
tas. 

IV. Que se cobre una cantidad o porcentaje de las apuestas. 

V. Que se cobre una cantidad o porcentaje o participación
en las ganancias de los jugadores o participantes

Artículo 7.- Las ganancias en juegos con apuestas o pre-
mios de sorteos que no sean reclamados al permisionario o
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a su legal representación dentro de los cuarenta y cinco dí-
as naturales siguientes a la fecha del evento en que el juga-
dor o participante resultó ganador, serán entregadas a la Se-
cretaría para ser destinados a la asistencia pública dentro de
los sesenta días naturales siguientes a la fecha de su recep-
ción, conforme a las disposiciones legales aplicables. El ju-
gador o participante que haya resultado ganador podrá so-
licitar en este período un plazo adicional, improrrogable,
de quince días naturales para reclamar el premio al permi-
sionario. 

El Reglamento establecerá los mecanismos que estime
convenientes a fin de lograr la mayor eficiencia en la adju-
dicación por parte de la Secretaría del valor de los premios
o los premios mismos no reclamados, con el objeto de re-
ducir los costos derivados de la administración, custodia o
traslación de dominio de bienes premios, con apego a las
leyes, reglamentos y procedimientos aplicables. 

Artículo 8.- Los establecimientos y permisionarios regula-
dos en la presente Ley, se sujetarán en todo momento a las
disposiciones de la Ley Federal Contra la Delincuencia Or-
ganizada, así como a las disposiciones que en materia de
operaciones con recursos de procedencia ilícita emitan la
Procuraduría General de la República, la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público y demás autoridades competentes
en la materia. 

La Comisión consultará la normatividad internacional para
la lucha contra las operaciones con recursos de proceden-
cia ilícita y otros tratados de colaboración internacional en
la materia, a efecto de incorporarla, en lo conducente, a la
normatividad administrativa que le corresponda expedir,
así como formular las propuestas de reforma legal y regla-
mentaria, cuando sea el caso. 

Artículo 9.- A falta de disposición expresa en esta Ley y
su Reglamento, se aplicarán supletoriamente: 

I. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 

II. El Código Civil Federal; 

III. El Código Federal de Procedimientos Civiles; 

IV. El Código de Comercio; 

V. El Código Fiscal de la Federación; 

VI. La Ley Federal de Competencia Económica; 

VII. El Código Penal Federal; y 

VIII. La Ley Federal de Protección al Consumidor.

Artículo 10.- Se permitirá la promoción, publicidad y co-
mercialización de los sorteos y de los establecimientos re-
gulados por esta Ley, no así de los juegos con apuestas que
en ellos se practican, debiendo incluir la frase "El juego
con apuestas puede convertirse en adicción", en los térmi-
nos que establezca el Reglamento de esta Ley. 

La propaganda y la publicidad deberá expresarse en forma
clara y precisa a efecto de que no se induzca al público a
engaño, error o confusión sobre los beneficios de los servi-
cios o productos ofrecidos. La Comisión podrá ordenar,
previa audiencia de la parte interesada, la modificación o
suspensión de la propaganda o publicidad cuando conside-
re que no se sujeta a lo dispuesto en este artículo. 

La Comisión establecerá, de conformidad con lo dispuesto
en la presente Ley y su Reglamento, los lineamientos acer-
ca de la forma, el lugar, los medios y horarios en que se po-
drán llevar a cabo la publicidad y difusión de los estableci-
mientos y sorteos regulados en esta Ley. 

En ningún caso se permitirá la promoción, publicidad y co-
mercialización de sorteos, loterías o juegos con apuestas no
aprobados por la Comisión. 

Artículo 11.- La innovación o cambios tecnológicos en
materia de juegos y sorteos no serán obstáculo para que las
modalidades que surjan con dicho motivo sean reguladas
por esta Ley, su Reglamento y los lineamientos que emita
la Comisión, de conformidad a los principios contenidos en
este ordenamiento. 

Artículo 12.- Para efectos de la presente Ley se entiende
por: 

Azar: casualidad; caso fortuito; 

Apuesta: la cantidad de dinero que se arriesga con la posi-
bilidad de ganar o perder en un juego regulado por esta
Ley; 

Comisión: la Comisión Federal de Juegos con Apuestas y
Sorteos; 

Secretario Ejecutivo: el Secretario Ejecutivo de la Comi-
sión Federal de Juegos con Apuestas y Sorteos; 
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Jugar: participar apostando en algún juego regulado por es-
ta Ley; 

Permisionario: La persona física o moral a quien la Comi-
sión otorga un permiso regulado por esta Ley; 

Red: interconexión, liga, sistema de telecomunicaciones
que permite gestionar juegos uniendo equipos generadores
de los mismos en un solo establecimiento (Red interna), en
dos o más establecimientos entre sí (Red local), entre más
lugares, usando televisión, teléfono, internet, correo elec-
trónico, prensa escrita u otros medios de comunicación
(Red abierta); 

Reglamento: el reglamento de la presente Ley; 

Salario mínimo: el salario mínimo general diario vigente
en el Distrito Federal; 

Secretaría: la Secretaría de Gobernación; y 

Servidor: "Sitio", computador origen de una Red donde se
albergan en todo o en parte, programas para desarrollar o
gestionar juegos y apuestas.

Artículo 13.- Todas las operaciones que se realicen en las
actividades materia de esta Ley serán denominadas en mo-
neda de curso legal en los Estados Unidos Mexicanos. 

CAPÍTULO II 

DE LOS ESTABLECIMIENTOS 

Artículo 14.- Para los efectos de la presente Ley se consi-
dera como establecimiento al local que cuente con un per-
miso vigente expedido por la Comisión para realizar los
juegos con apuestas que la misma regula. 

Artículo 15.- En los establecimientos se podrán prestar
servicios complementarios tales como restaurante, bar, es-
pectáculos, convenciones, tiendas comerciales y los demás
que autorice la Comisión y que cumplan con las disposi-
ciones locales aplicables. En ningún caso la Comisión po-
drá aprobar un establecimiento en el que se presten servi-
cios de alojamiento. 

Artículo 16.- Los establecimientos deberán cumplir con
las disposiciones aplicables en materia de uso de suelo,
protección civil y funcionamiento de establecimientos

mercantiles, que establezcan las leyes y reglamentos de las
entidades federativas y municipales en donde se ubiquen. 

Artículo 17.- Los establecimientos deberán estar ubicados
exactamente en los lugares que la Comisión autorice para
su funcionamiento. Los accesos a dichos establecimientos
no deberán instalarse a menos de doscientos metros de los
accesos a instituciones de educación básica y media supe-
rior, hospitales y lugares de culto religioso debidamente re-
gistrados ante la Secretaría. 

Artículo 18.- El acceso o permanencia a las áreas de jue-
gos con apuesta de los establecimientos, se prohíbe a las
siguientes personas: 

I. En los establecimiento a los que se refieren los capítulos
III, IV, V, VI y IX del Título Segundo de la presente Ley, a
menores de edad; en los establecimientos a los que se re-
fieren los capítulos VII, VIII y X del Título Segundo de la
presente Ley, a menores de edad que no estén acompaña-
dos de un adulto, pero en todo caso, los menores de edad
no podrán participar en el cruce de apuestas. 

II. Personas que se encuentren bajo la influencia de sustan-
cias prohibidas o en estado de ebriedad; 

III. Personas que porten armas de cualquier tipo; 

IV. Miembros de cuerpos policíacos o militares uniforma-
dos, salvo cuando sea necesario para el cumplimiento de
sus funciones públicas; 

V. Las personas que con su conducta alteren o puedan alte-
rar la tranquilidad o el orden en el Establecimiento; 

VI. Las personas que anteriormente hayan sido sorprendi-
das haciendo trampa; y 

VII. Las personas que no cumplan con el Reglamento In-
terno del Establecimiento.

Con excepción de lo dispuesto en el presente artículo, para
el ingreso a los establecimientos, no podrá hacerse discri-
minación alguna. 

Artículo 19.- La Comisión realizará supervisiones a los es-
tablecimientos sin necesidad de aviso previo a los permi-
sionarios, ni a ninguno de sus empleados o personal con-
tratado bajo cualquier régimen laboral, a fin de cerciorarse
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que se está dando debido cumplimiento a las disposiciones
legales y reglamentarias aplicables en la materia. 

Para tal efecto, podrán ordenarse las visitas de verificación
e inspección que la Comisión juzgue pertinentes, debiendo
observarse las disposiciones del Capítulo Decimoprimero,
del Título Tercero, de la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo. Los permisionarios están obligados a permitir
a los representantes de la Comisión el acceso a sus instala-
ciones, así como otorgarles todas las facilidades para que
realicen la verificación en términos de esta Ley y su Re-
glamento. 

Artículo 20.- En los establecimientos siempre estarán pre-
sentes uno o varios representantes de la Comisión, quienes
se encargarán de vigilar y verificar la legalidad y correcta
celebración de los juegos con apuestas, de conformidad
con el permiso respectivo y con las disposiciones de esta
Ley y su Reglamento. 

Los representantes de la Comisión no podrán permanecer
en un mismo establecimiento por más de quince días natu-
rales. 

Artículo 21.- Los equipos destinados a juegos con apues-
tas que se utilicen en los establecimientos autorizados, re-
querirán de la aprobación previa y registro por parte de la
Comisión. Los criterios para su aprobación serán estableci-
dos en el Reglamento. 

TITULO SEGUNDO 

DE LAS VARIABLES Y MODALIDADES 
DE LOS JUEGOS CON APUESTAS 

CAPITULO I 

DE LOS JUEGOS CON APUESTAS 

Artículo 22.- Para efectos de esta ley, son considerados co-
mo juegos con apuestas, los siguientes: 

I. Ruleta; 

II. Dados; 

III. Cartas o naipes; 

IV. Rueda de la fortuna; 

V. Máquinas Tragamonedas; 

VI. Juegos de números; 

VII. Eventos deportivos y competencias transmitidos en
tiempo real que podrán ser captados únicamente en centros
de apuestas remotas; 

VIII. Carreras de caballos que se realice en hipódromos o
carriles; 

IX. Carreras de galgos, que se realice en galgódromos; 

X. Peleas de gallos, que se realice en palenques; y 

XI. Frontón, cesta punta o jai alai, que se realicen en fron-
tones.

Los juegos con apuestas considerados en las fracciones I a
IV únicamente podrán realizarse en ferias; los previstos en
la fracción V únicamente podrán ser operadas en cruceros;
los previstos en la fracción VI podrán realizarse en ferias,
centros de apuestas remotas y salas de juegos de números;
los previstos en la fracción VII podrán realizarse única-
mente en centros de apuestas remotas; los previstos en la
fracción VIII podrán realizarse en hipódromos, carriles o
tastes; los previstos en la fracción IX podrán realizarse en
galgódromos; los previstos en la fracción X podrán reali-
zarse en palenques; los previstos en la fracción XI podrán
realizarse en frontones o jai-alais. 

Artículo 23.- Queda prohibido la instalación de casinos,
así como el cruce de apuestas en los juegos y demás acti-
vidades no previstos en esta Ley. Asimismo, se prohíben
los juegos con apuesta en las que éstas se realicen de ma-
nera virtual a través de cualquier medio electrónico y que
no se encuentren expresamente autorizados en esta Ley. 

Para efectos de la presente Ley, se considera que los juegos
con apuestas se realizan de manera virtual, cuando ocurre
intercomunicación no presencial que sustenta su existencia
en impulsos electromagnéticos que producen los sistemas
informáticos, como es el caso de las apuestas realizadas vía
la red electrónica de intercomunicación conocida como In-
ternet o las modalidades que surjan en el futuro. 

Artículo 24.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, previa consulta a la Comisión, emitirá disposiciones de
carácter general dirigidas a prevenir que las instituciones
que integran el sistema financiero, así como instituciones
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cambiarias u operadores de tarjetas de crédito, realicen
cualquier pago o liquidación a sus clientes derivados de
juegos con apuestas, prohibidas por esta Ley. La Comisión,
en coordinación con la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, vigilará el cumplimiento de dichas disposiciones. 

Artículo 25.- En ningún caso podrán realizarse o celebrar-
se juegos en los que la actividad a la que se apuesta, cons-
tituya un delito o vaya en contra de la moral, las buenas
costumbres y el orden público. 

CAPITULO II 

MÁQUINAS TRAGAMONEDAS 

Artículo 26- Son máquinas tragamonedas cualquier tipo
de aparato mecánico, electrónico, electromecánico, digi-
tal, interactivo o de cualquier otro tipo de tecnología si-
milar o análoga, existente o por desarrollar, que mediante
la inserción de un billete, moneda, tarjeta, banda magné-
tica, ficha u objeto similar, esté disponible para operarse
y, como resultado de dicha operación, el usuario de las
mismas pueda obtener, ya sea mediante el azar o una
combinación de azar y destreza, un premio que podrá ser
en efectivo o en especie. 

A excepción de lo previsto en el artículo 39 de esta Ley, es-
tá prohibida la instalación y uso de máquinas tragamonedas
en el territorio nacional. 

Artículo 27.- No se consideran máquinas tragamonedas
para los efectos de la presente Ley y su Reglamento: 

I. Las máquinas expendedoras, entendiendo por tales las
que se limitan a efectuar mecánicamente transacciones o
ventas de productos o servicios a cambio del precio intro-
ducido; siempre que el valor del dinero depositado corres-
ponda al valor de mercado de los productos que la máqui-
na entregue y su mecanismo no se preste a admitir
cualquier tipo de apuesta azar, y 

II. Las máquinas tocadiscos, videodiscos o fotográficas, las
máquinas o aparatos de competencia pura o deporte entre
dos o más jugadores, las de mero pasatiempo o recreo y las
máquinas o aparatos recreativos de uso infantil. Todas ellas
a condición de que sus mecanismos no se presten a admitir
cualquier tipo de apuesta o juegos de azar, o permitan el
pago de premios en dinero o especie, o signos que permi-
tan canjearse por ellos y diferentes de aquellos que consis-

tan en volver a jugar gratuitamente o que otorguen premios
o cupones cuyo valor no sea superior al costo de participa-
ción.

CAPÍTULO III 

SALAS DE JUEGOS DE NÚMEROS 

Artículo 28.- Juegos de números son las actividades des-
arrolladas en un establecimiento abierto al público que
cuenta con permiso otorgado por la Comisión para celebrar
juegos con apuestas consistentes en el sorteo de diferentes
números o símbolos en un orden determinado por el azar,
en el cual los jugadores participan a través de la compra de
una dotación de algunos de dichos números o símbolos,
donde resulta ganador aquél o aquellos jugadores que cum-
plen o completan la secuencia de los números o símbolos
sorteados. 

Artículo 29.- Las personas morales que pretendan obtener
permiso para operar salas de juegos de números deberán
cumplir, en lo conducente, con los requisitos establecidos
en el Capítulo Primero del Título Quinto de la presente
Ley. 

Artículo 30.- Las salas de juegos de números serán insta-
ladas de conformidad con el permiso que al efecto otorgue
la Comisión. 

Artículo 31.- Los permisionarios de salas de juegos de nú-
meros deberán entregar a la Comisión informes financieros
trimestrales, y anualmente sus estados financieros audita-
dos y dictaminados. La Comisión tendrá en todo momento
acceso a la información financiera del permisionario con el
propósito de supervisar los datos completos sobre su ope-
ración. 

Artículo 32.- Las salas de juegos de números no podrán
otorgar crédito a los usuarios. 

CAPÍTULO IV 

DE LOS JUEGOS CON APUESTAS 
EN LAS FERIAS 

Artículo 33.- La Comisión, atendiendo a la opinión favo-
rable de las autoridades municipales que correspondan, po-
drá otorgar permisos para la realización de juegos con
apuestas en ferias nacionales, regionales o locales, que se
celebren periódicamente para promover el turismo y el
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desarrollo económico. Para que la Comisión, a través de la
autoridad municipal correspondiente otorgue el permiso
respectivo, deberá de suscribir los Convenios de Colabora-
ción a los que se refiere el artículo 102 de este ordena-
miento. 

Artículo 34.- Las personas físicas o morales de naciona-
lidad mexicana, podrán solicitar autorización para insta-
lar, operar y explotar juegos con apuestas en las ferias a
que se refiere el artículo anterior, deberán cumplir en lo
conducente, con las disposiciones del Capítulo Primero
del Título Quinto de la presente Ley. Cuando haya más de
un interesado en instalar, operar y explotar juegos con
apuestas en ferias, la Comisión otorgará el permiso res-
pectivo mediante concurso que se sujetará, en lo condu-
cente, a los procedimientos establecidos en la presente
Ley y su Reglamento. 

Los permisos se otorgarán por el tiempo que dure la feria
respectiva, pero nunca excederá de treinta días naturales. 

Artículo 35.- La Comisión deberá supervisar en todo mo-
mento que los permisionarios cumplan con los estándares
de calidad, control y seguridad que se establezcan en el
permiso respectivo, teniendo facultad para suspender e in-
cluso revocar el permiso en los términos de la presente Ley
y su Reglamento. 

Artículo 36.- En las ferias solamente se autorizarán los
juegos con apuestas previstos en los incisos I al IV del ar-
tículo 22 de esta Ley. 

Artículo 37.- Para la organización de sorteos así como el
cruce de apuestas en carreras de caballos en carriles y en
peleas de gallos que se realicen en ferias, los interesados
deberán solicitar el permiso respectivo conforme a las dis-
posiciones de esta Ley, atendiendo en todo caso a lo dis-
puesto en el artículo 107 de este ordenamiento. 

CAPÍTULO V 

DE LOS JUEGOS CON APUESTAS EN CRUCEROS 

Artículo 38.- Las embarcaciones de las líneas navieras tu-
rísticas con itinerario internacional que surquen el mar te-
rritorial podrán realizar juegos con apuestas de conformi-
dad con lo establecido en esta Ley, siempre y cuando
dichos establecimientos permanezcan cerrados durante el
tiempo en que las embarcaciones permanezcan surtas o
atracadas en puertos nacionales. 

Artículo 39.- Requieren permiso de la Comisión para rea-
lizar juegos con apuestas abordo, los cruceros señalados en
el artículo anterior, siempre que cumplan con la normativi-
dad internacional en la materia y que sea reconocida por la
Comisión, y que los juegos con apuestas sean un servicio
adicional para uso exclusivo de sus pasajeros. 

Artículo 40.- Queda prohibida la instalación y operación
de juegos con apuestas en embarcaciones distintas a las
mencionadas en este capítulo. 

CAPÍTULO VI 

CENTROS DE APUESTAS REMOTAS. 

Artículo 41.- Centro de apuestas remotas, es el estableci-
miento abierto al público que cuenta con permiso otorgado
por la Comisión para realizar o cruzar apuestas sobre los
juegos con apuestas previstos en las fracciones VI a la XI
del artículo 22 de la presente Ley así como otros eventos
deportivos y competencias cuya imagen y/o sonido son re-
cibidos en tiempo real, por cable, vía satélite o por cual-
quier otro medio. Dentro de los centros de apuestas remo-
tas pueden autorizarse recintos específicos para la
celebración de juegos de números. 

Artículo 42.- Los centros de apuestas remotas serán insta-
lados de conformidad con las disposiciones de esta Ley, su
Reglamento y en los términos del permiso que al efecto
otorgue la Comisión. 

Artículo 43.- Los personas morales que pretendan obtener
permiso para operar centros de apuestas remotas deberán
cumplir, en lo conducente, con los requisitos establecidos
en el Capítulo Primero del Título Quinto de la presente
Ley. 

CAPÍTULO VII 

APUESTAS EN CARRERAS DE CABALLOS 

Artículo 44.- Para los efectos de esta Ley carrera de caba-
llos es la competencia de velocidad entre dos o más equi-
nos, en una distancia y escenario determinado. 

Artículo 45.- Hipódromo es el establecimiento regulado
por la Comisión Nacional de Carreras de Caballos y de
Galgos donde se llevan a cabo carreras de caballos con cru-
ce de apuestas. 
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Excepto por lo relativo al cruce de apuestas que regula la
presente Ley, las competencias que se realicen en hipódro-
mos y carriles se regularán por las disposiciones estableci-
das por la Comisión Nacional de Carreras de Caballos y de
Galgos o los ordenamientos que sean aplicables. 

Artículo 46.- Para los hipódromos se aplicarán, en lo con-
ducente, las disposiciones establecidas en el Capítulo Pri-
mero del Título Quinto de la presente Ley sólo para efec-
tos del otorgamiento del permiso respectivo y control del
cruce de apuestas. 

Artículo 47.- Los carriles o tastes son aquellos espacios
para realizar carreras de caballos en su modalidad de "pa-
rejeras" debidamente certificados por la Comisión Nacio-
nal de Carreras de Caballos y de Galgos, en las que se cru-
cen apuestas. Los permisos respectivos se otorgarán de
manera temporal, no podrán exceder de quince días natu-
rales y deberán cumplir con los requisitos establecidos en
la presente Ley y su Reglamento, para efectos del otorga-
miento del permiso y control del cruce de apuestas, así co-
mo, en su caso, las disposiciones del artículo 107 de este
ordenamiento. 

Artículo 48.- Los organizadores de carreras de caballos
con cruce de apuestas que se lleven a cabo en escenarios
distintos a un hipódromo deberán: 

I. Ser personas físicas de nacionalidad mexicana o perso-
nas morales debidamente constituidas conforme a las leyes
de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Exhibir el permiso correspondiente en el lugar en el que
se realicen las carreras; 

III. Asegurar que las carreras se desarrollen de conformi-
dad con el permiso otorgado y la publicidad que de las mis-
mas se haya difundido al público; 

IV. Remitir a la Comisión, con un mínimo de diez días há-
biles de anticipación, el programa de las carreras que se re-
alizarán; 

V. Obtener de los gobiernos estatales, del Distrito Federal,
municipales o delegacionales, en su caso, las autorizacio-
nes correspondientes de acuerdo a sus respectivos ámbitos
de competencia; 

VI. Exhibir los documentos que acrediten la legal propie-
dad, uso o posesión del lugar en donde se vaya a realizar la
carrera respectiva; y 

VII. Las demás que establezca la Ley, su Reglamento y las
disposiciones aplicables de la Comisión Nacional de Ca-
rreras de Caballos y de Galgos.

Artículo 49.- Los permisionarios de carriles deberán im-
plementar las medidas adecuadas para garantizar la seguri-
dad de los participantes y público en general, de conformi-
dad con las disposiciones de esta Ley y su Reglamento. 

El cruce de apuestas en carreras de caballos con cualquier
modalidad deberá ser autorizado por la Comisión en los
términos de la presente Ley y su Reglamento. 

CAPÍTULO VIII 

APUESTAS EN CARRERAS DE GALGOS 

Artículo 50.- Para los efectos de esta Ley, carrera de gal-
gos es la competencia de velocidad entre dos o más galgos,
en una distancia y escenario determinados. 

Excepto por lo relativo al cruce de apuestas que regula la
presente Ley, las competencias que se realicen en galgó-
dromos se regularán por las disposiciones establecidas por
la Comisión Nacional de Carreras de Caballos y de Galgos,
o los ordenamientos que sean aplicables. 

Artículo 51.- Galgódromo es el establecimiento autoriza-
do por la Comisión Nacional de Carreras de Caballos y de
Galgos donde se llevan a cabo carreras de galgos , en el que
los espectadores cruzan apuestas. 

Artículo 52.- Para las carreras de galgos se aplicarán, en lo
conducente, las disposiciones en el Capítulo Primero del
Título Quinto de la presente Ley sólo para efectos del otor-
gamiento del permiso que autoriza el cruce del otorga-
miento del permiso respectivo y control del cruce de apues-
tas. 

CAPÍTULO IX 

PELEAS DE GALLOS 

Artículo 53.- Pelea de gallos es la contienda entre dos ga-
llos de pelea, en la que se busca establecer la superioridad
de uno sobre el otro, de conformidad con las modalidades
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y reglas previamente establecidas por el permisionario y
autorizadas en el permiso respectivo y en las disposiciones
del Reglamento. 

Artículo 54.- Palenque es el establecimiento donde se lle-
van a cabo peleas de gallos con cruce de apuestas. 

Artículo 55.- Los palenques deberán contar con las insta-
laciones necesarias para la realización de peleas de gallos. 

Artículo 56.- Los permisos para la instalación de palen-
ques podrán ser permanentes o temporales en ferias, caso
en que no podrán exceder de treinta días naturales. 

Artículo 57.- Los permisionarios deberán implementar las
medidas adecuadas para garantizar la seguridad de los par-
ticipantes y espectadores, debiendo cumplir con las dispo-
siciones de la Ley, su Reglamento y las demás que esta-
blezca la Comisión. 

Artículo 58.- Para las peleas de gallos se aplicarán, en lo
conducente, las disposiciones del artículo 48 de la presen-
te Ley, para efectos de otorgamiento del permiso y control
del cruce de apuestas. 

Artículo 59.- Los organizadores de peleas de gallos que
cuenten con un permiso temporal, deberán, en lo condu-
cente, cumplir con las obligaciones establecidas en el artí-
culo 47 de la presente Ley. 

CAPÍTULO X 

FRONTÓN, CESTA PUNTA O JAI ALAI 

Artículo 60.- Los juegos regulados en este capítulo son
competencias que se practican en una cancha reglamenta-
ria entre jugadores profesionales, en alguna de sus modali-
dades, ya sea con cesta o pala, cuyo permisionario cuenta
con autorización de la Comisión, para que los espectadores
puedan cruzar apuestas. 

Artículo 61.- Para los juegos regulados en este capítulo se
aplicarán, en lo conducente, las disposiciones establecidas
en el Capítulo Primero del Título Quinto de la presente
Ley, para efectos del otorgamiento del permiso y control
del cruce de apuestas. 

TÍTULO TERCERO 

LOS SORTEOS 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES EN MATERIA DE
SORTEOS 

Artículo 62.- Sorteo es la actividad en la que los concur-
santes, mediante la selección previa de un número, combi-
nación de números o cualquier otro símbolo, obtienen el
derecho a participar, ya sea de manera gratuita o mediante
un pago, en la obtención de un premio, en el supuesto de
que el número, números o símbolos resulten seleccionados
al azar mediante un procedimiento previamente estipulado
para determinar a uno o varios ganadores. 

Artículo 63.- En todos los sorteos se deberá asegurar la
imparcialidad e igualdad de condiciones para todos los nú-
meros o símbolos participantes. Los permisionarios debe-
rán de constituir la garantía que la Comisión fije de con-
formidad con en el Reglamento, atendiendo la naturaleza
del sorteo y el valor de los premios correspondientes, por
un monto suficiente para garantizar el pago de los premios. 

Artículo 64.- La Comisión establecerá los procedimientos
administrativos encaminados a prevenir prácticas ilegales
o delitos vinculados con operaciones con recursos de pro-
cedencia ilícita con motivo de la organización de sorteos. 

CAPITULO II 

BOLETOS 

Artículo 65.- Los boletos de los sorteos serán nominativos.
El permisionario que organice algún sorteo deberá incluir
en todos los boletos el número del permiso expedido a su
favor. 

Artículo 66.- El boleto o comprobante ganadores no deben
presentar enmendaduras, raspaduras o alteraciones que im-
pidan conocer su número o el nombre de su titular, en caso
contrario el poseedor no tendrá derecho a reclamar el pre-
mio respectivo. 

Artículo 67.- En caso de destrucción, robo o extravío del o
de los boletos el permisionario o el comprador, en su caso,
tendrá la obligación de hacer del conocimiento de la Co-
misión tal circunstancia, la que estará facultada para fijar la
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mecánica que se seguirá para solucionar dicha eventuali-
dad, de conformidad con lo establecido en el Reglamento. 

CAPITULO III 

PERMISOS 

Artículo 68.- En términos de lo establecido en el Capítulo
Cuarto del Título Quinto, la Comisión podrá otorgar per-
miso para la realización de sorteos únicamente a: 

I. Personas físicas con actividades mercantiles debidamen-
te acreditadas; 

II. Personas morales legalmente constituidas conforme a
las leyes de los Estados Unidos Mexicanos, que realicen
una actividad comercial con fines promociónales o que im-
plementen sistemas de comercialización y ventas, siempre
y cuando tengan una vigencia determinada; 

III. Instituciones de beneficencia pública o privada regis-
tradas ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

IV. Instituciones culturales, educativas o de investigación; 

V. Asociaciones religiosas debidamente registradas en la
Secretaría; y 

VI. Partidos políticos o agrupaciones políticas cuando ten-
gan la finalidad de allegarse fondos como forma de autofi-
nanciamiento, siempre y cuando se ajusten a las disposi-
ciones de esta Ley y acrediten su personalidad en los
términos de la legislación electoral aplicable.

Los permisos para la organización de sorteos serán intrans-
feribles en virtud de su propia naturaleza. 

Artículo 69.- No se autorizarán sorteos en los que se pro-
mueva el consumo de: 

I. Tabaco; 

II. Bebidas alcohólicas; 

III. Medicamentos; y 

IV. Productos o artículos que atenten contra la salud, la mo-
ral y las buenas costumbres.

Artículo 70.- Queda estrictamente prohibida la participa-
ción en el sorteo de todas aquellas personas que por sí mis-
mas o por interpósita persona intervengan en la etapa rela-
tiva al procedimiento para determinar los números
premiados, así como de los directivos, de los socios del
permisionario y de los servidores públicos de la Comisión.
Asimismo, queda prohibida la donación de boletos a cual-
quier persona por parte de los organizadores del sorteo. En
estos casos, los boletos agraciados se considerarán como
boletos no vendidos, con excepción de los sorteos que se
realicen con el propósito de promoción comercial. 

Artículo 71.- Procede la revocación de un permiso para la
realización de sorteos en los supuestos siguientes: 

I. Incumplimiento de cualquiera de las obligaciones o con-
diciones que se establezcan en el permiso; 

II. Haber transmitido o pretender transmitir el permiso; 

III. Modificar o alterar las bases y condiciones del sorteo,
sin autorización de la Comisión; 

IV. Cuando sin causa justificada el sorteo no se realice en
la fecha y hora autorizadas; 

V. Cuando se emitan boletos en cantidad mayor a la auto-
rizada; 

VI. Cuando antes de efectuarse el sorteo se acredite que al-
guno o algunos de los premios no cumplen con las especi-
ficaciones mínimas precisadas en el permiso correspon-
dientes; 

VII. Cuando se constate que en un sorteo anterior el per-
misionario haya desviado recursos económicos que formen
parte del remanente del sorteo para un fin diverso del auto-
rizado o que haya efectuado violaciones a las disposiciones
de esta Ley o de su Reglamento; 

VIII. Cuando el permisionario entre en estado de quiebra,
concurso mercantil, insolvencia o disolución, previa decla-
ración judicial; 

IX. Cuando se impida la presencia de los interventores y
auditores en los momentos de realizarse el sorteo y en los
eventos de entrega de premios, así como de los auditores
cuando verifiquen el destino de los remanentes; 
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X. Cuando el permisionario viole normas de esta Ley, su
Reglamento u otras disposiciones aplicables; y 

XI. Cuando existan causas análogas a las anteriores y que
a juicio de la Comisión impidan la realización del sorteo.

Al acordar la revocación la Comisión acordará las medidas
procedentes para que el permisionario devuelva el importe
de los boletos vendidos a los compradores de los mismos.
La revocación se notificará personalmente al permisionario
o a su representante legal y se publicará en el Diario Ofi-
cial de la Federación, con la finalidad de proteger al públi-
co. 

CAPITULO IV 

REALIZACIÓN DE LOS SORTEOS 

Artículo 72.- El sorteo deberá verificarse en un lugar en el
que se permita el libre acceso al público. En las bases res-
pectivas se deberán señalar en forma clara e indubitable, el
lugar, fecha y hora en que se llevará a cabo el sorteo, así
como las reglas a que el mismo se sujetará. 

Artículo 73.- En el momento en que se lleve a cabo el sor-
teo deberá estar presente al menos un interventor autoriza-
do para tal fin por la Comisión, quien deberá vigilar que se
realice de conformidad con las disposiciones aplicables y
el permiso respectivo. 

Artículo 74.- Los resultados del sorteo deberán publicarse,
con cargo al permisionario, dentro de los seis días natura-
les siguientes a su realización, en dos de los periódicos de
mayor circulación de la localidad. Cuando se trate de even-
tos de cobertura nacional dicha publicación deberá hacerse
en dos de los periódicos de mayor circulación en el país. La
publicación correspondiente dará a conocer el número del
boleto y/o el nombre de la persona ganadora, el premio, así
como el número del permiso correspondiente, los requisi-
tos y el lugar y la fecha en que los ganadores podrán recla-
mar los premios. 

CAPITULO V 

PREMIOS 

Artículo 75.- Los premios serán entregados de conformi-
dad con lo dispuesto en esta Ley, su Reglamento y las ba-
ses del sorteo establecidas en el permiso correspondiente. 

Artículo 76.- En los sorteos participarán los boletos que
hayan sido expresamente autorizados para su venta y efec-
tivamente vendidos por el permisionario, conforme a lo es-
tablecido en esta Ley, su Reglamento y el permiso respec-
tivo. 

En caso de que un boleto no vendido resultara ganador de
alguno de los premios, éste se volverá a rifar en el acto mis-
mo del sorteo o, en su caso, en un evento posterior, de con-
formidad con lo que para tal efecto establezca el Regla-
mento. 

Para el caso de que el boleto ganador de un premio no pu-
diera identificarse como vendido al momento de la cele-
bración del sorteo, se considerará como vendido y quedará
sujeto el caso a una investigación que efectuará la Comi-
sión con la coadyuvancia del permisionario. En caso de
que la autoridad compruebe que efectivamente el boleto en
cuestión fue vendido, el permisionario deberá entregar el
premio al titular de dicho boleto, en caso contrario, el pre-
mio será considerado como no reclamado. 

Los sorteos realizados con fines de promoción comercial,
se aplicarán las reglas establecidas en el presente artículo. 

Artículo 77.- La entrega o pago de los premios deberá
efectuarse contra la presentación y entrega material del bo-
leto o comprobante ganador. 

Artículo 78.- El o los premios que otorgue cada sorteo po-
drán ser en efectivo o en especie y el participante premia-
do no deberá efectuar desembolso alguno para recibir el
premio al que se haya hecho acreedor. Cuando el premio
consista en un bien inmueble, bien mueble valioso, viaje,
objeto de arte o animal de alto registro de raza, se permiti -
rá que como premio accesorio se ofrezca una cantidad de
dinero en efectivo o en Bonos del Ahorro Nacional, para
efectos de pago del traslado de dominio, transportación,
conservación o manutención, según sea el caso. 

Artículo 79.- Para que un sorteo con venta de boletos sea
autorizado por la Comisión, se requerirá que se otorguen
premios cuando menos por el treinta por ciento del valor de
la emisión total de aquellos considerando todos los costos
y gastos a que se refiere el artículo anterior. En las promo-
ciones comerciales, el porcentaje será determinado por la
Comisión de acuerdo a lo que establezca el Reglamento. 

Artículo 80.- Los premios incentivos y estímulos que se
otorguen en forma específica a los colaboradores del sorteo
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para incentivar su participación, podrán ser parte del por-
centaje referido en el artículo anterior. Dichos premios po-
drán ser en efectivo, de la misma índole que los premios
del sorteo, pero en ningún caso podrán ser superiores al
cinco por ciento del valor de la emisión. Se entiende por
colaborador a la persona física o moral que participa en la
colocación o venta de los boletos del sorteo. 

Artículo 81.- El titular del boleto premiado contará con
treinta días hábiles para reclamar su premio. Una vez cum-
plido dicho término, dentro de los cinco días hábiles si-
guientes, el permisionario deberá entregar los premios no
reclamados a la Comisión la que los aplicará en los térmi-
nos señalados por esta Ley. 

Artículo 82.- El Reglamento regulará las diferentes situa-
ciones que pueden presentarse a lo largo del proceso del
sorteo. 

CAPITULO VI 

SORTEOS EN CONCURSOS 

Artículo 83.- Son considerados sorteos, todos aquellos
eventos o concursos de habilidad y/o destreza que se di-
fundan a través de cualquier medio masivo de comunica-
ción, en los que en alguna de sus fases intervenga el azar y
que puedan o no tener un costo de acceso para los partici-
pantes. Su autorización y vigilancia estarán sujetas a lo es-
tablecido en la presente Ley y su Reglamento. 

Las situaciones que se apliquen de manera específica a los
sorteos de la naturaleza prevista en el presente artículo, se-
rán reguladas por el Reglamento y en el permiso corres-
pondiente. 

Artículo 84.- Se consideran sorteos en concursos y por
tanto una modalidad regulada por esta Ley y demás dispo-
siciones que se derivan de la misma, los sorteos instantá-
neos en los que el participante adquiere un boleto, sea me-
diante un pago o como resultado de una promoción
comercial, del cual desconozca el número o símbolo con el
cual participa y que, al descubrirlo, simultáneamente co-
nozca el resultado. 

En el caso de los sorteos a los que se refiere el presente ar-
tículo, los permisionarios deberán publicar resultados par-
ciales con la periodicidad que se establezca en el permiso
respectivo, por lo menos en uno de los periódicos de ma-
yor circulación en la localidad. Cuando se trate de eventos

de cobertura nacional, dicha publicación deberá hacerse en
por lo menos uno de los periódicos de mayor circulación en
el país. 

CAPITULO VII 

INSPECCIÓN Y VIGILANCIA 

Artículo 85.- Para el control, inspección y vigilancia de los
sorteos, la Comisión nombrará el número de interventores,
inspectores y/o auditores que considere necesarios. Asi-
mismo, con el propósito de prevenir prácticas ilegales, la
Comisión podrá establecer, en cada sorteo, medios de con-
trol de los mismos, atendiendo a la mecánica, el monto y
alcance del sorteo. 

Artículo 86.- Las funciones del interventor, serán las de
asistir a los sorteos para cerciorarse de su estricto y legal
desarrollo, atender las quejas y reclamaciones que se pre-
senten durante los mismos, así como levantar el acta cir-
cunstanciada correspondiente. 

Artículo 87.- Las funciones del inspector serán las de prac-
ticar visitas a lugares donde se presuma que se preparan y
efectúan sorteos sin el permiso de la Secretaría, con el ob-
jeto de realizar la inspección correspondiente, elaborar el
acta respectiva y llevar a cabo las actuaciones que se re-
quieran para sancionar el incumplimiento. 

Artículo 88.- Las funciones del auditor serán las de vigilar
el estricto cumplimiento en la aplicación de los recursos
obtenidos por el permisionario del sorteo, en virtud del ob-
jeto que para tal fin se haya expresado en la solicitud co-
rrespondiente presentada ante la Comisión y así se haya de-
terminado en el permiso que al efecto se hubiere expedido.
El auditor hará constar el resultado de su investigación en
el dictamen correspondiente. 

TÍTULO CUARTO 

DE LAS AUTORIDADES EN MATERIA 
DE JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS 

CAPÍTULO I 

AUTORIDADES EN LA MATERIA 

Artículo 89.- Corresponde a la Secretaría la supervisión,
vigilancia, control y regulación de los juegos con apuestas
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y sorteos a que esta Ley se refiere. La Secretaría ejercerá
tales atribuciones por conducto de la Comisión Federal de
Juegos con Apuestas y Sorteos. 

CAPÍTULO II 

COMISIÓN FEDERAL DE JUEGOS CON 
APUESTAS Y SORTEOS 

Artículo 90.- La Comisión es un órgano administrativo
desconcentrado de la Secretaría, dotado de autonomía téc-
nica y operativa, así como de facultades ejecutivas, con
competencia funcional propia en los términos de la presen-
te Ley, que tiene a su cargo la formulación y conducción de
las políticas y programas relativos a la realización, des-
arrollo y operación de los juegos con apuestas y sorteos, así
como la supervisión, vigilancia, control y regulación de las
actividades y establecimientos objeto de esta Ley en mate-
ria de juegos con apuestas y sorteos. 

Artículo 91.- Para la consecución de su objeto y el ejerci-
cio de sus facultades, la Comisión cuenta con: 

I. La Junta de Comisionados; 

II. El Presidente de la Comisión; 

III. La Junta Ejecutiva; 

IV. El Secretario Ejecutivo; y 

V. Las Unidades Administrativas necesarias.

La Comisión ejercerá sus funciones en todo el territorio na-
cional conforme a la estructura central y desconcentrada
que establecen esta Ley y su Reglamento. En ningún caso
los servidores públicos de la Comisión podrán tener con-
flicto de intereses respecto de sus funciones. En caso con-
trario, los servidores públicos deberán excusarse de cono-
cer del caso en que puedan llegar a tener dicho conflicto de
interés. 

Artículo 92.- La Junta de Comisionados está integrada por
cinco comisionados, incluido el presidente de la misma. El
quórum mínimo para sesionar será de cuatro Comisiona-
dos. Deliberará en forma colegiada y resolverá los asuntos
de su competencia con el voto de cuatro de sus miembros. 

La Junta de Comisionados se reunirá y sesionará cada vez
que sea necesario, pero por lo menos una vez cada dos me-

ses, en los términos que establezca el Reglamento. Los Se-
cretarios de Estado que participan en la integración de la
misma podrán hacerse representar por un servidor público
con nivel de subsecretario o su equivalente. El Secretario
de Gobernación también podrá hacerse representar por el
Subsecretario de Gobierno de la dependencia. 

Artículo 93.- La Junta de Comisionados está integrada
por: 

I. El Secretario de Gobernación, quien la presidirá; 

II. Un representante de la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público; 

III. Un representante de la Procuraduría General de la Re-
pública; y 

IV. Dos Comisionados Ciudadanos, designados por el titu-
lar del Ejecutivo Federal.

Artículo 94.- Los Comisionados Ciudadanos deberán
cumplir los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y no adquirir
otra nacionalidad; 

II. No haber sido condenado por delito intencional; 

III. Tener por lo menos treinta y cinco años cumplidos el
día de la designación; 

IV. No tener o haber tenido cargo público o privado, du-
rante los tres años anteriores, que hagan presumir que exis-
te interés directo o indirecto relacionado con las activida-
des materia de la presente Ley, que pueda afectar la
independencia de criterio en su desempeño; 

V. Ser persona reconocida por su honorabilidad y prestigio
profesional; y 

VI. Poseer el día de la designación título profesional con
nivel de licenciatura o experiencia equivalente, así como
tener conocimientos en las materias reguladas por la pre-
sente Ley.

Artículo 95.- Los Comisionados Ciudadanos deberán
abstenerse de desempeñar cualesquier otro trabajo, cargo,
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actividad, comisión o empleo público o privado, con ex-
cepción de los de beneficencia no remunerados, de tipo
científico, docente o literario, siempre que no impliquen
conflicto de intereses. Asimismo, estarán impedidos para
intervenir, directa o indirectamente, durante el tiempo de
su encargo y dentro de los doce meses siguientes a la con-
clusión de éste, en cualesquiera actividad relacionada con
la Comisión, con excepción de aquellos en que actúen co-
mo miembros de la misma. 

Las conductas derivadas de los conflictos de interés en los
que incurran los servidores públicos de la Comisión, serán
calificadas y sancionadas en su caso, en los términos pre-
vistos por la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos. 

Artículo 96.- Los Comisionados Ciudadanos serán desig-
nados en forma escalonada para desempeñar sus puestos
por periodos de seis años que no podrán ser renovables, su-
cediéndose cada tres años. Sólo podrán ser removidos de
sus cargos de conformidad con las disposiciones previstas
en el Título Cuarto de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. 

Artículo 97.- La Comisión cuenta con un responsable eje-
cutivo que recibe el nombre de Secretario Ejecutivo, de-
signado por los integrantes de la Junta de Comisionados a
propuesta de su Presidente; deberá reunir los requisitos es-
tablecidos en el artículo 95 y tendrá a su cargo la coordi-
nación operativa y administrativa de la Comisión. El Se-
cretario Ejecutivo fungirá como secretario técnico de la
Junta de Comisionados, con voz pero sin voto, y podrá dar
fe de los actos en que intervenga. 

Asimismo, la Junta Ejecutiva estará integrado por el Se-
cretario Ejecutivo y los titulares de las áreas de la Comi-
sión que se determinen en el Reglamento. 

La Junta Ejecutiva es un órgano colegiado y resolverá los
asuntos de su competencia por mayoría de votos. En caso
de empate, el Secretario Ejecutivo tendrá voto de calidad. 

Artículo 98.- La Comisión deberá de proteger el proceso
de competencia y libre concurrencia en las actividades ma-
teria de la presente Ley. Deberá evitar además, que los per-
misionarios obtengan poder sustancial en el mercado rele-
vante, conforme a los lineamientos que establezca la
Comisión Federal de Competencia. 

CAPÍTULO III 

ATRIBUCIONES DE LOS ÓRGANOS DE LA 
COMISIÓN FEDERAL DE JUEGOS CON 

APUESTAS Y SORTEOS 

Artículo 99.- La Junta de Comisionados tendrá las si-
guientes atribuciones: 

I. Proponer al Ejecutivo Federal, por conducto del Secreta-
rio de Gobernación, el Proyecto de Reglamento y sus mo-
dificaciones, habiendo escuchado previamente la opinión
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de la Pro-
curaduría General de la República y de la Comisión Fede-
ral de Competencia ; 

II. Nombrar y remover al Secretario Ejecutivo y a los titu-
lares de las áreas de dirección de la Comisión; 

III. Expedir los lineamientos administrativos necesarios
para el buen funcionamiento de la Comisión; 

IV. Vigilar la oportuna integración y adecuado funciona-
miento de los órganos de la Comisión; 

V. Otorgar permisos, de conformidad con las disposiciones
de esta Ley, para el funcionamiento de los establecimientos
de juegos con apuestas previstos en la misma; 

VI. Conocer del otorgamiento de las licencias de trabajo re-
alizado por la Comisión y solicitar al Secretario Ejecutivo
los informes que al respecto estime necesarios; 

VII. Autorizar, cuando así sea procedente, la cesión de los
derechos y obligaciones derivados de permisos, así como
resolver sobre la modificación, renovación, suspensión o
revocación de dichos permisos; 

VIII. Recibir, examinar y, en su caso, aprobar el informe
trimestral pormenorizado que formule el Secretario Ejecu-
tivo respecto de las funciones de la Comisión; 

IX. Someter a consideración del Ejecutivo Federal, por
conducto del Secretario de Gobernación, el proyecto de
presupuesto del órgano desconcentrado; y 

X. Las demás que esta Ley, su Reglamento y otras leyes le
confieran.
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Artículo 100.- Corresponden al Presidente de la Comisión
las atribuciones siguientes: 

I. Velar por la unidad y cohesión de las actividades de los
órganos de la Comisión; 

II. Establecer los vínculos entre la Comisión y las autori-
dades federales, estatales, del Distrito Federal, delegacio-
nales y municipales, para lograr su apoyo y colaboración,
cuando sea necesario para el cumplimiento de los fines de
la Comisión; 

III. Convocar y presidir las sesiones de la Junta de Comi-
sionados; 

IV. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos adoptados por
la Junta de Comisionados; y 

V. Las demás que le confieran esta Ley, su Reglamento y
leyes aplicables.

Artículo 101.- La Junta Ejecutiva tiene las siguientes atri-
buciones: 

I. Interpretar y aplicar la presente Ley en la esfera admi-
nistrativa; 

II. Someter a la autorización de la Junta de Comisionados
el otorgamiento de permisos para el funcionamiento de los
establecimientos previstos en esta Ley; 

III. Otorgar licencias de trabajo de conformidad con las
disposiciones de esta Ley y su Reglamento; 

IV. Someter a la autorización de la Junta de Comisionados,
cuando así sea procedente, la cesión de los derechos y
obligaciones derivados de permisos, así como para que re-
suelva sobre su modificación, renovación, suspensión o re-
vocación; 

V. Supervisar, vigilar, controlar y regular los juegos con
apuestas y los sorteos objeto de esta Ley, así como los es-
tablecimientos en que éstos se realicen; 

VI. Inspeccionar y examinar, cuando proceda, todas las
instalaciones donde se fabriquen, vendan o distribuyan
aparatos o equipos para la realización de las actividades re-
guladas por la presente Ley; 

VII. Inspeccionar todos los equipos y suministros relacio-
nados con las instalaciones indicadas en la fracción ante-
rior; 

VIII. Retirar y asegurar de los establecimientos regulados
en la presente Ley, cualesquier equipo o suministro con el
fin de examinarlos e inspeccionarlos, de conformidad con
lo establecido en la Ley Federal del Procedimiento Admi-
nistrativo; 

IX. Solicitar el acceso a fin de inspeccionar, examinar, fo-
tocopiar y auditar, los documentos, libros y registros que
estime convenientes, del permisionario o cualquiera de sus
afiliadas, subsidiarias o empresas relacionadas en que la
Comisión sospeche razonablemente o tenga conocimiento
de que está involucrada en el financiamiento, operación o
administración del permiso otorgado. La inspección, exa-
men, fotocopiado y auditoria podrán llevarse a cabo en las
instalaciones de aquellas o en cualquier otro lugar que pro-
ceda, y en presencia de un representante del permisionario,
de conformidad con las disposiciones de la Ley Federal de
Procedimiento Administrativo; 

X. Aprobar el proyecto conceptual de las ferias, hipódro-
mos, galgódromos, frontones y demás establecimientos en
los que pretendan llevarse a cabo los juegos con apuestas
previstos en esta Ley, así como la ampliación o modifica-
ciones a dichas instalaciones; 

XI. Vigilar la exacta observancia de la normatividad apli-
cable para la adecuada realización de juegos con apuestas
y sorteos, así como para el adecuado funcionamiento de los
establecimientos, de conformidad con las disposiciones de
esta Ley y su Reglamento; 

XII. Dar su opinión sobre los proyectos de reglamentos
previstos en la presente Ley, aprobar los reglamentos inter-
nos de los casinos y establecimientos e informar de ello a
la Junta de Comisionados; 

XIII. Tramitar los procedimientos administrativos que co-
rrespondan en relación con las actividades y estableci-
mientos objeto de esta Ley, pudiendo fungir como conci-
liador o árbitro en los términos del presente ordenamiento; 

XIV. Determinar las infracciones y aplicar las sanciones
administrativas establecidas en esta Ley y su Reglamento; 

XV. Llevar, administrar y controlar un registro de estable-
cimientos , conforme a las disposiciones del Reglamento; 
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XVI. Conocer de los permisos otorgados en materia de sor-
teos; 

XVII. Someter a consideración de la Junta de Comisiona-
dos el proyecto de presupuesto de la Comisión; y 

XVIII. Las demás que esta Ley, su Reglamento y otras le-
yes le confieran.

Artículo 102.- La Junta Ejecutiva está facultada para de-
terminar, de conformidad con los criterios que señalan las
disposiciones de la Ley Federal de Transparencia y Acce-
so a la Información Pública Gubernamental, si la informa-
ción que está en su posesión será pública o confidencial,
estando obligada la Comisión, por conducto del Secretario
Ejecutivo, a entregarla en todos los casos cuando así sea
requerida conforme a las disposiciones de dicho ordena-
miento. 

Artículo 103.- El Secretario Ejecutivo tendrá las siguien-
tes atribuciones: 

I. Actuar como representante de la Comisión y ejecutar las
resoluciones de la Junta Ejecutiva; 

II. Coordinar los trabajos de los miembros de la Junta Eje-
cutiva; 

III. Autorizar los permisos para la realización de sorteos, a
propuesta del funcionario responsable administrativo del
área de sorteos; 

IV. Además de los informes trimestrales que someta a la
consideración de la Junta de Comisionados, expedir y pu-
blicar un informe anual, dentro de los tres primeros meses
de cada año, relativo al desempeño de las funciones de la
Comisión y al estado que en general guarde la industria del
juego, todo ello durante el año inmediato anterior; 

V. Solicitar a cualquier autoridad del país o del extranjero
la información que requiera para hacer las indagaciones
que corresponda sobre posibles violaciones a esta Ley, de
conformidad con las disposiciones aplicables en materia
fiscal y de operaciones con recursos de procedencia ilícita; 

VI. Nombrar y remover en los términos de la ley al perso-
nal de la Comisión, con excepción de los servidores públi-
cos previstos en la fracción II del artículo 99; 

VII. Llevar el Registro de los permisos y las licencias de
trabajo que se otorguen de conformidad con esta Ley; 

VIII. Integrar información y estadísticas de juegos con
apuestas; 

IX. Vigilar que haya uniformidad de criterios en las reso-
luciones que emita y evitar duplicación en los procedi-
mientos que se tramiten ante la Comisión; 

X. Expedir órdenes de presentación de documentación e
información, de conformidad con las disposiciones aplica-
bles de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y
citar a declarar a quienes tengan relación con los casos que
se traten, aplicando las medidas de apremio que en el caso
procedan; 

XI. Expedir copias certificadas de las constancias que
obren en el archivo de la Comisión cuando se soliciten en
algún procedimiento, proceso o averiguación, o cuando se
considere procedente por existir causas análogas; 

XII. Denunciar ante el Ministerio Público las conductas de-
lictivas de que tenga conocimiento y que estén relaciona-
das con la existencia de juegos con apuestas o sorteos ile-
gales o establecimientos no autorizados en que éstos se
realicen, así como las demás conductas delictivas de que
tenga conocimiento en esta materia; 

XIII. Actuar como secretario de la Junta de Comisionados,
sin derecho a voto; dar cuenta y levantar las actas de las se-
siones de la misma y de las votaciones de sus integrantes,
así como publicar dichas actas en el sitio que la Comisión
mantenga en Internet, dentro de un plazo de 5 días natura-
les a la celebración de la junta correspondiente; 

XIV. Delegar en favor de los Titulares de las Unidades
Administrativas correspondientes, las facultades a que se
refieren las fracciones VII, VIII, X, XI y XII del presente
artículo; y 

XV. Las demás que le confieran esta Ley y su Reglamento.

Artículo 104.- Los Titulares de las Unidades Administrati-
vas tendrán las siguientes atribuciones en sus áreas respec-
tivas: 

I. Integrar, junto con el Secretario Ejecutivo, la Junta Eje-
cutiva; 
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II. Ejecutar los trabajos atinentes a la operación y adminis-
tración de la Comisión; 

III. Instrumentar, ejecutar y vigilar la aplicación de las po-
líticas internas que se establezcan para su ámbito de res-
ponsabilidad, incluyendo los manuales de organización y
procedimientos; 

IV. Auxiliar al Secretario Ejecutivo en la asignación y tra-
mitación de los casos y asuntos que se traten ante la Comi-
sión; 

V. En ausencia del Secretario Ejecutivo, suplirlo en todo
procedimiento administrativo, contencioso administrativo,
laboral y judicial, incluyendo la representación en el juicio
de amparo, en los términos de esta Ley y su Reglamento; 

VI. Notificar y tramitar la ejecución de las resoluciones de
la Comisión, vigilando el cumplimiento de las mismas y la
aplicación de las sanciones impuestas por la Comisión en
sus respectivos ámbitos de responsabilidad; 

VII. Apoyar y asistir al Presidente para promover y coor-
dinar las relaciones de la Comisión con las distintas depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal o
de las entidades federativas, y con los municipios, Delega-
ciones del Distrito Federal u otros organismos públicos o
privados, nacionales o extranjeros, en la materia regulada
por esta Ley; y 

VIII. Las demás que señale esta Ley, su Reglamento y
otros ordenamientos, o que mediante acuerdo de delega-
ción le otorgue el Secretario Ejecutivo.

Artículo 105.- La Comisión cuenta con una Contraloría In-
terna, Órgano Interno de Control, al frente del cual el Con-
tralor Interno, Titular del Órgano Interno, designado en los
términos del artículo 37, fracción XII de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, en el ejercicio de sus
facultades, se auxiliará por los titulares de las áreas de res-
ponsabilidades, auditoria y quejas designados en los mis-
mos términos. 

Los servidores públicos a que se refiere el párrafo anterior,
en el ámbito de sus respectivas competencias, ejercen las
facultades previstas en la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, la Ley Federal de Responsabilidades
Administrativas de los Servidores Públicos y en los demás
ordenamientos legales y administrativos aplicables, con-
forme a lo previsto por el artículo 47, fracciones III y IV

del Reglamento Interior de la Secretaría de Contraloría y
Desarrollo Administrativo. 

Artículo 106.- La Comisión tendrá el personal necesario
para el eficaz desempeño de sus asuntos, de acuerdo con el
presupuesto que se le autorice. Asimismo, podrá contratar
los servicios de personas o empresas especializadas en las
cuestiones técnicas relacionadas con su actividad. 

Artículo 107.- La Comisión podrá suscribir convenios de
colaboración con las autoridades de los municipios o dele-
gaciones, a efecto de la autorización y vigilancia de los jue-
gos con apuestas reguladas en los artículos 33, 37, 47 y 56
de esta Ley. Asimismo, podrá celebrar convenios con los
gobiernos de los Estados de la República y del Distrito Fe-
deral, para efecto de la autorización y vigilancia de sorteos
en los que el monto total de los boletos que se sortearán no
exceda una cantidad equivalente a diez mil días del salario
mínimo y siempre que la venta de los mismos se lleve a ca-
bo únicamente en el territorio de la entidad. 

Los convenios a los que se refiere el párrafo anterior, esta-
blecerán los mecanismos de auxilio para que las autorida-
des locales apoyen a las autoridades federales en la vigi-
lancia de las disposiciones de esta Ley y su Reglamento, de
conformidad con lo establecido en ambos ordenamientos. 

Artículo 108.- Las dependencias y entidades de la admi-
nistración pública federal, estatal, municipal, del Distrito
Federal y delegacional, en el ámbito de sus respectivas
competencias, deberán apoyar a la Comisión en el ejercicio
de sus atribuciones. 

TÍTULO QUINTO 

DE LAS AUTORIZACIONES 

CAPÍTULO I 

PERMISOS 

Artículo 109.- Los permisos para instalar, operar y explo-
tar centros de apuestas remotas, salas de juegos de núme-
ros, así como el cruce de apuestas en hipódromos y galgó-
dromos los otorgará la Comisión previa solicitud que para
tal fin le formule un interesado que reúna los requisitos es-
tablecidos en el artículo 110 de la presente Ley. 

Una vez recibida la solicitud, la Comisión pedirá la opinión
de la comunidad, de la autoridad municipal o de la autoridad
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de la demarcación territorial en que se pretenda instalar el
establecimiento y presentarse a la Comisión dentro del pla-
zo de treinta días naturales contados a partir de la realiza-
ción de la consulta respectiva. Transcurrido dicho plazo sin
que las autoridades indicadas en este artículo hayan remiti-
do a la Comisión su opinión, se entenderá que no tienen ob-
servaciones que formular. 

La Comisión, bajo su más estricta responsabilidad, deberá
apoyarse en mecanismos de consulta a la comunidad, pre-
via información pública suficiente transmitida en medios
masivos de comunicación, como encuestas, sondeos y opi-
niones de los diversos sectores sociales, así como en estu-
dios económicos, de desarrollo regional, de infraestructura,
de mercado, de factibilidad, de promoción al turismo y
cualesquier otros que a su juicio resulten necesarios o con-
venientes para determinar, en su caso, la viabilidad y con-
veniencia económica y social de la autorización para la ins-
talación de los establecimientos autorizados en la presente
Ley. 

El Reglamento señalará el procedimiento que asegure eva-
luar de manera objetiva las diferentes solicitudes de permi-
so para la instalación y funcionamiento de los estableci-
mientos regulados por este ordenamiento, a efecto de
otorgar el permiso respectivo en función de la localidad de
que se trate y de la demanda, número y calidad de los soli -
citantes, así como de la contribución del establecimiento a
la infraestructura urbana, la creación de empleos y demás
indicadores que a juicio de la Comisión resulten necesarios
para determinar la viabilidad y conveniencia económica y
social de la autorización correspondiente. 

Para evitar que se incurra en prácticas monopólicas y pro-
piciar mayor certidumbre a los inversionistas, la Comisión
evaluará periódicamente, en los términos que disponga el
Reglamento, las condiciones de mercado para determinar
el número de permisos que otorgará en función de la loca-
lidad de que se trate y de la demanda, número y calidad de
solicitantes. 

Artículo 110.- Los solicitantes deberán: 

I. Ser personas morales debidamente constituidas confor-
me a las leyes de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Obtener de los gobiernos estatales, locales, del Distrito
Federal y demarcaciones territoriales, las autorizaciones
correspondientes a sus respectivos ámbitos de competen-
cia; 

III. Precisar el origen de las inversiones que realicen para
asegurar su estricto apego a la ley; 

IV. Comprobar solvencia económica mediante dictamen
expedido por auditor legalmente autorizado; y 

V. Exhibir documentos que acrediten la legal propiedad o
posesión del inmueble en el que se vaya a instalar el esta-
blecimiento de que se trate.

Artículo 111.- Los solicitantes deberán incluir en su solici-
tud lo siguiente: 

I. Los programas y compromisos de inversión; 

II. El plan general de negocios, incluyendo: 

a) La documentación para acreditar la legal propiedad o
posesión del inmueble donde se pretenda instalar el esta-
blecimiento que corresponda o bien la opción de obtener la
propiedad del inmueble si se obtiene el permiso; 

b) La información relativa a la generación de empleos y
programas de capacitación orientados a beneficiar prefe-
rentemente a los nacionales mexicanos; 

c) Los programas de seguridad del establecimiento en rela-
ción con las personas y las instalaciones; 

d) Estudios de mercado y financieros para instalar, operar
y explotar el establecimiento respectivo; 

e) Los programas de mercadotecnia; 

f) Acreditar el origen lícito de los fondos que se van a in-
vertir de conformidad con las prácticas financieras aplica-
bles en el país; 

g) La posibilidad que el establecimiento pueda iniciar sus
operaciones en forma gradual conforme a un programa de
desarrollo y aplicación de inversiones; 

h) La información relativa al solicitante del establecimien-
to, el cual deberá ser de reconocida y probada experiencia
y solvencia económica y moral, en términos del Regla-
mento; y 

i) Los demás que se establezcan en el Reglamento, para
instrumentar la aplicación de los requisitos anteriores. 
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III. Las especificaciones técnicas y operativas del estable-
cimiento, incluyendo la descripción de los juegos con
apuestas que se vayan a realizar. 

IV. Las observaciones que, en su caso, realicen el munici-
pio o demarcación territorial de que se trate, incluyendo los
requerimientos de desarrollo vinculados con la instalación
del establecimiento, los cuales deberán ser satisfechos por
la propuesta técnica de los licitantes. 

V. La presentación de un proyecto de reglamento interno
que autorregule y sancione la operación del estableci-
miento. 

VI. Las medidas a adoptar por parte del permisionario, pa-
ra contrarrestar los efectos secundarios del juego en los
usuarios y la comunidad en donde se pretenda instalar el
establecimiento.

Artículo 112.- Una vez otorgado el permiso respectivo, los
permisionarios deberán sujetarse a lo siguiente: 

I. Acreditar, mediante escritura pública, su legal constitu-
ción, así como los poderes de su representante; 

II. El capital social mínimo fijo deberá estar totalmente
suscrito y pagado y su monto será tomado en consideración
por la Comisión a efecto de otorgar el permiso respectivo,
para lo cual analizará el tipo de establecimiento, la calidad
y clase de las instalaciones con que el mismo contará y, en
general, el monto de la inversión que se pretenda realizar; 

III. Por lo menos el 35 por ciento del capital social de la so-
ciedad, deberá estar en manos de inversionistas mexicanos
como se define en la Ley de Inversión Extranjera. 

IV. El capital social podrá ser variable, pero la porción de
éste que represente el capital mínimo fijo no podrá ser me-
nor al monto establecido en el permiso respectivo, y debe-
rá actualizarse conforme a lo que establezca la Comisión; 

V. Entregar a la Comisión, una relación de los accionistas
o tenedores de acciones que tengan, directa o indirecta-
mente, más del cinco por ciento del capital social de la li-
citante; 

VI. La administración de la permisionaria, deberá sujetar-
se a las reglas de gobierno corporativo que establezca la
Comisión en el Reglamento; y. 

VII. Cualquier transmisión de acciones que involucre más
del diez por ciento de las acciones representativas del capi-
tal social, en uno o más actos, sea del mínimo o del varia-
ble, requerirá necesariamente la previa autorización por es-
crito de la Comisión a efecto de que sean tomadas las
medidas pertinentes, incluidas la revocación o suspensión
del permiso respectivo.

Artículo 113.- Los permisos podrán otorgarse hasta por un
plazo de veinticinco años, tomando en cuenta las caracte-
rísticas del proyecto y los montos de la inversión. Los per-
misos podrán ser prorrogados hasta por plazos iguales al
original, para cuyo efecto la permisionaria deberá presen-
tar la solicitud correspondiente durante la última quinta
parte del periodo original de vigencia y a más tardar un año
antes de su vencimiento. 

Artículo 114.- Con base en el análisis de la solicitud y en
la valoración de todos y cada uno de los elementos inte-
grados en el expediente de la misma, incluyendo los diver-
sos estudios y particularmente en las observaciones que, en
su caso, formulen las autoridades locales al momento de
emitir su opinión, la Comisión emitirá su fallo debidamen-
te fundado y motivado. 

Una vez adjudicado el permiso, un extracto del título res-
pectivo se publicará en el Diario Oficial de la Federación a
costa del interesado. 

Artículo 115.- El permiso que otorgue la Comisión deberá
contener lo siguiente: 

I. La fundamentación y motivación de su otorgamiento;

II. La razón social y domicilio del permisionario; 

III. El domicilio en el que se autoriza la instalación del es-
tablecimiento; 

IV. La descripción de las actividades reguladas por la pre-
sente Ley, que hayan sido autorizadas; 

V. El número de los empleados encargados o responsables
de la operación, vigilancia, administración y mantenimien-
to del establecimiento, en el que se beneficie preferente-
mente a los trabajadores mexicanos; 

VI. Los derechos y obligaciones del permisionario, que in-
cluirán los aprovechamientos que deba pagar de conformi-
dad con esta Ley; 
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VII. El período de vigencia del permiso; 

VIII. El monto de la garantía que deberá otorgar el permi-
sionario; cuyo monto deberá ser actualizado cada año; 

IX. Las causas de revocación del permiso, las cuales se de-
terminarán en los términos de la presente Ley y su Regla-
mento; y 

X. Los demás elementos que se deriven de esta Ley y su
Reglamento, para su cabal cumplimiento.

Artículo 116.- Dentro de los sesenta días naturales si-
guientes a la fecha de la expedición formal del permiso, el
permisionario deberá someter a la autorización de la Co-
misión los sistemas de control interno del establecimiento
de que se trate, así como su reglamento interno, en los cua-
les se incluirán, entre otras cosas, y de conformidad con lo
que establezca el Reglamento, las reglas a que se sujetarán
los juegos con apuestas o sorteos que se lleven a cabo y los
propios sistemas de control interno del establecimiento. 

Una vez aprobados los sistemas de control interno del es-
tablecimiento y su reglamento interno, el permisionario no
podrá modificarlos a menos que cuente con la autorización
previa y por escrito de la Comisión. 

El permisionario estará obligado a distribuir en forma gra-
tuita una síntesis de su reglamento interno debidamente ac-
tualizado, a quien así se lo solicite, dentro del estableci-
miento. Asimismo, en los lugares más visibles del
establecimiento, deberán exhibirse, copia del permiso que
acredite el legal funcionamiento del establecimiento, las
reglas de los juegos con apuestas que se realicen, mismas
que deberán redactarse en los tres idiomas señalados. 

Artículo 117.- Podrá autorizarse la cesión total de los de-
rechos y obligaciones derivados de un permiso, siempre y
cuando se cumplan las siguientes condiciones: 

I. Que el cedente haya cumplido con todas las obligaciones
existentes a su cargo; y 

II. Que el cesionario reúna, a satisfacción de la Comisión,
los mismos requisitos que se tuvieron en cuenta inicial-
mente para el otorgamiento del permiso respectivo.

No se autorizará la cesión de derechos a que este precepto
se refiera, durante los primeros tres años de operación del
establecimiento respectivo. 

Artículo 118.- Los permisos terminarán: 

I. Por el vencimiento del plazo establecido o de las prórro-
gas que en su caso se hubiesen otorgado; 

II. Por la renuncia del permisionario; 

III. Por revocación; 

IV. En el caso de personas físicas, además, por muerte o in-
terdicción del permisionario; y 

V. Por la liquidación del permisionario.

La terminación del permiso no exime al permisionario del
cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones con-
traídas durante la vigencia del mismo, para lo cual consti-
tuirá la garantía correspondiente. 

Artículo 119.- La revocación del permiso será declarada
administrativamente por la Comisión, de conformidad con
las disposiciones aplicables de la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo. 

CAPÍTULO III 

LICENCIAS DE TRABAJO 

Artículo 120.- Con el propósito de garantizar la seguridad
de los usuarios y asistentes a los establecimientos, así co-
mo prevenir la comisión de conductas ilícitas dentro de los
mismos, se mantendrá un registro de las personas emplea-
das por los permisionarios. Para que una persona física
pueda prestar sus servicios en un establecimiento, requeri-
rá de una licencia de trabajo otorgada por la Comisión, en
la que se certifique que dicha persona cuenta con la capa-
cidad suficiente para desarrollar cualquiera de las activida-
des reguladas por la presente Ley y su Reglamento. El Re-
glamento establecerá el catálogo de puestos y funciones
que, en su caso, serán sujetos de la obtención de una licen-
cia de trabajo. 

Artículo 121.- Para otorgar una licencia de trabajo, la Co-
misión practicará los exámenes y pruebas necesarios a
efecto de certificar que el solicitante cuenta con la capaci-
dad necesaria para desarrollar la actividad respecto de la
cual solicita su licencia, que corresponda a cualquiera de
las reguladas por la presente Ley y su Reglamento. 
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La Comisión procurará que, en igualdad de circunstancias,
los titulares de las licencias de trabajo sean de nacionalidad
mexicana. 

Artículo 122.- Para obtener una licencia de trabajo es ne-
cesario que el solicitante cumpla los siguientes requisitos: 

I. Ser mayor de 18 años; 

II. Acreditar su nacionalidad mexicana o su legal estancia
en el país; 

III. No haber sido condenado por delito doloso; 

IV. Acreditar ante la Comisión que cuenta con los conoci-
mientos para realizar la actividad pretendida; 

V. Acompañar una petición por parte del establecimiento
que pretenda contratarlo; 

VI. Cubrir los derechos correspondientes por la expedición
de la licencia de trabajo los cuales deberán ser cubiertos
por el permisionario que pretenda contratar al solicitante; 

VII. Manifestar su adhesión irrestricta al código de ética
del establecimiento en que pretenda prestar sus servicios; y 

VIII. Los demás que determine el Reglamento.

Artículo 123.- Las licencias de trabajo tendrán la dura-
ción que fije el Reglamento, siendo posible su renova-
ción previo cumplimiento de los requisitos establecidos
en el mismo. 

Artículo 124.- Las licencias de trabajo deberán contener
como mínimo, los siguientes datos: 

I. Nombre, nacionalidad, domicilio y fotografía del solici-
tante; 

II. Nombre y domicilio del permisionario que realizó la pe-
tición y establecimiento donde prestará los servicios; 

III. Descripción de las actividades autorizadas; y, 

IV. Los demás que se establezcan en la Ley y su Regla-
mento.

Las licencias de trabajo serán intransferibles por su propia
naturaleza. 

Artículo 125.- Los permisionarios tienen la obligación de
informar a la Comisión el inicio de actividades del trabaja-
dor al que se le haya otorgado una licencia, así como cuan-
do éste ha dejado de prestar sus servicios, indicando las
causas que lo motivaron. 

Artículo 126.- Las licencias de trabajo terminarán: 

I. Por el vencimiento del plazo o prórroga establecido; 

II. Por revocación; y 

III. Por incapacidad para desempeñar sus funciones, inter-
dicción o muerte del titular.

Artículo 127.- Las licencias de trabajo podrán ser revoca-
das cuando su titular incumpla cualesquiera de las obliga-
ciones establecidas a su cargo en la Ley y su Reglamento. 

La revocación de la licencia de trabajo será declarada ad-
ministrativamente por la Comisión, de conformidad con las
disposiciones aplicables de la Ley Federal de Procedimien-
to Administrativo. 

CAPÍTULO IV 

PERMISOS PARA SORTEOS 

Artículo 128.- Para la realización de sorteos, se requerirá
de un permiso otorgado por la Comisión. Los permisos
otorgados serán intransferibles. 

Artículo 129.- Para el otorgamiento de los permisos pre-
vistos en este Título, en la solicitud respectiva el interesa-
do deberá señalar los siguientes datos: 

I. Nombre, razón social o denominación, domicilio y re-
gistro federal de contribuyentes del solicitante del permiso,
así como la debida acreditación de su representante legal
en su caso; 

II. Las bases del sorteo y la descripción del premio o pre-
mios que se entregarán; 

III. Lugar, fecha y hora en que se llevará a cabo el sorteo; 

IV. Medio o medios de comunicación a través de los cua-
les se difundirá el resultado del sorteo; 

V. Las condiciones de entrega de los premios; y 
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VI. Los demás que por la naturaleza del sorteo establezca
el Reglamento.

Artículo 130.- Con la finalidad de garantizar el cumpli -
miento de las obligaciones contraídas con la promoción,
administración y ejecución de sorteos, los permisionarios
deberán presentar un depósito o fianza para cada una de las
promociones que lleven a cabo. Las fianzas deberán ser ex-
pedidas por instituciones afianzadoras legalmente consti-
tuidas en los Estados Unidos Mexicanos. 

La Comisión fijará al solicitante el monto del depósito o de
la fianza que deberá presentar para garantizar el valor total
de los premios, impuestos y demás obligaciones que con-
traiga de acuerdo al tipo de evento que desee realizar. 

Artículo 131.- Quedan excluidos de la obligación de pre-
sentar la fianza o depósito a que se refiere el artículo ante-
rior, las dependencias y entidades de los poderes públicos
de los tres niveles de gobierno, así como los organismos
constitucionales autónomos respectivos. 

Artículo 132.- El permiso que se otorgue deberá contener
lo siguiente: 

I. Fundamentación y motivación de su otorgamiento; 

II. Razón social o denominación y domicilio de la permi-
sionaria; 

III. Los datos que se establecen en el artículo 128; 

IV. Las causas de revocación del permiso; y 

V. Los demás que se establezcan en esta Ley y su Regla-
mento.

Artículo 133.- Los permisos terminarán: 

I. Por la realización del sorteo y la entrega del premio o
premios respectivos; 

II. Por la renuncia de la permisionaria antes de que se ce-
lebre el sorteo, lo cual implicará la automática terminación
de éste; 

III. Por revocación antes de que se celebre el sorteo; 

IV. Por liquidación de la permisionaria, o que la misma sea
sujeta a un proceso de concurso mercantil, antes de que se
celebre el sorteo; y 

V. Los demás causas que por la naturaleza del sorteo se es-
tablezcan en esta Ley y su Reglamento.

En el caso de que la terminación del sorteo obedezca a las
causales establecidas en las fracciones II, III IV y V ante-
riores, la permisionaria quedará obligada a devolver a los
participantes las cantidades que le hubiesen pagado, contra
entrega del boleto o contraseña correspondiente. 

Artículo 134.- Los permisos serán revocados por cual-
quiera de las causas siguientes: 

I. Incumplimiento de las obligaciones y condiciones que se
establezcan en el permiso; 

II. Haber transmitido o pretender transmitir el permiso; 

III. Modificar o alterar las bases y condiciones del sorteo,
sin contar para ello con la autorización previa de la Comi-
sión; y 

IV. En general, por incumplir con cualesquiera de las obli-
gaciones establecidas en esta Ley y su Reglamento.

La revocación de los permisos será declarada administrati-
vamente por la Comisión, de conformidad con las disposi-
ciones aplicables de la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo. 

Artículo 135.- Los permisionarios a que se refiere el pre-
sente capítulo deberán cubrir al gobierno federal por con-
cepto de contribuciones fiscales, los montos que establece
la presente Ley y su Reglamento, con excepción de los si-
guientes casos: 

I. Los que realicen las autoridades, instituciones educati-
vas, de asistencia privada y de beneficencia, para dedicar
íntegramente sus productos a fines de interés general; 

II. Los que se realicen con fines exclusivos de propaganda
comercial; y 

III. Los que se realicen como sistema de ventas y en los que
los participantes reciban íntegramente el valor de sus apor-
taciones en mercancías, efectos u otros bienes. 
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TÍTULO SEXTO 

DE LOS APROVECHAMIENTOS 

CAPÍTULO I 

DE LOS APROVECHAMIENTOS A CARGO 
DE LOS PERMISIONARIOS 

Artículo 136.- Los permisionarios están obligados a cum-
plir con las disposiciones contenidas en el presente Título,
sin perjuicio de las demás obligaciones establecidas en las
leyes y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 137.- En adición a los informes trimestrales y
anuales previstos en el Titulo Quinto de la presente Ley, los
permisionarios deberán entregar a la Comisión la informa-
ción mensual de carácter financiero sobre la operación de
su establecimiento, a más tardar el día 20 del mes siguien-
te a aquél sobre el cual verse tal informe. Este informe de-
berá contener el detalle de los ingresos brutos obtenidos
por la realización de las actividades autorizadas relaciona-
das con la presente Ley. 

Artículo 138.- Para determinar la base del pago del grava-
men a cargo del permisionario, para los efectos de la pre-
sente Ley, por ingresos brutos se entenderá el total de in-
gresos obtenido por concepto de apuestas, menos el total
de las cantidades pagadas a los jugadores, por concepto de
premios. 

Artículo 139.- Con base en el informe a que se refiere el
artículo 137 de esta Ley, los permisionarios de salas de jue-
gos de números, centros de apuestas remotas, ferias y ope-
radores de hipódromos y galgódromos, según sea el caso,
deberán enterar dentro de los diez días hábiles siguientes a
la fecha de presentación del referido informe financiero, el
nueve ciento de sus ingresos brutos por concepto de apro-
vechamientos por el uso y explotación del permiso que se
trate. 

El monto de lo recaudado será distribuido en partes iguales
entre la Hacienda Pública Federal, la Hacienda Pública Es-
tatal y los Municipios donde se genere el aprovechamien-
to. La distribución de este ingreso entre los órganos de los
gobiernos estatales o del Distrito Federal y municipales,
según el caso, se establecerá en las disposiciones legales
que correspondan. En todo caso aquel deberá aplicarse ex-
clusivamente al mejoramiento de los servicios educativos,

de salud y de seguridad pública de las entidades federativas
de que se trate. 

Artículo 140.- En el caso de los permisionarios autoriza-
dos para organizar cruce de apuestas en peleas de gallos,
carreras de caballos en carriles, frontones y jai-alai, la Co-
misión, de conformidad con las disposiciones que esta-
blezca el Reglamento, deberá publicar y actualizar por lo
menos cada dos años, las condiciones, bases y montos me-
diante las cuales los permisionarios cubrirán las cuotas de
pago de participación. 

En el caso de los sorteos que al efecto autorice la Comi-
sión, ésta, de conformidad con las disposiciones que esta-
blezca el Reglamento, expedirá las condiciones y bases de
pago de los aprovechamientos, para lo cual se estará a lo
establecido en el artículo 135. 

Artículo 141.- Para todos los efectos legales, se entenderá
que los porcentajes a que se refiere este Título, tienen el ca-
rácter de aprovechamientos y, por lo mismo, constituyen
créditos fiscales. 

Los impuestos derivados de los premios obtenidos en las
actividades reguladas por la presente Ley, serán gravados
conforme a las disposiciones fiscales vigentes. 

Artículo 142.- La calendarización de la entrega a la Ha-
cienda Pública Federal o Local de los ingresos obtenidos
conforme al presente Título, se establecerá en los conve-
nios de coordinación fiscal correspondiente. 

TÍTULO SÉPTIMO 

DEL FUNCIONAMIENTO Y VERIFICACIÓN 
DE ESTABLECIMIENTOS 

CAPÍTULO I 

AUTORIZACIONES DE APERTURA 

Artículo 143.- Los permisionarios se sujetarán a las dispo-
siciones previstas por la Comisión, para la apertura de los
establecimientos, así como los plazos que al respecto se de-
terminen en el permiso correspondiente. 

Artículo 144.- Los establecimientos, por ningún motivo
podrán adquirir máquinas, equipos, artefactos y aparatos
eléctricos, electrónicos o electromecánicos reciclados des-
tinados a las actividades reguladas por la presente Ley,
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salvo que cuenten con la autorización previa y por escrito
de la Comisión de conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 21 de la presente Ley, sin perjuicio de que se obser-
ven las normas de la Ley Federal de Metrología y Norma-
lización que, en su caso, resulten aplicables. 

CAPÍTULO II 

FUNCIONAMIENTO Y VERIFICACIÓN 

Artículo 145.- Las relaciones entre los permisionarios y
los jugadores o participantes que acudan a los estableci-
mientos con el propósito de cruzar apuestas, se regularán
por lo que establece esta Ley, su Reglamento y el regla-
mento interno del establecimiento de que se trate. 

Artículo 146.- En adición a las demás obligaciones esta-
blecidas en esta Ley a cargo de los permisionarios, éstos
tendrán a su cargo las siguientes: 

I. Contar con las instalaciones y equipos necesarios para el
óptimo funcionamiento del establecimiento, debiendo dar-
les el mantenimiento preventivo adecuado para que se con-
serven en esas mismas condiciones; 

II. Mantener debidamente aseguradas las instalaciones,
equipos, bienes y enseres del establecimiento, así como
contar con las medidas de seguridad requeridas para la pre-
vención de cualquier siniestro, e igualmente contar con se-
guros de responsabilidad civil del mismo; 

III. Someter a la aprobación de la Comisión el proyecto
conceptual y arquitectónico para los hipódromos, galgó-
dromos, frontones y demás establecimientos en los que
pretendan llevar a cabo los juegos o actividades previstos
en esta Ley; 

IV. Entregar a la Comisión informes financieros trimestra-
les, así como anualmente sus estados financieros auditados
y dictaminados. Además, la Comisión tendrá en todo mo-
mento acceso a la red del permisionario con el propósito de
supervisar los datos completos sobre el cruce de apuestas
en juegos, en los términos establecidos en la presente Ley
y su Reglamento. 

V. Adoptar los sistemas de control interno de los juegos
con apuestas, en los términos del Reglamento; 

VI. Cumplir con los requisitos que, en relación con el re-
glamento interno del establecimiento, dispone el artículo
111 de esta Ley; 

VII. Dar la información adicional que soliciten los usuarios
del establecimiento, a fin de que cuenten con todos los ele-
mentos necesarios para realizar sus apuestas con seguridad
y certeza respecto a las reglas aplicables a su realización; 

VIII. Llevar un libro de reclamaciones, con hojas foliadas
en orden progresivo, mismo que deberá ser previamente
autorizado por la Comisión; 

IX. Permitir la realización de las visitas de verificación e
inspección que ordene la Comisión en términos de esta Ley
y su Reglamento; 

X. Enterar oportunamente los impuestos que procedan de
conformidad con esta Ley; 

XI. Someter a sus empleados a exámenes de selección an-
tes de ser contratados. Los programas permanentes de ca-
pacitación y actualización para dicho personal deberá in-
cluir nociones elementales para la detección de recursos de
procedencia ilícita. 

XII. Asegurar y garantizar que en todo momento se man-
tenga el buen orden y comportamiento de los asistentes al
establecimiento; 

XIII. La notificación a la Comisión, a través de los infor-
mes que corresponda, de cualesquier conducta o práctica
de los usuarios, que pueda considerarse sospechosa de la
comisión de delitos relacionados con la delincuencia orga-
nizada o el lavado de dinero; 

XIV. Informar por escrito a la Comisión, mensualmente,
dentro de los primeros cinco días naturales del mes si-
guiente a aquél al que se refiera el informe, sobre cualquier
transacción en efectivo que exceda a dos mil días de sala-
rio mínimo. Dicho informe deberá incluir como mínimo, el
nombre y domicilio del jugador, los datos de una identifi -
cación oficial vigente, la fecha de la transacción y la canti-
dad de dinero involucrada en la misma , así como los de-
más que señale la Comisión en sus disposiciones de
carácter general; 

XV. Instrumentar los procedimientos y medidas para con-
trarrestar los efectos secundarios del juego en los usuarios
y la comunidad en donde se encuentra el establecimiento; 
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XVI. Preferir a un trabajador nacional, en igualdad de cir-
cunstancias laborales, sobre un trabajador de origen ex-
tranjero; 

XVII. Cumplir con las demás obligaciones que establezca
la presente Ley y su Reglamento.

Artículo 147.- Los permisionarios que cuenten con un per-
miso permanente deberán entregar en forma trimestral a la
Comisión sus estados financieros internos, así como anual-
mente los estados financieros auditados y dictaminados. 

Además, la Comisión podrá solicitar al permisionario en
todo momento, sujeto a las disposiciones aplicables de la
Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la informa-
ción que estime necesaria para el cumplimiento de sus fun-
ciones y tendrá acceso igualmente al sistema de red elec-
trónica de datos del permisionario con el propósito de
supervisar los datos completos sobre el cruce de apuestas. 

TÍTULO OCTAVO 

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES 
ADMINISTRATIVAS, MEDIDAS DE 

SEGURIDAD Y DELITOS 

CAPÍTULO I 

INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS 

Artículo 148.- Las infracciones administrativas a lo dis-
puesto en la presente Ley y su Reglamento se sancionarán
por la Comisión de conformidad con lo dispuesto en este
capítulo. 

Artículo 149.- Son infracciones en las que puede incurrir
el permisionario y dan lugar a la imposición de las sancio-
nes señaladas en el presente Título, mismas que podrán in-
cluir la revocación del permiso, las siguientes: 

I. Incumplir las disposiciones señaladas en el artículo 16 de
la presente Ley; 

II. No contar con el libro de reclamaciones debidamente
autorizado por la Comisión o, en su caso, no dar curso a las
reclamaciones formuladas; 

III. No exhibir oportunamente, para su aprobación y regis-
tro, el reglamento interior del establecimiento o modificar-
lo sin la autorización previa de la Comisión; 

IV. No contar con las medidas de seguridad adecuadas pre-
vistas en las disposiciones aplicables; 

V. Vender boletos de sorteos a precios mayores de los au-
torizados; 

VI. Incumplir cualquiera de las disposiciones establecidas
en esta Ley, su Reglamento, los permisos correspondientes
y los lineamientos establecidos por la Comisión; 

VII. Incumplir con lo dispuesto en el artículo 146 fracción
XVI de la presente Ley; 

VIII. Contratar o permitir que presten servicios personas
que no cuenten con licencia de trabajo vigente cuando de
conformidad con esta Ley y su Reglamento deban de cum-
plir con dicho requisito; 

IX. No contar con sistemas de control de las actividades
que regula la presente Ley que sean obligatorios conforme
a los lineamientos que establezca y actualice la Comisión; 

X. No presentar oportunamente a la Comisión la informa-
ción financiera a que se refiere esta Ley; 

XI. No presentar cualquier otro tipo de información reque-
rida por la Comisión conforme a la presente Ley y su Re-
glamento; 

XII. No proporcionar a la Comisión el acceso al sistema de
red electrónica de datos, por más de tres días consecutivos
o siete días durante un mes calendario; 

XIII. No mantener vigente la garantía requerida para el
otorgamiento del permiso; 

XIV. Realizar juegos con apuestas y cualesquiera otras ac-
tividades que no se encuentren expresamente autorizados
en el permiso; 

XV. No presentar la información financiera anual auditada
y dictaminada, dentro de los sesenta días hábiles posterio-
res al cierre del ejercicio respectivo; 

XVI. Oponerse a la realización de visitas de inspección y
verificación o negar las facilidades necesarias para su rea-
lización; 

XVII. No enterar oportunamente los aprovechamientos a
que se refiere la Ley; 
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XVIII. No pagar o pagar parcialmente las apuestas ganadas
por los jugadores, o no entregar oportunamente los premios
ofrecidos a los ganadores de los sorteos, excepto cuando se
trate de ganancias en disputa o aclaración; 

XIX. No cumplir con el objeto, obligaciones o condiciones
que se establezcan en el permiso, dentro de los plazos fija-
dos al efecto; 

XX. No iniciar la operación y funcionamiento del estable-
cimiento dentro de los dieciocho meses siguientes a la fe-
cha formal de expedición del permiso; 

XXI. Interrumpir total o parcialmente la operación del es-
tablecimiento sin causa justificada, durante más de treinta
días naturales; 

XXII. Cuando cualquiera de sus accionistas, representan-
tes, apoderados, consejeros, empleados, factores o depen-
dientes, cometa algún delito considerado como grave por la
legislación penal aplicable, siempre y cuando dicho delito
haya sido cometido con motivo de la actividad desarrolla-
da por el permisionario; 

XXIII. Ceder o transmitir de cualquier forma los derechos
y obligaciones derivados del permiso, sin contar para ello
con la autorización previa requerida para tal efecto; 

XXIV. Cuando se cedan o transmitan las acciones que re-
presenten más del diez por ciento del capital social del per-
misionario, sin contar para ello con la autorización previa
requerida para tal efecto; 

XXV. Modificar o alterar la naturaleza y condiciones de las
actividades y establecimientos autorizados, sin contar para
ello con la autorización previa de la Comisión; 

XXVI. Incumplir el proyecto conceptual y arquitectónico
autorizado para el establecimiento; 

XXVII. No cumplir con los términos y condiciones del
proyecto que haya presentado y que conforme a la solici-
tud correspondiente hayan determinado el otorgamiento
del permiso, o no los mantenga a lo largo de la vigencia del
propio permiso; 

XXVIII. Modificar unilateralmente y sin autorización pre-
via de la Comisión los términos y condiciones de las auto-
rizaciones que se hayan otorgado; y 

XXIX. En general, incumplir cualquiera de las disposicio-
nes establecidas en esta Ley, su Reglamento, los permisos
correspondientes y los lineamientos establecidos por la Co-
misión.

Artículo 150.- A los empleados y trabajadores de estable-
cimientos, les está prohibido: 

I. Participar en los productos de las apuestas cruzadas en
los juegos con apuestas o sorteos , o recibir comisión de
cualquier naturaleza. No se entenderá como comisión, la
propina que algún jugador le dé voluntariamente al emple-
ado de que se trate; 

II. Participar en los juegos con apuestas y sorteos que se re-
alicen, en los lugares donde prestan sus servicios, con el
propósito de influir en su resultado; 

III. Conceder préstamos personales a los jugadores; y 

IV. En general, contravenir cualesquiera de las disposicio-
nes establecidas en esta Ley, su Reglamento.

Las personas que incurran en las infracciones señaladas en
el presente artículo, serán sancionadas con multa equiva-
lente de cien hasta doscientos días de salario mínimo y, en
caso de reincidencia, con multa equivalente de doscientos
hasta quinientos días de salario mínimo. En caso de que a
la persona que incurra en las infracciones establecidas en el
presente artículo le haya sido otorgada una licencia de tra-
bajo, se le aplicarán además las sanciones previstas en el
artículo 149 de la presente Ley. 

Artículo 151.- A los trabajadores de los establecimientos a
quienes les haya sido otorgada una licencia de trabajo, les
serán aplicados las sanciones previstas en este Capítulo
cuando incurran en alguna de las siguientes infracciones
administrativas: 

I. Cometer algún delito considerado como grave por la le-
gislación penal aplicable, siempre y cuando dicho delito
haya sido cometido con motivo de la actividad desarrolla-
da en el establecimiento; 

II. Intervenir en la realización de juegos con apuestas y
cualesquiera otras actividades que no se encuentren expre-
samente autorizados en el permiso del establecimiento o en
la licencia de trabajo respectivos; 
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III. Prestar servicios personales en un establecimiento sin
contar con la licencia de trabajo respectiva, cuando de con-
formidad con las disposiciones aplicables dicha licencia
sea obligatoria; 

IV. En general, incumplir cualquiera de las disposiciones
establecidas en la Ley, su Reglamento, las autorizaciones
correspondientes y los lineamientos establecidos por la Co-
misión.

Artículo 152.- Los permisionarios que incurran en las in-
fracciones señaladas en el artículo 146 de la presente Ley,
serán sancionados de la siguiente manera: 

I. Las infracciones previstas en las fracciones I a VII, con
multa equivalente desde cien hasta mil días de salario mí-
nimo por cada violación y, en caso de reincidencia, con
multa equivalente de cinco mil a diez mil días de salario
mínimo. 

II. Las infracciones previstas en las fracciones VIII a X,
con multa equivalente de mil hasta cinco mil días de sala-
rio mínimo y, en caso de reincidencia, con multa equiva-
lente de diez mil a quince mil días de salario mínimo; 

III. Las infracciones comprendidas en las fracciones XI a
XIII, con multa equivalente de cinco mil hasta diez mil dí-
as de salario mínimo por cada violación; en caso de reinci-
dencia serán sancionadas con multa equivalente de quince
mil a veinte mil días de salario mínimo por cada violación;
la segunda reincidencia de una misma violación será san-
cionada con el cierre definitivo del establecimiento y el do-
ble de la multa impuesta con motivo de la primera reinci-
dencia; 

IV. Las infracciones señaladas en las fracciones XIV a
XVI, con multa equivalente de diez mil hasta veinte mil dí-
as de salario mínimo por cada violación y, en caso de rein-
cidencia, con multa equivalente de veinte a cuarenta mil dí -
as de salario mínimo y el cierre definitivo del
establecimiento; 

V. Las infracciones previstas en las fracciones XVII a XX,
con multa equivalente de veinte mil hasta treinta mil días
de salario mínimo y el cierre temporal del establecimiento
por noventa días hábiles; en caso de reincidencia, con el
cierre definitivo del establecimiento y el doble de dicha
multa; y 

VI. Las infracciones previstas en las fracciones de la XXI
a XXX, con el cierre del establecimiento y la cancelación
del permiso otorgado.

Artículo 153.- En caso de que el titular de una licencia de
trabajo incurra en cualquiera de las infracciones estableci-
das en los artículos 150 y 151 de esta Ley, la licencia co-
rrespondiente podrá ser suspendida temporalmente hasta
por un plazo de dos años o revocada dependiendo de la gra-
vedad de la violación cometida o en caso de reincidencia. 

Los trabajadores a los que se refiere el párrafo anterior, y
que cuenten con resolución favorable emitida por el órga-
no jurisdiccional competente, en el sentido de levantarles
la sanción impuesta, podrán ser contratados en los estable-
cimientos regulados por esta Ley. 

CAPÍTULO II 

MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Artículo 154.- Se consideran medidas de seguridad: 

I. Retirar y asegurar cualquier equipo o suministro de los
establecimientos donde se realicen juegos con apuestas o
sorteos, cualesquier equipos o suministros con el fin de
examinarlos e inspeccionarlos, de conformidad con lo es-
tablecido en la Ley Federal del Procedimiento Administra-
tivo; y 

II. La suspensión de la realización de sorteos, rifas y jue-
gos de números.

Las medidas de seguridad tendrán como finalidad corregir
las irregularidades que la Comisión hubiere detectado en
ejercicio de sus facultades de verificación e inspección, y
su duración será por el tiempo necesario para corregir las
irregularidades de que se trate. 

Artículo 155.- Para la imposición de las sanciones y medi-
das de seguridad, deberá seguirse el procedimiento respec-
tivo que establece la Ley Federal de Procedimiento Admi-
nistrativo. Al imponer tales sanciones o medidas de
seguridad, la Comisión deberá fundar y motivar su respec-
tiva resolución, considerando: 

I. La gravedad de la infracción; 

II. La situación particular del infractor; 
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III. Los daños causados o que hubieran podido producirse; 

IV. El carácter intencional o no de la acción u omisión; y 

V. Si el infractor es reincidente.

En caso de reincidencia la Comisión podrá imponer multa
hasta por el doble de las cantidades que en cada caso co-
rrespondan. Se entiende que existe reincidencia, cuando el
mismo infractor haya incurrido dos o más veces en la mis-
ma infracción durante el lapso de un año. 

La fuerza pública municipal, estatal, federal, y del Distrito
Federal, así como de las demarcaciones territoriales, coo-
perarán con la Comisión para hacer cumplir con las deter-
minaciones que ésta dicte de acuerdo con la presente Ley.
El ejercicio indebido de las funciones de cualquier autori-
dad, en la materia de la presente Ley, será sancionado de
conformidad con las disposiciones penales aplicables. 

Artículo 156.- La Comisión establecerá los procedimien-
tos y controles idóneos para prevenir y detectar la opera-
ción con recursos de procedencia ilícita con motivo de las
actividades reguladas por esta Ley. 

Artículo 157.- Las sanciones administrativas que se seña-
lan en la Ley, se aplicarán sin perjuicio de la responsabili-
dad penal que en su caso pudiese llegar a resultar cuando
la comisión de la infracción implique a su vez una conduc-
ta delictiva, caso en el cual la Comisión está obligada a ha-
cerla del conocimiento del Ministerio Público que corres-
ponda. 

CAPÍTULO III 

DELITOS 

Artículo 158.- Se impondrá prisión de cinco a quince años
y destitución del empleo, cargo o comisión, en su caso: 

I. A quienes realicen sorteos y no cuenten con autorización
legal para llevarlos a cabo. No quedan incluidos en esta
disposición los que realicen sorteos sólo entre personas re-
lacionadas por parentesco o amistad; 

II. A quienes organicen, operen o promuevan casinos, jue-
gos prohibidos por esta Ley o juegos con apuestas o sorte-
os sin autorización de la Comisión; 

III. A los que sin autorización de la Comisión, de cualquier
modo intervengan en el territorio nacional, en la venta o
circulación de boletos o participaciones en lotería o juegos
con apuestas o sorteos que se efectúen en el extranjero; 

IV. A los que sin autorización de la Comisión, de cualquier
modo intervengan en el territorio nacional, en la difusión
de juegos con apuestas o sorteos que se efectúen en el ex-
tranjero; 

V. A los que provean de recursos tecnológicos para llevar
a cabo juegos con apuestas y sorteos que no tengan autori-
zación de la Comisión; y 

VI. A los servidores públicos que autoricen o de cualquier
forma se beneficien de juegos prohibidos por esta Ley o
protejan la realización de juegos con apuestas o sorteos que
no cuenten con la autorización de la Comisión.

Artículo 159.- Se aplicará prisión de dos a diez años: 

I. A quienes de cualquier forma otorguen el uso de un in-
mueble a sabiendas de que será destinado para la realiza-
ción de juegos prohibidos o de juegos con apuestas o sor-
teos sin autorización de la Comisión; 

II. A los que suministren bienes y servicios a sabiendas de
que éstos serán destinados para la realización de juegos
prohibidos o de juegos con apuestas o sorteos sin autoriza-
ción de la Comisión; 

III. A los servidores públicos con facultades de decisión o
de niveles de dirección, de cualquiera de los órdenes de go-
bierno, cuya actividad se relacione con seguridad pública,
procuración o impartición de justicia, para la aplicación de
esta Ley o que de cualquier forma intervengan en el otor-
gamiento de licencias, permisos o autorizaciones para el
correcto funcionamiento de las actividades reguladas o re-
lacionadas con esta Ley, que asistan a locales, abiertos o
cerrados, a sabiendas de que ahí se celebran juegos prohi-
bidos, o juegos con apuestas o sorteos sin autorización de
la Comisión, siempre que no lo hagan en cumplimiento de
sus funciones; 

IV. A quienes en cualquier forma ejerzan coacción o inti-
midación sobre los jugadores o participantes en los juegos
con apuestas o sorteos previstos en esta Ley, para obtener
un beneficio ilícito. 
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Tratándose de los empresarios, gerentes, administradores,
encargados, agentes, trabajadores o empleados de los esta-
blecimientos regulados por esta Ley, que lleven a cabo la
conducta a que se refiere el párrafo anterior, la pena pre-
vista se aumentará en un cincuenta por ciento; 

V. A los empresarios, gerentes, administradores, encarga-
dos o agentes de las permisionarias, así como a los emple-
ados de los establecimientos, que presenten información o
documentación falsa para obtener cualquiera de los permi-
sos y licencias a que se refiere esta Ley; y 

VI. A los jugadores y espectadores, que a sabiendas asistan
a un local, abierto o cerrado, en donde se juegue en forma
ilícita, en cuyo caso la pena será reducida a la mitad.

Artículo 160.- Se aplicará prisión de cinco a diez años a
los empresarios, gerentes, administradores, encargados y
agentes de un establecimiento que proyecten o manipulen
el resultado de cualquier juego con apuestas o sorteo, o el
mantener y llevar, sin autorización, el registro o conteo de
las cartas jugadas, así como hacer trampa, de cualquier ma-
nera, en cualesquiera de los juegos con apuestas, sorteos o
máquinas autorizadas por esta Ley. 

Artículo 161.- Se impondrá de cinco a quince años de pri-
sión y de diez mil a cincuenta mil días de salario mínimo
al que por sí o por interpósita persona realice cualquiera de
las siguientes conductas, utilizando alguno o algunos de los
juegos con apuestas y sorteos, o los establecimientos, re-
gulados por esta Ley: adquiera, enajene, administre, custo-
die, cambie, deposite, dé en garantía, invierta, transporte o
transfiera, dentro del territorio nacional, de éste hacia el ex-
tranjero, o a la inversa, recursos, derechos o bienes de cual-
quier naturaleza, con conocimiento de que proceden o re-
presentan el producto de una actividad ilícita, con alguno
de los siguientes propósitos: ocultar o pretender ocultar,
encubrir o impedir conocer el origen, localización, destino
o propiedad de dichos recursos, derechos o bienes, o alen-
tar alguna actividad ilícita. 

La misma pena se aplicará a los empleados y funcionarios
de los establecimientos regulados por esta Ley, que dolo-
samente presten ayuda o auxilien a otro para la comisión de
las conductas previstas en el párrafo anterior, sin perjuicio
de los procedimientos y sanciones administrativas que co-
rrespondan conforme a esta misma Ley. 

La pena prevista en el primer párrafo será aumentada has-
ta en una mitad, cuando la conducta ilícita se cometa por

servidores públicos encargados de prevenir, denunciar, in-
vestigar o juzgar la comisión de delitos. En este caso, se im-
pondrá a dichos servidores públicos, además, inhabilitación
para desempeñar empleo, cargo o comisión públicos hasta
por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta. 

Las conductas previstas en este artículo se persiguen de
oficio. Cuando la Comisión en ejercicio de sus facultades
de fiscalización, encuentre elementos que permitan presu-
mir la comisión de los delitos referidos en el presente artí -
culo, deberá ejercer respecto de los mismos las facultades
de comprobación que le confiere esta Ley y, en su caso, de-
nunciar ante el Ministerio Público Federal, los hechos que
probablemente puedan constituir dicho ilícito. 

Para efectos de este artículo se entiende que son producto
de una actividad ilícita, los recursos, derechos o bienes de
cualquier naturaleza, cuando existan indicios fundados o
certeza de que provienen directa o indirectamente, o repre-
sentan las ganancias derivadas de la comisión de algún de-
lito y no puede acreditarse su legítima procedencia. Para
los mismos efectos, la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público y las instituciones del sistema financiero prestarán
auxilio y colaboración a la Comisión. 

Artículo 162.- Las sanciones impuestas con motivo de los
delitos previstos en este Capítulo, serán aplicadas sin per-
juicio de las que señale la legislación federal y local en ma-
teria penal y de responsabilidades de los servidores públi-
cos. 

Artículo 163.- Además de las penas señaladas en los artí -
culos precedentes, se aplicará la pena de decomiso de todos
los instrumentos y objetos de juego y de todos los bienes o
dinero que constituyan el producto del mismo. En el caso
de los delitos establecidos en el artículo 159 de la presente
Ley, se decretará además, la disolución del negocio o so-
ciedad bajo cuyos auspicios se haya cometido el delito. 

TÍTULO NOVENO 

DE LA CONCILIACIÓN, ARBITRAJE Y DE LOS
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 

CAPÍTULO I 

CONCILIACIÓN 

Artículo 164.-  La Comisión está facultada para actuar
como conciliador entre los permisionarios y los usuarios,
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debiendo rechazar de oficio aquellas reclamaciones que se-
an notoriamente frívolas e improcedentes. 

Artículo 165.- Las reclamaciones deberán presentarse por
escrito, en el domicilio de la Comisión con los siguientes
requisitos: 

I. Nombre y domicilio del usuario; 

II. Relación sucinta de los hechos que motivan la reclama-
ción; 

III. Nombre del permisionario y domicilio del estableci-
miento contra el que se formula la reclamación; y 

IV. Aportar, anexos a su reclamación, todos los elementos
de prueba que considere necesarios para fundarla.

Artículo 166.- La Comisión correrá traslado al permisio-
nario acerca de la reclamación presentada en su contra,
dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de re-
cepción de la misma, anexando todos los elementos de
prueba que el usuario haya aportado, señalando fecha para
la audiencia conciliatoria, con apercibimiento de sanción
pecuniaria en caso de no asistir. La sanción pecuniaria po-
drá ser de quinientos a mil días de salario mínimo, la cual
se duplicara en caso de reincidencia. 

Artículo 167.- La Comisión notificará al usuario, por lo
menos con tres días hábiles de anticipación, la fecha y la
hora en que se celebrará la audiencia conciliatoria, la que
deberá celebrarse dentro de los diez días hábiles siguientes
a la fecha en la que se le corrió traslado de la reclamación
al permisionario. En caso de que el usuario no acuda a la
audiencia conciliatoria, se le tendrá como desistido de la
reclamación. 

Artículo 168.- En caso de que las partes lleguen a un
acuerdo para la resolución de la reclamación, el mismo se
hará constar en el acta circunstanciada que al efecto se le-
vante. 

CAPÍTULO II 

ARBITRAJE 

Artículo 169.- En caso de que las partes no diriman sus di-
ferencias mediante el procedimiento de conciliación esta-
blecido en la presente Ley, podrán someterse al procedi-
miento de arbitraje en amigable composición, con un

arbitro nombrado por la Comisión, quien resolverá, en su
caso, en conciencia, a verdad sabida y buena fe guardada,
la controversia planteada, conforme a las disposiciones que
establezca el Reglamento. 

En los procedimientos que se substancien conforme a las
disposiciones de este Capítulo se aplicará de manera suple-
toria las disposiciones del Código Federal de Procedimien-
tos Civiles. 

CAPÍTULO III 

RECURSO DE REVISIÓN 

Artículo 170.- En contra de cualquiera de las resoluciones
emitidas por la Comisión, procederá el recurso administra-
tivo de revisión previsto en el Título Sexto de la Ley Fede-
ral de Procedimiento Administrativo. 

Artículo 171.- Se exceptúan de lo anterior, las resolucio-
nes emitidas por la Comisión cuando actúe con el carácter
de conciliador o árbitro, designado de común acuerdo por
las partes, en los términos de las disposiciones aplicables
de la Ley. 

Artículo 172.- Los Tribunales Federales serán competen-
tes para conocer y resolver sobre cualquier controversia
que se suscite con motivo de la aplicación e interpretación
de esta ley, sin perjuicio de que las partes puedan someter-
se, antes, durante y después del juicio, al procedimiento ar-
bitral determinado por éste ordenamiento. 

TRANSITORIOS 

Artículo Primero.- La presente Ley entrará en vigor al día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración y se derogan todas las disposiciones que se le
opongan, con excepción de los casos establecidos en los ar-
tículos siguientes. 

Artículo Segundo.- Se abroga la Ley Federal de Juegos y
Sorteos publicada en el Diario Oficial de la Federación el
31 de diciembre de 1947. Las disposiciones administrati-
vas en vigor continuarán aplicándose en lo conducente has-
ta en tanto se expidan los ordenamientos que las sustituyan.
Los procedimientos en curso deberán tramitarse conforme
a la Ley Vigente al momento de realizarse la solicitud res-
pectiva. 
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Artículo Tercero.- Los permisos otorgados con anteriori-
dad a la entrada en vigor de esta Ley, se respetarán en los
términos consignados en los respectivos títulos en que fue-
ron concedidos. 

Los permisionarios deberán cumplir las disposiciones pre-
vistas en esta Ley y las demás aplicables en un plazo no
mayor de seis meses contados a partir de la instalación de
la Comisión, en caso contrario la autoridad administrativa
procederá a revocarles el permiso. 

Artículo Cuarto.- Por cuanto a los permisos que hayan si-
do otorgados de manera global a un permisionario, en lo
sucesivo, se entenderá que por cada establecimiento y mo-
dalidad existe un permiso individual el cual se entenderá
numerado en forma sucesiva a favor del permisionario. 

En el caso de que no se especifique la plaza o lugar de ubi-
cación del establecimiento para el que haya sido otorgado
el permiso respectivo, los permisionarios contarán con un
plazo de dos años para informarle a la Comisión la plaza
donde se pretenda ubicar el establecimiento correspon-
diente. 

Artículo Quinto.- Las obligaciones fiscales previstas en el
presente ordenamiento serán aplicables a los titulares de
los permisos señalados en el artículo tercero transitorio,
desde el momento de la entrada en vigor de esta Ley. 

Las demás obligaciones a cargo de los permisionarios pre-
vistas en esta Ley, en lo conducente, les serán aplicables
desde el momento de la entrada en vigor de este ordena-
miento. Cuando el cumplimiento de dichas obligaciones
implique la observancia de procedimientos previstos en la
Ley que se expide, la Comisión establecerá los plazos que
estime necesarios y que en ningún caso podrán exceder de
ciento ochenta días hábiles, previa solicitud de los intere-
sados y examen de la misma, a efecto de que se realicen la
modificaciones y actualizaciones previstas por la Ley. El
incumplimiento de estas disposiciones transitorias será
sancionado en los términos de la Ley que se expide. 

Artículo Sexto.- La Comisión a que se refiere el Título
Cuarto de esta Ley, deberá quedar integrada a más tardar
dentro de los ciento ochenta días naturales contados a par-
tir de la fecha de su publicación. 

Para efectos de lo previsto en el artículo 95 de la presente
Ley, por primera y única vez, el nombramiento de los Co-

misionados Ciudadanos expirará cada tres años, a partir de
la fecha de su nombramiento. 

La duración del encargo de los integrantes ciudadanos a los
que se refiere el párrafo anterior se determinará mediante
un procedimiento de insaculación que se realizará en la pri-
mera sesión en que todos entren en funciones. 

Una vez integrada e instalada la Comisión, la autoridad ac-
tualmente en funciones llevará a cabo los procedimientos
de entrega-recepción que correspondan. 

El personal y las instalaciones, mobiliario, equipo y demás
patrimonio de la actual Dirección General Adjunta de Jue-
gos y Sorteos de la Secretaría, pasarán a formar parte del
personal y patrimonio de la autoridad en materia de sorte-
os prevista por esta Ley. 

Artículo Séptimo.- El Reglamento deberá ser expedido
por el titular del Ejecutivo Federal dentro de los noventa
días naturales siguientes a la integración de la Comisión
prevista en el Título Cuarto de este ordenamiento. 

Artículo Octavo.- El Ejecutivo Federal proveerá de los re-
cursos necesarios para el cumplimiento de sus funciones a
las autoridades que establece esta Ley. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los once días del mes
de diciembre del año dos mil dos. 

Por la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública: 

Diputados: Armando Salinas Torre (rúbrica), Presidente;
José A. Hernández Fraguas (rúbrica), Víctor M. Gandarilla
Carrasco (rúbrica), Tomás Coronado Olmos (rúbrica), Luis
Miguel G. Barbosa Huerta (rúbrica), secretarios; Manuel
Añorve Baños, José Francisco Blake Mora (rúbrica), Jaime
Mantecón Rojo (rúbrica, con reservas), Omar Fayad Me-
neses, Arturo Escobar y Vega (rúbrica), Federico Granja
Ricalde (rúbrica), Lorenso Rafael Hernández Estrada,
Efrén Nicolás Leyva Acevedo (rúbrica), Miguel Angel
Martínez Cruz (rúbrica), Rodrigo David Mireles Pérez (rú-
brica), José Narro Céspedes, Roberto Zavala Echavarría,
Ricardo A. Ocampo Fernández, María Teresa Gómez Mont
y Urueta (rúbrica), Germán Arturo Pellegrini Pérez (rúbri-
ca), José Jesús Reyna García, Gabriela Cuevas Barrón,
Eduardo Rivera Pérez (rúbrica), Jorge Esteban Sandoval
Ochoa (rúbrica), César Augusto Santiago Ramírez (rúbri-
ca), David Augusto Sotelo Rosas (rúbrica), Ricardo Torres
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Origel (rúbrica), Néstor Villarreal Castro (rúbrica), María
Guadalupe López Mares (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

En virtud de que se encuentra publicado, queda de pri-
mera lectura.

LEY DE FOMENTO A LAS ACTIVIDADES 
REALIZADAS POR ORGANIZACIONES 

DE LA SOCIEDAD CIVIL

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

El siguiente punto del orden del día es la segunda lectura
del dictamen con proyecto de Ley Federal de Fomento a las
Actividades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad
Civil.

Consulte la Secretaría a la Asamblea si se le dispensa la
lectura al dictamen.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al dictamen.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa. Se le dispensa la se-
gunda lectura al dictamen.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Ciudadanos Secretarios de la Mesa Directiva de la H. Cá-
mara de Diputados. — Presentes.

La Comisión de Participación Ciudadana de la Honorable
Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 60, 65, 85, 87, 88 y demás relati -
vos y aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,

presenta ante el Honorable Pleno de esta Soberanía, y con
base en los antecedentes y las consideraciones que abajo se
desarrollan, el dictamen recaído a la Iniciativa de Ley de
Fomento a las Actividades de Desarrollo Social realizadas
por Organizaciones Civiles.

METODOLOGÍA

A) En un primer apartado denominado ANTECEDENTES,
se establece una breve referencia relacionada con el origen
de la propuesta de las redes de organizaciones de la Socie-
dad Civil, presentada por voz del Diputado Federal Miguel
Gutiérrez Hernández ante el Pleno de esta Soberanía el
veintitrés de abril del presente año y que hoy se analiza;

B) En el apartado de CONSIDERACIONES, la Comisión
Dictaminadora expone los motivos que dieron lugar al pre-
sente dictamen, y se exponen los argumentos por los cua-
les se realizan los cambios que se consideraron pertinentes.

ANTECEDENTES

1. Con fecha veintitrés de abril del año dos mil dos, ante el
Pleno de esta Cámara, a nombre de diversos Diputados Fe-
derales integrantes de la Comisión de Participación Ciuda-
dana, así como de diversas organizaciones de la sociedad
civil, el Diputado Federal Miguel Gutiérrez Hernández
presentó la Iniciativa de Ley de Fomento a las Actividades
de Desarrollo Social realizadas por Organizaciones Civi-
les.

2. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directi -
va de la misma Cámara, dió el turno a dicha iniciativa,
siendo éste el de “Comisiones de Participación Ciudadana
y de Desarrollo Social”

3. Con fecha 26 de noviembre del 2002, y previa solicitud
de fecha 22 de octubre del mismo año, la Mesa Directiva
de la Honorable Cámara de Diputados, con base en que la
materia del presente dictamen es materia exclusiva de esta
Comisión y al no existir inconveniente de la Comisión de
Desarrollo Social, procedió a cambiar el turno de dicha ini-
ciativa exclusivamente a la Comisión de Participación
Ciudadana.

CONSIDERACIONES

I. Esta Comisión es competente para conocer de la materia
de la iniciativa en estudio con base en lo establecido en el
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artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, el Acuerdo de la Junta de Co-
ordinación Política, para la Subdivisión y Creación de Co-
misiones Ordinarias de la Cámara de Diputados, así como
por el turno dado por la Presidencia de la Mesa Directiva
del día veintitrés de abril del año dos mil dos.

II. Con base en la exposición de motivos de dicha iniciati -
va, esta Comisión considera pertinente el proponer al Ple-
no de esta Cámara la aprobación de la iniciativa en comen-
to, con las modificaciones en la forma y términos que a
continuación se detallan.

1. Contenido de la Iniciativa.

a) Exposición de motivos

El proponente afirma, dentro de la exposición de motivos
de la iniciativa, que en años recientes las organizaciones de
la sociedad civil han venido impulsando un marco jurídico
que fomente sus actividades de desarrollo social y con ello
se ha hecho necesario tener un instrumento jurídico que
fortalezca su trabajo en favor de la sociedad. Señala que el
fin último de esas actividades es el fomento de una cultura
cívica y social en el seno de la sociedad mexicana.

Lo anterior, es válido en razón de que la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos protege y tutela el
derecho a la libre asociación, siempre y cuando el fin de la
misma sea lícito. Por tanto, al ser lícitas las actividades de
dichas agrupaciones, que el mismo proyecto enumera y
que se encuentran dispersas en varios ordenamientos jurí-
dicos del orden federal como local, constitucionalmente es-
tán tuteladas y merecen ser estimuladas para que no decai-
gan ni se abandonen en la apatía y el desánimo.

En otro punto, el ponente señala que ante la Comisión Es-
pecial de Participación Ciudadana de la LVI Legislatura de
esta Cámara, en el año de 1995 se presentó, por parte de di-
versas organizaciones civiles, un anteproyecto de “Ley de
Fomento a las Actividades de Bienestar y Desarrollo So-
cial”, la cual fue analizada dando pie a otra iniciativa, de-
nominada “Ley General de Agrupaciones y Organizacio-
nes de la Sociedad Civil para el Desarrollo Social”, la que
se presentó al Pleno de esta Soberanía el 29 de abril de
1997 por la mayoría de los representantes de las fracciones
parlamentarias. Aclara que fue turnada para su estudio y
dictamen a la Comisión de Gobernación y Puntos Consti-
tucionales, la cual no dictaminó dicho proyecto de Ley.

Refiere que el 24 de noviembre de 1998 las organizaciones
citadas vuelven a presentar una propuesta a las Comisiones
de Participación Ciudadana, de Gobernación y Puntos
Constitucionales y de Desarrollo Social de la LVII Legis-
latura, la cual denominaron proyecto de “Ley de Fomento
a las Actividades de Desarrollo Social de las Organizacio-
nes Civiles”.

Durante esa Legislatura, el 27 de abril del año 2000 se re-
tomó la propuesta anterior y fue presentada al Pleno de la
Cámara como la iniciativa de “Ley General de Organiza-
ciones de la Sociedad Civil para el Desarrollo Social”, la
cual fue turnada a la Comisión de Gobernación y Puntos
Constitucionales, la que, en esta Legislatura y transforma-
da en Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, re-
chazó.

Afirma que en abril del 2001, la Comisión de Participación
Ciudadana, ya con carácter de ordinaria, recibió formal-
mente la Propuesta de “Iniciativa de Ley de Fomento a Ac-
tividades de Desarrollo Social realizadas por Organizacio-
nes Civiles” por parte de representantes de las
Organizaciones de la Sociedad Civil. Esta propuesta fue
perfeccionada por estas instituciones y el 10 de abril del
2002, se presentó el proyecto definitivo.

Lo anterior constata que el proyecto que se pide a esta So-
beranía apruebe, ha sido parte de un proceso histórico, de
interés general, sustentado en la pluralidad de ideas y enri-
quecido por las instancias expertas provenientes de la so-
ciedad civil, lo que lo hace legítimo y ad hoc a las necesi-
dades de los destinatarios de la Ley.

La iniciativa señala que la necesidad de crear un marco le-
gal que fortalezca a las organizaciones de la sociedad civil
con el fin de propiciar el bienestar general, se fundamenta
en que en las últimas décadas los ciudadanos se han orga-
nizado de forma autónoma para colaborar voluntaria, acti-
va y solidariamente, en la atención de los que menos tie-
nen, promoviendo acciones y proyectos orientados a
superar carencias sociales y a procurar bienes y servicios
socialmente necesarios.

Afirma que en nuestros días, México cuenta con un vigo-
roso y creciente número de Organizaciones de la Sociedad
Civil comprometidas con el bienestar social, cuyas accio-
nes deben ser fomentadas por el Estado, reconociendo la
experiencia y capacidad filantrópica que dichas organiza-
ciones han adquirido en años de trabajo directo con la po-
blación menos favorecida económica y socialmente, así

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002303



como en el desarrollo sustentable y la promoción de los de-
rechos humanos.

Por ello, afirma el proponente, es necesaria una nueva re-
lación entre el Estado y la sociedad, marcada por la legali-
dad y la corresponsabilidad. Este nuevo vínculo desplega-
ría las iniciativas y los propósitos de la sociedad civil
organizada e independiente para reconocer y alentar las ac-
tividades sociales, cívicas y humanitarias de las mismas
dentro del marco de la planeación democrática del desarro-
llo nacional.

Las Comisiones están convencidas de la necesidad de fo-
mentar las actividades de desarrollo social, porque recono-
cemos que la participación ciudadana es una herramienta
eficaz en la implementación de políticas públicas que esti-
mulen el crecimiento cuantitativo y cualitativo de la socie-
dad en general.

b) Fundamento Constitucional de la Iniciativa

El proponente señala que nuestra Constitución Política re-
conoce, tutela y protege la libre asociación individual. De
dicha potestad surge una serie de consecuencias políticas,
económicas y sociales que conforman la vida cotidiana de
una sociedad libre, democrática y plural. Refiere que el es-
píritu de asociación es uno de los primeros instintos del ser
humano que a través de un acto consciente y responsable
se transforma en un elemento poderoso de desarrollo y per-
feccionamiento social. Para llevar a cabo ese fin asociati-
vo, los ciudadanos mexicanos conforman agrupaciones de
distintas y variadas denominaciones y que corresponde a
diversas materias de trabajo.

Estamos de acuerdo con que el proyecto es de naturaleza
de fomento y no regulatorio, ya que no se refiere a la es-
tructura jurídica y administrativa, así como a las modalida-
des de constitución, normas que actualmente están conte-
nidas en diversos ordenamientos jurídicos de carácter civil,
mercantil, social y financiero.

Este proyecto se refiere, en caso especialísimo a las activi-
dades que desempeñan las agrupaciones de carácter social
como las de fomento cultural, educativo, de seguridad pú-
blica, altruistas o de apoyo mutuo, o sea de agrupaciones
que buscan el cumplimiento de determinados fines para el
mejoramiento de la comunidad en base al voluntarismo, la
caridad, la filantropía y la solidaridad.

Estamos convencidos de que el proyecto es constitucional,
ya que se sustenta en lo establecido en el primer párrafo del
artículo 9° de nuestra Carta Fundamental mismo que insti-
tuye la libre asociación con base en un objeto lícito. Cree-
mos firmemente en que la libertad de asociación permite a
los individuos conformar por sí mismos, o con otras perso-
nas, grupos que tengan una personalidad jurídica distinta
de la de sus integrantes, con el objeto que de manera libre
determinen, siempre y cuando sea lícita.

Dicho artículo 9° se relaciona con el numeral 35 de la mis-
ma, pero entendiendo esa garantía como una prerrogativa
del ciudadano, al establecer la fracción III que los ciudada-
nos mexicanos podrán asociarse libremente para tomar
parte, en forma pacífica, en los asuntos políticos del país.

En consecuencia, estamos a favor de fomentar la libre aso-
ciación de personas que pretendan desarrollar actividades
tan importantes como la filantropía, la lucha contra la po-
breza y la marginación, la salud, la educación y todo aquel
objeto social que sea lícito y redunde en un beneficio so-
cial.

Estamos de acuerdo en que la libre asociación es una ex-
presión natural de la participación ciudadana, pero tam-
bién, y así lo refiere el Diputado Gutiérrez, la Constitución
Política habla de participación social en materia económi-
ca y en materia política, sobre todo cuando se trata de la
planeación.

Constitucionalmente, esta referencia la encontramos en los
artículos 25 y 26 de la misma Ley Fundamental. El prime-
ro de ellos establece la prerrogativa de que el llamado “sec-
tor privado” coopere en el desarrollo económico del país,
mientras que el segundo señala que el Estado organizará un
sistema de planeación democrática del desarrollo nacional,
el que deberá imprimir solidez, dinamismo, permanencia y
equidad al crecimiento económico para la independencia y
la democratización política, social y cultural de la Nación.

La Comisión cree fundamental el que circunscribamos
dentro de este contexto participativo y democrático al fo-
mento a las actividades que realizan las organizaciones de
la sociedad civil. Si por un lado entendemos que tienen li -
bertad los individuos que las componen para unirse, formar
una persona jurídica distinta a ellos, y con ello cumplir con
fines lícitos, y sobre todo, que éstos beneficien a su comu-
nidad, y por el otro, el que el Estado Mexicano esté obli-
gado a propiciar la participación de los ciudadanos — sean
individuos o entes colectivos—, se vuelve necesario insti-
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tuir normas jurídicas que fomenten tan loable y generosa
labor ciudadana.

c) Descripción del Contenido del proyecto de Ley

El proyecto de Ley propuesto consta de cinco capítulos; el
primero, que se refiere a las disposiciones generales, trata
del objeto de la Ley, establece las definiciones que la mis-
ma utiliza para su debida interpretación, detalla el catálogo
de actividades de desarrollo social y remite al reglamento
los criterios interpretativos de la misma. También, en este
apartado se establecen diversos beneficios, tales como la
asignación de recursos públicos por medio de fondos ó
subsidios, así como el goce de estímulos fiscales que de-
terminen las disposiciones jurídico administrativas vigen-
tes en la materia. 

El capítulo segundo nos describe lo concerniente al Regis-
tro de las Organizaciones, los requisitos de inscripción y la
dependencia del Ejecutivo Federal que llevará el registro,
proponiendo que sea la Secretaría de Desarrollo Social a
través del Instituto Nacional de Desarrollo Social.

El capítulo tercero se refiere a los derechos y obligaciones
de las organizaciones con registro vigente, instituyendo un
catalogo completo de atribuciones a favor de las mismas y
de obligaciones como el de abstenerse de realizar proseli-
tismo político, a favor o en contra de algún partido político
o candidato a cargo de elección popular, proselitismo o
propaganda religiosa, entre otras.

El capítulo cuarto detalla las infracciones y las sanciones a
las que puede hacerse acreedora una organización por la
violación del supuesto establecido en la Ley. En el caso de
las sanciones, estas varían entre el apercibimiento hasta la
perdida del registro o la multa según sea el caso. 

Por último, el capítulo quinto y último, se refiere al recur-
so administrativo en contra de resoluciones que se dicten
conforme a esta Ley. 

2. Modificaciones a la Iniciativa

Las modificaciones que se proponen buscan mejorar la
forma de redacción y el perfeccionamiento de las estructu-
ras administrativas que integran a la iniciativa y que some-
temos a la consideración del Pleno de esta Soberanía. En
nada se modifica el espíritu o las intenciones propuestas,
porque creemos que son justas y que responden a la de-
manda ciudadana.

a) Los objetivos de la Ley se precisan con mayor nitidez.

b) A la ley se le da el carácter de Federal, para diferenciar-
la de las leyes locales existentes en la materia.

c) Se reacomoda el texto de la Ley, ordenándose sistemáti-
camente y creándose capítulos nuevos como el referente a
las Autoridades y al Consejo Técnico del Registro.

d) La redacción de las actividades que esta Ley regula se
mejoran en cuestión de redacción y sintaxis, a modo de sin-
tetizar las que parecían repetitivas y especificar otras que
merecían tener importancia de ser mencionadas en el catá-
logo. Es esta la razón principal por la cual se cambia el
nombre de la Ley, ya que nos percatamos de que las acti-
vidades se refieren a distintas materias y no exclusivamen-
te a la de Desarrollo Social.

e) Se agregaron definiciones y conceptos que se manejan a
lo largo de la Ley y que se consideraron importantes, así
como los relativos a las reformas y cambios hechos por los
dictaminadores.

f) Se constituye una Comisión Intersecretarial para encar-
garse del Registro de las Organizaciones Civiles, la que se
compondrá de 11 Secretaría de Estado. A esta Comisión se
incorporará a un representante del Instituto Nacional de las
Mujeres en razón de la importancia que esta Dictaminado-
ra tiene para la equidad en el género. La secretaría técnica
de dicha comisión será colegiada y recaerá en los repre-
sentantes de las dependencias señaladas en el artículo 7° de
la futura Ley contenida en el presente dictamen, dejando al
reglamento el proveer administrativamente las funciones
de la misma y que se encuentran a lo largo del cuerpo de la
misma.

g) Se perfecciona el capítulo relativo al Registro, se deli-
mitan sus funciones, se determinan sus objetivos y se pre-
cisan las obligaciones de las organizaciones de la sociedad
civil que pretendan registrarse.

h) Se cambia la composición del Consejo Técnico, agre-
gándose a él dos representantes del Poder Legislativo Fe-
deral, uno por cada Cámara, haciendo hincapié en que és-
tos tengan experiencia en la materia.

i) También, se adicionó un quinto transitorio en el que se
establece que será la Comisión Intersecretarial quien elija,
por única vez, a los primeros integrantes representantes de
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las Organizaciones de la Sociedad Civil en el Consejo
Consultivo del Registro.

j) Se cambió el término de organismos civiles por el de Or-
ganizaciones de la Sociedad Civil, dado que es un termino
más preciso y que, además, es reconocido a nivel interna-
cional.

III. Por lo anteriormente expuesto, quienes integramos la
Comisión de Participación Ciudadana y que suscribimos el
presente dictamen, en sesión ordinaria de trabajo de fecha
cuatro de diciembre del año dos mil dos, presentamos a és-
ta Soberanía para su discusión, y en su caso aprobación, el
siguiente

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. - Se expide la Ley Federal de Fo-
mento a las Actividades realizadas por Organizaciones de
la Sociedad Civil, para quedar como sigue:

Ley Federal de Fomento a las Actividades 
realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1º.- La presente ley es de orden público e interés
social y tiene por objeto:

I. Establecer las bases sobre las cuales, la administración
pública federal fomentará las actividades de bienestar y
desarrollo humano que realicen las Organizaciones de la
Sociedad Civil;

II. Determinar que autoridades aplicaran  esta ley y los ór-
ganos que coadyuvarán en ello;

III. Establecer el Registro de Organizaciones de la Socie-
dad Civil y su Sistema de Información;

IV. Establecer derechos y obligaciones a las organizacio-
nes, en relación a las actividades a las que se refiere esta
ley, y

V. Establecer las sanciones por infracción de la presente
ley, y los medios de impugnación contra éstas.

Artículo 2º. - Serán sujetos de esta Ley las organizaciones
constituidas conforme a las leyes mexicanas, cualquiera
que sea la forma jurídica que  adopten.

Estas deberán constituirse para beneficio de terceros y no
para auto beneficio o beneficio mutuo; destinar sus activos
y remanentes al cumplimiento de su objeto social sin de-
signar individualmente a sus beneficiarios y realizar las ac-
tividades a que se refiere esta ley sin fines de lucro ni pro-
selitistas político-partidistas o religiosos.

Las organizaciones constituidas o que pretendan hacerlo en
forma de asociaciones o en fundaciones de beneficencia o
asistencia, seguirán sujetas a la regulación, vigilancia y
aplicación de las obligaciones que establecen las leyes es-
peciales de la materia, sin embargo podrán participar de los
beneficios establecidos en esta Ley, cumpliendo con los re-
quisitos señalados en la misma.

Artículo 3°. - Para efectos de esta Ley, se consideran acti-
vidades que deben realizar las Organizaciones de la Socie-
dad Civil, las siguientes:

I. Fortalecer el goce, ejercicio, promoción o defensa de los
derechos humanos;

II. Fomentar las condiciones sociales que favorezcan el
bienestar y el desarrollo humano;

III. Promover acciones tendientes a lograr mejores condi-
ciones de vida, así como impulsar el desarrollo productivo
de la población en situación de marginación o pobreza;

IV. Promover acciones tendientes a lograr mejores condi-
ciones de vida para la población en situación de vulnerabi-
lidad;

V. Promover la equidad de género, y la igualdad de opor-
tunidades;

VI. Evitar toda forma de discriminación y violencia hacia
el ser humano;

VII. Fortalecer y promover programas de seguridad públi-
ca y de combate a la corrupción;

VIII. Desarrollar programas de apoyo a pueblos y comuni-
dades indígenas para mejorar sus condiciones de vida;
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IX. Promover el aprovechamiento de los recursos natura-
les, la protección al ambiente,  la preservación y restaura-
ción del equilibrio ecológico, así como fortalecer el des-
arrollo sustentable a nivel regional y comunitario, de las
zonas urbanas y rurales;

X. Realizar acciones de protección civil;

XI. Realizar acciones de asistencia social, de apoyo a pres-
tadores de servicio social comunitario y fortalecimiento del
voluntariado;

XII. Alentar la participación ciudadana orientada por los
principios de corresponsabilidad y compromiso con el in-
terés público;

XIII. Desarrollar servicios educativos, promover la educa-
ción cívica y fortalecer el conocimiento, difusión, respeto
y arraigo, entre la ciudadanía, del Escudo, Bandera e Him-
no Nacionales;

XIV. Aportar servicios personales o recursos materiales o
financieros en favor de la salud pública;

XV. Apoyar el ordenamiento territorial de los asentamien-
tos humanos y el desarrollo urbano de los centros de po-
blación;

XVI. Fomentar la conservación y mejoramiento de las con-
diciones de convivencia social;

XVII. Impulsar el avance del conocimiento y el desarrollo
cultural;

XVIII. Promover y desarrollar la investigación científica o
tecnológica;

XIX. Promover las bellas artes, las tradiciones populares,
la restauración y el mantenimiento de monumentos y zonas
arqueológicas, artísticos e históricos, así como la preserva-
ción del patrimonio cultural, y

XX. Proporcionar servicios de apoyo a la creación y forta-
lecimiento de organizaciones que realicen actividades ob-
jeto de fomento por esta Ley, mediante:

1. La procuración, obtención y canalización de recursos fi-
nancieros y materiales, así como la prestación de servicios
personales;

2. El uso de los medios de comunicación;

3. La prestación de asesoría y asistencia técnica;

4. El fomento a la capacitación, y

5. Las que determinen otras leyes y el Ejecutivo Federal por
tener relación con las actividades enunciadas en esta Ley.

Artículo 4º. - Para efectos de la presente Ley, se entende-
rá por:

I. Actividades: Las señaladas en el artículo 3° de esta Ley;

II. Autobeneficio: Bien, utilidad o provecho que deriva de
la existencia o actividad de una organización, que para fa-
vorecerse a si mismo, recibe un miembro de ella;

III. Beneficio a terceros: Bien, utilidad o provecho que re-
ciben otras personas u organizaciones y que deriva de la
existencia o actividad de la organización de que se trate;

IV. Beneficio mutuo: Bien, utilidad o provecho que reci-
ben, de manera conjunta, los miembros de una organiza-
ción y que deriva de la existencia o actividad de esa orga-
nización;

V. Comisión: La Comisión Intersecretarial que se refiere en
el artículo 7º de esta Ley;

VI. Consejo: El Consejo Técnico Consultivo del Registro;

VII. Dependencias: Las dependencias de la Administración
Pública Federal Centralizada;

VIII. Desarrollo Humano: La ampliación del rango de elec-
ción de las personas por medio de la inversión en las capa-
cidades y habilidades humanas, la educación y la salud, a
fin de que los beneficiarios puedan trabajar productiva y
creativamente;

IX. Entidades: Las entidades de la Administración Pública
Federal Paraestatal;

X. Ley: La Ley Federal de Fomento a Actividades realiza-
das por Organizaciones de la Sociedad Civil;

XI. Organizaciones: Las asociaciones y agrupaciones de la
sociedad civil que se constituyan conforme al artículo 2° de
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esta Ley y que realicen alguna de las actividades relacio-
nadas en el artículo 3º ;

XII. Registro: El Registro de las Organizaciones de la So-
ciedad Civil;

XIII. Reglamento: El Reglamento de la presente Ley, ex-
pedido por el Ejecutivo Federal, y

XIV. Sistema de Información del Registro: El conjunto de
procedimientos técnicos por los que se procesará toda la in-
formación relativa a las organizaciones registradas.

Capítulo Segundo
De las Autoridades

Artículo 5°. Las dependencias y entidades serán las encar-
gadas de llevar a cabo las actividades de fomento a que se
refiere la presente Ley dentro del marco de libertades y de-
rechos que garantiza la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Artículo 6°. Las dependencias y las entidades fomentarán
las actividades a que se refiere el artículo anterior, siempre
y cuando se atienda a la competencia, programas y dispo-
nibilidad presupuestal de cada una de ellas, mediante las
acciones siguientes:

I. Promoción de la participación de las organizaciones en el
diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de políticas
públicas, programas y acciones en los ámbitos contempla-
dos en esta Ley;

II. Establecimiento de medidas, instrumentos de informa-
ción, incentivos y apoyos en favor de las organizaciones,
conforme a su asignación presupuestal;

III. Fortalecimiento de mecanismos de concertación con
las organizaciones;

IV. Diseño y ejecución de instrumentos y mecanismos que
contribuyan a que las organizaciones accedan al ejercicio
pleno de sus derechos y cumplan con las obligaciones que
establece esta Ley;

V. Realización de estudios e investigaciones que permitan
apoyar a las organizaciones en el desarrollo de sus activi-
dades;

VI. Celebración de convenios de coordinación entre el Go-
bierno Federal y las entidades federativas y, en su caso, con
la participación de los municipios, a efecto de que éstos
contribuyan al fomento de las actividades objeto de la pre-
sente Ley, y

VII. Otorgamiento de incentivos fiscales a las organizacio-
nes, tales como exenciones de impuestos y derechos, así
como la autorización para emitir recibos de donativos de-
ducibles de impuestos, en los términos que establezcan las
leyes fiscales correspondientes.

Artículo 7°. El Ejecutivo Federal constituirá una Comisión
Intersecretarial que se encargará de la organización y admi-
nistración del Registro a que se refiere esta Ley; Estará inte-
grada por un representante de las siguientes dependencias:

a) Secretaría de Gobernación;

b) Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

c) Secretaría de Desarrollo Social;

d) Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimenta-
ción;

e) Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo; 

f) Secretaría de Economía;

g) Secretaría de Educación Pública;

h) Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales;

i) Secretaría de Relaciones Exteriores;

j) Secretaría de Salud, y

k) Secretaría de Seguridad Pública

A esta comisión se incorporará a un representante del Ins-
tituto Nacional de las Mujeres.

La secretaría técnica de esta comisión será colegiada y re-
caerá en los representantes de las dependencias enunciadas
en los incisos a, b y c de este artículo.

El ejecutivo federal, en el reglamento que al efecto expida,
proveerá lo que en la esfera administrativa proceda para la
exacta observancia de esta ley.
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Capítulo Tercero
De los Derechos y Obligaciones

de las Organizaciones

Artículo 8°. Las organizaciones con inscripción vigente en
el Registro tendrán los derechos siguientes:

I. Participar conforme a la Ley de Planeación y demás dis-
posiciones jurídicas aplicables, como instancias de partici-
pación y consulta;

II. Integrarse a los órganos de participación y consulta que
se vinculen con las actividades a que se refiere esta Ley y
que establezcan o deban operar las dependencias o entida-
des, de conformidad con lo que disponga su Reglamento;

III. Participar, previa invitación expresa, en mecanismos de
contraloría social que establezcan u operen dependencia y
entidades, de conformidad con la normatividad jurídica y
administrativa aplicable;

IV. Recibir los bienes de otras organizaciones que se extin-
gan de conformidad con sus estatutos y sin perjuicio de lo
que dispongan otras disposiciones jurídicas;

V. Acceder a los recursos y fondos públicos que para las
actividades previstas en esta Ley, establezcan las disposi-
ciones jurídicas y administrativas aplicables;

VI. Gozar de subsidios, estímulos fiscales y demás apoyos
económicos y administrativos, conforme a las disposicio-
nes jurídicas en la materia;

VII. Recibir donativos y aportaciones, en términos de las
disposiciones fiscales aplicables;

VIII. Coadyuvar con las autoridades competentes, en los
términos de los convenios que al efecto se celebren, en la
prestación de servicios públicos relacionados con las acti-
vidades previstas en el artículo 3° de esta Ley; 

IX. Acceder a los beneficios para las organizaciones que se
deriven de los convenios o tratados internacionales y que
estén relacionados con las actividades y finalidades previs-
tas en esta Ley, en los términos de dichos instrumentos;

X. Recibir cuando lo soliciten, asesoría, capacitación y co-
laboración por parte de dependencias y entidades para el

mejor cumplimiento de su objeto y actividades, en el mar-
co de los programas que al efecto formulen dichas depen-
dencias y entidades;

XI. Conocer de las políticas, programas, proyectos y pro-
cesos que realicen las dependencias y entidades, en rela-
ción con las actividades a que se refiere el artículo 3° de es-
ta Ley, y

XII. Ser respetadas en el ejercicio de su autonomía interna.

Artículo 9°. Las organizaciones con inscripción vigente en
el registro, tendrán, además de las previstas en la legisla-
ción aplicable, las siguientes obligaciones:

I. Informar al Registro de las  modificaciones a su Acta
Constitutiva o  Estatutos, y sobre cambios relevantes en la
información proporcionada al solicitar inscripción, en un
plazo no mayor a cuarenta y cinco días hábiles contados a
partir de la modificación respectiva;

II. Mantener a disposición de las autoridades competentes,
y del público en general, la información de las actividades
que realicen y la información financiera de la aplicación de
los recursos públicos utilizados, con los propósitos de man-
tener actualizado el Sistema de Información y garantizar la
transparencia de sus actividades;

III. En caso de disolución, transmitir sus bienes a otra or-
ganización con fines similares y con registro vigente;

IV. Destinar sus bienes, recursos y remanentes, únicamen-
te al cumplimiento de su objeto social;

V. Abstenerse de realizar cualquier actividad que pudiera
generar resultados similares al proselitismo político, en fa-
vor o en contra de cualquier partido o candidato a cargo de
elección popular;

VI. Abstenerse de realizar proselitismo o propaganda con
fines religiosos, y

VII. Promover la profesionalización y  capacitación de sus
integrantes.

Artículo 10. Las organizaciones que reciban recursos pú-
blicos federales, deberán sujetarse a las disposiciones jurí-
dicas y administrativas aplicables en la materia.
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Las organizaciones que obtengan recursos económicos de
terceros o del extranjero, deberán llevar a cabo las operacio-
nes correspondientes conforme a las disposiciones fiscales
vigentes en el territorio nacional o con base en los tratados
y acuerdos internacionales adoptados por nuestro país.

Capítulo Cuarto
Del Registro de las Organizaciones 

de la Sociedad Civil y del Sistema de Información

Artículo 11. - El Registro tendrá los objetivos siguientes:

I. Inscribir a las organizaciones que cumplan con los re-
quisitos que establece esta Ley y otorgarles su respectiva
constancia de inscripción;

II. Establecer un sistema de información para el Registro,
que identifique, por ámbito de acción, las actividades que
las organizaciones realicen y que facilite que las depen-
dencias y entidades cuenten con elementos para dar cum-
plimiento a lo dispuesto por esta Ley;

III. Ofrecer a las dependencias, entidades y a la ciudadanía
en general, elementos de información que les ayuden a ve-
rificar el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere
esta Ley por parte de las organizaciones y, en su caso, so-
licitar a la Comisión la imposición de las sanciones corres-
pondientes;

IV. Mantener actualizada la información relativa a las or-
ganizaciones a que se refiere esta Ley;

V. Conservar constancias del proceso de registro respecto
de aquellos casos en los que la inscripción de alguna orga-
nización haya sido objeto de rechazo, suspensión o cance-
lación, en los términos de esta Ley;

VI. Permitir, conforme a las disposiciones legales vigentes
y de acuerdo con normas de transparencia, el acceso a la in-
formación respecto de las acciones que lleven a cabo las
organizaciones que realizan las actividades contempladas
por esta Ley, 

VII. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones que le co-
rrespondan y que estén establecidas en la presente Ley, y

VIII. Los demás que establezca el Reglamento de esta Ley
y otras disposiciones legales.

Artículo 12. - Los módulos de ingreso para el trámite de ins-
cripción deberán ser operados únicamente por el Registro.

Artículo 13. - Para obtener o para mantener registro, las
organizaciones deberán cumplir con los siguientes requisi-
tos:

I. Presentar solicitud conforme al formato que el Registro
defina;

II. Declarar que realiza alguna o algunas de las actividades
consideradas objeto de fomento, en los términos dispuestos
por el artículo 3° de esta Ley;

III. Presentar copias simples de su acta constitutiva y, en su
caso, de las modificaciones de sus estatutos, acompañadas
en todos los casos de los originales para su cotejo;

IV. Prever en su acta constitutiva, o en sus estatutos vigen-
tes, que destinarán todos sus activos y remanentes al cum-
plimiento de su objeto social;

V. Prever en su acta constitutiva, o en sus estatutos vigen-
tes, que no distribuirá remanentes entre sus asociados y
que, en caso de disolución, transmitirá sus bienes a otra or-
ganización cuya inscripción en el Registro se encuentre vi-
gente;

VI. Señalar su domicilio legal, y

VII. Presentar copia simple del poder notarial que acredite
la personalidad de su representante legal.

Artículo 14. – El Registro deberá negar la inscripción
cuando:

I. Haya evidencia de que la organización no realiza cuando
menos alguna actividad listada en el artículo 3º de esta
Ley;

II. La documentación exhibida sea incompleta o presente
alguna irregularidad;

III. Exista constancia de que la organización haya cometi-
do infracciones graves o reiteradas a esta Ley u otras dis-
posiciones jurídicas en el desarrollo de sus actividades, y

IV. Exista evidencia de que la organización no cumple con
el objeto social que establece su Acta Constitutiva y sus
Estatutos.
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Artículo 15. - Admitida la solicitud, el Registro resolverá
sobre la procedencia de la inscripción en un plazo no ma-
yor a treinta días hábiles.

Cuando el Registro detecte insuficiencias en la informa-
ción que consta en la solicitud, deberá abstenerse de regis-
trar a la organización y le otorgará un plazo de treinta días
hábiles para que las subsane. Vencido el plazo, se desecha-
rá la solicitud.

Artículo 16. – El Registro pondrá en conocimiento de la
autoridad competente la existencia de los actos o hechos
violatorios que puedan ser constitutivos de delito para que,
según sea el caso, se impongan las penas correspondientes.

La Comisión podrá, en todo momento, conocer de oficio,
de tales actos o acontecimientos, independientemente de lo
señalado en el primer párrafo del presente artículo.

Artículo 17. - La administración y el funcionamiento del
Registro se organizarán conforme a su reglamento interior.

Artículo 18. - El Sistema de Información del Registro fun-
cionará mediante una base de datos distribuida y enlazada
a través de terminales instaladas en todas las dependencias
y entidades vinculadas con el objeto de la presente Ley, las
cuales estarán obligadas a alimentarlo con la información
correspondiente a las organizaciones de su sector.

Artículo 19. - En el Registro se concentrará toda la infor-
mación que forme parte o se derive del trámite y gestión
respecto de la inscripción de las organizaciones en el mis-
mo. Dicha información incluirá todas las acciones que las
dependencias o entidades emprendan con relación a las or-
ganizaciones registradas.

Artículo 20. - Todas las dependencias, entidades y organi-
zaciones inscritas, tendrán acceso a la información existen-
te en el Registro, con el fin de estar enteradas del estado
que guarden los procedimientos de registro de las organi-
zaciones.

Aquellas personas que deseen allegarse de información es-
tablecida en el Registro, deberán seguir el procedimiento a
que se refiere el capítulo III del título segundo de la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental.

Artículo 21. - Las dependencias y entidades que otorguen
recursos públicos a organizaciones con inscripción vigente

en el Registro, deberán incluir en el Sistema de Informa-
ción del Registro lo relativo al monto y asignación de los
mismos.

Capítulo Quinto
Del Consejo Técnico Consultivo

Artículo 22. - El Consejo es un órgano de asesoría y con-
sulta que tendrá por objeto proponer, opinar y emitir reco-
mendaciones respecto de la administración, dirección y
operación del Registro, así como en la adopción de medi-
das para su óptimo funcionamiento.

Artículo 23. - El Consejo estará integrado por personas de
reconocido prestigio en los ámbitos académicos, profesio-
nal, científico y cultural en el país y tendrán derecho a voz
y voto; se estructurará de la siguiente manera:

I. Un servidor público que designe la Comisión, quien lo
presidirá;

II. Un Secretario Ejecutivo, designado por el Consejo a
propuesta del Presidente del mismo;

III. Dos representantes del Poder Legislativo Federal, uno
por cada Cámara, cuyo desempeño legislativo sea afín a la
materia que regula esta ley, y

IV. Nueve representantes de organizaciones con registro vi-
gente, cuya duración será por tres años, renovándose por
tercios cada año.

Artículo 24. - El Consejo sesionará ordinariamente en ple-
no por lo menos cuatro veces al año, y extraordinariamen-
te, cuando sea convocado por su Presidente o por un tercio
de los miembros del Consejo.

Artículo 25. - Para el cumplimiento de su objeto, el Con-
sejo tendrá las funciones siguientes:

I. Analizar las políticas del Estado Mexicano en materia de
bienestar y desarrollo humano y formular opiniones y pro-
puestas sobre su aplicación y orientación;

II. Impulsar la participación ciudadana y de las organiza-
ciones en el seguimiento, operación y evaluación de las po-
líticas del Estado Mexicano en materia de bienestar y des-
arrollo humano;
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III. Promover el diálogo continuo entre los sectores públi-
co, social y privado hacia la búsqueda de fórmulas que co-
adyuven a la superación de la pobreza;

IV. Integrar las comisiones y grupos de trabajo que sean ne-
cesarios para el ejercicio de sus funciones;

V. Estudiar y proponer criterios de evaluación de las soli-
citudes que presenten las organizaciones para su inscrip-
ción en el Registro, cuando exista duda o reserva por parte
de éste para su procedencia;

VI. Sugerir la adopción de medidas administrativas y ope-
rativas que permitan el cumplimiento de sus objetivos y el
desarrollo eficiente de sus funciones;

VII. Coadyuvar en la vigilancia y aplicación de la presente
Ley;

VIII. Emitir recomendaciones para la determinación de in-
fracciones y su correspondiente sanción, en los términos de
esta Ley. Las recomendaciones, en todos los casos, tendrán
carácter no obligatorio, y

IX. Expedir el Manual de Operación conforme al cual re-
gulará su organización y funcionamiento.

Capítulo Sexto
De las Infracciones, Sanciones 

y Medios de Impugnación

Artículo 26. - Constituyen infracciones a la presente ley,
por parte de los sujetos a que la misma se refiere:

I. Realizar actividades de autobeneficio o de beneficio mu-
tuo;

II. Distribuir remanentes entre sus integrantes;

III. No aplicar los recursos públicos federales que reciban
a los fines para los que fueron autorizados;

IV. No realizar actividades, conforme a los principios y fina-
lidades que se establecen en los artículos 1° y 3° de esta Ley;

V. Realizar cualquier tipo de actividad que pudiera generar
resultados que impliquen proselitismo político, a favor o en
contra, de algún partido o candidato a cargo de elección po-
pular;

VI. Realizar proselitismo de índole religioso;

VII. Realizar actividades ajenas a su objeto social;

VIII. No destinar los bienes, recursos, intereses y produc-
tos a los fines y actividades para los que fueron constitui-
das;

IX. Abstenerse de entregar los informes que les solicite la
dependencia o entidad competente que les haya otorgado o
autorizado la administración de recursos públicos federa-
les;

X. No mantener a disposición de las autoridades compe-
tentes, y del público en general, la información de las acti-
vidades que realicen y de la aplicación de los recursos pú-
blicos que hubiesen utilizado;

XI. No informar al registro dentro del plazo de cuarenta y
cinco días hábiles, contados a partir de la modificación res-
pectiva que marca esta Ley, sobre cualquier modificación a
su Acta Constitutiva o Estatutos, o sobre cualquier cambio
relevante en la información proporcionada al solicitar ins-
cripción en el Registro;

XII. No promover la profesionalización y capacitación de
sus integrantes, y

XIII. No cumplir con cualquier otra obligación que le co-
rresponda en los términos de la presente Ley.

Artículo 27. - Cuando una organización con registro vi-
gente cometa alguna de las infracciones a que hace refe-
rencia el artículo anterior, la Comisión aplicará a la organi-
zación, según sea el caso, las siguientes sanciones:

I. Apercibimiento: En el caso de que la organización haya
incurrido por primera vez en incumplimiento de alguna de
las conductas que constituyen infracciones conforme a lo
dispuesto por el artículo anterior, se le apercibirá para que,
en un plazo no mayor a treinta días hábiles, contados a par-
tir de la notificación respectiva, subsane la irregularidad;

II. Multa: En caso de no cumplir con el apercibimiento en
el término a que se refiere la fracción anterior o en los ca-
sos de incumplimiento de los supuestos a que se refieren
las infracciones VII, VIII, IX, X, XI, XII y XIII del artícu-
lo 26 de esta Ley; se multará hasta por el equivalente a tres-
cientos días de salario mínimo general vigente en el Distri -
to Federal;
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III. Suspensión: Por un año de su inscripción en el Regis-
tro, contado a partir de la notificación, en el caso de reinci-
dencia con respecto a la violación de una obligación esta-
blecida por esta Ley, que hubiere dado origen ya a una
multa a la organización, y 

IV. Cancelación Definitiva de su Inscripción en el Regis-
tro: En el caso de infracción reiterada o causa grave. Se
considera infracción reiterada el que una misma organiza-
ción que hubiese sido previamente suspendida, se hiciera
acreedora a una nueva suspensión, sin importar cuales ha-
yan sido las disposiciones de esta Ley cuya observancia
hubiere violado. Se considera como causa grave el incum-
plimiento de los supuestos a que se refieren las fracciones
I, II, III, IV, V y VI del artículo 26 de esta Ley.

Las sanciones a que se refiere este artículo, se aplicarán sin
perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y admi-
nistrativas a que haya lugar, conforme a las disposiciones
jurídicas y administrativas aplicables.

En caso de que una organización sea sancionada con sus-
pensión o cancelación definitiva de inscripción en el Re-
gistro, la Comisión, por conducto del Registro, deberá dar
aviso, dentro de los quince días hábiles posteriores a la no-
tificación de la sanción, a la autoridad fiscal correspon-
diente, a efecto de que esta conozca y resuelva de acuerdo
con la normatividad vigente respecto a los beneficios fis-
cales que se hubiesen otorgado en el marco de esta Ley.

Artículo 28.- En contra de las resoluciones que se dicten
conforme a esta Ley, su reglamento y demás disposiciones
aplicables, procederán los medios de impugnación estable-
cidos en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Transitorios

Primero.- La presente Ley entrará en vigor sesenta días
hábiles después de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- El Ejecutivo Federal deberá expedir el regla-
mento de esta ley, en un plazo de treinta días hábiles con-
tados a partir de la publicación de la Ley en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Tercero.- Para efectos de la inscripción de las organizacio-
nes que se refiere el artículo 2° de esta Ley, el Registro de-

berá conformarse e iniciar su operación dentro de los se-
senta días siguientes a la fecha de entrada en vigor del pre-
sente ordenamiento.

Cuarto.- La integración e instalación del Consejo Técnico
Consultivo deberá llevarse a cabo por la Comisión Interse-
cretarial, dentro de los setenta días siguientes a la fecha de
entrada en vigor de dicho ordenamiento.

Quinto.- Por primera y única ocasión, para la instalación e
integración del Consejo Técnico Consultivo, los consejeros
representantes de las organizaciones serán seleccionados
por mayoría de votos de los integrantes de la Comisión In-
tersecretarial  a que se refiere el artículo 7° de esta Ley, de
entre las propuestas que hagan las propias organizaciones.

Sala de Comisiones de la Honorable Cámara de Diputados,
Palacio Legislativo de San Lázaro, Distrito Federal, a los
cuatro días del mes de diciembre del dos mil dos.

Comisión de Participación Ciudadana:

Diputados: Miguel Gutiérrez Hernández (rúbrica), Mari-
cruz Montelongo Gordillo (rúbrica), Luis Herrera Jiménez
(rúbrica), José Francisco Yunes Zorrilla (rúbrica), María
Guadalupe López Mares (rúbrica), Juan Carlos Pallares
Bueno (rúbrica), Rafael Ramírez Agama (rúbrica), María
Teresa Tapia Bahena (rúbrica), María Teresa Romo Casti-
llón (rúbrica), Tomás Ríos Bernal (rúbrica), Alba Leonila
Méndez Herrera (rúbrica), Enrique Villa Preciado (rúbri-
ca), Albino Mendieta Cuapio (rúbrica), Olga Haydeé Flo-
res Velásquez (rúbrica), Benjamín Avila Márquez (rúbri-
ca), Esveida Bravo Martínez (rúbrica), Enrique Garza
Támez (rúbrica), María Cruz Martínez Colín (rúbrica).»

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Por la comisión, para fundamentar el dictamen en términos
del artículo 108 del Reglamento Interior, tiene la palabra el
diputado Miguel Gutiérrez Hernández.

El diputado Miguel Gutiérrez Hernández:

Con su permiso, señora Presidenta; honorable Asamblea:
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Filantropía, voluntariado, solidaridad, autogestión, desarro-
llo humano, términos que quizá en estos tiempos afortuna-
damente se escuchan mucho en nuestra sociedad, pero que
se perciben mejor entre quienes son beneficiados con sus
acciones. Los más desfavorecidos son quizá los que en-
tienden su verdadero significado. Poco se conoce de todas
las acciones y efectos de las mismas que realizan grupos de
seres humanos en lugares recónditos de nuestro país.

Y es que en estos días, estimados compañeras y compañe-
ros, al observar los limitados recursos con que cuenta nues-
tro país para atender los múltiples problemas y rezagos so-
ciales, debemos valorar la extraordinaria oportunidad que
nos ofrece la misma sociedad su participación. Y por ello
en este acto y a nombre de los legisladores integrantes de
la Comisión de Participación Ciudadana presentamos a us-
tedes el siguiente dictamen que seguro estamos potenciará
y logrará sinergia en el afrontar juntos, Gobierno y socie-
dad, nuestra problemática social.

Estas organizaciones de la Sociedad Civil, tal cual es el
nuevo nombre que se le ha dado internacionalmente a las
que eran llamadas anteriormente organizaciones no guber-
namentales, son grupos de personas que no pertenecen al
Gobierno, que se unen con la finalidad de trabajar en pro-
yectos específicos de desarrollo. Sus objetivos no son lu-
crativos y buscan satisfacer necesidades de la comunidad.
Trabajan principalmente en el campo del desarrollo, los de-
rechos humanos, el medio ambiente etcétera. Ejemplo de
ellas son las asociaciones civiles, las instituciones de asis-
tencia privada, las sociedades de solidaridad social, las so-
ciedades de producción rural, los consejos estatales, las so-
ciedad cooperativas etcétera.

La filantropía entendida ésta como toda acción generosa y
voluntaria que se realiza en beneficio de la comunidad sin
ánimo de lucro ni de interés particular y la solidaridad en-
tendida como principio universal caracterizado por la incli-
nación de la persona humana a sentirse unido a su seme-
jante y a la cooperación con ellos, son actos inherentes a las
actividades que realizan las organizaciones de la sociedad
civil y que permean su vida pública e institucional.

Este día, si ustedes dan su voto a favor, se cumplirán los
sueños de muchos mexicanos que han venido impulsando
este marco jurídico que permite fomentar sus actividades.
Este esfuerzo realizado por grupos de seres humanos que
ahora conocemos como organizaciones de la Sociedad Ci-
vil, de noble corazón, de una gran altura de miras, son

ejemplo claro de que el ser humano puede hacer por el ser
humano en la adversidad.

El voluntariado y otras formas de participación de la ciu-
dadanía organizada son una de tantas expresiones sociales
que han sido materia de la comisión a la que represento,
cuyo objetivo fundamental es la promoción de la cultura de
la participación social. No podemos hablar ni siquiera con-
cebir el desarrollo de una sociedad ni tampoco definir con
precisión a la participación ciudadana sin considerar a las
organizaciones de la Sociedad Civil, sobre todo porque el
origen de ellas es el desarrollo de la humanidad, la coope-
ración técnica y la promoción y defensa de los derechos
humanos, entre otras.

Ejemplos de éxito en nuestro país y muchos países que pu-
dimos estudiar, nos han convencido del alto impacto que se
tiene en los resultados. En un estudio del doctor Justine
Davis Smith encontramos referencias a casos como el de
Brasil, que en la década de los noventa, grupos de varias
organizaciones de la Sociedad Civil emprendieron una
campaña a la que denominaron Acción Ciudadana Contra
el Hambre, la Miseria y por la Vida. Tuvo una respuesta
pública masiva y en menos de tres meses se crearon 3 mil
comités de voluntarios y se estimó un sorprendente 38% de
la población brasileña participando directamente en este
trabajo.

La Comisión de Participación Ciudadana en este sentido y
con el compromiso adquirido por establecer un marco legal
que propicie la participación social responsable, tiene como
prioridad escuchar a la sociedad a impulsar nuestro trabajo
para establecer dicho esquema jurídico que fomente las ac-
tividades que busquen el cumplimiento de sus objetivos so-
ciales.

En el recorrido que hicimos por todo el país, a través de los
11 foros regionales de consulta, en los cuales dedicamos
una mesa exclusiva para el tema de la relación existente en-
tre el Estado mexicano y las organizaciones de la Sociedad
Civil, así como por la realización del Foro Internacional de
Participación Social, nos encontramos con experiencias na-
cionales y de otros países que enriquecieron nuestro crite-
rio en torno a tan importante relación, la que a su vez per-
mea todo el contenido de la ley que hoy les presentamos
para su aprobación.

En ese proceso de acercamiento integrantes de estos grupos
sociales nos presentaron propuestas para elaborar este
Marco Jurídico. Con esa importancia con que hemos tratado

Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados314



este tema, creamos la subcomisión de Enlace con Organi-
zaciones de la Sociedad Civil, cuyo objetivo principal era
estrechar vínculos con estas redes y grupos sociales. Pusi-
mos el mayor empeño para la producción de este dictamen,
el cual plasmó las reuniones de trabajo que tuvimos con los
promotores, el Ejecutivo Federal y con los legisladores fe-
derales interesados en el tema y que el día de hoy ponemos
a su consideración.

Los beneficios de la nueva ley son variados y muy diver-
sos. Por principio de cuentas esta ley es un instrumento ju-
rídico que fortalece el trabajo a favor de la sociedad, ade-
más de fomentar una cultura cívica y social en el seno de
nuestra sociedad.

También la naturaleza de esta ley es la de fomento, no re-
gula la estructura jurídica ni las modalidades de Constitu-
ción que actualmente ya se contemplan en diversos orde-
namientos del orden común.

No es el tratar de modificar la estructura de las organiza-
ciones de la sociedad civil lo que las hará más productivas
y prósperas, sobre todo si han aportado su patrimonio y es-
fuerzo humano para el logro de fines humanitarios, son las
actitudes de los gobiernos Federal y locales las que deben
de potenciar el surgimiento y desarrollo de voluntariados y
grupos organizados a favor de los más necesitados y con
ello cumplir de manera exitosa y eficaz los fines sociales
que se han propuesto cumplir.

Además, del reconocimiento social y político que las orga-
nizaciones de la sociedad civil han obtenido en los países
desarrollados, habría que destacar la importancia de la con-
tribución económica que tienen las organizaciones de la so-
ciedad civil y que en estos momentos apenas se inicia su
medición en algunos países. Tal es el caso del Reino Uni-
do, donde en 1997 se realizó una encuesta, la que reveló
que la mitad de su población ha participado en actividades
de voluntariado y que implicó un beneficio social aproxi-
madamente valorado en 40 mil millones de libras.

Recientemente en Canadá más de 5 millones de adultos sir-
vieron voluntariamente en actividades humanitarias, aumen-
tando unos 16 millones de dólares canadienses al Producto
Interno Bruto de ese país. Existen 180 mil organizaciones de
la sociedad civil en este país en actividades comunitarias.

En 1994 en ocho países europeos se indicó que el índice
promedio de participación en voluntariados en todo el con-
tinente fue del 23%. De acuerdo a un estudio de Gast Imi-

reyus Smith, se considera que el hecho de que los gobier-
nos no midan la contribución del voluntariado sobre el
Producto Interno Bruto, es una señal del bajo status en que
se encuentra y de que sigue queriéndose ver como una ac-
tividad marginal y de poco impacto.

El informe de 1998 del Programa de las Naciones Unidas
para el Desarrollo Sobre la Pobreza, concluyó que la expe-
riencia de este programa, indica que los programas comu-
nitarios en contra de la pobreza pueden ser relativamente
impotentes pero no si se moviliza la sociedad en comuni-
dad.

La participación de las organizaciones de la sociedad civil
forman parte del capital social, al crear confianza y reci-
procidad entre los ciudadanos, contribuye a formar una so-
ciedad más unida, estable y a la vez más próspera econó-
micamente. 

En esta iniciativa se establecen diversas prerrogativas para
las organizaciones de la sociedad civil y que consisten en
la asignación de recursos públicos y el goce de estímulos
fiscales, los que deben determinarse por medio de las dis-
posiciones aplicables en la materia ya existentes.

Se crea un Registro de Organizaciones de la Sociedad Ci-
vil, con el fin de dar seguridad a las actividades cotidianas
de las organizaciones, pero sobre todo y muy importante,
transparencia a los recursos que reciben por parte de la Fe-
deración y accesibilidad a los beneficios económicos que la
autoridad administrativa determina.

Se propone un catálogo completo de derechos y obligacio-
nes a favor de las organizaciones, lo que estimularía su cre-
cimiento y desarrollo y ajustaría al estado de derecho el ac-
tuar de las organizaciones de la sociedad civil, evitando
acciones como el proselitismo político y el realizar activi-
dades que impidan la transparencia del uso de los recursos
públicos que se otorguen a las mismas.

A través del capítulo de sanciones se impone una serie de
candados que se ajustan precisamente a la honestidad en el
manejo de los apoyos que se otorguen a las beneficiarias de
la ley. Así, se propone la prohibición de actividades que
impliquen el autobeneficio o el beneficio mutuo de las or-
ganizaciones, la prohibición de la distribución de remanen-
tes entre los integrantes de las organizaciones, la aplicación
correcta de los recursos públicos federales que reciban la
no realización de actividades ajenas a su objeto social que
se encuentra en el acta de su constitución.
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También reconocemos las aportaciones hechas por miem-
bros de la Comisión de Desarrollo Social de esta Cámara,
ya que ello implicó enriquecer esta iniciativa dentro del
proceso de dictaminación. Un reconocimiento especial
para los integrantes de la comisión que se creó para ello,
especialmente los diputados: María Cruz Martínez Colín,
Enrique Garza Taméz, Tomás Ríos Bernal, Aarón Irizar
López, Rafael Ramírez Agama, Arcelia Mendoza Cruz y
Martha Angélica Bernardino Rojas.

Reiteramos que esta ley es de fomento, no de carácter re-
gulatorio, pretende que las organizaciones que se registren
deben atenerse a las reglas de la transparencia en su actuar
sobremanera que tiene recursos federales para el cumpli-
miento de su objetivo social. 

Concluyo. De igual forma en el cumplimiento de su obje-
tivo social de estas organizaciones como el combate a la
pobreza, el fomento a la cultura de la protección del am-
biente que busca en el desarrollo sustentable y sobre todo
las que propicien la nueva cultura de la participación ciu-
dadana.

Por ello nuestro voto es importante y creemos que es lo que
México espera de nosotros. 

Muchas gracias, por su atención. 

Presidencia del diputado 
Jaime Vázquez Castillo

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

En consecuencia está a discusión en lo general. Se han re-
gistrado para fijar posición en nombre de sus grupos parla-
mentarios, los siguientes diputados: Juan Carlos Regis
Adame, del Partido del Trabajo; Esveida Bravo Martínez
del Partido Verde Ecologista de México; Luis Herrera Ji-
ménez del Partido de la Revolución Democrática; María
Cruz Martínez Colín del grupo parlamentario del Partido
Acción Nacional y Enrique Garza Taméz del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Tiene el uso de la palabra el diputado Juan Carlos Regis
Adame.

El diputado Juan Carlos Regis Adame:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros legisladores:

El grupo parlamentario del Partido del Trabajo y Conver-
gencia por la Democracia, desean fijar su postura respecto
al dictamen con proyecto de decreto que crea la Ley Fede-
ral de Fomento a las Actividades Realizadas por Organiza-
ciones de la Sociedad Civil, presentada a esta Asamblea
por la Comisión de Participación Ciudadana.

Dentro de los componentes que sustentan el dictamen de la
comisión que dictamina, se señala que en los años recien-
tes las organizaciones de la sociedad civil han tenido un
crecimiento vertiginoso y consecuencia de ello, han busca-
do la creación de un marco jurídico que les permita un
desarrollo más armónico y en cierta medida, acorde con el
desarrollo institucional de las distintas instancias de Go-
bierno.

Asimismo, se afirma que la finalidad principal de estas
agrupaciones es fortalecer la cultura cívica y social de la
sociedad mexicana. La propuesta de ley que discutimos tie-
ne su origen en un proyecto presentado en abril de 2001
por distintas organizaciones interesadas en la creación de
un marco jurídico que fomentará su actividad. 

Este proyecto de ley es parte de un proceso histórico de in-
terés general y que se ha sustentado en la pluralidad de
ideas y enriquecido en las instancias expertas que provie-
nen de la misma sociedad civil, lo que legitima las necesi-
dades de los destinatarios de la ley.

Se dice también que el Estado debe fomentar la existencia
y la labor de estas organizaciones al reconocer que coad-
yuvan al desarrollo social y humano de los mexicanos, se
afirma también que es necesario una nueva relación entre
el Estado y la sociedad, caracterizada por la legalidad y la
corresponsabilidad. Ello implica promover a las organiza-
ciones de la sociedad civil como instancias que pueden co-
laborar al avance y consolidación de la planeación demo-
crática del desarrollo nacional.

Asimismo, debemos reconocer que este proyecto de ley
que discutimos hoy cubre un vacío legal y que brindará
certeza jurídica a las organizaciones que trabajan a favor de
los grupos y sectores marginados de la sociedad mexicana.

La que dictamina, afirma que se está de acuerdo en que el
proyecto es de naturaleza de fomento y no regulatorio, ya
que no se refiere a la estructura jurídica y administrativa,
así como a las modalidades de constitución, normas que
actualmente están contenidas en diversos ordenamientos
jurídicos de carácter civil, mercantil, social y financiero;
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dicho proyecto de ley trata de fomentar el desarrollo de
agrupaciones que buscan mejorar la sociedad en base al vo-
luntarismo, la caridad, la filantropía y la solidaridad.

Para el Partido del Trabajo y Convergencia por la Demo-
cracia, es importante contar con organizaciones que se
preocupen por el mejoramiento de las condiciones de vida
de la población, que defiendan los derechos humanos que
busquen la equidad entre géneros y que se preocupen por
la ecología y la biodiversidad, pero creemos que es preciso
también distinguir entre el ámbito público y privado para
llevar a cabo estas actividades.

Las organizaciones civiles tienen derecho a constituirse y a
llevar a cabo su labor porque nuestra Norma Fundamental
en el primer párrafo del artículo 9o. garantiza el derecho a
la libre asociación con base en un objeto lícito.

Uno de los asuntos que cuestiona el Partido del Trabajo y
Convergencia por la Democracia sobre la realidad concre-
ta que pretende atender el proyecto de ley, se relaciona con
ese cambio de orientación que se está dando en la política
del Gobierno Federal frente a los problemas sociales.

Se habla mucho de solidaridad y corresponsabilidad, pare-
ciera que el Gobierno busca diluir su responsabilidad en la
atención de los problemas sociales y de los grupos vulne-
rables, como son los ancianos, las mujeres y los niños. Nos
parece que las organizaciones de la sociedad civil en todo
caso, deben complementar la tarea del Gobierno en cual-
quiera de sus niveles.

Por otro lado, el dictamen en comento establece la posibi-
lidad de que las organizaciones de la sociedad civil puedan
ser sujetos de asignación de recursos públicos por medio de
fondos o subsidios, así como el goce de estímulos fiscales
conforme a lo que dispongan las distintas leyes vigentes en
la materia.

Es positivo que dentro del articulado de la ley se establez-
can con claridad las actividades que pueden desarrollar las
organizaciones civiles, reconociendo algunas que en un
principio no fueron consideradas en el proyecto original. El
esquema planteado para que dichas organizaciones reciban
recursos de las dependencias y entidades, no está clara-
mente especificado en la ley.

Respecto a la posibilidad de recibir donativos, nos parece
que debe buscarse que estos mecanismos no se presten a la
desviación de obligaciones fiscales por parte de las empre-

sas o las personas en lo individual abusando así de una fa-
cilidad que tienen las organizaciones de este tipo.

El grupo parlamentario del Partido del Trabajo y Conver-
gencia por la Democracia, reconoce que las organizaciones
realizan una labor loable y benéfica en amplios sectores de
la sociedad mexicana, pero esto nunca podrá ser substitui-
do por las acciones y programas de Gobierno relativos al
desarrollo social y humano.

De la misma forma, nos parece que deben impulsarse otras
medidas de participación ciudadana que permiten una in-
serción más efectiva de los ciudadanos en la implementa-
ción de las políticas públicas. Promover figuras como el
plebiscito, el referéndum, la afirmativa ficta, la iniciativa
popular, también permiten que la sociedad pueda definir un
rumbo más equitativo y generar condiciones de mayor jus-
ticia en todos los terrenos de la sociedad mexicana.

No obstante los señalamientos que hemos planteado, cree-
mos que esta ley es un primer paso para promover una re-
lación armónica entre el ámbito público y el privado para
la promoción del desarrollo social y humano de los mexi-
canos por lo que votaremos a favor del dictamen con pro-
yecto de decreto que crea la Ley de Fomento a las Activi-
dades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil.

Por su atención, muchas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias a usted, señor diputado Juan Carlos Regis Adame.

Tiene el uso de la palabra la diputada Esveida Bravo Mar-
tínez, para fijar la posición del grupo del Partido Verde
Ecologista de México. 

Sí, diputado Rivera. Activen el sonido en la curul del dipu-
tado Rivera.

El diputado Eduardo Rivera Pérez (desde su curul): 

Gracias, señor Presidente.

Una petición muy respetuosa, debido a la agenda que te-
nemos y sabemos que todavía hay temas pendientes ade-
más de los que están estipulados, ahorita, en la agenda ha-
cer una petición respetuosa a la Presidencia para solicitar
a los que van a intervenir para exposicionamiento, si su
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intervención pudiera ser de cinco minutos, para poder en-
trar de lleno a la discusión y votación de los dictámenes.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Sí, diputado Calderón Cardoso.

El diputado José Antonio Calderón Cardoso 
(desde su curul):

Para sumarme a la prudente propuesta que hace el diputado.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

El día de ayer por la tarde los grupos parlamentarios hicie-
ron esa sugerencia a la Presidencia, de tal suerte que estan-
do programada ya la fijación de posiciones en lo general,
les invitaríamos a los señores diputados que habrán de pre-
sentar los posicionamientos por sus grupos a reducir su
tiempo en las intervenciones.

Tiene el uso de la palabra la diputada Esveida Bravo Mar-
tínez.

La diputada Esveida Bravo Martínez: 

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros diputados:

El día de hoy se somete al pleno de esta Cámara, el dicta-
men de la Comisión de Participación Ciudadana, que expi-
de la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas
por Organizaciones de la Sociedad Civil que fomentan las
actividades de desarrollo social de dichas organizaciones,
así como fortalecer su trabajo a favor de la sociedad.

El grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, considera lo siguiente:

Consideramos que este proyecto legislativo intenta refor-
zar el derecho a la libre asociación, vía de la participación
ciudadana como herramienta eficaz en la implementación
política y pública, que requieren el apoyo y concertación
de diversos sectores nacionales.

Compañeras y compañeros diputados, para el grupo parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México es nece-
sario la reforma y propuesta por la Comisión de Participa-
ción Ciudadana, ya que es necesario una nueva relación
entre el Estado y la sociedad; esto es que reconozcamos au-

toridades, ciudadanía y legisladores el alto crecimiento que
han presentado en un número de organizaciones de la so-
ciedad civil, las cuáles no pueden seguir deambulando, sin
tener el marco jurídico que les otorgue mayores posibilida-
des de alentar las actividades cívicas y reglamentarias.

Asimismo al aprobar esta reforma se estaría recordando
con la legalidad y corresponsabilidad que han pregonado
autoridades y solicitado las organizaciones, sobre todo por
el proyecto a discusión, es de fomento y no como se ha pre-
sentado y hacer creer algunos de carácter regulatorio. 

Por todo lo anterior, el grupo parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México votará de manera aprobatoria
el dictamen en comento y conmina a los demás partidos
políticos en esta Asamblea, respalden de la misma manera
la reforma pretendida. 

Es cuanto, señor Presidente.

Gracias, señores compañeros Yo tomé poco tiempo, preci-
samente por el tiempo que nos es muy sagrado.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se lo reconocemos mucho, compañera diputada Esveida
Bravo Martínez.

Tiene el uso de la palabra el diputado Luis Herrera Jimé-
nez, para fijar la posición del grupo parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática.

El diputado Luis Herrera Jiménez:

Gracias, señor Presidente:

Para el Partido de la Revolución Democrática, la participa-
ción en la ciudadanía en asuntos públicos, es fundamental.
La importancia de los retos que enfrenta nuestra nación re-
quiere del concurso activo de toda la sociedad en un con-
texto de democracia, equidad y transparencia, en especial
alcanzar un desarrollo equitativo, justo e incluyente de-
manda la participación cada vez más activa de la ciudada-
nía en las decisiones más fundamentales de la nación.

Nuestro grupo parlamentario ha planteado la necesidad de
que se involucre, efectivamente a la ciudadanía en la pla-
neación, gestión y evaluación de servicios públicos y en el
diseño de políticas de desarrollo. En este sentido nos he-
mos pronunciado por abrir cauces cada vez más amplios a
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la participación ciudadana y vigorizar las instituciones
existentes.

Para el PRD es sumamente importante la creación de ins-
trumentos de fomento a las iniciativas ciudadanas, las que
hasta ahora han sido relegadas a niveles inocuos de con-
sulta y contraloría, por lo tanto nos parece significativo
aprobar esta ley para construir un ordenamiento que esta-
blezca las bases sobre las cuales la Administración Pública
Federal fomente las actividades de las organizaciones diri-
gidas a mejorar el bienestar de la población y a emprender
iniciativas de desarrollo social.

Reconocemos los aciertos de la comisión para concretar un
esfuerzo que lleva más de una década a fin de crear un or-
denamiento de este tipo, no obstante, por la importancia del
tema nos parece insoslayable hacer una reflexión sobre el
dictamen que hoy se discute en este pleno.

Nuestra intención ha sido asumir que esta Ley de Fomento
a las Actividades Realizadas por las Organizaciones Civi-
les sea el punto de partida de un proceso cada vez más am-
plio e inclusivo de participación ciudadana en el desarrollo
social, por eso nuestro voto, aunque favorable, será funda-
mentalmente un voto crítico y razonado. Es asimismo im-
portante señalar que a propuesta del grupo parlamentario
del PRD, la I Asamblea Legislativa del Distrito Federal
aprobó en abril de 2002 la Ley de Fomento a las Activida-
des de Desarrollo Social de las Organizaciones Civiles pa-
ra el Distrito Federal, con un objeto similar al que trata la
Ley Federal ahora en discusión.

En este sentido nos parece fundamental resaltar que pre-
ceptos constitucionales que rigen el desarrollo nacional no
ocupan el lugar debido en el dictamen que aquí se presen-
ta. Recordemos como efecto nuestra Ley Fundamental, que
establece en el primer párrafo del artículo 25: “Correspon-
de al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garan-
tizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca la
soberanía de la nación y su régimen democrático y que,
mediante el fomento del crecimiento económico y del em-
pleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza,
permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los
individuos, grupos y clases sociales cuya seguridad prote-
ge esta Constitución”.

Lo anterior significa la obligación del Estado para ocupar
un papel de conductor del desarrollo no subsidiario respec-

to a lo que no pueden realizar las familias, los individuos o
el sector privado. Esto no significa exclusividad o mono-
polio del Estado en la participación del desarrollo; el tema
de los retos del mismo exige una política que incorpore a
todos los agentes sociales en el mismo, por eso en el pá-
rrafo tercero del precepto invocado establece: “al desarro-
llo económico nacional concurrirán con responsabilidad
social, el sector público, el sector social y el sector priva-
do, sin menoscabo de otras formas de actividad económica
que contribuyan al desarrollo de la nación”. 

En ese esquema resulta pertinente establecer una legisla-
ción para que organizaciones no lucrativas participen en el
desarrollo social. En las dos últimas décadas para este tipo
de políticas como salud, educación, empleo estable, vi-
vienda digna etcétera, no son derechos como lo establecen
en las leyes, sino mercancías que se pueden adquirir en el
mercado vía el esfuerzo y las capacidades individuales. En
consecuencia, la intervención del Estado se dirige a atenuar
la desigualdad en determinadas regiones, grupos o familias
en los que el mercado no es un regulador adecuado del
bienestar.

El desarrollo social es el proceso permanente de mejora-
miento económico y social de la población mediante la am-
pliación de capacidades, por eso en la discusión de este
dictamen hubiera sido más conveniente introducir este
concepto en la Ley de Fomento a las Actividades Realiza-
das por las Organizaciones Civiles. Esperemos que en el
dictamen de la Ley General de Desarrollo Social, cuya dis-
cusión está en marcha, superen este tema, el que ahora pre-
senta la Comisión de Participación Ciudadana. Sin embar-
go, para el Partido de la Revolución Democrática los
términos en que se presenta este dictamen al pleno nos pa-
recen un importante punto de partida que en un futuro cer-
cano dote a la participación ciudadana de instrumentos idó-
neos para coadyuvar en el desarrollo de nuestra gran
nación.

Gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Herrera Jiménez.

Tiene el uso de la palabra, para fijar la posición del grupo
parlamentario del Partido de Acción Nacional, la diputada
María Cruz Martínez Colín.
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La diputada María Cruz Martínez Colín: 

Con su permiso, señor Presidente; compañeras y compañe-
ros legisladores:

Los legisladores del Partido Acción Nacional nos pronun-
ciamos a favor del dictamen de la Ley Federal de Fomento
a las actividades realizadas por organizaciones de la socie-
dad civil.

La sociedad civil organizada de nuestro país ha adquirido
en las dos últimas décadas una enorme importancia. Su re-
surgimiento responde a distintos fenómenos políticos y so-
ciales como redefinir los alcances y límites de las esferas
de Estado y de la sociedad civil por la emergencia de nue-
vos actores y movimientos sociales que iniciaron activida-
des que habían sido exclusivas del Gobierno.

Hoy la sociedad civil se concibe como el espacio de la vi-
da social organizada que es voluntariamente autogenerada,
independiente y autónoma de Estado.

La defensa histórica de Acción Nacional ha hecho de la so-
ciedad civil que se pone hoy más que nunca de manifiesto
porque solamente en un gobierno con un acendrado com-
promiso social es posible una sociedad civil fuerte y com-
prometida con valores como la libertad, la democracia y la
transparencia.

De ahí, nuestro decidido voto a favor del dictamen que hoy
se somete al pleno de esta soberanía porque estamos con-
vencidos de que este ordenamiento jurídico legitimará y fo-
mentará la actuación de la sociedad civil en su relación con
el ámbito gubernamental.

Con esta ley que hoy votaremos, México se suma a los
países que cuentan con legislación que fomenta la partici-
pación de las organizaciones de la sociedad civil.

Hoy, Gobierno y sociedad civil encuentran caminos que
confluyen en una acción pública, articulada y transparente
que no busca el sometimiento de éstas y que por el contra-
rio establece un marco que promueve y fortalece sus acti-
vidades.

Hoy, el Gobierno y la sociedad civil se reconocen como ac-
tores corresponsables en el ámbito de lo público, por ello el
patrimonialismo de la acción pública por parte del Gobier-
no, ha cerrado un largo ciclo para abrir paso a que la so-
ciedad sea parte fundamental de la planeación, ejecución y

evaluación de las políticas públicas para alcanzar las metas
del desarrollo social-integral a las que aspiramos como na-
ción.

De los aspectos más relevantes que integra esta ley, quere-
mos destacar que establece las bases sobre las cuales la Ad-
ministración Pública Federal fomentará las actividades de
bienestar y desarrollo humano que realicen las organiza-
ciones de la sociedad civil, quedando fuera de los benefi-
cios de esta ley aquellas que tengan fines de lucro y las que
realicen proselitismo político, partidista o religioso.

Es claro que hoy se busca una acción pública más eficiente
y eficaz en donde los actores responsables de la misma ga-
ranticen el cumplimiento de metas y objetivos. Por ello se
señalan expresamente los derechos y las obligaciones de las
organizaciones civiles, particularmente la sujeción de éstas a
las disposiciones jurídicas y administrativas aplicables en la
materia cuando reciban recursos públicos federales.

Esto garantizará que los recursos públicos canalizados a
esas organizaciones, tengan el impacto social deseado y se
transparente la aplicación de los recursos y acciones para
seguir realizando sus actividades.

Asimismo, se crea el registro de las organizaciones de la
sociedad civil, el cual estará a cargo de una comisión inter-
secretarial que se integrará con representantes de diversas
dependencias de la Administración Pública Federal, deter-
minándose los requisitos que deberán cumplir las organi-
zaciones para poder ser inscritas en dicho registro y las
causas por las cuales se puede negar la inscripción.

En esta nueva ley también se propone un sistema de infor-
mación de registro que funcionará mediante una base de
datos que contendrá la información sobre las organizacio-
nes, la cual estará disponible para las mismas y para cual-
quier persona en términos de lo establecido en la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental.

Con la creación del Consejo Técnico Consultivo, se busca
tener un órgano que proponga, opine y emita recomenda-
ciones respecto de la administración y operación del regis-
tro buscando siempre su óptimo funcionamiento, el cual se
integra mayoritariamente por representantes de las organi-
zaciones civiles.

Finalmente, se contempla un capítulo que señala las in-
fracciones, sanciones y medios de impugnación, lo que
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permitirá tener la certidumbre de que las organizaciones ci-
viles que no cumplan con las obligaciones que establece la
ley, serán sancionadas en los términos de la misma.

Lo anterior, es una muestra clara de la voluntad que existe
en la sociedad civil organizada por transparentar sus accio-
nes y cumplir con lo que esta ley les impone.

Compañeras y compañeros legisladores: hoy, el Partido
Acción Nacional pedimos su voto a esta ley, ya que esto
nos llevará a dar un paso tan importante a lo que ha estado
esperando nuestro México. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, diputada María Cruz Martínez Colín.

Tiene el uso de la palabra para fijar la posición del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional el
diputado Enrique Garza Taméz.

El diputado Enrique Garza Taméz: 

Con su permiso, señor Presidente; pleno legislativo:

A su respetable consideración someteré la posición de los
legisladores del Partido Revolucionario Institucional y la
que es las que les merece el dictamen de Ley de Fomento
a Actividades Realizadas por Organizaciones de la Socie-
dad Civil.

El sistema garantista que proclama nuestra Constitución,
consagra tan importante como el que más el derecho de li-
bre asociación, sin más límite que ejercerlo pacíficamente
para cualquier objeto legal, los mexicanos además pode-
mos hacerlo para tomar parte en asuntos políticos y las
grandes decisiones de interés nacional.

El valor fundamental de soberanía es atributo esencial y
originario del pueblo, de éste deriva el poder público, ins-
tituido como principio y fin, para beneficio del propio pue-
blo y a ese alto propósito es al que convoca la ley que hoy
votaremos como Cámara de origen.

La teoría general del Estado ha estudiado la génesis, evo-
lución y características de este ente y su interacción con la
sociedad, los estudiosos del tema han abierto el debate en
distintas vertientes, la sociedad ha planteado el suyo.

En este debate cabe reflexionar cuáles son las dimensiones
y cuáles los límites de la participación ciudadana, hasta
dónde debe llegar el Estado cuando la regula, el ideal grie-
go del gobierno de los sabios nos da la respuesta, es preci-
so mediante un ejercicio de honestidad intelectual, plurali-
dad, rigor académico y sensibilidad política y social,
contextualizar y encontrar el punto de equilibrio.

La acción legislativa que entrega a la sociedad, la Comi-
sión de Participación Ciudadana de esta representación po-
pular, plural por definición, constituye un paso adelante en
la continua y nunca acabada asignatura, que nos permite
contribuir en la justa perceptiva al rediseño del Estado me-
xicano del Siglo XXI, que revise y perfeccione la relación
Estado-sociedad civil.

Por otra parte, al señalar en nuestra Constitución que al Es-
tado corresponde.

La rectoría del desarrollo nacional, con objeto de que sea
integral y sustentable, que fortalezca la soberanía y el régi-
men democrático, y que mediante el fomento del creci-
miento económico, el empleo y una más justa distribución
del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la li-
bertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases so-
ciales, cuya integridad tutela la Constitución convoca a los
sectores públicos, social y privado, al desarrollo económi-
co nacional, y aun cuando reserva al sector público el desa-
rrollo de las áreas estratégicas de comunicaciones, energé-
ticos, seguridad y soberanía nacionales, permite que
mediante acuerdo, el sector social y el privado, es decir, la
sociedad civil organizada, participe para impulsar y orga-
nizar las áreas prioritarias del desarrollo.

La condicionante en este punto, establece la Carta Magna,
es llevarlo a cabo en el marco de la legalidad, el propio ar-
tículo 25 de la Constitución, sobre el que hasta ahora he di-
sertado, establece con precisión que la ley debe de proveer
las condiciones, para que el sector privado contribuya al
desarrollo nacional.

En el 26 el Constituyente Permanente, ha planteado un im-
perativo para que el Estado organice un sistema de planea-
ción democrático del desarrollo nacional, con el objetivo
de imprimir solidez, dinamismo, permanencia y equidad al
crecimiento de la economía, para la independencia y la de-
mocratización política, social y cultural de la nación.

Y nuevamente la Constitución ordena el acuerdo del Esta-
do con la sociedad para lograr estos objetivos.
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La Comisión de Participación Ciudadana, con el invaluable
apoyo de organizaciones de la sociedad civil, académicos y
aportaciones de legisladores de los distintos grupos parla-
mentarios, a su alta consideración, pide el voto favorable
para enriquecer nuestro marco jurídico con un instrumento
eficaz de respaldo a la labor que juntos, como uno, tenemos
sociedad y gobierno.

Concluyo al reflexionar con todos ustedes la función del
Estado y más aún la del Estado moderno, la razón de su
existencia, su génesis y organización a fin de cuentas se
puede sintetizar en una sola palabra: “servir”. 

Por eso, el pueblo, en su legendaria sabiduría, lo ha creado,
le ha dado carta de naturalidad en la ley. Con esto contri-
buyen día con día hombres y mujeres, para eso trabajan, se
organizan y luchan para realizar sus sueños, esfuerzos y
anhelos para lograr el progreso, la paz, la seguridad, con-
vivencia pacífica y la felicidad para consolidar la democra-
cia y la justicia social, para que sea realidad un pueblo so-
berano y un gobierno servidor.

Muchas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Enrique Garza Taméz.

El diputado José Francisco Yunes Zorrilla
(desde su curul):

Señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Sí, diputado, adelante.

El diputado José Francisco Yunes Zorrilla 
(desde su curul):

Muchas gracias, señor Presidente.

Suplicarle instruya a la Secretaría, a nombre de la comi-
sión, la lectura de fe de erratas con respecto a este dictamen
que obra en su poder.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Con mucho gusto, señor diputado Yunes.

Le ruego al señor Secretario dar lectura a la fe de erratas
que previamente nos hizo llegar la Comisión de Participa-
ción Ciudadana.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Comisión de Participación Ciudadana. Fe de erratas del
dictamen de Ley Federal de Fomento a las Actividades Re-
alizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil, publica-
do en un anexo de la Gaceta Parlamentaria del día 10 de
diciembre de 2002.

Numeral uno. Página 7 relativa al artículo 1o. en su frac-
ción I dice: “establecer las bases sobre las cuales la Admi-
nistración Pública Federal fomentará las actividades de
bienestar y desarrollo humano que realicen las Organiza-
ciones de la Sociedad Civil.

Debe decir: “establecer las bases sobre las cuales la Admi-
nistración Pública Federal fomentará las actividades de
bienestar y desarrollo humano que realicen las Organiza-
ciones de la Sociedad Civil”.

Numeral 2. En la misma página en el artículo 1o. en su
fracción II dice: “determinar qué autoridades aplicarán es-
ta ley y los órganos que coadyuvarán en ellos”.

Debe decir: “determinar qué autoridades aplicarán esta ley
y los órganos que coadyuvarán en ello”.

Numeral 4. En la misma página en el artículo 3o. En su
fracción V dice: “promover la equidad de género y la igual-
dad de oportunidades”.

Debe decir: “promover la equidad de género y la igualdad
de oportunidades”.

Numeral 5. En la misma página en el artículo 3o. En su
fracción IX dice: “promover el aprovechamiento de los re-
cursos naturales, la protección al ambiente, la preservación
y restauración del equilibrio ecológico, así como fortalecer
al desarrollo sustentable a nivel regional y comunitario de
las zonas urbanas y rurales”.

Debe decir: “promover el aprovechamiento sustentable de
los recursos naturales, la protección al ambiente, la preser-
vación y restauración del equilibrio ecológico, así como
fortalecer el desarrollo sustentable en el ámbito regional y
comunitario de las zonas urbanas y rurales.
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Numeral 6. En la página 12 del artículo 22 dice: “el conse-
jo es un órgano de asesoría y consulta que tendrá por obje-
to proponer, opinar y emitir recomendaciones respecto de
la administración, dirección y operación del registro, así
como en la adopción de medidas para su óptimo funciona-
miento”.

Debe decir artículo 22: “el consejo es un órgano de aseso-
ría y consulta de carácter honorífico que tendrá por objeto
proponer, opinar y remitir recomendaciones respecto de la
administración, dirección y operación del registro, así co-
mo en la adopción de medidas para su óptimo funciona-
miento”.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Muchas gracias, señor diputado Secretario.

Esas son las erratas a las que se refería el señor diputado
José Yunes que nos hizo llegar previamente la comisión y
que forman parte desde luego del proyecto de ley.

Se abre la discusión en lo general.

El diputado Martí Batres Guadarrama (desde su curul):

Señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

El diputado Martí Batres.

El diputado Martí Batres Guadarrama (desde su curul):

A favor.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

No habiendo más solicitudes de uso de la palabra, se con-
cede el uso de la palabra al diputado Martí Batres en pro
del dictamen.

El diputado Martí Batres Guadarrama:

Con su permiso, señor Presidente: 

Simplemente quisiera, junto con muchos otros compañe-
ros, celebrar que se apruebe esta legislación de fomento a
las actividades realizadas por Organizaciones de la Socie-
dad Civil. 

Hace 10 años aproximadamente, circulaban en muchos es-
pacios legislativos, especialmente en el Senado y en la Cá-
mara de Diputados, cuatro organizaciones: el Foro de
Apoyo Mutuo, la Convergencia de Organismos Civiles, el
Centro Mexicano para la Filantropía y la Fundación Mi-
guel Alemán. 

Estos organismos proponían una legislación para el fomen-
to de las actividades de desarrollo social de los organismos
civiles. No tuvieron eco en aquel entonces. 

Hablaron con muchos legisladores federales en aquella
época y finalmente hace tres años en un órgano local, la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, presentaron su
propuesta que fue asumida por todos los partidos políticos
como una iniciativa de consenso. Dicha iniciativa se apro-
bó entonces en la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral, en su pasada legislatura y se conformó aquí la primera
legislación de fomento a las actividades de desarrollo so-
cial de los organismos civiles.

Celebramos ahora que podamos contar con una legislación
federal, no local, sino para todo el país que permita fomen-
tar el crecimiento, el desarrollo de este tipo de organiza-
ciones civiles. 

Ahora, en esta época en la que se cuestionan fuertemente
los mecanismos de representación. En esta época en la que
se habla de una mayor participación. En esta época en la
que se entiende que reformar el Estado es también ampliar
la participación de los ciudadanos en su toma de decisio-
nes, nos parece indispensable que el Poder Legislativo en-
tienda que hay nuevos mecanismos de participación social,
que no riñen con los órganos legislativos, sino que se com-
plementan con nuevos esquemas de la democracia que es-
tamos construyendo. 

Por eso, será muy importante esta legislación, para que
pueda fomentarse el crecimiento de numerosos organismos
civiles a lo largo y ancho de todo el país y para que las ins-
tituciones públicas puedan por fin cooperar de manera ins-
titucional, con muchísimas organizaciones civiles que des-
de hace mucho tiempo participan en tareas educativas,
cívicas, populares, institucionales, académicas de la más
diversa índole, de educación y prevención de enfermeda-
des, de salud, de cobijo para los más desamparados, para la
ayuda a grupos vulnerables y muchas otras organizaciones
civiles que han hecho su aparición, su escena desde hace
muchos años, que han surgido a partir de sus propias moti-
vaciones. 
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Ahora, será muy importante que además existan instru-
mentos públicos para fomentar estas organizaciones,
para fomentar sus actividades y para complementar la
gran tarea del desarrollo social que hace falta en nues-
tro país. 

Por lo tanto, nos congratulamos con esta legislación y
felicitamos ampliamente a los compañeros de las comi-
siones que han hecho posible este dictamen que ha lle-
gado al pleno de la Cámara de Diputados finalmente,
bajo el reclamo, la exigencia y la solicitud de numero-
sas organizaciones civiles que viven y trabajan cotidia-
namente. 

Muchas gracias, compañeras y compañeros. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Consulte la Secretaría a la Asamblea, si el dictamen se en-
cuentra suficientemente discutido en lo general. 

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia en votación económica
se consulta a la Asamblea si el dictamen se encuentra sufi -
cientemente discutido en lo general.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Suficientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento Interior
del Congreso General, se pregunta a la Asamblea si se va a
reservar algún artículo para discutirlo en lo particular.

El diputado Jaime Alcántara Silva (desde su curul): 

Por la comisión nos reservamos los artículos 3o. y 27.

El diputado Benjamín Ayala Velázquez (desde su curul): 

Gracias, señor Presidente:

Me reservo el artículo 3o., fracciones VII y VIII, el artícu-
lo 7o. en su articulado inicial y para adicionar un párrafo
final y el artículo 23, fracción III.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

No habiendo más reservas, se pide a la Secretaría que se
abra el sistema electrónico de votación por 10 minutos
para proceder a la votación en lo general y en lo particular
de los artículos no impugnados.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior.

Abrase el sistema electrónico de votación hasta por 10 mi-
nutos para proceder a la votación del dictamen en lo gene-
ral y de los artículos no impugnados.

(Votación.)

Se emitieron 433 votos en pro, cero en contra y una abs-
tención.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Aprobado en lo general por 433 votos en pro.

Honorable Asamblea, quiero informar a ustedes que han si-
do reservados los siguientes artículos:

El artículo 3o. en sus fracciones VII y VIII, por el diputa-
do Benjamín Ayala Velázquez.

El artículo 3o. para proponer la adición de una fracción,
por el diputado Jaime Alcántara Silva en nombre de la co-
misión.

El artículo 7o. en su párrafo inicial y para proponer la adi-
ción de un párrafo, por el diputado Benjamín Ayala Veláz-
quez.

El artículo 23 fracción III, por el diputado Benjamín Ayala
Velázquez y

El artículo 27, párrafo primero, por el diputado Jaime Al-
cántara Silva en nombre de la comisión.
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Vamos a sustanciar, si ustedes están de acuerdo, las reser-
vas de la comisión. Esto es, el artículo 3o. y el artículo 27,
y posteriormente las reservadas por el diputado Ayala.

De tal suerte que tiene el uso de la palabra el diputado Jai-
me Alcántara Silva en nombre de la comisión.

El diputado Jaime Alcántara Silva: 

Muchísimas gracias, señor Presidente:

Como una cuestión de economía procesal, efectivamente,
como usted lo anunció, son los artículos 3o. y 27.

En el año de 1992 se crea en nuestro país el primer banco
de alimentos y en la actualidad existen 42 en nuestro país.
La principal función de éstos es la de captar alimentos que
previa selección de los mismos son donados a orfanatos,
asilos, comedores para indigentes etcétera. Además de in-
tervenir en los casos de desastres naturales donde se pro-
porciona de manera rápida y oportuna.

En una verdadera opción de ayuda y socorro para otras
organizaciones de la sociedad civil, que obteniendo par-
te de los alimentos que se consumen destina sus ingresos
a otros rubros más importantes y de urgente resolución.
Por esta labor la comisión se reserva el artículo 3o. del
proyecto de ley contenido en el dictamen para insertar
una nueva fracción XX, pasando la que existe en el dic-
tamen a ser la inmediata consecutiva, quedando de la si-
guiente manera:

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se consideran acti-
vidades que deben realizar las organizaciones de la socie-
dad civil, las siguientes:

I a la XIX como está.

XX debe decir: funcionar como centro de captación de ali-
mentos y otros artículos o productos, a efecto de distribuir-
los a la población en situación de pobreza o vulnerabilidad
social, de manera directa o a través de otras organizaciones
de la sociedad civil o instituciones afines sin fines de lucro.
Eso en cuanto al 3o.

El artículo 27...

Considerando:

Uno. Que la Comisión Intersecretarial está integrada por
representantes de varias dependencias y será la encargada
de la organización y administración del registro de las or-
ganizaciones, y

Dos. Que son las dependencias de la Administración Pú-
blica Federal las indicadas para aplicar las sanciones a las
organizaciones conforme a la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, proponemos la siguiente modifica-
ción:

Artículo 27. Cuando una organización con registro vigente
cometa alguna de las infracciones a que se hace referencia
en el artículo anterior, las dependencias en el ámbito de su
competencia aplicarán a la organización, según sea el caso,
las siguientes sanciones:

Y ya después continuará del 1 al 4.

Entrego, señor Presidente, a la Secretaría las correcciones
propuestas.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le ruego a la Secretaría consultar a la Asamblea si se
admite para su discusión y votación posterior la adición
de una nueva fracción XX en el artículo 3o., lo que im-
plicaría correr la que aparece actualmente como XX a la
XXI dentro del mismo ordenamiento. Para ello le ruego
dar lectura a la propuesta y consultar a la Asamblea si se
admite. 

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

“Artículo 3o. Para efectos de esta ley, se consideran activi-
dades que deben realizar las organizaciones de la sociedad
civil las siguientes:...”. De las fracciones I a la XIX queda-
ría igual, se adiciona una fracción “XX. Funcionar como
centros de captación de alimentos y otros artículos o pro-
ductos, a efecto de distribuir a la población en situación de
pobreza o vulnerabilidad social, de manera directa o a tra-
vés de otras organizaciones de la sociedad civil o institu-
ciones afines sin fines de lucro”.

Y la fracción XXI. 
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El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias. Le ruego señor Secretario, consultar a la Asam-
blea si se admite.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si es de admitirse la proposición.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Admitida la propuesta.

Le ruego dar lectura a la propuesta de modificación del pri-
mer párrafo del artículo 27.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Reserva al artículo 27 del dictamen de proyecto de Ley Fe-
deral de Fomento a las Actividades Realizadas por Organi-
zaciones de la Sociedad Civil. Proponemos la siguiente
modificación:

“Artículo 27. Cuando una organización con registro vigen-
te cometa alguna de las infracciones a que se hace referen-
cia en el artículo anterior, las dependencias en el ámbito de
su competencia aplicarán a la organización, según sea el
caso, las siguientes sanciones:...”.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le ruego señor Secretario, consultar si se admite a discu-
sión y votación posterior.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la Asamblea si se admite la proposición del
artículo 27.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado.

Se admite la propuesta de modificación al párrafo primero
del artículo 27, formulada por la comisión.

Vamos a presentar ahora las reservas planteadas por el di-
putado Benjamín Ayala Velázquez. Le ruego a él que, si le
parece, en una misma oportunidad pueda presentar las pro-
puestas de las reservas que ha hecho y las votaremos de
manera diferente.

Adelante. Tiene el uso de la palabra el diputado Benjamín
Ayala Velázquez.

El diputado Benjamín Ayala Velázquez:

Con la venia de la Presidencia; amigas y amigos diputados: 

Antes de proponer las adiciones, quiero comentarles a to-
dos ustedes que el votar esta ley representa un gran avance
para el desarrollo de la democracia en el país y para el
desarrollo de las sociedades civiles.

A raíz de la reforma política implementada en 1976 con lo
que hoy conocemos como Cofipe, el desarrollo democráti-
co del país y de inclusión ha sido cada vez mayor y celebro
y además quiero felicitar a la comisión y a los miembros de
la misma por este acertado dictamen que hoy hemos apro-
bado y que quiero referirme solamente a algunos puntos en
lo particular.

Proponemos que en el artículo 3o. en la fracción VII se
cambie el enunciado para que diga lo siguiente: “fortalecer
y promover programas de seguridad pública en materia de
prevención del delito y de combate a la corrupción.

Además en la fracción VIII proponemos sin que cambie el
espíritu de este articulado, que quede de la siguiente mane-
ra: “desarrollar programas de apoyo a zonas marginales pa-
ra mejorar sus condiciones de vida enfatizando esta activi-
dad en comunidades indígenas”.

Asimismo, estamos proponiendo en el artículo 7o. en la pá-
rrafo inicial, esta es una propuesta solamente de forma, no
es de fondo, es de redacción, al principio cuando se refiere
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a constituir una comisión intersecretarial que se encargará
de la organización y dice: “y administración del registro.”
Aquí se propone que en vez de decir “y administración del
registro se diga: “y será responsable del registro”. Esto ha
sido ya también consensado con los miembros de la comi-
sión.

Pero al final, quisiéramos incorporar al final del artículo
7o. cuando se habla de “incorporar a esta comisión a un re-
presentante del Instituto Nacional de las Mujeres” también
proponemos “que se incorpore a un representante del Insti -
tuto Nacional de la Juventud y en el mismo rango de invi-
tado, a un representante de la Procuraduría General de la
República y de la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos”.

Finalmente y concluyo, en el artículo 23 relativo al Capí -
tulo V del Consejo Técnico Consultivo, cuando habla de
“dos representantes, uno por cada Cámara “se propone que
en el caso de la Cámara de Diputados “el representante se-
rá el Presidente de la Comisión de Participación Ciudada-
na o el presidente de la comisión afín a la materia que re-
gula esta ley”.

Por su atención, muchas gracias y nuevamente me permito
celebrar con todos ustedes esta propuesta de dictamen de
ley que ha sido aprobada. 

Gracias. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, diputado Benjamín Ayala. 

Le ruego al señor Secretario dar lectura a la propuesta de
modificaciones a las fracciones VII y VIII del artículo 3o.
presentadas por el señor diputado Benjamín Ayala Veláz-
quez. 

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

“Artículo 3o. Fracción VII. La proposición es quedar como
sigue: fracción VII. Fortalecer y promover programas de
seguridad pública en materia de prevención de delito y de
combate a la corrupción”.

Del mismo artículo 3o. fracción VIII. “Desarrollar progra-
mas de apoyo a zonas marginales para mejorar sus condi-
ciones de vida enfatizando esta actividad en comunidades
indígenas”.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

El señor presidente de la comisión, el diputado Miguel Gu-
tiérrez, ¿había solicitado el uso de la palabra?

Activen el sonido en la curul del diputado Miguel Gutié-
rrez, por favor.

El diputado Miguel Gutiérrez Hernández 
(desde su curul):

En el articulado se dice: “ será responsable…” en el párra-
fo inicia.

El diputado Benjamín Ayala Velázquez (desde su curul):

Gracias, señor Presidente:

Sí hemos estado los miembros de la comisión escuchando
atentamente las propuestas que hace el diputado y hemos
coincidido en aprobarlas, enriquece el texto de la misma.
Estamos de acuerdo la comisión en que así quede como es-
tá la propuesta del diputado.

Gracias, sí hemos estado los miembros de la comisión es-
cuchando atentamente las propuestas que hace el diputado
y hemos coincidido en aprobarlas, enriquece el texto de la
misma.

Estamos de acuerdo la comisión en que así quede como es-
tá la propuesta del diputado…

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

La comisión las admitiría para que las aprobara la Asam-
blea.

El diputado Benjamín Ayala Velázquez (desde su curul):

Así es. Admitimos esas propuestas.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Así lo entiendo. Correcto. Las hacen suyas. De acuerdo.

Le ruego señor Secretario, consultar a la Asamblea si son
de admitirse las propuestas formuladas por el señor diputa-
do Benjamín Ayala en relación con la modificación de las
fracciones VII y VIII del artículo 3o.
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El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la Asamblea si son de admitirse las pro-
puestas de modificación al artículo 3o. en sus fracciones
VII y VIII.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admiten.

Le ruego señor Secretario dar lectura a las propuestas pre-
sentadas por el diputado Benjamín Ayala en relación con la
modificación del párrafo inicial del artículo 7o. y la adición
de un párrafo del propio artículo.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Artículo 7o. La propuesta es que diga: “el Ejecutivo Fede-
ral constituirá una comisión intersecretarial que se encar-
gará de la organización y será responsable del registro a
que se refiere esta ley”.

Y al final, la adición consiste en: “y un miembro del Insti-
tuto Nacional de la Juventud y en el mismo rango de invi-
tado, a un representante de la Procuraduría General de la
República y de la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos”.

Este sería, entiendo, el antepenúltimo párrafo ¿verdad?…
el antepenúltimo.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Así es, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Quiere leerlo de nueva cuenta señor Secretario, por favor.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Lo leeré de nuevo, señor Presidente: “y un miembro del
Instituto Nacional de la Juventud y en el mismo rango de

invitado a un representante de la Procuraduría General de
la República y de la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos”.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor Secretario.

El señor presidente de la comisión, el señor diputado Mi-
guel Gutiérrez.

El diputado Miguel Gutiérrez Hernández 
(desde su curul):

Sí, señor Presidente. De igual forma hacemos propias estas
propuestas para que se pongan a votación de esta Asam-
blea. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor presidente de la comisión, le ruego señor
Secretario leer finalmente como quedaría la adición última
y consultar a la Asamblea si es de admitirse la propuesta de
modificación al párrafo inicial y la adición de un párrafo
antepenúltimo al artículo 7o. de la ley.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea en votación económica si son de aceptarse las pro-
puestas.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Secretario y le rogaría, finalmente,
dar lectura a la propuesta de modificación de la fracción III
del artículo 23 que ha presentado el señor diputado Benja-
mín Ayala.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 23 fracción III. La propuesta es quedar como sigue:
“en el caso de la Cámara de Diputados será el presidente de
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la Comisión de Participación Ciudadana o el presidente de la
comisión afín a la materia que regula esta ley”.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le ruego consultar a la Asamblea si es de admitir.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia…

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Perdón, el señor presidente de la comisión, el diputado Mi-
guel Gutiérrez Hernández.

El diputado Miguel Gutiérrez Hernández 
(desde su curul):

Señor Presidente, en esta reserva quiero manifestar que no
estamos de acuerdo con la redacción. El espíritu precisa-
mente de la integración de esta redacción que propusimos
como comisión, es de que consideramos que la naturaleza
de una comisión obedece precisamente a un trabajo de es-
tudio que cada legislatura en el inicio de sus actividades
desarrolla, por lo tanto nosotros no podemos, dándole pre-
cisamente permanencia y visión a largo plazo no podemos
desde ahora, signarla a nombre de una comisión por lo mis-
mo consideramos que la redacción debe quedar en los tér-
minos que estaba la propuesta.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado, ha expresado el presidente de la co-
misión que la propia comisión no estaría de acuerdo con es-
ta adición que propone el diputado Benjamín Ayala, le rue-
go señor Secretario consultar a la Asamblea si es de
admitirse, la propuesta presentada por el diputado Benjamín
Ayala.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

Por instrucciones de la Presidencia en votación económica
se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta al
artículo 23 fracción III, del diputado Benjamín Ayala Ve -
lázquez.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la negativa, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

No admitida la propuesta de modificación al artículo 3o.

¿Sí diputado Benjamín Ayala?

El diputado Benjamín Ayala Velázquez (desde su curul):

Señor con todo respeto, diferimos de la visión del señor Se-
cretario, solicitó se abra el registro electrónico de votación.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Perdón señor diputado ha sido votado y se constató que,
efectivamente que la mayoría de los señores diputados re-
chazaron la propuesta presentada por usted, sólo en lo que
se refiere a la puntualización de que fuera el presidente de
la Comisión Ciudadana, quien formara parte de esta comi-
sión. Ha sido votado y se sustanció el trámite de las reser-
vas que habían sido presentadas.

En consecuencia, habiendo sido agotadas todas las reser-
vas, le ruego a la Secretaría puntualizar a la Asamblea las
modificaciones admitidas.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

De acuerdo señor Presidente.

Artículo 3o. fracción VII. “Fortalecer y promover progra-
mas de seguridad pública en materia de prevención de de-
lito y de combate a la corrupción.”

El mismo artículo 3o. en su fracción VIII, desarrollar pro-
gramas de apoyo a zonas marginales para mejorar sus con-
diciones de vida enfatizando esta actividad en comunida-
des indígenas.

En el artículo 7o. párrafo inicial, quedaría como sigue: “El
Ejecutivo Federal constituirá una comisión intersecretarial,
que se encargará de la organización y será responsable del
registro a lo que se refiere esta ley.” Por lo que toca al an-
tepenúltimo párrafo diría:

“Uno del Instituto Nacional de la Juventud y en el mismo
rango de invitado, a un representante de la Procuraduría

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002329



General de la República y de la Comisión Nacional de De-
rechos Humanos.”

Por lo que respecta a las propuestas del otro diputado,
compañero Jaime Alcántara, el artículo 3o. le daré lectura.
Deberá quedar: “para efectos de esta ley, se consideran ac-
tividades que deben realizar las organizaciones de la socie-
dad civil, las siguientes...”

De la fracción I a la fracción 19 quedaría igual. La fracción
20 diría: “funcionar como centros de captación de alimen-
tos y otros artículos o productos, a efecto de distribuirlos a
población en situación de pobreza o vulnerabilidad social,
de manera directa o a través de otras organizaciones de la
sociedad civil o instituciones afines, sin fines de lucro”.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor Secretario.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

Por lo que corresponde, señor Presidente, al artículo 27,
quedaría como sigue:

“Cuando una organización con registro vigente cometa al-
guna de las infracciones a que se hace referencia el artícu-
lo anterior, las dependencias en el ámbito de su competen-
cia aplicarán a la organización, según sea el caso, las
siguientes sanciones...”

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor Secretario.

Le ruego consultar a la Asamblea si se encuentran sufi-
cientemente discutidos los artículos reservados.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca, se consulta a la Asamblea si los artículos reservados se
encuentran suficientemente discutidos.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Suficientemente discutidos.

Señor Secretario, le ruego que ordene la apertura del siste-
ma electrónico de votación hasta por cinco minutos, para
proceder a la votación de los artículos reservados en los
términos de los que ha usted dado cuenta.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior. Abrase el sistema electrónico de
votación, hasta por cinco minutos, para proceder a la vota-
ción de los artículos reservados, como dio lectura esta Se-
cretaría.

(Votación.)

Se emitieron 397 votos en pro, cero en contra y cero abs-
tenciones.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Aprobados en lo particular los artículos 3o. con las mo-
dificaciones admitidas en las fracciones VII y VIII; el
artículo 3o. con la adición de una fracción; el artículo
7o. con la modificación en el párrafo inicial y la adición
de un párrafo antepenúltimo; del artículo 27 con la mo-
dificación admitida en su párrafo primero y el artículo
23 fracción III en los términos del dictamen. Aprobados
por 387 votos.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas
por Organizaciones de la Sociedad Civil.

Pasa al Senado para los efectos constitucionales.
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